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INTRODUCCIÓN  
 
 
Existen tanto en la jurisprudencia como en la doctrina nacional, argumentos y 
estudios que señalan el valor normativo que dentro del sistema de fuentes tienen las 
decisiones judiciales en Colombia. Sin embargo, tales estudios y/o pronunciamientos 
de las altas cortes, no han avanzado más allá de establecer el deber de los Jueces de 
obedecer lo consignado en esta, sin que existan estudios, por parte de la doctrina 
nacional, que aborden las consecuencias, que desde el punto de vista disciplinario, 
tiene la inobservancia de la jurisprudencia de las altas cortes para los sujetos 
disciplinables, en el ejercicio de sus funciones.  
 
Por esta razón, encontramos apropiado hacer un estudio en el que se condensara el 
valor de las decisiones judiciales, con las implicaciones que desde el punto de vista 
del principio de legalidad que opera en materia disciplinaria, tendría sostener que sí 
un sujeto disciplinable – entiéndase autoridades jurisdiccionales, administrativas y 
demás sujetos pasibles de esta sub especie del derecho administrativo sancionador del 
Estado – cuando desconoce la jurisprudencia incurre en una conducta de carácter 
disciplinario. Lo cual también pretende abrir la discusión, por lo novedoso del tema, 
de construir una teoría respecto de las implicaciones que tal propuesta tendría en 
nuestro sistema jurídico, y si por esta vía, se justifica que para garantizar la 
coherencia y unidad del sistema jurídico pueda sancionarse disciplinariamente a 
quien vinculado por una relación de sujeción especial con el Estado, desconozca 
pautas jurisprudenciales – obligatorias y/o vinculantes – sin la existencia de una ley 
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previa que haya determinado que tal comportamiento deba ser objeto de reproche 
disciplinario.  
 
Para tal efecto, se ha delimitado el planteamiento de la presente investigación con la 
formulación del siguiente problema jurídico: ¿El desconocimiento de la 
jurisprudencia constituye falta disciplinaria y viola o no el principio de 
legalidad?  Este cuestionamiento, al cual se tratará de dar respuesta a lo largo del 
presente trabajo, parte de las inquietudes que el autor en su ejercicio profesional, ha 
tenido al estudiar casos en donde sí bien los sujetos disciplinables no desconocen 
disposiciones de derecho legislado, sus actuaciones se ejecutan de espaldas a los 
mandatos de la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sede de 
Constitucionalidad o de revisión de fallos de tutela, o de la emitida por el Consejo de 
Estado como tribunal de cierre de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 
por ejemplo. 
 
Dicho estudio, antes que colocar punto final respecto al tema, pues por los 
interrogantes que genera podrían dar lugar a una tesis doctoral, que  tiene como 
objeto precisar y crear algunas conclusiones respecto a sí es posible predicar la 
configuración de la falta disciplinaria cuando se desconoce o inobservan las pautas de 
la jurisprudencia de las altas cortes que actúan como órganos de cierre en sus 
respectivas jurisdicciones, así como los dictados de la Corte Constitucional y del 
Consejo de Estado cuando realizan el control de constitucionalidad de disposiciones 
del ordenamiento jurídico, o del tribunal constitucional cuando efectúa la revisión de 
fallos de tutela.  
 
En este contexto, es que nos atrevemos a señalar, que la investigación que se presenta 
es de gran utilidad, ya que coloca no solo a los funcionarios judiciales, sino a todas 
las autoridades administrativas y demás sujetos disciplinables, de frente a una 
realidad, como es la de tener la obligación de observar la jurisprudencia de las altas 
cortes al momento de dictar una providencia, o resolver una actuación administrativa. 
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Obligación que no sólo se circunscribe al conocimiento de las sentencias de la Corte 
Constitucional cuando se pronuncia sobre la constitucionalidad de disposiciones 
legales, sino a todas las sentencias de las altas cortes en donde se hayan estudiado 
casos con hechos iguales o análogos a los del caso que deban resolver. Planteamiento 
este que tiene como objetivo general, proponer no sólo un estudio descriptivo, en el 
que se presentan los fundamentos que desde el punto de vista dogmático permiten o 
no sostener la viabilidad de la tesis planteada, sino ubicar a los sujetos disciplinables 
y a las autoridades administrativas encargadas de aplicar esta sub especie del derecho 
sancionador de Estado, en cuanto a la viabilidad de predicar la ocurrencia y 
configuración de una falta disciplinaria por el desconocimiento de la jurisprudencia 
emanada de las altas cortes en Colombia.   
 
Para desarrollar lo anterior, hemos propuesto como esquema metodológico de 
exposición, un estudio sistemático y articulado de las premisas que sustentan el 
estudio en cuatro apartados, así: 
 
En el primer capítulo, se hará un recuento del valor de la jurisprudencia en el sistema 
de fuentes del derecho, mostrando el panorama del caso Colombiano antes y después 
de la Constitución de 1991, definiendo cada especial tipo de decisión judicial que se 
produce en nuestro ordenamiento jurídico, tanto en el caso de la Corte Constitucional 
como de los demás altos tribunales. Ubicándose este como una parte central de la 
presente investigación, ya que a partir de los conceptos desarrollados a su interior se 
desarrollará el capítulo relativo a las consecuencias disciplinarias que tendría para un 
sujeto disciplinable, el desconocimiento de la jurisprudencia.  
 
El segundo capítulo, sobre el concepto de relaciones de sujeción especial, une lo visto 
sobre el valor de la jurisprudencia con la posibilidad de que su inobservancia puede 
ser calificada como falta disciplinaria por la estrecha vinculación que tienen los 
sujetos disciplinables con el Estado. Para luego, pasar al tercer capítulo, relativo al 
principio de legalidad en materia administrativa sancionadora, en donde se define su 
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contenido y sus manifestaciones, desde el punto de vista dogmático y jurisprudencial, 
tomando como referente el derecho español. 
 
Por último, en el capítulo cuarto, se enfrenta la formulación de las manifestaciones 
del principio de legalidad: tipicidad y reserva de ley, con la posibilidad de aceptar la 
configuración de una falta disciplinaria por el desconocimiento de la jurisprudencia 
en Colombia. Para posterior a este análisis, presentar la realización de una línea 
jurisprudencial en la que de forma tácita se habilita por parte de la Corte 
Constitucional y de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, la viabilidad, desde 
el punto de vista práctico, de estimar que el desconocimiento de la jurisprudencia 
puede originar la configuración de una falta disciplinaria, luego del cual se concluye 
dando nuestra opinión frente a la posibilidad de aplicar la mencionada tesis.   
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CAPÍTULO PRIMERO: EL VALOR DE LA DECISIONES JUDICIALES 
DENTRO DEL SISTEMA DE FUENTES EN COLOMBIA 
 
 
1.  PLANTEAMIENTO  
 
 
El siguiente apartado cobra relevancia para ser incluido como parte introductoria de 
la presente investigación, en la medida en que a partir de este se trata de ubicar al 
lector sobre el verdadero contenido, alcance y valor de las decisiones judiciales 
dentro del sistema de fuentes en Colombia. Intentando mostrar las diferencias que 
existen entre las sentencias y fallos emitidos por aquellos jueces que se encuentran en 
los respectivos vértices de las jerarquías funcionales de cada jurisdicción, respecto de 
los demás dispensadores de justicia.  
 
Conceptos y nociones que en sus distintas acepciones, deben ser comprendidos para 
identificar las consecuencias jurídicas que establece el mismo ordenamiento jurídico 
por su desconocimiento, para de esta forma contrastar el desconocimiento de los 
materiales o normas jurídicas ahí contenidas, y luego, en un apartado posterior, 
enfrenarlo con el principio de legalidad y establecer si ello, de alguna forma, 
comporta la ocurrencia de una conducta merecedora de reproche disciplinario. 
 
Para abordar el siguiente apartado dentro de la presente investigación, se considera 
necesario, en principio, abordar la noción de fuentes del derecho, y posteriormente, 
establecer el valor de la jurisprudencia dentro del sistema de fuentes; abordando, con 
fundamento en el conocimiento de estos dos conceptos, el valor que se le ha 
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reconocido a la jurisprudencia en Colombia antes de la expedición de la Constitución 
de 1991, para posteriormente, comprender el estado actual de la temática a partir de 
una visión histórica de la normativa que regula este aspecto, y finalmente plantear, 
con la intención de hacerlo de forma sucinta, el valor dentro del sistema de fuentes de 
la doctrina probable, y de las distintos tipos de sentencias que dicta la corte 
constitucional. Adicionando, en último término, algunas reflexiones al especial tipo 
de decisión judicial que constituyen los laudos arbítrales y su valor dentro del sistema 
de fuentes. 
 
 
1.1. EL CONCEPTO DE LAS FUENTES DEL DERECHO  
 
Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, el término 
“fuente” sirve, entre otros significados, para describir “el principio, fundamento u 
origen de algo” 1, mientras que para el ámbito del derecho el término fuentes se 
refiere al origen o causa de nacimiento del derecho, así como a las formas de 
manifestación o exteriorización del mismo, al punto que el estudio de las distintas 
formas de creación de normas jurídicas se hace generalmente bajo el rótulo de 
“fuentes del derecho”2.   
 
Por su parte AFTALIÓN y VILANOVA definen las fuentes del derecho como 
“aquellos hechos a los que se les reconoce en un grupo o comunidad jurídica la 
virtud de introducir (o sustraer) normas y, complementariamente, políticas, 
principios o valoraciones, y que son utilizados por los mismos miembros de la 
comunidad o por los órganos establecidos, para ello (jueces y tribunales) para 
                                                 
1
 Según el RAE Diccionario de la Real Academia de la Lengua, el término Fuentes viene del latín 
fons,-ntis. Significa (…) 8. f. Principio, fundamento u origen de algo. Véase, 
http://www.rae.es/rae.html. 
 
2
 Carlos Santiago Nino. Introducción al análisis del derecho. Pág.148 Décima Edición. Barcelona: 
Editorial Ariel S.A. (2001). 
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determinar el sentido de las conductas de sus miembros y comportamientos que 
deben observarse inclusive en los casos de controversia”3.  
 
En cuanto a la naturaleza de este concepto, vale la pena destacar lo que dice CUETO 
RUA, debido a que el concepto de fuentes, según él, puede variar de acuerdo con la 
autoridad que se dirige a ellas en busca de la solución a un caso, al afirmar que “no 
existe entre las fuentes un orden de prelación rígido e invariable. Además, ello 
depende del sistema jurídico de que se trate y de la especial situación histórica que 
vive cada pueblo  -de modo que-  la mayor o menor gravitación de las fuentes 
depende también de la naturaleza del sujeto que se dirige a ellas en busca de 
respuesta a sus interrogantes. Así, por ejemplo, es posible que el juez pueda ser más 
sensible a la ley o a la jurisprudencia, y, en cambio, el legislador, ser más sensible a 
la costumbre y a la doctrina”4.    
 
Al respecto, BOBBIO5 define este concepto como “aquellos hechos o aquellos actos 
de los cuales el ordenamiento jurídico hace depender la producción de normas 
jurídicas”, incluyendo los términos de hechos y actos en la definición; los cuales, 
luego son retomados por otros doctrinantes de teoría jurídica como AGUILÓ 
REGLA6 y  PRIETO SANCHÍS7 para describir el confuso concepto que encierra el 
termino de fuentes del derecho8. 
                                                 
3
 Enrique R Aftalión, & José VIlanova, Introducción al Derecho. Pág. 643 Segunda Edición. Buenos 
Aires: Editorial Abeledo Perrot, (1994). 
 
4
 No obstante lo dicho, para este autor, las fuentes de derecho también obligan a todos los integrantes 
del grupo social en donde rigen, al señalar que: “Las fuentes (de derecho) no sólo suministran 
orientación para resolver casos litigiosos, sino que actúan de una manera mucho más general y 
silenciosa, canalizando las manifestaciones vitales de los integrantes de los grupos sociales, los 
pueblos, las naciones, de modo tal que se coordine valiosamente la libertad individual de los 
miembros del grupo. Véase en: JULIO. CUETO RÚA. Fuentes del derecho. Página 28 (Buenos Aires: 
Editorial Abeledo-Perrot, 1971).  
 
5
 Norberto Bobbio, Teoría general del derecho Pág. 160. 3a Edición. Bogotá: Temis, (2007).  
 
6
 Josep Aguiló Regla. Teoría general de las fuentes del derecho y del orden jurídico. Barcelona: Ariel, 
(2000).   
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AGUILÓ REGLA9 para exponer el tema, parte de las reflexiones jurídicas que se han 
realizado al respecto, mostrando como éstas han girado alrededor de explicar las 
fuentes del derecho a partir de tres enfoques, como son: un enfoque explicativo o 
social; otro justificativo o valorativo; y, uno sistemático o formalista. Señalando que 
el primero de estos explica el nacimiento del derecho como un orden social que 
expone la génesis y el contenido de las normas jurídicas, sin consideraciones de tipo 
moral; mientras que el segundo, justifica la obligatoriedad del derecho a partir de una 
conexión conceptual necesaria entre moral y derecho, comprendiendo que las normas 
jurídicas protegen ciertos bienes o estados de cosas por considerarlos valiosos; y, el 
tercer enfoque, explica el origen del derecho y de las normas jurídicas a partir de un 
orden formal o técnico jurídico; para luego definir el concepto como “aquellos 
hechos actos jurídicos, resultados institucionales, que son normas jurídicas. O dicho 
con otras palabras, son las normas jurídicas vistas como resultados institucionales, 
vistas como hechos o actos jurídicos”10.      
 
                                                                                                                                           
7
 Luís Prieto Sanchís. Apuntes de teoría del derecho. Pág.  24 -27 Madrid: Trotta, (2005). 
 
8
 No obstante ser este un tema que ha ocupado a múltiples autores, no existe una posición unificada en 
torno al tema por parte de los mismos, al punto que sobre la dispersión conceptual que existe para 
explicar el concepto de las fuentes de derecho, Ignacio De Otto ha señalado que: “la dificultad de 
determinar qué haya de entenderse por fuentes se debe en buena medida a que se pretende buscar en 
el ordenamiento jurídico el fundamento de lo que no es sino un concepto puramente académico. En 
efecto, decir que el ordenamiento confiere a los primeros una virtualidad que no confiere a los 
segundos, porque el ordenamiento jurídico no prevé unas consecuencias especificas que sólo 
concurran en los actos llamados fuentes, en todos ellos, y no en todos los demás”. En: Ignacio De 
Otto. Derecho Constitucional Sistema de fuentes. Pág. 74. Barcelona: Ariel, (1995). 
 
9
 Josep Aguiló Regla. Op. Cit.,  p. 24 a 27. 
 
10
 Vale la pena anotar, que este autor al explicar el tema de las fuentes del derecho como producto de 
actos jurídicos y hechos jurídicos, da justificaciones para superar los dilemas conceptuales propios de 
la teoría de las fuentes del derecho que explican la temática a partir de la división: fuentes formales Vs 
fuentes materiales; fuentes de conocimiento Vs fuentes normativas; modos de producir normas 
jurídicas Vs modos de exteriorización de normas jurídicas. Véase en: Josep Aguiló Regla. Op. Cit.,  
pág. 37 a 50       
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Así mismo, este autor enseña que el tema puede ser abordado desde una perspectiva 
interna y otra externa11, en donde la Constitución se convierte en punto de conexión 
entre ambos problemas, en donde esta opera como el puente entre la diversidad en la 
producción normativa, por un lado, y la identificación, la unidad, y la permanencia 
del orden jurídico, por otro. 
 
Para explicar este concepto, tenemos que KELSEN12 y HART13 lo asimilan a la 
validez de las normas que pertenecen al ordenamiento, teniendo en cuenta que el 
primero no admite consideraciones de tipo valorativas o sociológicas para explicar el 
tema a partir de la denominada “norma fundante básica”, mientras que el segundo, 
permite explicar su paralelo (regla de reconocimiento) a partir de un enfoque 
explicativo que resalta las practicas (morales) de los sujetos implicados en los hechos 
sociales que determinan la existencia y el contenido del derecho. 
 
                                                 
11
 En relación a estos tópicos AGUILÓ REGLA, manifiesta que:” La teoría del derecho ha recurrido 
a la idea de norma última, suprema o independiente que determina los criterios últimos, supremos  o 
independientes de pertenencia de una norma al conjunto de normas que es el Derecho. Así, si la teoría 
de las fuentes como cuestión interna (al estudiar los procesos normativos de creación de las normas 
jurídicas) suministra los criterios no últimos, no supremos o no independientes (derivados) de 
pertenencia de las normas al conjunto; la teoría de las fuentes como cuestión externa desemboca en la 
determinación de los criterios últimos, supremos o independientes de pertenencia al conjunto de 
normas que es el derecho. (….) Internamente el discurso sobre las fuentes versa sobre la diversidad en 
la producción jurídica y el régimen jurídico de las normas producidas; externamente versa sobre la 
composición de la imagen del derecho: la identificación, la unidad estática y la continuidad dinámica 
son tres problemas clásicos de la teoría del derecho”. En: Josep Aguiló Regla. Sobre la Constitución 
del Estado Constitucional. En: Doxa. Revista Jurídica. N° 24. Madrid: Universidad Nacional de 
Educación a Distancia UNED,  p. 432 y 433 .2001. 
 
12
 En este sentido KELSEN, afirma que “la norma que representa el fundamento de validez de otra 
norma es, en su respecto, una norma superior; pero la búsqueda del fundamento de validez de una 
norma no puede seguir hasta el infinito (…) Tiene que concluir en una norma que supondremos la 
última, la suprema. Como norma suprema tiene que ser presupuesta, dado que no puede ser impuesta 
por una autoridad cuya competencia tendría que basarse en una norma aún superior (…) Una norma 
semejante, presupuesta como norma suprema, será designada aquí como norma fundante básica. 
Todas las normas cuya validez pueda remitirse a una y misma norma fundamente básica, constituyen 
un sistema de normas, un orden normativo. La norma fundante básica es la fuente común de la validez 
de todas las normas pertenecientes a uno y el mismo orden”. Hans Kelsen. La teoría pura del 
derecho. pág. 202 (Traducción de Roberto J. Vernengo). Ciudad de México: Universidad Nacional de 
México UNAN, (1982).      
 
13
 HART, H.L.A. El concepto de derecho. (Traducción de Genaro Carrió). . pág. 136 y 137 Ciudad de 
México: Editora Nacional, (1980).  
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A su vez HART identifica las fuentes del derecho con la validez de la normas según 
la regla de reconocimiento, al expresar que “como ocurre en los sistemas jurídicos 
desarrollados, tenemos un sistema que incluye una regla de reconocimiento, de modo 
que el estatus de una regla como miembro del sistema depende de que satisfaga 
ciertos criterios establecidos en la regla de reconocimiento, esto trae aparejada una 
nueva aplicación de la palabra “existe”.  
 
En relación a la importancia que tiene el estudio de esta temática, CUETO RUA, hace 
el análisis de la utilidad de las fuentes de derecho al responder los siguientes 
interrogantes ¿para qué se acude a las fuentes? ¿Qué buscan en ellas las personas?, 
señalando que, “las fuentes son, justamente, los criterios de objetividad de que 
disponen los jueces, abogados y juristas para alcanzar respuestas a los interrogantes 
de la vida social que sean susceptibles de ser compartidos por los intrigantes del 
núcleo”.  
 
No obstante esto, BOBBIO, también llama la atención de los teóricos del derecho que 
se han ocupado del tema14 para señalar que lo que interesa del estudio de las fuentes 
del derecho no es determinar cuántas y cuáles son las fuentes del derecho en un 
ordenamiento jurídico moderno, sino, el hacer notar dentro de la teoría general del 
ordenamiento jurídico, el hecho que en el mismo momento en el que se reconoce que 
existen actos y hechos de los cuales se hace depender la producción de normas 
                                                 
14
 Al respecto debe recordarse que la noción clásica de las fuentes del  derecho concibe tres 
acepciones: a. Las fuentes formales,  entendidas como los procesos de creación de las normas 
jurídicas. b. Las fuentes reales o materiales,  referidas a los factores y elementos que determinan el 
contenido de tales normas. c. Las fuentes históricas, referidas a los documentos (inscripciones, 
papiros, libros, etc.), que encierran el texto de una  ley o conjunto de leyes. Tradicionalmente dentro de 
las fuentes formales se ubica a la ley, la costumbre y  la jurisprudencia. En relación con las fuentes 
reales, se suele ubicar a los usos y la costumbre. Véase: BONNECASE, Julien. Introducción al estudio 
del Derecho. Segunda  Edición. Bogotá: Temis, 2.000. p. 74 y 129; Eduardo García Maynez, 
Introducción al estudio del Derecho. Ciudad de México: Porrua, 1.990. p. 51; Francisco Carnelutt. 
Teoría General del Derecho. pág. 72 Madrid: Editorial Revista de Derecho Privado, (1.955.; Louis 
Josserand. Curso de Derecho Civil Positivo Francés pág. 24. Volumen I. Medellín: Impresiones La 
Pluma de Oro, (1977); James Goldschmidt. Problemas generales del Derecho. pág. 66  Buenos Aires: 
De Palma, (1.944). entre muchos otros autores.   
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jurídicas (precisamente las fuentes del derecho), se reconoce también que el 
ordenamiento jurídico, más allá de regular el comportamiento de las personas, 
“regula también el modo como se deben producir las normas”15. 
 
Al respecto, PRIETO SANCHÍS apunta a definir la expresión fuentes del derecho 
como aquella que “designa simplemente los distintos modos de producción 
normativa, aún cuando eventualmente tales modos (una ley, por ejemplo) no 
contengan normas generales y abstractas sino simples distinciones singulares, o 
incluso proclamaciones de fe religiosa, expresiones de deseo, exhortaciones, etc. 
Fuente es todo acto productor de disposiciones susceptibles de contener normas 
jurídicas; fuente es también la costumbre que, sin embargo, por definición no 
produce disposición alguna, aunque sí normas”16.   
 
Así las cosas, encontramos que en principio, el concepto de fuentes tiene un papel 
puramente académico, cuando el ordenamiento jurídico no prevé consecuencias 
jurídicas específicas a los actos denominados fuentes, ni establece que tales actos 
tengan un valor o fuerza específicos, pero cuando el propio ordenamiento identifica 
las fuentes y las jerarquiza, produce entre estos actos una relación que sirve para 
resolver conflictos entre normas, ya que de dicho orden jerárquico derivarían reglas 
de prelación y aplicación17.  
 
En este orden de ideas, vemos que las fuentes del derecho, al mismo tiempo que 
sirven para determinar la validez de las disposiciones y normas que integran el 
ordenamiento jurídico, tienen una dimensión política respecto del ejercicio y 
distribución del poder social, porque determinan que autoridad tiene mayor relevancia 
                                                 
15
 Norberto Bobbio. Ob. Cit., p. 161. 
 
16
 Luís Prieto Sanchís. Ob. Cit., p. 157.  
 
17
 Carla Huerta Ochoa. Teoría del derecho. Cuestiones relevantes. pág. 86 y s.s. Ciudad de México: 
Universidad Nacional Autónoma de México, (2008).  
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e importancia a la hora de la creación y producción del derecho. De modo que en un 
sistema de derecho legislado este papel preponderante lo tendrá el legislador y las 
autoridades con competencias normativas, mientras que en sistemas del common law 
este papel preponderante estará reservado a los jueces.  
 
Esto nos coloca en un problema político constitucional en donde la Constitución al 
regular la creación de normas jurídicas generales, determina las fuentes del derecho. 
Es decir, que el sistema de fuentes estará condicionado por la propia forma que 
adopte la organización estatal que se acoja en la Constitución18, lo cual, en palabras 
de BOBBIO19, será determinado por el poder originario, que es el último punto de 
referencia de toda norma, más allá del cual puede justificarse el ordenamiento 
jurídico20.  
 
1.2. EL VALOR DE LA JURISPRUDENCIA DENTRO DEL SISTEMA DE 
FUENTES 
 
LEGAZ y LACAMBRA21 definen las fuentes formales del derecho con una 
enumeración de significados, en las que entiende, de forma amplia e indiscriminada, 
                                                 
18
 Luís Prieto Sanchís. Ob. Cit., pág. 159 y 160.  
 
19
 Norberto Bobbio. Ob. Cit., pág. 158. 
 
20
 El sistema de fuentes, en cuanto formalización del reparto de la capacidad normativa dentro del 
ordenamiento, genera una distribución del poder político en la comunidad. Esa distribución es 
justamente una de las funciones esenciales de la Constitución, del derecho constitucional. Ello explica 
por qué los principios que regulan el sistema de fuentes sean parte fundamental del orden 
constitucional. Fernando Balaguer Callejón. Fuentes del derecho. Principios del ordenamiento 
constitucional.  pág. 29 Volumen I. Madrid: Tecnos (1991).  
 
21
 La enumeración de significados dados al termino fuentes del derecho expresados por este autor son: 
- Fuente de conocimiento de lo que es o ha sido el derecho (repertorios de legislación, recopilación de 
leyes, documentos antiguos, etc). 
- Fuerza creadora del derecho como hecho de la vida social (la naturaleza humana, el sentimiento 
jurídico, el conflicto social y el interés de clase, etc). 
- Autoridad creadora del derecho (el estado el pueblo – bien versiones democráticas, bien en versiones 
comunitarias -). 
- Acto concreto creador del derecho (legislación, costumbre, etc). 
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que las fuentes del derecho son aquellas que determinan lo que es derecho por 
haberlo sido o serlo; que son producto o creación de la vida social; y, que sirven para 
darle fundamento a las normas jurídicas.  
 
Existen dos formas de aproximarse al derecho, una es desde la llamada perspectiva 
interna22, que es la de los órganos obligados a realizar la aplicación del mismo y cuya 
interpretación es obligatoria en virtud de su carácter normativo, dado que la función 
del lenguaje mediante el cual se expresa es prescriptivo. Este tipo de interpretación es 
la que Kelsen23 denomina auténtica, en virtud de su obligatoriedad y de la regulación 
jurídica de sus procedimientos de creación24.    
                                                                                                                                           
- Fundamento de la validez jurídica de una norma concreta de derecho (la norma superior que autoriza 
la creación de la norma inferior). 
- Forma de manifestarse la norma jurídica (ley, decreto, orden ministerial, etc). 
- Fundamento de la validez de un derecho subjetivo.  
 
Lo anterior, en: LEGAZ & LACAMBRA, Luís. Filosofía del derecho. Barcelona: Bosch, 1979. p. 509. 
Vale la pena hacer ver que en relación a los conceptos utilizados para describir el contenido y el 
alcance del concepto fuentes del derecho planteado, Luís Pietro Sanchís señala como critica que la 
relación enunciada no es exhaustiva ni excluyente, pero muestra suficientemente la metáfora a que él 
hace referencia en su obra, para explicar la problemática de definir este concepto. Véase: AGUILÓ 
REGLA. Josep. Op. Cit., p. 22.   
 
22
 Herbert Hart. Ob. Cit., pág. 110-112. 
 
23
 Hans Kelsen. Ob. Cit. pág. 170 y ss. 
 
24
 En cuanto a la función creadora de normas por parte del Juez en América Latina,  tenemos que 
autores como MERRYMAN señala que esto “alude a las causas ancestrales de la escasa creatividad 
judicial presente en los países de tradición romano-germánica: Esta tradición, donde el juez nunca ha 
sido concebido como un funcionario que deba ejercer una función creativa, se fortaleció mediante la 
ideología anti-judicial de la revolución europea, sumada a las consecuencias lógicas de la doctrina 
racionalista de la estricta separación de los poderes públicos. Por lo tanto, el juez romano germánico 
ejerce un papel sustancialmente más modesto que el juez de la tradición anglosajona. Por lo demás, 
tanto el sistema de elección de los jueces como la carrera judicial son dicientes respecto del estatus 
inferior que en los países romano-germánicos ostenta la profesión judicial” (JOHN HENRY 
MERRYMAN. The Civil Law Tradition: An introduction to the legal systems of western Europe and 
Latin America, California. Stanford University Press. 1969. Pág. 37.) Citado por Francisco Reyes 
Villamizar. Derecho societario en los Estados Unidos. Introducción Comparada. pág. 44Segunda 
Edición. Bogotá: Legis, (2005).     
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La jurisprudencia25 entonces tiene, en términos generales, las funciones de interpretar 
la ley o integrar las lagunas que ésta contenga, con la finalidad de lograr certeza 
jurídica a través de la unificación de criterios para la aplicación del derecho -de allí la 
necesidad de su obligatoriedad26. Al respecto, cabe destacar que la definición que se 
                                                 
25
 La palabra jurisprudencia proviene de la raíz latina jurisprudentia que a su vez se compone de los 
vocablos juris, cuyo significado es "Derecho, lo justo" y prudentia, que significa "conocimiento, 
ciencia". Así, en una primera acepción como "ciencia del derecho o ciencia de lo justo y de lo injusto", 
coincide con la antigua definición aportada por Ulpiano en el Digesto (D.I.I.10.2), quien la define 
precisamente como "el conocimiento de las cosas humanas y divinas, la ciencia de lo justo y de lo 
injusto". Cfr. voces "Jurisprudencia" y "Jurisprudencia judicial", en Diccionario Jurídico Mexicano, 3a. 
ed. (I-O), México, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, Editorial Porrúa-UNAM, 
(1989). Páginas 1890-1894. Mientras que el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española 
se define el término como Del lat. iuris prudentĭa). 1. f. Ciencia del derecho. 2. f. Conjunto de las 
sentencias de los tribunales, y doctrina que contienen. 3. f. Criterio sobre un problema jurídico 
establecido por una pluralidad de sentencias concordes. Disponible en: http://www.rae.es/rae.html.  
 
26
 En México, por ejemplo, el sistema de jurisprudencia obligatoria por la influencia del common law 
estadounidense en los juristas liberales del siglo XIX, aunque puede decirse que el sistema 
jurisprudencial mexicano es una creación original, formada a partir de la necesidad de desarrollar el 
juicio de amparo y debida principalmente a José María Iglesias, Ignacio Mariscal e Ignacio Luis 
Vallarta. Actualmente tiene como fundamento, a nivel federal, el octavo párrafo del artículo 94 
constitucional y en los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo y 177 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación. Teniendo la obligatoriedad de la jurisprudencia las siguientes implicaciones: 
a) Sólo puede constituir jurisprudencia stricto sensu, y por ende ser obligatorio, aquel criterio judicial 
que reúne determinadas características señaladas de forma expresa por la ley, al menos en nuestro 
sistema jurídico: instancia y procedimiento de origen, determinada reiteración, etcétera; b) La 
aplicación de los criterios que constituyen jurisprudencia se realiza dogmática y taxativamente por los 
órganos vinculados a su observancia, independientemente de que compartan o no su sentido; c) En 
virtud de que no son de aplicación obligatoria las tesis sin valor jurisprudencial, el juzgador que 
pretenda hacer uso de ellas debe hacer un análisis del criterio que contienen y los hechos de los cuales 
se originó, con el fin de corroborar que deriva de un correcto razonamiento de acuerdo con los 
principios y técnicas de la ciencia jurídica pues, de aplicar dicho criterio sin efectuar ese estudio, 
afectaría la garantía de legalidad establecida en los artículos 14 y 16 constitucionales -especialmente 
respecto a la debida motivación de su resolución-, pues no se aclararían las razones que tuvo para 
aplicar precisamente ese criterio y no uno diferente, dejando en indefensión al justiciable. Véase en: 
Miguel Acosta Romero & Alfonso Pérez Fonseca. Derecho jurisprudencial mexicano. Segunda 
Edición. Ciudad de México: Porrúa, 2000. pág. 93-148. Citado por Rubén A Sánchez Gil. La 
jurisprudencia de inconstitucionalidad y su aplicación. En: Cuestiones Constitucionales. Revista 
Mexicana de Derecho Constitucional. Número 11, Julio – Diciembre 2004. p. 235 y 236. También 
puede consultarse en este mismo sentido, sobre la historia y evolución de la jurisprudencia obligatoria 
en México con una explicación detallada y profunda sobre el particular, el articulo “La jurisprudencia 
obligatoria de los tribunales del poder judicial de la federación” de Jorge Ulises Carmona Tinoco. En: 
Boletín Mexicano de Derecho Comparado. Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM. Número 83, 
Mayo – Agosto 1995. p. 523 – 562.   
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haga del concepto estará inescindiblemente ligada a la época, el sistema jurídico del 
país y guardará relación con aspectos legislativos de éste27.  
 
No obstante esto, existen autores como AFTALION y VILANOVA, que entienden la 
jurisprudencia como el “sentido concordante de las resoluciones de los órganos 
jurisdiccionales del Estado” (que incluye además de la expresión estrecha de fallos 
judiciales, a la jurisprudencia administrativa), la cual se manifiesta en la repetición de 
forma habitual o uniforme de pronunciarse y de la cual se desprenden un conjunto de 
fallos precedentes, y una norma o regla general28.    
 
De igual modo, por jurisprudencia, afirman algunos como PRIETO SANCHÍS29, no 
debe entenderse la simple suma de unos documentos llamados sentencias, sino más 
bien los criterios de interpretación y aplicación de las normas que guían las decisiones 
adoptadas en esas. Distinguiendo así, que de éstas se puede hablar en dos sentidos: el 
de creación judicial y el de derecho judicial.  
                                                 
27
 En relación al concepto de jurisprudencia que se ha manejado en Colombia dentro de su historia 
jurídica, véase: Diego Eduardo López Medina. Teoría impura del derecho. La Transformación de la 
cultura Jurídica latinoamericana. Capítulos 3 y 4.   Bogotá: Legis, (2005).  
 
28
 Enrique R Aftalión. & José Vilanova. Introducción al Derecho Pág. 714. Editorial Abeledo Perrot. 
Segunda Edición. Buenos Aires, Argentina. (1994). Al respecto de la polémica que plantea este asunto, 
los mismos autores apuntan lo siguiente: “Del planteo hecho en el texto se desprende sin dificultad que 
el tema de la jurisprudencia se encuentra íntimamente vinculado a otro tema de apasionada 
controversia doctrinaria: el de si los jueces crean derecho. Los teorizadores del derecho anglosajón 
advierte, en forma unánime y precisa, que toda sentencia judicial “crea” derecho, cosa que ocurre en 
dos sentidos: a) en cuanto al caso particular fallado, cuyo sentido jurídico queda así específicamente 
establecido – mediante la creación de una norma individual, agregaríamos nosotros -; b) en cuando 
dicho fallo o decisión, de acuerdo con el principio básico de que hay stare decisis (acatar las 
decisiones) se incorpora al cuerpo general del commnon law, convirtiéndose en un precedente 
obligatorio -o, al menos, “persuasivo”  -, tanto para el propio tribunal que lo dicta como para los 
demás cuando tengan que resolver casos iguales o análogos (judge made law). En los derechos 
europeo y latino americano, el asunto no es visto con igual unanimidad y nitidez. Aunque empieza a 
admitirse que la facultad judicial de resolver los casos particulares importa la creación de normas 
individuales, es todavía controvertido el punto relativo a si los fallos judiciales constituyen, a la vez, 
una fuente formal del derecho (jurisprudencia). Es indudable que en torno de esta cuestión gravita un 
perjuicio ideológico, generalizado en los derechos continental y latinoamericano: el temor de entregar 
demasiado poder a los jueces. (El subrayado no es del texto) Enrique R Aftalión. & José Vilanova, Ob. 
Cit., p. 714 y 715.     
 
29
 Luís Prieto Sanchís. Ob. Cit., p. 213 – 215.  
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En relación al primero, tenemos que la sentencia es creación, en la medida en que 
todas o algunas decisiones crean derecho para el caso concreto que resuelven, debido 
a que la decisión judicial se funda, por una parte, en lo establecido en disposiciones 
legales y, por otra, en criterios normativos creados por el propio juez o tribunal30; 
mientras que la acepción derecho judicial la utiliza para referirse a la eficacia general 
que tienen las decisiones ya que deben ser tomadas en consideración para casos 
futuros por todos los operadores para la resolución de casos, siempre y cuando exista 
una norma (que puede ser consuetudinaria)31 que confiera alguna fuerza obligatoria 
general a la decisión adoptada por los jueces o algunos de estos, además de que la 
posición del o los tribunales y alcance de sus decisiones sea diferente32.  
                                                 
30
 Este planteamiento debe recordase, está en total contraposición con el dogma de la omnipotencia del 
legislador, entendida como aquella que decía que la competencia, única y exclusiva, para la 
elaboración de normas recaía en el parlamento, y al poder judicial le correspondía la misión de aplicar 
la ley. En este sentido cabe anotar la consideración sobre los jueces hecha por MONTESQUIEU como 
la boca muda que pronuncia las palabras de la ley. Véase,  MONTESQUIEU. El espíritu de las leyes.  
pág. 156 Introducción de E. Tierno Galván. Traducción de M. Blázquez y P. de la Vega. Madrid: 
Tecnos, (1985). 
 
31
 La noción de norma consuetudinaria que le da el efecto de obligatoriedad a las decisiones judiciales 
frente a casos futuros, parece ser tratada también por autores como  Enrique R Aftalión. & José 
Vilanova quienes explican el mismo concepto pero bajo la denominación de “costumbre judicial”  
para ellos esta “deviene también en fuente obligatoria (…) en la costumbre judicial, los sentidos 
establecidos por los jueces  - y con ellos los núcleos idénticos genéricos de sentido que se dan en la 
repetición de los fallos – son recibidos, acatados y convalidados por la observancia general. La 
costumbre judicial toma así el valor de la costumbre general y es, por lo tanto, de observancia 
obligatoria para el juez, ya que alzarse contra ella sería alzarse contra la comunidad. Un caso 
notable de costumbre judicial, tal como se le viene describiendo, es el common law inglés y 
norteamericano, en el que efectivamente, los antiguos precedentes, aceptados sin discrepancias 
durante largo tiempo y con generalidad, tiene carácter obligatorio. Enrique R Aftalión. & José 
Vilanova. Ob. Cit., p. 722 y ss.   
 
32
 Vale la pena destacar, que citamos a este autor frente a este tópico en la medida en que estimamos 
que la construcción doctrinaria por él señalada en este punto guarda mucha similitud con la usada por 
autores del common law como POUND, quien para señalar que la jurisprudencia en el derecho 
angloamericano es creadora de derecho, hace una explicación del siguiente tenor: toda sentencia 
judicial crea derecho, cosa que ocurre en dos sentidos: 1) en cuanto al caso particular fallado, cuyo 
sentido jurídico queda así específicamente establecido; 2) en cuanto dicho fallo o decisión, de acuerdo 
con el principio básico de que hay que stare decisis (acatar las decisiones), se incorpora al cuerpo 
general de common law convirtiéndose en un precedente obligatorio - o, al menos, “persuasivo” 
tanto para el propio tribunal que lo dicta como para los demás, cuando tengan que resolver casos 
iguales o análogos. Roscoe Pound. El espíritu del common law. Traducción de José Brutau. pág. 148. 
Citado por Carlos Santiago Nino. Ob. Cit.   
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Para sostener la obligatoriedad de la jurisprudencia por parte de los operadores 
judiciales algunos autores como RECASÉNS SICHES fundamentan esta posición en 
que si los criterios que forman la jurisprudencia no resultaren de observancia 
imperativa para los órganos jurisdiccionales, éstos tendrían la posibilidad de emplear 
aquel que más les acomode, con grave detrimento de la seguridad jurídica que es el 
fin esencial del orden jurídico33.  
 
Esta forma de ver la jurisprudencia, en el sentido de otorgarle un valor superior ya era 
sostenida por autores como GÉNY, quien para explicar la fuerza que, más allá del 
código, tenía la jurisprudencia, señaló que ésta tenía una “autoridad persuasiva que 
guiaba al juez en su función, pero que, en estricto sentido, no se constituía en una 
norma obligatoria para casos futuros; al punto de señalar que es indudable que los 
precedentes judiciales, singularmente cuando forma, en un sentido determinado, una 
serie constante de decisiones uniformes, constituyendo como un cuerpo, deben 
disfrutar de una autoridad considerable en el ánimo del intérprete”34.    
 
Esto adquiere su justificación, al entender la actividad – realizada por los jueces – 
como aquella que permite determinar el significado de una norma, confiriendo así 
seguridad jurídica en la medida en que permite un grado de certeza en la aplicación 
de las normas35, lo cual se concreta en la existencia de la denominada jurisprudencia 
obligatoria stricto sensu36. En este sentido es que se comprende que ésta se constituya 
                                                 
33
 Luís Recaséns Siches. Tratado general de filosofía del derecho. pág. 220-226 .Décima cuarta 
edición. Ciudad de México: Porrúa, (1999). 
 
34
 Francois Gény. Método de interpretación y fuentes en derecho privado positivo. pág. 493. Segunda 
Edición. Madrid: Editorial Reus, Par 148 (1925).  
 
35
 Aulis Aarnio. La tesis de la única respuesta correcta y el principio regulativo del razonamiento 
jurídico. pág. 23 - 38. En: Revista Jurídica  Doxa. Número 8. Alicante: Universidad de Alicante, 
(1990). 
 
36
 En el derecho Mexicano, en palabras de CARMONA TINOCO, hay ocasiones en que la Ley o 
incluso la propia Constitución, atribuyen carácter obligatorio a la aplicación de los criterios reiterados 
contenidos en las decisiones de determinados tribunales, constituyéndose de esta manera la llamada 
jurisprudencia obligatoria. En este sentido, existen México dos tipos de jurisprudencia judicial, la 
obligatoria y la no obligatoria u orientadora de acuerdo al carácter de la misma. La Constitución o la 
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en el elemento necesario para que la decisión judicial logre su objetivo de unificar la 
interpretación y aplicación del derecho, como ocurre en el caso del derecho 
mexicano, en donde un número determinado de decisiones judiciales, son obligatorias 
si se cumplen con los presupuestos establecidos en la ley.  
 
Mientras que en Argentina37, se reconoce la obligatoriedad de un fallo judicial para 
futuras decisiones cuando se produce un “plenario”, que consiste en un reunión de 
todas las salas que componen una cámara de apelaciones con el objeto de unificar 
doctrinas judiciales contradictorias, siendo entonces la edición judicial obligatoria 
para toda la cámara y los jueces que dependen de ella). 
 
De acuerdo con lo anterior, vemos que las normas de origen judicial, no sólo 
constituyen el núcleo esencial más importante de algunos sistemas jurídicos – como 
en el llamado common law vigente sobre todo en Inglaterra y en los Estados Unidos -
, sino que, hasta en los sistemas de tipo continental europeo como el nuestro, tienen 
una vigencia no desdeñable para la solución de los casos.  
 
Podría decirse entonces, como bien lo apunta SANTIAGO NINO, que “la distinción 
entre los sistemas de common law y los de tipo continental se limita a una cuestión de 
grado respecto de la extensión de las áreas cubiertas por la legislación o por las 
normas jurisprudenciales y a la mayor o menor fuerza obligatoria que se asigne a 
                                                                                                                                           
Ley determinan los casos, requisitos, condiciones y alcances de dicha obligatoriedad. En México no 
vincula una sola decisión, como ocurre en aquellos países en que impera la regla del precedente (the 
rule of precedent), manifestación del principio del stare decisis, sino que sólo obligan a los jueces y 
tribunales los criterios reiterados, precisamente en cinco ejecutorias ininterrumpidas por otra en 
contrario, provenientes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación funcionando en pleno y en salas, 
y de los tribunales colegiados de Circuito, ambos en su ámbito competencial respectivo, en las que 
además se cumpla con los requisitos votación que la Ley establece. Véase en: Jorge Ulises Carmona 
Tinoco. La jurisprudencia obligatoria de los tribunales del poder judicial de la federación. pág. 524 - 
525. En: Boletín Mexicano de Derecho Comparado. Número 83. Ciudad de México: Instituto de 
Investigaciones Jurídicas UNAM Mayo – Agosto (1995).    
 
37
 Véase, entre otros, Carlos Santiago Nino. Ob. Cit., pág. 152.   
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cada una de esas especies de normas (fuerza obligatoria que en el caso de los 
precedentes se denomina stare decisis)”38.  
 
Siguiendo a autores del derecho Norteamericano como FARNSWORTH, 
encontramos que los fundamentos del régimen anglosajón del common law del 
sistema del stare decisis et non quieta movere se pueden traducir como respetar lo 
decidido y no cuestionar los puntos ya resueltos pueden sintetizarse en cuatro grandes 
razones: igualdad (de proyectarse el precedente, los litigantes tendrán el mismo trato 
por los tribunales), previsibilidad (la gente  sabe a qué atenerse en el futuro), 
economía (si se aplican los criterios sentados en los casos previos, se ganará en 
tiempo y energía para resolverlos), y respecto ( al acierto y sabiduría de los jueces 
anteriores). Siendo este derecho fundamentalmente pragmático en la explicación de la 
creación del derecho a partir de decisiones judiciales. 
 
En relación con el funcionamiento del sistema del stare decisis et non quieta movere 
el autor en cita explica que éste “es más arte que ciencia”, explicando que existe un 
tipo de jurisprudencia persuasiva que no es vinculante que proviene de los tribunales 
de otras jurisdicciones o de un nivel igual al que debe decidir el proceso; mientras que 
la jurisprudencia imperativa, que si es vinculante, es la que emana de un tribunal 
superior al que conoce el caso o a la de éste mismo. En relación a estas señala que 
hay que distinguir entre el holding o ratio decidendi (esta última expresión es usual 
en Inglaterra), que es lo necesariamente sostenido por un tribunal para dirimir el 
litigio, del obiter u obiter dictum que es lo no indispensable a ese fin.  
 
Ahora, en relación al radio de cobertura de un precedente, se dice que este se puede 
ampliar o restringir, haciendo explicita la consideración que los hechos del caso 
número dos son muy distintas a los del caso número uno; o que la doctrina sentada en 
el caso número uno es francamente arcaica, por modificación del contexto de la vida; 
                                                 
38
 Carlos Santiago Nino. Ibíd., pág. 292 - 293.    
 
EL DESCONOCIMIENTO DE LOS EFECTOS DE LAS DECISIONES JUDICIALES FRENTE AL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD EN EL ÁMBITO DE LAS RELACIONES DE SUJECIÓN ESPECIAL 
 
 26º 
o incluso, quedaría, aplicada al caso número dos, una solución decididamente injusta, 
siendo otro medio de evasión por parte del tribunal número dos el de “achicar” el 
espacio del holding o ratio decidendi del caso número uno, ampliando en cambio el 
de su dictum, que no es imperativo, sino persuasivo. Además de señalar que, 
ocasionalmente un tribunal inferior puede apartarse de la regla sentada por su 
superior, si prevé que este último cambiará su jurisprudencia anterior, de haber 
apelación39.    
 
En cuanto a los materiales jurídicos a los cuales los jueces están atados en el common 
law, tenemos que estos no son precisamente las afirmaciones explicitas hechas por los 
otros jueces (ni siguiera por las que ellos mismos pudieran haber hecho acerca de la 
regla aplicable para la solución del caso), las cuales se consideran simples obiter 
dicta, es decir, afirmaciones que no son necesarias para fundamentar el fallo. Lo que 
los obliga es la ratio decidendi de los fallos anteriores, es decir, el principio general 
que explica las decisiones adoptadas, que los jueces, una vez que la hayan 
identificado, están obligados a realizar (a la luz de su propio punto de vista y no 
constreñidos a aceptar el de sus colegas que hubiesen sido consignados en sentencias 
anteriores). Es decir, que esta se constituye en la formulación de una regla que sirve 
para explicar las decisiones que se han adoptado en casos anteriores, análogos por sus 
hechos al que ahora se decide, aunque ese criterio no sea el mismo que enunciaron los 
jueces que dieron aquellas soluciones. 
 
Respecto a las normas jurídicas que se proyectan de la creación judicial contenidas en 
las decisiones judiciales, independiente de la corporación o autoridad judicial que 
profiere la sentencia40, estas tienen la misma categoría de las normas jurídicas 
                                                 
39
 Allan E Farnsworth. Introducción al sistema legal de los Estados Unidos. Pág. 74 y ss. Traducción 
de Horacio Abeledo. Buenos Aires, Argentina. (1990). Editorial Zavalía. 
 
40
 Karl Llewelyn. The Bramble Bush. Segunda edición. Pág. 9 (1951). Dice éste autor que “Lo que los 
funcionarios hacen respecto de las disputas es (…) el derecho mismo”. Agrega que “la dificultad de 
estructurar cualquier concepto de derecho radica en que incluye demasiadas cosas, y que las cosas  
que debemos incluir en él son increíblemente distintas entre sí”. 
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expedidas por el órgano legislativo o parlamento41, al punto que, para algunos como 
BULYGIN “toda decisión judicial concluye con un fallo que debe necesariamente 
ser susceptible de justificarse desde una norma general. En este sentido las 
sentencias judiciales pueden ser descritas como entidades complejas que contienen 
tanto normas individuales como generales. En relación a las primeras no cabe 
hablar propiamente de creación, sino de aplicación, mientras que en las segundas si 
existiría creación”42. 
 
En este orden de ideas, se puede sostener que los jueces en conjunto adoptan normas 
jurídicas generales, en donde los precedentes surgen a partir de las razones que 
determinan la adopción de cierta decisión (lo que se llama la ratio decidendi del fallo) 
y que son obligatorias en casos análogos para los tribunales inferiores o de igual 
jerarquía43.  
                                                                                                                                           
 
41
 Esta corriente de pensamiento es contraria a la sostenida por autores como John Austin (The 
providence of jurisprudence Determined and the uses of the study of jurisprudente. Londres. 
Weidenfeld and Nicolson. 1971), quien define las normas jurídicas como mandatos generales 
formuladas por el soberano a sus súbditos. El derecho se manifiesta exclusivamente a través de 
prescripciones generales, impersonales y abstractas originadas en la voluntad de un soberano, 
legitimado y por ello dotado de una potestad superior, que puede hacer cumplir tales prescripciones 
con el apoyo de la fuerza. (…) El elemento que distingue a las normas jurídicas de los demás 
mandatos, es que los mandatos que son jurídicos tienen  su origen en la voluntad de un soberano. El 
concepto de soberanía es, pues, básico en la teoría de Austín. Su definición de “soberano” es la 
siguiente: “Si un hombre determinado es destinatario de un hábito de obediencia de la mayor parte de 
una sociedad son que él, a su vez, tenga el hábito de obedecer a un superior, ese hombre es soberano 
en esa sociedad, y la sociedad (incluido el soberano) es una sociedad política e independiente”.  
 
42
 Según Bulygyn debe entenderse que la sentencia está formulada no sólo por la parte resolutiva 
(norma individual), sino también por lo considerando (segmento en el que el juez da las razones que 
justifican la decisión). La sentencia debe ser reconstruida como un argumento o razonamiento, en el 
que la resolución ocuparía el lugar de la conclusión y cuyas premisas se encontrarían en los 
considerandos (aunque no todos los enunciados que allí figuren puedan ser considerados premisas 
necesarias para inferir la conclusión). Bulygyn, E. Sentencia judicial y creación del derecho, En: 
Alchouron C. E, & Bulygyn, E. Análisis lógico y derecho. pág. 356 - 357. Madrid: Centro de Estudios 
Constitucionales, (1991).  
 
43
 De igual forma Santiago Nino señala al respecto que “en cuanto a los precedentes es obvio que en 
nuestro sistema (de tipo continental europeo), a diferencia de lo que ocurre en los países del llamado 
common law (fundamentalmente, Estados Unidos e Inglaterra), en los que se constituyen la fuente del 
derecho más importante, ellos no tienen decisiva relevancia. En nuestro país los jueces buscan 
orientación en la jurisprudencia, pero en general no consideran que los precedentes tengan fuerza 
imperativa para futuras decisiones. Pero por otra parte, la jurisprudencia en nuestro país, a 
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Es por esto que para algunos autores como HUERTA OCHOA44, las normas 
interpretas emitidas por la autoridad con la competencia para determinar su 
significado adquieren la misma fuerza y rango que la disposición interpretada “de 
modo que se puede decir que la jurisprudencia no deriva su obligatoria directamente 
de las disposiciones que regula su procedimiento de creación, sino que su carácter 
prescriptivo se infiere también de la naturaleza de las disposición interpretadas”.  
 
Entonces, a partir de esta tesis, podemos llegar a pensar que si la interpretación que 
realizan los tribunales constitucionales, en cuanto a los fundamentos que guardan 
relación directa y estrecha con la parte resolutiva de la sentencia, constituirían 
jurisprudencia obligatoria igual, por ser la Constitución misma, las decisiones que 
resultan de la interpretación de textos de rango legal, ¿podrían adquirir el mismo 
rango de ley?45. 
     
En este contexto, en donde la jurisprudencia tiene carácter obligatorio, los tribunales 
no tienen necesidad de analizar las cualidades jurídicas de la ratio decidendi de esta, 
sino que pueden -y deben- emplearla constatando únicamente la semejanza que exista 
                                                                                                                                           
diferencia de los precedentes en el common law, no se constituye con una sola decisión, sino que exige 
una serie concordante de decisiones (…)”.Carlos Santiago Nino. Ob. Cit., p. 152. 
 
44
 Carla Huerta Ochoa, Ob. Cit., pág. 220 - 221.  
 
45
 Respecto a este punto, autores como PRIETO SANCHÍS señalan al respecto, que: “La doctrina no 
es unánime y ciertamente la cuestión no está exenta de dificultades (por ejemplo, la separación entre 
la ratio decidendi y los obiter dicta no siempre es clara” (…) “la cuestión es entonces si la comentada 
doctrina del Tribunal Constitucional (la ratio decidendi) representa sólo un precedente persuasivo o 
es algo más, concretamente una norma tan obligatoria como la ley, es decir un precedente 
obligatoria”. Véase, en: Luís. Prieto Sanchís. Ob. Cit., pág. 220. Frente a esto, la conclusión que 
nosotros estimamos es que, si lo discutido es si el valor de la jurisprudencia emitida para el tribunal 
constitucional puede estar entre o bien un precedente persuasivo o uno obligatorio, parecería entonces 
descartado que la jurisprudencia producida por otros tribunales distintos al constitucional, sin la 
presencia de elementos especiales establecidos en la ley como ocurre en México, que también es un 
sistema de derecho continental – europeo, tenga un valor de precedente obligatorio o de rango de ley.      
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entre los hechos que le dieron origen y los pertenecientes al caso concreto que 
actualmente deben resolver46. 
 
Esta concepción o dilucidación del tema de que la jurisprudencia se proyecta más allá 
de una norma individual y concreta, parece abandonar entonces la concepción clásica 
dada a esta por autores como KELSEN47, quien señalaba que la decisión judicial 
emitida por un juez o tribunal es una norma individual que no tiene efectos más allá 
de resolver el caso concreto.   
 
Ahora, en cuanto a la noción de este derecho judicial es importante destacar que en el 
derecho español autores como PECES-BARBA, FERNANDEZ y DE ASÍS48, se han 
dado a la tarea de tratar el tema, señalando que existen argumentos que señalan que 
las mencionadas normas generales que se crean a partir de la decisión judicial no 
pertenecerían al sistema en la medida en que las normas así creadas carecen de 
legitimidad y por tanto, el poder judicial no podría ser centro de producción 
normativa, sin embargo, acuden a un criterio de legitimidad indirecto que se mueve 
                                                 
46
 Rubén A Sánchez Gil, La jurisprudencia de inconstitucionalidad y su aplicación. En: Cuestiones 
Constitucionales pág. 235 y 236. Revista Mexicana de Derecho Constitucional. Número 11, Julio – 
Diciembre 2004. 
  
47
 Hans Kelsen. Teoría general del derecho y del estado. pág. 152. Traducción al español. Eduardo 
Garcia Máynez. Ciudad de México: Universidad Nacional Autónoma de México, 1950..   
 
48
 En relación a si las normas generales que se derivan de la decisión judicial pertenecen o no al 
ordenamiento jurídico, estos autores hacen las siguientes reflexiones: “Y en este punto suelen 
utilizarse dos argumentos para negar tal consideración: el de la aplicación y el de la no incrustación. 
El primero de ellos tiene que ver con la afirmación de que esas normas se caracterizan en todo caso 
por ser aplicación de otras normas y que, por otro lado, eso es precisamente lo que le corresponde al 
poder judicial. Se trata ésta de una observación cuando menos cuestionable, máxime si tenemos en 
cuenta lo dicho anteriormente en relación con la ratio decidendi (…). Mayor atención merece el 
argumento de la no incrustación (que puede ser denominado también como de la no pertenencia) y 
que nos conecta con el problema del precedente o, para simplificarlo, con el problema de la existencia 
de una obligación de observar en el futuro las normas creadas. En efecto, ese argumento viene a decir 
que aún reconociendo la posibilidad de que los jueces creen normas, éstas no son válidas, ya que una 
de las notas que caracterizan la validez es la pertenencia, y ésta supone e implicaría la 
vinculatoriedad del precepto de que se trata en casos futuros. Así, sólo en estos casos cabría 
considerar con carácter general al poder judicial como un verdadero centro de producción normativa. 
Gregorio Peces Barba, Eusebio Fernández, & Rafael De Asís, Curso de teoría del derecho.  pág. 219 -  
221 Segunda Edición. Madrid: Marcial Pons, (2000).        
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en la esfera de la idea de imparcialidad que deben tener los jueces, para justificar que 
los órganos legítimos para interpretar y aplicar el derecho, también pueden, en 
ocasiones, elaborar normas. Por ende, consideran que en virtud de este manejo de la 
idea de legitimidad los jueces podrían convertirse en centros de producción 
normativa, aunque primaría su consideración como aplicadores, y todo ello siempre 
bajo el prisma del respeto a los valores y derechos que se presentan como contenidos 
básicos del ordenamiento jurídico.   
 
No obstante el problema de la legitimidad o ilegitimidad de las normas que se 
proyectan las sentencias judiciales, esto es, de considerarlas como normas jurídicas 
obligatorias más allá del caso dentro del cual fueron dictadas, debe mirarse que el 
problema tanto en el sistema del judge-made law, de derecho hecho por el juez, como 
en el derecho codificado, se circunscribe a que los jueces realizan cambios 
sustánciales bajo la apariencia de una labor interpretativa frente a los materiales 
normativos que estaban obligados a seguir, en su función de resolver conflictos. Sin 
embargo, tanto uno como otro sistema ofrecen imperfecciones que hacen ver que 
éstos no se adaptan con rapidez a los cambios sobrevenidos en la vida de la 
sociedad49 y a sus nuevas necesidades50.  
                                                 
49
 Philip Heck. El problema de la creación del derecho. pág.12 - 18. Traducción de Manuel Atienza. 
Sevilla: Comares, 1999. 
 
50
 Frente a este tema, debe recordarse que la jurisprudencia de intereses, propone, en palabras de Philip 
Heck, dentro de un ámbito progresista de la función de quienes adjudican el derecho, que: “El juez, a 
semejanza del legislador, debe delimitar intereses y resolver conflictos de intereses. Pero la 
ponderación que el legislador ha hecho de tales intereses está antes que la propia valoración del juez, 
y es decisiva para éste. La segunda idea es que nuestras leyes, en relación con la abundancia de 
problemas de la vida son defectuosas, incompletas y no exentas de contradicciones. El legislador 
moderno es consciente de esta influencia, y por ello espera del juez una obediencia, no literal, sino 
conforme con los integrantes en juego. Espera que no limite a subsumir lógicamente el hecho en el 
mandato de la ley, sino que también complemente los mandatos incompletos y rectifique los 
defectuosos. Se puede expresar esto así: el juez no debe tan sólo aplicar cada norma en particular, 
sino que debe emparar el conjunto de los intereses por la ley como dignos de protección (…) Por 
consiguiente el juez cuando se da una situación de hecho que no coincida con ninguna de las previstas 
por la ley, debe, ante todo, formarse una idea del conflicto de intereses que se le presenta en el caso 
controvertido. Tiene que investigar si este mismo conflicto de intereses está ya resuelto por la ley bajo 
la forma de otras situaciones de derecho. En caso afirmativo ha de trasladar el juicio valorativo de la 
ley, resolviendo con igual medidas idénticos conflictos de intereses”. Citado en: Diego Eduardo López 
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Lo anterior nos muestra que la ubicación dentro del sistema de fuentes de la 
jurisprudencia dependerá en últimas de la forma en que esté estructurado el sistema 
de fuentes en dicho ordenamiento, lo cual se identifica a partir de los criterios de 
reconocimiento de normas mediante los cuales se habilite la producción o creación de 
nuevas normas. De modo que esto tendrá sus cimientos en las situaciones e 
instituciones de la cultura política y jurídica sobre las cuales se haya hecho el 
desenvolvimiento histórico de ese orden jurídico y no sobre abstracciones 
provenientes de una teoría transnacional de otros sistemas jurídicos que obedezcan a 
otras tradiciones51.   
 
 
1.2.1. Panorama antes de la Constitución 1991. En cuanto al valor de la 
jurisprudencia en Colombia, antes de la Constitución de 1991, la primera referencia 
que hay que anotar sobre el tema es el hecho que la cuestión, hasta antes del actual 
texto constitucional, estaba relegada a ser definida desde disposiciones legales.  
 
Para estudiar la cuestión debemos entonces remontarnos a lo que sobre este particular 
se estableció desde la expedición del Código Civil, 26 de Mayo de 1873, en relación a 
la decisiones judiciales, en tanto que es la primera codificación que se producía con 
valor para todo el país después del sistema federalista establecido en Colombia con la 
Constitución de Rionegro 186352. 
                                                                                                                                           
Medina. Interpretación Constitucional. pág. 58.  Segunda Edición. Bogotá: Escuela Judicial Rodrigo 
Lara Bonilla, (2008).  
 
51
 Diego Eduardo López Medina. Ob. Cit., pág. 306 - 326.    
 
52
 Bajo la Constitución de Rionegro se crearon sistemas judiciales estatales con plena independencia 
para interpretar el derecho soberano de los estados federados y por tanto, con capacidad para establecer 
criterios propios de interpretación de la ley, tal como se advierte de la misma lectura del texto 
constitucional de la época. Al respecto la Constitución de 1863 en el Articulo 21 preceptuaba: “el 
poder judicial de los Estados es independiente. Las causas en ellos iniciadas conforme a su legislación 
especial, y en asuntos de su exclusiva competencia, terminaran en los mismos Estados, sin sujeción al 
examen de ninguna autoridad extraña”. Y, posteriormente, este criterio fue reafirmado en texto 
legales como se advierte de la lectura del Articulo 99 de la Ley 61 de 1886, que decía: “Ninguna de las 
atribuciones asignadas a la Corte Suprema en la Constitución ó en esta ley será ejercida por los 
Tribunales de Distrito, aún cuando conforme a la legislación de alguno de los extinguidos Estados, 
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Al respecto encontramos que el Artículo 17 del Código Civil, dispone: 
 
CODIGO CIVIL. Articulo 17. Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria 
sino respecto de las causas en que fueron pronunciadas. Es, por tanto prohibido a los 
jueces proveer en los negocios de su competencia por vía de disposición general y 
reglamentaria53. 
 
Esto muestra que antes de la Constitución de 1886 teníamos que las decisiones 
judiciales, individualmente consideradas o en un número plural de ellas, que fueran 
proferidas por un juez unipersonal o colegiado, no tenían el valor de fuente formal de 
derecho y esta no podía equiparse a la voluntad general y soberana del legislador. La 
cual sólo se podía expresar mediante leyes.  
 
No obstante esto, antes de expedirse el estatuto procesal para el Código Civil vigente, 
en el que se establecieran las reglas para aplicar el código, se expidió la Ley 61 de 
1886, mediante la cual se organizó de manera provisional al poder judicial. En esta 
ley se insertan entonces en nuestro sistema jurídico, las primeras disposiciones que 
aluden a reconocerle a las decisiones judiciales un valor más allá, dentro de nuestro 
incipiente sistema de fuentes del derecho, de mero criterio indicativo para el juez que 
                                                                                                                                           
correspondiera ejercerla al Tribunal Superior del Estado”. Y en lo dispuesto en la Ley 153 de 1887, 
con el objeto de ratificar lo establecido por la Constitución de 1886 en relación a la configuración del 
estado Colombiano en forma de república unitaria, al señalarse: Artículo 321. Por virtud de la ley 57 y 
de la presente, queda, en consecuencia, abolida la legislación de los extinguidos Estados, excepto las 
disposiciones de carácter administrativo seccional, y las de policía, ó sea aquellas que versen sobre 
materias cuya regulación compete á las Asambleas departamentales con arreglo á los artículos, 185 y 
186 de la Constitución. Las disposiciones de esta naturaleza continuarán en vigor como ordenanzas 
departamentales, en cuanto no sean contrarias á la Constitución y leyes de la República. 
 
53
 En nuestro criterio muy particular, estimamos que esta disposición ante un juicio de 
constitucionalidad ante la Corte Constitucional, debería ser declarada exequible en forma 
condicionada, en el entendido que la actual confección del sistema de fuentes colombiano a partir de 
las interpretaciones que sobre el tema ha realizado esa corporación, no obstante la existencia del 
Articulo 230 Constitucional en los términos actuales en que se encuentra redactado, muestra que la 
Corte Constitucional en las sentencias de constitucionalidad tipo C-, por lo menos, desde una visión 
conservadora del estudio del tema, crea normas consignadas en la ratio decidendi de sus providencias 
que hacen transito a cosa juzgada constitucional, proveyendo en los negocios de su competencia por 
vía de disposición general y reglamentaria.  
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le sirviera para la interpretación de las leyes al momento de su aplicación, y en el que 
se le reconociera a éstas un valor superior al de un integrante del sistema que se 
encontraba al margen de la ley y que no tenía carácter obligatorio. 
 
En este sentido, lo más importante es que se incorporó al sistema el concepto de 
“doctrina legal”54 que LOPEZ MEDINA siguiendo a PEDRO DE PABLO 
CONTRERAS, señala que se incorporó del derecho Español, en donde era definida 
no propiamente como las decisiones emitidas por los jueces sino como los principios 
u opiniones (cualquiera que fuera su fuente) que ellos – los jueces – “admitieran” o 
“recibieran” en sus sentencias.  
 
Esta incorporación vino acompañada de la implementación del recurso de casación 
contra aquellas decisiones judiciales que no sólo violaran la ley, sino también contra 
providencias que fueran contrarias a la “doctrina legal”. Con lo cual se admitió que 
los principios u opiniones que fueran “admitidos” o “recibidos” y consignados en 
tres decisiones uniformes proferidas por la Corte Suprema de Justicia, que se dieran 
en casos análogos por sus hechos, debían aplicarse en las sentencias que produjeran 
los operadores jurídicos de entonces, so pena de que dicha decisión estuviera incursa 
en una causal de nulidad, para efectos de interponer el recurso de casación contra 
ésta. Tal y como fue entendido el concepto en España, según explican autores como 
LÓPEZ MEDINA, que era la legislación originaria de donde se importó éste 
concepto. Además de admitirse con ello, en forma tácita, la obligatoriedad de la 
denominada “doctrina legal” al reconocerla y equipararla a una causal de anulación 
de una sentencia judicial, igual que la del desconocimiento de la ley. 
 
                                                 
54
 Este concepto fue importado del derecho español en donde se encontrada establecido en su 
legislación desde 1938, según afirma LÓPEZ MEDINA, quien sobre el particular hace un recuento del 
siguiente tenor: Este concepto de “doctrina legal” fue tomado por el legislador colombiano, ya no del 
derecho francés, sino específicamente del español. Allí, en efecto, se había establecido desde 1838, y 
luego en las leyes de enjuiciamiento civil de 1855 y en la Ley de Casación Civil de 1870. Al respecto 
véase  en  LÓPEZ MEDINA. Ob. Cit., pág. 14 y ss.     
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En relación con las decisiones que constituían doctrina legal eran las proferidas en 
casos análogos por sus hechos, estimamos, a diferencia de lo sostenido por autores 
como LÓPEZ MEDINA, que la doctrina legal no sólo correspondía a la 
interpretación que sobre las leyes hiciera la Corte Suprema sin consideración alguna a 
los hechos de los casos resueltos. Pues la disposición en comento mostraba dos 
especies del género de la doctrina legal, una, la anotada, esto es, la relativa a la 
interpretación de la leyes; y, otra, la correspondiente a la interpretación que, frente a 
casos donde no hubiera ley exactamente aplicable al caso, hiciera la Corte Suprema 
como tribunal de casación. 
 
Todo esto muestra que no sólo la doctrina legal correspondía a la interpretación 
aislada de normas, pues el mismo texto de la disposición en comento nos muestra que 
había otra especie de esta, que era la originada en los casos en donde no hubiera ley 
exactamente aplicable al caso controvertido55.  
 
No obstante esto, estimamos que lo señalado por LÓPEZ MEDINA si encaja con lo 
dispuesto en relación a la vigencia de la doctrina legal a partir de la modificación 
implementada a esta figura con la expedición del Articulo 383 de la Ley 105 de 1890, 
como se verá seguidamente, debido a que desde la vigencia de esta norma, la doctrina 
legal correspondía sólo a las reglas de derecho expresadas en la parte resolutiva de la 
sentencia, utilizadas para resolver el caso, y dichas reglas de derecho, eran entendidas 
como la genuina inteligencia de las leyes aplicadas, según expresa el tenor literal de 
la misma disposición.   
 
Las disposiciones que realizaron la mentada incorporación de estos conceptos fueron: 
                                                 
55
 Contrario a lo arriba expuesto, LÓPEZ MEDINA sostiene: la doctrina legal no era, en ese sentido, 
el mismo stare decisis de la tradición anglosajona. Se trataba más bien de obligar a los jueces 
inferiores a respetar el sentido o significado abstracto (esto es, sin relación a los hechos concretos) 
que la Corte de Casación había dado a una dispoción legal de manera constante. Se trataba, pues, de 
un respeto conceptual al sentido fijado para la norma en varias sentencias.  Véase en: Diego Eduardo 
López Medina. Ibíd., pág. 10.    
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LEY 61 DE 1886. Articulo 39. Es doctrina legal la interpretación que la Corte 
Suprema dé a unas mismas leyes en tres decisiones uniformes. También constituyen 
doctrina legal las declaraciones que haga la misma Corte, en tres decisiones 
uniformes, para llenar vacíos que ocurran, es decir, en fuerza de la necesidad de que 
una cuestión dada no quede sin resolver por no existir leyes apropiadas al caso. La 
Corte, para interpretar las leyes, tendrá en cuenta lo dispuesto en los Artículos de 27 
a 32 del actual Código Civil de la Nación”. 
 
“LEY 61 DE 1886. Articulo 39. Son causales de nulidad, para el efecto de 
interponer el recurso de casación, los hechos siguientes: 1. Ser la sentencia, en su 
parte dispositiva, violatoria de la ley sustantiva ó de doctrina legal, ó fundarse en 
una interpretación errónea de la una ó de la otra.   
  
Estas disposiciones, nótese, hacían que la interpretación que realizara la Corte 
Suprema en los casos en que no existiera ley aplicable al caso controvertido, en tres 
sentencias uniformes, se constituyera en fuente formal de derecho, esto es, 
obligatoria. De modo que, el seguimiento de las decisiones emitidas por la Corte 
Suprema de Justicia, que constituyeran doctrina legal, era obligatoria para los jueces 
unipersonales y colegiados, para predicar la existencia de una sentencia dictada 
conforme a derecho, o en los términos de la legislación entonces vigente, no incursa 
en una causal de nulidad.  
 
Esta disciplina jurisprudencial, hasta el momento implementada, fue mayormente 
sistematizada al crearse una especie, en los términos del common law, de 
obligatoriedad del precedente horizontal como vertical, con la expedición, un año 
después de la entrada en vigencia de la ley antes comentada56, de la Ley 153 de 1887, 
por medio de la cual se adicionó y reformó los Códigos Nacionales, la Ley 61 de 
1886 y la Ley 57 de 1887, al establecer como causales de casación, en el contexto 
señalado, el que una decisión proferida por un juez fuera contraria a la decisión de un 
tribunal en un mismo punto de derecho; y, que un tribunal profiera una decisión 
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 Esta Ley fue publicada en los Diarios Oficiales Nos. 7.151 y 7.152 del 28 de Agosto de 1887.  
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contraria a otra anterior sobre un mismo punto de derecho, o contraria a la proferida 
por dos tribunales diferentes en un mismo punto de derecho. Además de que 
incorporó el concepto de doctrina legal más probable, en el sentido de que los Jueces 
debían “aplicar” la doctrina legal en los casos dudosos. 
 
Al respecto, en esta disposición se señaló:  
 
LEY 153 DE 1887. ARTICULO 239. Agregase á las causales para interponer el 
recurso de casación, en todos los negocios civiles y criminales en que las leyes lo 
otorgan, la de ser la decisión contraria en un punto de derecho á otra decisión dictada 
por el mismo Tribunal ó por dos Tribunales diferentes, siempre que las dos decisiones 
contrarias sean posteriores á la época en que empezó á regir la unidad legislativa. El 
recurrente en este caso no está obligado a hacer depósito alguno.  
 
Esta disposición no modificó hasta ese entonces el concepto de doctrina legal, sino 
que dispuso que debía aplicarse en casos de duda por el juez. Es decir, impuso de 
forma explícita, la obligación de seguir la doctrina legal.  
 
No obstante esto, la Ley 153 de 1887 también se ocupó de definir, no el concepto de 
lo que hasta entonces debía entenderse por jurisprudencia, sino su valor dentro del 
sistema, señalando que las reglas sentadas en la jurisprudencia servían para ilustrar la 
constitución, tal y como se dispone en el Articulo 4 de la mencionada ley, lo cual no 
es claro para determinar si se refería a la interpretación que de la Constitución 
realizara la Corte Suprema o a la emitida por esta corporación que no constituía 
doctrina legal. Pero lo que sí es claro, es que al señalarse que la jurisprudencia servía 
para interpretar la Constitución, se estaba dando a ésta el valor de pauta o criterio a 
tener en cuenta en el proceso de interpretación, con lo cual relegaba su papel al de un 
criterio orientador de la actividad judicial, en donde su aplicación no era obligatoria, 
en ningún evento, para resolver un caso.  
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Contrario a lo que se dispuso en relación al concepto de doctrina constitucional, el 
cual es obligatorio desde entonces, que se aplica cuando no haya ley exactamente 
aplicable al caso controvertido, y no se pueda aplicar la ley por analogía, 
interpretación que al amparo del texto constitucional de 1991, bajo la redacción del 
Artículo 230, ha sido confirmado por la Corte Constitucional57.  
 
Las disposiciones a que se ha hecho referencia de la Ley 153 de 1887, son: 
 
LEY 153 DE 1887. ARTICULO 4. Los principios de derecho natural y las reglas de 
jurisprudencia servirán para ilustrar la Constitución en casos dudosos. La doctrina 
constitucional es, á su vez, norma para interpretar las leyes. 
 
LEY 153 DE 1887. ARTICULO 5. Dentro de la equidad natural y la doctrina 
constitucional, la Crítica y la Hermenéutica servirán para fijar el pensamiento del 
legislador y aclarar ó armonizar disposiciones legales oscuras ó incongruentes. 
 
LEY 153 DE 1887. ARTICULO 8.  Cuando no hay ley exactamente aplicable al caso 
controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos ó materias semejantes, y en 
su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho.  
 
LEY 153 DE 1887. ARTICULO 10. En casos dudosos, los jueces aplicarán la 
doctrina legal más probable. Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, 
como Tribunal de Casación, sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina 
legal probable. 
 
No obstante el carácter obligatorio de la doctrina legal, la Ley 105 de 1890 que 
reformó los procedimientos judiciales, redujo el número de sentencias emitidas por la 
Corte Suprema necesarias para predicar la existencia de doctrina legal, de tres a dos 
decisiones, lo que hacía aún más rígido el sistema de seguimiento de lo decido por la 
Corte Suprema.  
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 Mediante Sentencia C-083 de 1 de Marzo de 1995, con ponencia del Magistrado Carlos Gaviria 
Díaz, se declaró exequible el texto del Articulo 8 de la Ley 153 de 1887.  
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Además, esta situación insertó la obligación, para la Corte Suprema, de señalar de 
forma expresa, en la parte resolutiva de cada sentencia, en términos claros, precisos y 
generales, lo que constituía la regla de derecho utilizada en la providencia, es decir, 
que la doctrina legal ya no se infería de los considerandos de la sentencia, sino de la 
parte resolutiva de la misma, en donde se consignaba la regla de derecho utilizada 
para resolver el caso, en términos generales58, lo cual ocurrió al derogar en forma 
tacita lo consignado en el Articulo 39 de la Ley 61 de 1886.  
 
Dicha disposición establecía: 
 
LEY 105 DE 1890. ARTICULO 371. Es doctrina legal la interpretación que la Corte 
Suprema dé a unas mismas leyes en dos decisiones uniformes. También constituyen 
doctrina legal las declaraciones que haga la misma Corte, en dos decisiones 
uniformes para llenar vacíos que ocurran, es decir, en fuerza de la necesidad de que 
una cuestión dada no quede sin resolver por no existir leyes apropiadas al caso.  
 
De acuerdo con lo arriba señalado, la figura de la doctrina legal sufrió una 
modificación con la expedición del Articulo 383 de la Ley 105 de 1890, en el sentido 
de que ésta ahora sólo correspondería a las reglas de derecho expresadas en la parte 
resolutiva de la sentencia, utilizadas para resolver el caso, al imponer el deber a la 
Corte Suprema de señalar de forma explícita las reglas de derecho que servían de 
base para resolver los casos, sin consideración a los hechos de los casos, debido a que 
estas reglas de derecho no serían otra cosa distinta que la genuina inteligencia de las 
leyes aplicadas. Así, la mencionada disposición señalaba:  
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 Es importante anotar, como bien lo hace LÓPEZ MEDINA, que lo curioso de la implementación por 
la vía legislativa de este sistema es que: “(…) mientras en España o Francia ya era posible hablar de 
una experiencia judicial en la que la ley resultaba insuficiente y por tanto en necesidad de 
complementación, los colombianos en realidad sólo empezábamos a utilizar el código con el típico 
optimismo legocéntrico y post-revolucionario en la plenitud de la ley. Las necesidades de 
complementación y rectificación judiciales de la ley sólo se harían sentir con el tiempo y el transcurrir 
de los casos”. Dicha situación muestra como desde 1800 en Colombia ya existía la costumbre legal, 
que aún hoy persiste, de importar acríticamente de otros ordenamientos jurídicos leyes que 
incorporadas a la realidad social del país no son convenientes o ajustadas a las necesidades locales. 
Véase, Diego Eduardo López Medina. Ob. Cit., pág. 18 y 19.    
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LEY 105 DE 1890. ARTICULO 383. Respecto de la primera causal de las 
mencionadas en el Artículo 369, la Corte fijara siempre en dicha parte resolutiva, en 
términos claros, precisos y generales, que constituyan regla de derecho, la genuina 
inteligencia de las leyes aplicadas.   
 
Este contenido normativo lo que hacía entonces era convertir a la Corte Suprema, al 
dictar sus sentencias, en productora de normas positivas que clarificaran problemas 
interpretativos y cuando esta regla se repetía en dos decisiones, se convertía en fuente 
formal de derecho y por tanto obligatoria para los jueces en sus providencias.  
 
No obstante lo anterior, la propia Corte Suprema de Justicia interpretó el sistema 
como excesivamente riguroso en el seguimiento de las decisiones judiciales 
señalando que “reducida la doctrina legal a los estrechos límites de una declaración 
general y abstracta sobre un punto de derecho, formulada como un verdadero 
articulo de ley, la corte viene a asumir las atribuciones de un legislador, sin la 
libertad de éste: porque el cuerpo legislativo puede reformar las leyes y debe hacerlo 
cuando de su aplicación resultan inconvenientes, y la Corte, según la estrechez de 
nuestra ley de casación, quizá no puede variar una doctrina legal, aunque mejores 
estudios y el progreso constante de la ciencia jurídica demuestren el error  que se 
había incurrido (…) Por otra parte, reducida la fuerza de las doctrinas de la Corte 
de Casación a un principio formulado en los términos indicados, quedan sin valor 
alguno las consideraciones determinantes del fallo, que es en donde generalmente se 
suelen encontrar las doctrinas que pueden servir de guía a los abogados, Jueces y 
Tribunales en casaos semejantes”59.    
 
Este descontento por la implementación de la figura, expresado por la propia Corte 
Suprema, por la forma en que ésta debía ser usada y, el contexto histórico en el que 
fue implementada, es explicada en los siguientes términos: “la doctrina legal debía 
ser disecada en forma definitiva como articulo de ley en “términos claros, precisos y 
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 GACETA JUDICIAL. Agosto 16 de 1982. Año VII, N° 348. P. 291.  
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generales”. La jurisprudencia se convertía así en productora de normas positivas 
que clarificaban problemas interpretativos o llenaban vacíos. Para la Corte, en 
cambio, “la verdadera doctrina legal” consistía en observar con detenimiento los 
argumentos que se utilizaban en la resolución del caso concreto para de allí extraer 
criterios de solución flexibles que fueran afinando el derecho en casos futuros. La 
idea de “verdadera doctrina legal” resultaba más flexible porque le permitía a la 
Corte (que para la época apenas era institución joven en el primer decenio de su vida 
institucional) ir avanzando mediante prueba y error hasta lograr, con el tiempo, una 
verdadera tradición jurisprudencial. Para la corte existía una doble razón para 
criticar la institución de la doctrina legal: primero, la resistencia a aplicar la 
doctrina legal (en el auto-precedente o precedente horizontal) radicaba en que 
“congelaba” prematuramente la jurisprudencia; y segundo, la objeción a la 
aplicación de la doctrina legal en la relación vertical con los jueces de instancia 
(ordenada en la Ley 153 de 1887) radicaba en que obligaba a los inferiores a buscar 
la “regla general” explícitamente anunciada por la sentencia y no la ratio decidendi 
de la misma, es decir, los argumentos y consideraciones que permitían que un 
determinado caso se hubiera decidido de determinada forma. Se apreciará, en 
conclusión, que para la Corte de 1892 la objeción contra la doctrina legal no 
radicaba tanto en negar la importancia genérica de la jurisprudencia como fuente de 
derecho, sino más bien en oponerse a los contornos particulares del sistema 
excesivamente rígido implementado por las Leyes 61 de 1886, 153 de 1887 y 105 de 
1890”60.      
 
En atención a estas críticas, el Congreso de República derogó el Articulo 383 de la 
Ley 105 de 1890, que imponía la obligación a la Corte Suprema de establecer de 
forma explicita las reglas de derecho elaboradas para la solución de los casos en la 
parte resolutiva de sus sentencias, mediante la expedición del Artículo 87 de la Ley 
100 de 1892. Sin embargo, sólo hasta el 14 de Febrero de 1897, fecha en que entró a 
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. Diego Eduardo López Medina. Ibíd., p. 23.    
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regir la Ley 169 de 1896, es que el tema varió sustancialmente al subrogarse el texto 
del Artículo 10 de la Ley 153 de 1887 y reemplazarse por el concepto de doctrina 
probable hasta nuestros días vigente.  
 
Además, cabe señalar, que el Artículo 6961 de la mencionada normativa dispuso 
derogar en forma expresa los Artículos 369 y 371 de la Ley 105 de 1890 que 
incorporaron a nuestra legislación el concepto de doctrina legal, y señalaron su 
violación como causal de casación.  
 
Al respecto, tenemos que la doctrina probable era definida así: 
 
LEY 169 DE 1896. ARTÍCULO 4. Tres decisiones uniformes dadas por la Corte 
Suprema como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de derecho, 
constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla en casos análogos, 
lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue 
erróneas las decisiones anteriores. 
 
Este nuevo concepto de doctrina probable, fue trasplantado del ordenamiento jurídico 
español62, el cual implicaba según los comentaristas de la época como URIBE63, 
suprimir en absoluto el sistema de la doctrina legal, restableciendo la libertad para 
todos los jueces y tribunales64 al interpretar la ley y no tener la obligación legal de 
                                                 
61
 LEY 169 DE 1896. ARTÍCULO 69. Quedan derogadas las siguientes disposiciones: (…) Los 
artículos 99, 326, 368, 369, 370 y 371 de la Ley 105 de 1890; (…)  
 
62
 Ignacio. De Otto, Ob. Cit., p. 294.  
 
63Antonio José  Uribe, Introducción a la Jurisprudencia Colombiana. Imprenta Nacional. Bogotá. 
1900. p. xxx-xxxii.  
 
64
 Este concepto implicaba, de acuerdo con LÓPEZ MEDINA, suprimir en absoluto el sistema de la 
doctrina legal, restableciendo la libertad para todos los jueces y tribunales. Posición que sostuvo en la 
primera edición de su libro “El Derecho de los Jueces” publicado, antes de conocer el texto de la 
sentencia C-836 de 2001 proferida por la Corte Constitucional, en donde señaló “el derecho 
colombiano importó del derecho Español los conceptos de “doctrina legal probable” y doctrina 
constitucional” (….) La función de estos conceptos fue la de definir el peso relativo de la 
jurisprudencia dentro de un sistema neo-romanista. En efecto, el Artículo 4 de la Ley 169 de 1896, 
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seguir una determinada postura señalada por la Corte Suprema de Justicia en un caso 
anterior. Figura que pasaba desapercibida y era considerada como desueta aún hasta 
después de entrada en vigencia la Constitución de 1991. Pues sólo a partir de la 
divulgación de la sentencia C-836 de 2001 que declaró exequible el Articulo 4 de la 
Ley 169 de 1896, en el ámbito jurídico nacional se consideró vigente esta figura y se 
empezó a predicar su aplicabilidad en nuestro sistema jurídico.  
    
De otro lado, en relación al concepto de jurisprudencia, tenemos que la consideración 
general que sobre ella se hacía, era que el conjunto de decisiones emitidas por las 
altas cortes “constituyen las elaboraciones jurisprudenciales que guían las decisiones 
de los jueces y tribunales, y sirven para la reforma de la legislación, así como para 
la unificación de las sentencias judiciales”65. Siendo unánime el concepto de que esta 
es una fuente secundaria o auxiliar del derecho que sólo opera en casos de silencio de 
la fuente primaria (La ley). Sin que se predicara que su inobservancia tuviera alguna 
consecuencia para los funcionarios judiciales y/o servidores públicos. 
 
                                                                                                                                           
subrogatorio del Artículo 10 de la Ley 153 de 1887, le dio cierto valor indicativo a la jurisprudencia 
siempre que ella se transformara en “doctrina probable”. Sin embargo, si ello ocurría, la doctrina no 
se volvía precedente obligatorio; el juez “podía” utilizarlo como criterio indicativo en la producción 
de una nueva sentencia”. Anotando además que “la doctrina probable, entonces, era una practica 
ajena a la tradición racionalista, ilustrada y legalista del derecho nacional y como tal entró 
prontamente en desuso”. Estableciendo de manera categórica, en cuanto a su valor dentro del sistema 
de fuentes en el derecho colombiano, que “los jueces, en todo caso, tienen la potestad de decidir si 
adoptan o no la “doctrina” establecida. Y, finalmente, en el caso que no lo hagan, no existe recurso 
alguno que permita la revisión de la decisión contraria a la “doctrina probable”. No obstante esto, el 
mismo autor revaluó su posición en la segunda edición de la misma obra, después de conocer, 
creemos, la sentencia de Constitucionalidad que sobre este aspecto se produjo en el año 2001, 
señalando que la figura de la “doctrina probable”, no obstante la interpretación que en la época se le 
había dado y que persistió aún en vigencia de la Constitución de 1991, de acuerdo con una 
interpretación histórica, acorde con las normas que habían precedido su existencia en el ordenamiento 
jurídico, ahora debía ser entendida como “aquella que permite que los jueces usurar las decisiones 
judiciales que constituyen doctrina probable como fuente formal de derecho”, y no concebirla como 
una figura jurídica que le otorgara a los jueces la posibilidad de utilizarla de forma discrecional u 
optativa. Véase, Diego Eduardo López Medina. Ibíd., p. 25.          
 
65
 MINISTERIO DE JUSTICIA. República de Colombia. Hermenéutica Jurídica. Curso de 
capacitación para Jueces de la República. Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Bogotá: Librería 
Señal Editora, 1988. p. 120 - 121.   
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Sin embargo, la jurisprudencia, en términos generales, no era considerada fuente 
formal del derecho. Salvo en derecho laboral, de acuerdo con la interpretación vista, 
del Artículo 19 del Código Sustantivo del Trabajo, mientras que la denominada 
“doctrina constitucional”, si debía considerarse fuente formal del derecho, y por tanto 
obligatoria para los jueces, en los términos del Artículo 8 de la Ley 153 de 1887.  
 
En síntesis, encontramos que la jurisprudencia, por lo menos, por vía legal, no había 
sido definida, en tanto que un conjunto de plural de decisiones judiciales que sobre un 
mismo punto de derecho realizara la Corte Suprema, si fue motivo de ocupación para 
el legislador. Lo cual, en parte, resuelve el tema referente al valor de la jurisprudencia 
en nuestro sistema de fuentes antes de la Constitución de 1991, teniendo en cuenta 
que el concepto de doctrina probable, hasta el año 2001, fue entendido como un 
criterio meramente indicativo para el juez, el cual podía utilizarse de forma 
discrecional en sus sentencias. Concepto que, de acuerdo con una interpretación que 
reconozca la existencia de las leyes 61 de 1886 y 105 de 1890, debía ser opuesto, 
señalando que esta permitía a los jueces usar las decisiones que constituyeran 
doctrina probable como fuente formal de derecho.    
 
Esta situación nos plantea que un estudio inadecuado del tema es el que desde antes 
de la Constitución de 1991 se ha arraigado en la conciencia de la comunidad jurídica 
nacional, que consecuencialmente ha traído la resistencia, aunque hoy menor, de 
estudiar el tema del valor de la jurisprudencia dentro del sistema de fuentes 
colombiano, desde otra perspectiva en la que se le otorgue a esta un valor superior al 
de mero criterio auxiliar orientador para interpretar textos legales, y que su 
desconocimiento, inobservancia o no aplicación tenga una consecuencia jurídica, 
desde el punto de vista disciplinario, para los funcionarios judiciales y demás sujetos 
disciplinables. 
 
Este era pues, el estado de cosas en relación a la jurisprudencia, antes de la 
Constitución de 1991, según lo antes analizado.    
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1.2.2. Escenario a partir de la Constitución de 1991. Para abordar la temática 
planteada, analizaremos el tema a partir de las sentencias que sobre este punto se han 
proferido, teniendo en cuenta que en este acápite nos limitaremos a revisar las 
decisiones que se han ocupado de definir el valor de las decisiones judiciales – 
jurisprudencia – de las altas cortes y jueces, así como el valor de las decisiones 
emitidas por la propia Corte Constitucional66, en sus distintas manifestaciones, dentro 
del sistema. Además de señalar el alcance de la jurisprudencia que se considera como 
doctrina probable. Todo ello, analizado de forma independiente, y por separado, sin 
detenernos en analizar los detalles de la evolución de las posiciones asumidas por la 
propia Corte Constitucional frente a los distintos conceptos, limitándonos a dar a 
conocer el estado actual del tema67, tal y como a continuación se pasa a explicar.  
 
1.2.2.1. La jurisprudencia. Es pertinente anotar dentro de este acápite, que no existe 
certeza en la doctrina, y mucho menos en las decisiones judiciales de las altas cortes, 
sobre cuál es el concepto que debe entenderse por jurisprudencia, que en nuestro 
sentir corresponde a un concepto indeterminado y amplio, que se interpreta según el 
caso y la autoridad que maneja el tema.  
 
                                                 
66
 Sobre este particular aspecto, estimamos que en el estudio de esta temática, autores como López 
Medina, hacen un análisis en extenso del mismo, pero sin organizar, ni discernir, para hablar de una 
cultura del precedente, de lo que frente al tema ha dicho la Corte Constitucional, en relación a los 
distintos tipos de sentencias por ella emitida (tipo C-, T- y SU-) y respecto al valor de las decisiones 
emitidas por las altas cortes y los materiales que constituyen doctrina probable (sobre todo en la 
segunda edición del libro “El derecho de los jueces”) revolviendo y confundiendo, estimamos, al lector 
lego o especializado. Pues el tema debe ser abordado por separado, en tanto las decisiones de la Corte 
Constitucional tienen un valor, dentro del sistema de fuentes, distinto a las decisiones de las otras altas 
cortes. Igual, que distinto es, dentro del sistema, las decisiones que constituyen doctrina probable. Pues 
articula argumentaciones que se dijeron respecto del valor de las decisiones de la Corte Constitucional 
para convalidar o justificar el carácter obligatorio de la jurisprudencia “ordinaria”, y a la inversa. O por 
ejemplo, de tomar lo dicho por la Corte Constitucional para explicar la fuerza de la doctrina probable, 
para, a su vez, exponer el valor de algún tipo de sentencia emitida por esa corporación; cuando bien se 
puede hacer un estudio del tema de forma independiente, como lo hace Bernal Pulido en su libro “El 
derecho de los derechos” en los capítulos quinto y sexto de su obra, en donde analiza, en un apartado, 
el precedente constitucional y, en otro capítulo, la fuerza vinculante de la jurisprudencia en el orden 
jurídico colombiano.     
 
67
 Se decide hacer un abordaje de la temática, en los términos planteados, en la medida en que hacerlo 
de otra forma, implicaría desbordar el objeto del presente trabajo. Así como desarrollar todo ese tema 
impediría hacerlo en más de un apartado de una investigación como la propuesta. 
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Sin embargo, con fines propositivos, estimamos que para ubicar lo que debe 
entenderse por jurisprudencia es necesario acudir al concepto del “derecho viviente” 
y entender por jurisprudencia la interpretación que sobre una disposición del 
ordenamiento jurídico haga una de las determinadas altas cortes o los tribunales de 
forma estable y consistente68.  
 
En este sentido tenemos a diferencia de lo acontecido en vigencia del texto 
Constitucional anterior, el tema fue insertado dentro de la Constitución en el artículo 
230, tratando de superar lo que, anteriormente se entendía sobre su valor dentro de 
nuestro sistema de fuentes. Al punto que en la Asamblea Constituyente de 1991 se 
expresó que “la jurisprudencia es una niña juguetona” que frente a sus cambios “es 
tal la inestabilidad jurisprudencial en algunas materias, que asuntos similares se 
despachan de manera diferente (…) con perjuicio a veces de la inversión privada”69. 
 
                                                 
68
 El concepto acuñado por la Corte Constitucional de la doctrina del “derecho viviente” recogido, 
entre otras, en las sentencias C-557 de 2001 y C-1436 de 2001, para justificar el control constitucional 
tanto de las disposiciones jurídicas que se demandan como de las interpretaciones y aplicaciones reales 
o efectivas que de dichas disposiciones hacen los altos tribunales, corresponde a la interpretación 
judicial que se hace de una disposición legal en un número plural de providencias, salvo circunstancias 
especiales. Lo cual indica, que salvo excepcionalísimos eventos, será jurisprudencia sólo aquellas 
posiciones jurídicas sostenidas en dos decisiones, de forma consistente y consolidada emanadas de la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la judicatura. Sin que en 
nuestra opinión, puedan descartarse como integrantes de esta categoría, las sentencias emitidas por los 
Tribunales (Superiores de Distrito Judicial, Administrativos o Seccionales de la Judicatura – Salas 
Disciplinarias) que fijen la interpretación de disposiciones legales en sus respectivos Distritos 
Judiciales y que por la naturaleza de los asuntos de que se trate, estos no lleguen a conocimiento del 
órgano de cierre de la respectiva jurisdicción; mientras que, si dicha posición jurídica ha sido sostenida 
en tres o más oportunidades, en casos análogos por sus hechos, constituirá doctrina probable. Pero, en 
caso de que existan posiciones encontradas en casos análogos por sus hechos, ello no podría llamarse 
jurisprudencia ni doctrina probable, sino simplemente una controversia jurisprudencial; frente a la cual 
el sujeto disciplinable, con o sin funciones jurisdiccionales transitorias o permanentes, debe hacer 
alusión a dicha situación para relevarse de decidir conforme a las decisiones que en principio, podrían 
estimarse como vinculantes en su decisión, para luego entonces sí, decidir el respectivo caso o 
actuación administrativa, conforme a como lo ordena la constitución y la ley, a partir de la 
interpretación que de ellas realice.          
 
69
 Aleksey Herrera Robles. La crisis de la justicia en Colombia y el derecho en Colombia. En: La 
importancia de los estudios de derecho frente al siglo XXI. p. 125. Barranquilla: Universidad del 
Norte, (1995).  
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Lo anterior no fue resuelto por el propio texto constitucional de forma categórica, 
pues se hizo mención expresa de la jurisprudencia, sin definirla, pero adjudicándole el 
valor70 de simple criterio auxiliar de la actividad judicial dentro del sistema de 
fuentes, señalándole, desde ese mismo momento, un papel de fuente auxiliar frente a 
la ley, que sólo actúa en auxilio u oscuridad de ésta, para definir su alcance y 
contenido o para ajustarla al caso concreto, sin la virtud de poder sustituirla o 
reemplazarla; pudiendo en consecuencia, ser utilizada por el administrador de justicia 
no como fundamento directo y principal de su decisión “sino como elemento para 
comprender el derecho objetivo, y a partir de la comprensión decir o declarar el 
derecho subjetivo”71.         
 
Al respecto dispone el artículo 230 Constitucional:  
 
CONSTITUCIÓN NACIONAL. Articulo 230. Los jueces en sus providencias, 
sólo están sometidos al imperio de la ley. La equidad, la jurisprudencia, los 
principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la 
actividad judicial.  
 
De dicho precepto, no se deriva otra conclusión, esto es, que la jurisprudencia de los 
jueces y altas cortes tiene valor de criterio auxiliar. Sin embargo, la cuestión era 
confusa, pues como ya se ha visto, los conceptos de doctrina constitucional y de 
doctrina probable no podían subsumirse a simples criterios auxiliares de la actividad 
                                                 
70
 Respecto del valor que debería ostentar la jurisprudencia, tenemos que tampoco existe una posición 
jurisprudencial o doctrinal consolidada o reconocida, que conduzca a señalar que las decisiones en 
salas plenas tengan un mayor valor que las de salas o secciones de una corporación ubicada en el 
vértice de la administración de justicia, lo cual también se constituye en un punto difícil de explicar 
para consolidar y establecer cuales decisiones valen más: si dos decisiones de una sección o sub 
sección, por ejemplo, del Consejo de Estado, que una sentencia de la Sala Plena. No obstante ser 
lógico pensar que por el número de integrantes que intervienen en la discusión de la providencia, la 
segunda hipótesis revestiría un mayor valor dentro del sistema de fuentes. Sin embargo, ello no está 
consignado así en ninguna dispoción de rango legal del ordenamiento jurídico.    
 
71
 Marco Antonio Fonseca Ramos. Las fuentes formales del derecho Colombiano a partir de la nueva 
Constitución.  p. 40. En: Revista de derecho. Número 1. Barranquilla: Universidad del Norte, (1992). 
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judicial, a pesar de que estos son unos especiales tipos de jurisprudencia, por lo que el 
tema fue objeto de desarrollo por parte de la Corte Constitucional.  
 
Además de lo anterior, existen casos de sentencias judiciales distintas a las ya 
referidas, cuyos efectos se extienden más allá del caso sub judice, como son las 
sentencias del Consejo de Estado que produce en los siguientes eventos: a) cuando 
anula por violación directa de la Constitución una disposición del ordenamiento 
jurídico, en ejercicio del control de constitucional residual que ejerce (Núm. 2 Art. 
237 C.N.) las cuales tienen efectos obligatorios erga omnes, para todas las 
autoridades; b) las que se producen cuando se anula un acto administrativo, tienen el 
mismo carácter, aunque, en las que se niega la solicitud de nulidad tienen el mismo 
carácter pero sólo respecto de la causa petendi de los cargos formulados en la 
demanda (Art. 175 C.C.A.)72; y, c) también tienen el mismo efecto obligatorio, 
aquellas providencias en donde se suspende un acto administrativo, en el sentido de 
prohibir su reproducción por parte de cualquier autoridad (Art. 158 C.C.A.)73.  
                                                 
72
 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ARTICULO 175. COSA JUZGADA. “La 
sentencia que declare la nulidad de un acto administrativo tendrá fuerza de cosa juzgada "erga omnes".  
La que niegue la nulidad pedida producirá cosa juzgada "erga omnes" pero sólo en relación con la 
"causa petendi" juzgada.   
La sentencia dictada en procesos relativos a contratos y de reparación directa y cumplimiento, 
producirá cosa juzgada frente a otro proceso que tenga el mismo objeto y la misma causa y siempre 
que entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes; la proferida en procesos de 
restablecimiento del derecho aprovechará a quien hubiere intervenido en el proceso y obtenido esta 
declaración a su favor.  Cuando por sentencia ejecutoriada se declare la nulidad de una ordenanza o de 
un acuerdo intendencial, comisarial, distrital o municipal, en todo o en parte, quedarán sin efectos en lo 
pertinente los decretos reglamentarios”.  
 
73
 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ARTÍCULO 158. REPRODUCCIÓN DEL 
ACTO SUSPENDIDO. Subrogado por el artículo 34 del Decreto Extraordinario 2304 de 1989. 
“Ningún acto anulado o suspendido podrá ser reproducido por quien los dictó, si conserva en esencia 
las mismas disposiciones anuladas o suspendidas a menos que con posterioridad a la sentencia o al 
auto hayan desaparecido los fundamentos legales de la anulación o suspensión.  
 
Deberán suspenderse provisionalmente los efectos de todo acto proferido con violación de los 
anteriores preceptos. La orden de suspensión, en este caso, deberá comunicarse y cumplirse 
inmediatamente, a pesar de que contra ella se interponga el recurso de apelación.  
 
Cuando estando pendiente un proceso se hubiere ordenado suspender provisionalmente un acto, y la 
misma Corporación o funcionario lo reprodujere contra la prohibición que prescribe este artículo, 
bastará solicitar la suspensión acompañando copia del nuevo acto. Estas solicitudes se decidirán 
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No obstante lo anterior, la Corte Constitucional recientemente ha sostenido que, en 
principio, “una interpretación literal del Artículo 230 Constitucional indicaría que la 
jurisprudencia elaborada por las Altas Cortes es sólo un criterio auxiliar de 
interpretación, es decir, una mera guía u orientación para los jueces, carente por 
tanto de verdadero efecto vinculante”. Sin embargo, concluye, que “la anterior 
hermenéutica resulta inaceptable”74.   
 
Dicha postura comenzó a construirse por la misma corporación desde sus primeras 
providencias con relación al tema, al señalar que el juez, vinculado tan sólo al 
imperio de la ley (CP art. 230), es enteramente libre e independiente de obrar de 
conformidad con su criterio. Pero cuando se trata de sentencias dictadas por los 
órganos de cierre de una jurisdicción, en donde se ha interpretado y aplicado la ley en 
un determinado sentido, el operador jurídico debería aplicarla en idéntica forma, en 
aras del principio de igualdad, siendo válido que se aparte de ese pronunciamiento 
sólo cuando justifique de forma razonada y suficiente su criterio75. 
                                                                                                                                           
inmediatamente, cualquiera que sea el estado del proceso, y en la sentencia definitiva se resolverá si se 
declara o no la nulidad de estos actos.  
La solicitud de suspensión provisional será resuelta por auto de la Sala, Sección o Subsección, contra 
el cual sólo procede, en los procesos de única instancia, el recurso de reposición y, en los de primera 
instancia, el de apelación. Este recurso se resolverá de plano; no impedirá el cumplimiento del auto ni 
suspenderá la tramitación del proceso ante el inferior, el cual actuará en copias y remitirá el original al 
superior”.  
 
74
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-335 de 2008. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. En esta sentencia se analizó la constitucionalidad del Articulo 413 del Código Penal 
Colombiano que establece el delito de prevaricato por acción.  
  
75
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-123 de 1995. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes 
Muñoz. En este sentencia la esa corporación manifestó lo siguiente: “el juez, vinculado tan sólo al 
imperio de la ley (CP art. 230), es enteramente libre e independiente de obrar de conformidad con su 
criterio. Sin embargo, un caso especial se presenta cuando el término de comparación está constituido 
por una sentencia judicial proferida por un órgano judicial colocado en el vértice de la 
administración de justicia cuya función sea unificar, en su campo, la jurisprudencia nacional. Si bien 
sólo la doctrina constitucional de la Corte Constitucional tiene el carácter de fuente obligatoria 
(Corte Constitucional, sentencia C-.083 de 1995, MP Dr. Carlos Gaviria Díaz)75, es importante 
considerar que a través de la jurisprudencia - criterio auxiliar de la actividad judicial - de los altos 
órganos jurisdiccionales, por la vía de la unificación doctrinal, se realiza el principio de igualdad. 
Luego, sin perjuicio de que esta jurisprudencia conserve su atributo de criterio auxiliar, es razonable 
exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que 
consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas 
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Esto denota, que la Corte Constitucional empezó por reconocer el respeto o sumisión 
que los jueces (unipersonales o colegiados de corporaciones no ubicadas en el vértice 
de sus respectivas jurisdicciones) tenían tanto de sus propias decisiones anteriores 
como de los órganos de cierre de las respectivas jurisdicciones. Así, dichas decisiones 
a pesar de ser un simple criterio auxiliar para su actividad, deben ser tenidas en 
cuenta en sus providencias cuando decidan cambiar una posición que hubieran 
consignado en una decisión anterior o que haya sido expresada por el órgano de cierre 
de una jurisdicción en un caso semejante análogo por sus hechos.  
 
Estas decisiones, sin distinción a que sean dictadas en un número singular o plural, y 
a pesar del carácter de criterio auxiliar que le asigna el inciso segundo del artículo 
230 Constitucional, exigen para los jueces en caso de que estimen necesario apartarse 
de lo dicho por el órgano de cierre de una jurisdicción, o por el mismo juez en un 
caso anterior, que deben justificar de forma suficiente, razonada y adecuada el 
cambio de criterio, en aras de garantizar el principio de igualdad en la aplicación de la 
ley, y de resolver casos iguales de forma igual.  
 
En relación con este aspecto, tenemos que esta misma obligación, pero con un menor 
grado de exigencia, la tienen aquellos jueces que, posteriormente, consideren 
apartarse de lo resuelto en un caso anterior fallado por ellos mismos; tal y como se 
señaló en la sentencia T-321 de 1998. Sin embargo, este deber de justificar expresa o 
tácitamente la modificación de su criterio sólo había sido reconocido, hasta ese 
momento, frente a las decisiones que el mismo juez tomara con relación a casos 
futuros por él conocidos y de cara a las decisiones que sobre un caso análogo por sus 
                                                                                                                                           
cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, 
de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art. 13). A través de los recursos 
que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la 
Constitución”. (….) “Si el juez, en su sentencia, justifica de manera suficiente y razonable el cambio 
de criterio respecto de la línea jurisprudencial que su mismo despacho ha seguido en casos 
sustancialmente idénticos, quedan salvadas las exigencias de la igualdad y de la independencia 
judicial. No podrá reprocharse a la sentencia arbitrariedad ni inadvertencia y, por tanto, el juez no 
habrá efectuado entre los justiciables ningún género de discriminación. De otro lado, el juez 
continuará gozando de un amplio margen de libertad interpretativa y la jurisprudencia no quedará 
atada rígidamente al precedente”. 
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hechos produjera el órgano de cierre de la respectiva jurisdicción, más no así respecto 
de las decisiones que sobre un caso análogo por sus hechos, dictara el superior 
funcional inmediato (entiéndase Jueces de Circuito y/o Tribunales). 
 
Así las cosas, el derecho a la igualdad de trato que se materializa al resolver casos 
iguales de la misma forma con el principio de autonomía judicial y de sumisión del 
juez al imperio de la ley, se concreta en el deber del juez de justificar de forma 
suficiente y razonada los cambios de criterios que asuma, sea frente a sus mismas 
decisiones (caso en el que tiene un deber de exigencia menos riguroso) como respecto 
a las decisiones del órgano de cierre de la respectiva jurisdicción. 
 
No obstante, el deber de sólo justificar el cambio de criterio en los eventos de fallar 
casos iguales de forma igual hasta aquí visto, fue moldeado en providencias 
posteriores por la Corte Constitucional, al estudiar casos en donde se reclamaban 
decisiones iguales frente a casos iguales por parte de tribunales o jueces de segunda 
instancia, al punto de explicarse la fuerza que las decisiones judiciales76 tienen en el 
plano horizontal y vertical77.   
                                                 
76
 En este contexto, debe anotarse que la Corte Constitucional ha entendido que debe denominarse 
precedente horizontal a la sujeción de un juez a sus propias decisiones y precedente vertical a la 
situación de los jueces inferiores respecto de lo decidido por los superiores funcionales dentro de su 
jurisdicción. Sentencia T-468 de 2003, MP. Rodrigo Escobar Gil. Sin embargo, vale aclarar, que no 
está resuelto el punto en relación a los distintos jueces con la categoría de municipales que su superior 
funcional es un juez del circuito, pues las distintas sentencias pronunciadas por la Corte Constitucional 
siempre se han ocupado de temas en donde el juez de segunda instancia es un tribunal (juez colegiado) 
y no uno unipersonal como son los jueces de categoría del circuito, quienes son los superiores 
funcionales inmediatos de los jueces con categoría de municipales.   
 
77
 Respecto a la fuerza del precedente (restricción de la interpretación judicial) en sentido vertical y 
horizontal, la Corte Constitucional ha señalado: “En el primer caso se puede aceptar que “un juez 
inferior (i) después de hacer referencia expresa al precedente, y (ii) de resumir su esencia y razón de 
ser, (iii) se aparte de él exponiendo razones poderosas para justificar su decisión”. En el caso del 
precedente horizontal, los jueces pueden apartarse de él pero deben exponer argumentos razonables 
para ello; de esta manera, “el precedente no es formalmente obligatorio pero tiene cierta fuerza en la 
medida en que los jueces deben tenerlo en cuenta y referirse a él en el momento de fallar”. “Así, dado 
que la Corte Suprema de Justicia se encuentra en el vértice de la justicia ordinaria, imponen un 
precedente vertical del cual los jueces pueden apartarse, siempre y cuando se expongan razones 
poderosas. Tales razones no pueden apoyarse en meras reflexiones individuales del fallador, sino que 
tienen que ser el resultado de un análisis y reflexión sobre los argumentos expuestos por la Corte 
Suprema de Justicia. Ello demanda (i) que expresamente se considere el criterio de la Corte Suprema 
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Estos argumentos indican, que se pasó de considerar como una decisión no arbitraria 
aquella que sólo justifica el cambio de criterio ya sea de forma expresa o tácita (en los 
eventos de los cuales se pueda inferir este cambio), a establecer que reflexiones deben 
señalarse para entender justificado el cambio de criterio, imponiéndose para el caso 
del juez o tribunal, frente a sus propias decisiones, después de hacer alusión a la 
decisión que lo vincula y resumir su contenido, el deber de exponer razones 
poderosas para apartarse de esta. Sin señalarse a qué tipo de razones puede acudir 
para ello. Mientras que frente a las decisiones del órgano ubicado en el vértice de la 
jerarquía de esa jurisdicción que lo vinculan, sí se describen las consideraciones que 
puede aducir para considerar como justificado el cambio de criterio, con lo cual, se 
mantiene la posición inicial de entender que la vinculación horizontal78 frente a las 
decisiones anteriores exige menos carga argumentativa que frente a la vertical.   
                                                                                                                                           
y (ii) que se ofrezcan razones para separarse del precedente, que pueden ser: (a) que se establezca 
que la ratio no se aplica al caso concreto, por existir elementos relevantes en el caso que obligan a 
distinguir; (b) que la Corte Suprema no haya considerado elementos normativos relevantes, que 
alteran la admisibilidad del precedente; (c) que desarrollos dogmáticos posteriores al 
pronunciamiento del tribunal de Casación, basados en la discusión con tal decisión, lleven a la 
convicción de que es posible adoptar una postura que mejor responde a la institución jurídica; (d) que 
tribunales superiores, como la Corte Constitucional o la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
se hayan pronunciado de manera contraria a la postura de la Corte Suprema de Justicia; o (e) que 
sobrevengan cambios normativos que tornen incompatible con el ordenamiento jurídico, el 
precedente”. Véase en: CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-688 de 2003. Magistrado Ponente: 
Eduardo Montealegre Lynett. Esta misma posición se ha sostenido por la Corte Constitucional en casos 
en donde se han estudiado sentencias judiciales proferidas por Tribunales Superiores de Distrito y 
Administrativos en donde no se han respetado decisiones anteriores suyas o de la Corte Suprema y del 
Consejo de Estado en sus distintas salas y secciones, en el sentido de resolver de la misma forma en 
que se hicieron en estás últimas o de no justificar el cambio de criterio de acuerdo con los lineamientos 
antes anotados. Dichas sentencias son, entre otras: T-468 de 2003, T-698 de 2004, T-330 de 2005, T-
292 de 2006, T-571 de 2007. 
 
78
 Con respecto del precedente horizontal en el caso específico de los Tribunales, y a la relación entre 
sus salas de decisión, la Corte ha establecido su carácter vinculante por dos razones fundamentales, (i) 
una de carácter instrumental y (ii) otra sustancial, a saber: (i) Por que la estructura judicial del país y el 
reglamento de funcionamiento de los tribunales promueve “un sistema de encadenamiento entre las 
distintas salas de decisión, que permiten que, en términos globales, todas las decisiones sean conocidas 
por los integrantes de la Corporación. El modelo parte de la idea de que una posición asumida por una 
sala X, será defendida por sus integrantes en las salas en que ellos participan, generándose un efecto 
multiplicador, pues los otros integrantes de las salas de decisión defenderán la misma posición en sus 
respectivas salas. Este es un mecanismo institucional para asegurar la uniformidad de la jurisprudencia 
de cada tribunal del país” (Criterio expuesto en la sentencia T-688 de 2003, reiterado en la Sentencia T-
698 de 2004). “(ii) Por que los Tribunales son la cúspide judicial dentro de sus respectivos distritos 
judiciales. Por lo mismo, dentro de dicho ámbito territorial, cumplen la función de unificación 
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Estas consideraciones descansan en que el precedente judicial vinculante es aquel que 
se encuentra ligado a la razón central de la decisión anterior (ratio decidendi), la que a 
su vez surge de la relación intima con los presupuestos fácticos relevantes de cada 
caso, las valoraciones a las que llegue el juez sobre el alcance de los hechos en un 
caso concreto y que sean idénticas a un nuevo asunto sometido a su conocimiento, 
que deben ser observadas en la medida de que esos mismos supuestos fácticos sean 
determinantes para tomar la decisión79.  
 
En conclusión, los tribunales cumplen en sus respectivos Distritos Judiciales una 
importante función de unificación de la jurisprudencia en ámbitos no cubiertos, por 
razones legales, por la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado80. En esa 
                                                                                                                                           
jurisprudencial. Es decir, la realización del principio de igualdad. Teniendo en cuenta lo anterior, no se 
explica que dicha función (unificación) y el respeto al derecho a la igualdad pueda ser abandonada por 
el Tribunal. Es a éste, sin considerar que tenga diversas salas de decisión, a quien le corresponde 
definir las reglas jurídicas aplicables dentro de su jurisdicción” Véase en: CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia T-571 de 2007. Magistrado Ponente: Jaime Córdova Triviño. 
 
79
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-049 de 2007. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas 
Hernández. En esta sentencia, la accionante arguye que la Sala Única del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Pamplona incurrió en una vulneración a su derecho fundamental al debido proceso, por 
cuanto dicha autoridad judicial al conocer en segunda instancia el juicio de pertenencia de vivienda de 
interés social por ella promovido, consideró que la posesión ejercida sobre el inmueble objeto de 
disputa no superaba los 5 años requeridos, cuando en sentencia proferida meses antes por el propio 
tribunal, dentro de un proceso reivindicatorio adelantado contra la accionante sobre el mismo bien, en 
el cual los hechos y las pruebas fueron idénticos, se concluyó que la actora si tenía un tiempo de 
posesión superior a 5 años, por lo que se declaró probada la excepción de prescripción de la acción. 
Así entonces, la actora no encuentra justificado que existan fallos contradictorios proferidos por el 
mismo tribunal donde por una parte se le reconozca la posesión (proceso reivindicatorio) y por otra se 
la desconozcan (proceso de pertenencia), dejando en el limbo sus derechos. 
 
80
 Cabe anotar que por la división y conformación de las distintas jurisdicciones, de acuerdo con lo 
previsto en el articulo 12 de la Ley 270 de 1996 Estatutaria de Administración de Justicia, modificado 
por el Articulo 5 de la Ley estatutaria 1285 de 2009, implica que para los efectos de estos 
planteamientos debe recordarse que los tribunales superiores de distrito judicial, como los tribunales 
administrativos del país en sus respectivas salas, sientan posiciones o “jurisprudencia” en sus 
respectivos distritos judiciales en asuntos que por disposiciones procesales, por su naturaleza o cuantía, 
no son conocidos por la Corte Suprema de Justicia o por el Consejo de Estado. Constituyéndose, lo 
decidido por ellos, en esos asuntos, en unos materiales normativos de carácter vinculante en los 
mismos términos ya señalados para los respectivos jueces ordinarios de categoría de circuito y 
municipales. Situación opuesta a la acontecida en la jurisdicción disciplinaria, en la medida que no 
existen jueces de esta naturaleza debido a que lo que hay son salas disciplinarias en los Consejos 
Seccionales de la Judicatura. Aunque, cabe anotar, que sostener esta misma tesis frente a las demás 
jurisdicciones especiales que integran la rama judicial, según las normas precitadas, como son: la penal 
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medida deben aplicar a casos iguales o similares los mismos criterios 
jurisprudenciales seguidos por sus Salas en decisiones anteriores.  
 
Para separarse razonadamente de un precedente establecido por otra Sala  o por sí 
mismos en casos sustancialmente idénticos, los integrantes de la corporación deben 
justificar de manera suficiente y razonable el cambio de criterio a fin de resguardar 
con ese proceder  tanto las exigencias de la igualdad y como las garantías de 
autonomía en la interpretación judicial protegidas por la Constitución. Tratándose de 
jueces colegiados la garantía de autonomía e independencia les permite a los 
miembros discrepantes salvar su voto, pero cuando actúan como ponentes deben 
respetar los precedentes establecidos por la Corporación como órgano de decisión. 
 
De este modo vemos que resultan acertadas las apreciaciones de algunos autores 
como NOGUERA LABORDE, porque sintetizan lo que ocurre en relación al valor de 
la jurisprudencia dentro de nuestro sistema de fuentes, haciendo énfasis en la visión 
que tradicionalmente se da al tema, frente a lo que en la práctica judicial ocurre al 
utilizar este material, manifestando que a decir verdad, “en la práctica, en los hechos, 
las cosas ocurren de diferente manera, porque la verdad es que cuando los jueces y 
tribunales resuelven varios casos aplicando las mismas disposiciones legales, o 
aplicando las iguales disposiciones legales, o interpretándolas uniformemente, o 
adoptando unos mismos criterios o principios para llenar lagunas legislativas, de 
tales fallos uniformes surgen reglas generales, abstractas e impersonales, que 
servirán para resolver las idénticas situaciones jurídicas futuras. Porque aún cuando 
los jueces no estén obligados a continuar aplicando los principios y criterios 
adoptados en sus decisiones, la verdad es que continuarán aplicándolos en el futuro 
para resolver situaciones semejantes, en razón de que sus fallos han sido fruto de 
muy ponderadas y largas consideraciones”  81.     
                                                                                                                                           
militar, indígena y de paz, presentan dificultades, las cuales sería preciso estudiar, pero ahora 
desbordan el objeto de la presente investigación.   
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Así las cosas, tenemos que iguales argumentos, con algunas precisiones, caben y 
pueden ser objeto de aplicación para el caso de las actuaciones de los servidores 
públicos, sujetos disciplinables o particulares investigados transitoriamente de 
funciones jurisdiccionales, al resolver asuntos sometidos a su consideración. De ellos 
también es predicable que, primero, interpreten la ley de una misma forma y 
resuelvan casos iguales por sus hechos de forma igual, y segundo, que dentro de sus 
decisiones sigan lo que sobre ese mismo punto de derecho hayan ya señalado las 
respectivas corporaciones ubicadas en el vértice de la jerarquía funcional de la 
respectiva jurisdicción en sus decisiones (jurisprudencia). Y en casos de que juzguen 
que deben apartarse de lo dicho por esa corporación judicial, hagan alusión a dichos 
materiales normativos y expliquen que dicho cambio obedece a que los hechos 
relevantes de los respectivos casos no son exactamente iguales o que los lineamientos 
trazados en las decisiones judiciales previas que lo vinculan, es decir, no son 
aplicables al caso, explicándolo de forma razonada y suficiente.  
 
Adicionándose a lo anterior, que para el caso de los sujetos disciplinables que no son 
funcionarios jurisdiccionales o particulares investidos transitoriamente de la función 
pública de administrar justicia, ellos deben aplicar la Constitución y la ley en los 
mismos términos de los últimos sujetos, haciendo la salvedad que en sus actuaciones, 
no tienen la misma independencia que le otorga la ley a quienes resuelven conflictos 
con fuerza de verdad definitiva.  
 
Lo anterior reafirma, que en últimas, dichos materiales no son obligatorios para los 
sujetos disciplinables, pero si vinculantes. Esto es así, por el deber de hacerlos 
explícitos dentro de las motivaciones de las decisiones administrativas que profieran, 
y por el deber de explicar en forma razonada y suficiente, cuando decidan asumir una 
postura diferente a la consignada en los materiales jurídicos que para ellos resultaban 
vinculantes; ya sea porque el sujeto disciplinable estime que los hechos relevantes de 
                                                                                                                                           
81
 Rodrigo Noguera Laborde, Introducción general al derecho. p. 215. Tercera Edición. Bogotá: 
Universidad Sergio Arboleda, (2000).  
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los respectivos casos no son exactamente iguales, o porque los lineamientos trazados 
en las decisiones judiciales previas que lo vinculan, no son aplicables al caso, por 
existir un erróneo entendimiento de lo que en realidad se constituye en la ratio 
decidendi de dichas decisiones, (bajo el entendido que, en ambos casos, no ha 
existido variación de la normatividad constitucional y legal bajo la cual se decidieron 
dichos casos). Mientras que en los casos en que esta vinculación sea desconocida, se 
originaría la ocurrencia de una vía de hecho administrativa por desconocimiento del 
precedente judicial, que por efecto, tendría como consecuencia la configuración de un 
comportamiento objeto de reproche disciplinario82.  
 
Recapitulando entonces, tenemos que ni la Constitución ni otra disposición del 
ordenamiento jurídico, señalan que debe entenderse por jurisprudencia. Sin embargo, 
las decisiones judiciales proferidas por los órganos de cierre de las respectivas 
jurisdicciones ubicados en los vértices de la jerarquía funcional de la rama judicial 
(entiéndase Corte Suprema Justicia, Consejo de Estado y Consejo Superior de la 
Judicatura)83 tienen una fuerza vinculante para los jueces mayores que las otras 
decisiones que profieren los demás operadores de justicia, unipersonales o 
colegiados, integrantes de la rama judicial; pues, a pesar de que tanto unas como otras 
decisiones judiciales no tienen carácter obligatorio, las primeras tienen un mayor 
carácter vinculante que las segundas, debido a que éstas imponen el deber de emplear 
mayores cargas argumentativas para quien estima separarse de ellas.  
 
Ahora, en cuanto a los demás sujetos disciplinables, distintos a los servidores 
públicos que administran justicia y particulares que cumplen esta función de manera 
transitoria, caben las mismas reflexiones pero sólo en cuanto que deben seguir los 
                                                 
82
 Esta misma posición se ha sostenido por la Corte Constitucional para fundamentar la procedencia de 
la acción de tutela contra providencias judiciales por desconocimiento del precedente judicial, los 
cuales bajo nuestra óptica, son igualmente sustentables para el caso de las decisiones administrativas 
que profieren los sujetos disciplinables. Dichas sentencias son, entre muchas otras: T-468 de 2003, T-
698 de 2004, T-330 de 2005, T-292 de 2006, T-571 de 2007 y T-838-2007. 
 
83
 En este grupo, no se incluyen las decisiones tomadas por la Corte Constitucional en la medida que 
sus alcances serán abordados en otro acápite del presente capitulo.  
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materiales señalados por las altas cortes bajo el entendido que deben hacer expresa 
alusión a ellos en las decisiones administrativas que profieren, en los eventos en que 
estos materiales le sean propuestos para que resuelvan dichas actuaciones 
administrativas en forma igual a lo ya señalado por una  de las altas cortes.  
 
Sin embargo, esto no implica que estos se encuentren obligados a resolver las 
actuaciones administrativas de forma igual a como se señale en un número reiterado 
de decisiones emitidas por alguna de las altas cortes, sino que deben dejar constancia 
en la motivación de sus decisiones que al intentar aplicar éstas a las actuaciones bajo 
su conocimiento dichos materiales normativos determinaron que los casos no son 
análogos por sus hechos, o que al existir un incorrecto planteamiento de lo que se 
constituye en la ratio decidendi de dichos casos se encuentra que los lineamientos 
trazados en las decisiones judiciales previas que lo vinculan no son aplicables. 
Teniéndose como fundamento de este planteamiento, los principios de igualdad, de 
igualdad en el ejercicio de la función administrativa e imparcialidad que deben 
orientar todas las actuaciones que realicen las autoridades.  
 
1.2.2.2. La doctrina probable. Esta figura es definida legalmente, por el Articulo 4 
de la Ley 169 de 1896, al señalar que esta la constituyen tres decisiones uniformes 
dadas por la corte suprema, como tribunal de casación, sobre un mismo punto de 
derecho constituyen doctrina probable y los jueces podrán aplicarlas en los casos 
análogos, lo cual no obsta para que la corte varíe la doctrina en casos de que juzgue 
erróneas las decisiones anteriores. 
 
Para analizar el estado actual de este concepto, es necesario precisar, que este tiene su 
fundamento en el principio de igualdad y la garantía de la seguridad jurídica que se 
desprenden de la igualdad material consignada en el preámbulo de la Constitución 
Nacional. Pues ésta solo se hace efectiva cuando existe una igualdad de protección y 
trato por parte de todas las autoridades; en armonía con los principios de 
independencia y autonomía de quienes administran justicia, en forma transitoria o 
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permanente, ya que estos se constituyen, a su vez, en presupuestos para predicar la 
existencia de certeza y previsibilidad en las decisiones judiciales según el texto 
constitucional actual. 
 
Así, para el caso de la doctrina probable84, tenemos que la Corte Constitucional  
parece haber entronizado dicho concepto con la Constitución de 1991, en la sentencia 
C-836 de 200185, a pesar que ya existía en nuestro sistema jurídico desde hacía más 
de 110 años, recordando que la jurisprudencia que tiene el valor de “probable” es 
aquella que tiene un grado de certeza respecto de un punto de derecho. La cual hoy no 
sólo es producida por la Corte Suprema de Justicia en sus distintas salas, al fungir 
como tribunal de casación, sino que también la producen, cuando existe el número 
requerido de decisiones sobre un mismo punto de derecho frente a casos análogos por 
sus hechos, tanto el Consejo de Estado como el Consejo Superior de la Judicatura86, 
quienes para la fecha de expedición de la norma comentada, aún no existían dentro 
del ordenamiento jurídico nacional, y no actúan como tribunales de casación de 
                                                 
84
 LEY 169 DE 1896. ARTÍCULO 4. Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema como 
Tribunal de Casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces 
podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que 
juzgue erróneas las decisiones anteriores. 
 
85
 En esta sentencia, la Corte Constitucional, con ponencia del magistrado Rodrigo Escobar Gil, 
estudió la constitucionalidad del Articulo 4 de la Ley 169 de 1896, declarándola exequible de forma 
condicionada siempre y cuando se entienda que la Corte Suprema de Justicia, como juez de casación, y 
los demás jueces que conforman la jurisdicción ordinaria, al apartarse de la doctrina probable dictada 
por aquella, están obligados exponer clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su 
decisión, en los términos de los numerales 14 a 24 de la sentencia en mención. 
 
86
 Al respecto, cabe anotar, que aunque la misma Corte Constitucional dice que las reflexiones que 
realizará en la sentencia C-836 de 2001 también cobijaban al Consejo de Estado, debido a que si bien 
es cierto esta corporación, a la fecha de expedición de la Ley 169 de 1896, carecía de funciones de 
legales, su función es la unificar la jurisprudencia en materia contenciosa administrativa como órgano 
de cierre de esa jurisdicción. Esta reflexión se hizo en el numeral 1 de la parte motiva de dicha 
sentencia, mientras la ratio decidendi de la misma, fue fijada, en una postura inusual de esa 
corporación, en los numerales 14 a 24 de la sentencia, por lo que la extensión de la figura, en estricto 
sentido, no sería aplicable. No obstante ello, en sentencias como la T-688 de 2003, entre muchas otras 
más, se argumenta desde la óptica de la extensión de la figura de la doctrina probable a todas las 
corporaciones judiciales ubicadas en el vértice de las respectivas jurisdicciones que integran la rama 
judicial. Por lo que en esa medida, cabe extender la figura al Consejo de Estado y al Consejo Superior 
de la Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria como órgano de cierre de sus respectivas 
jurisdicciones.      
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sentencias dictadas por jueces inferiores, sino como tribunales de segunda en la 
mayoría de las veces y como jueces de única instancia o de revisión de sentencias87, 
en algunos casos88. Además, ratifica que no obstante el carácter de probable que este 
especial tipo de jurisprudencia tiene, ello no implica que sea obligatoria, sino que 
tiene un plus normativo que exige de los jueces o tribunales que estiman necesario 
                                                 
87
 En relación a este punto, debe recordarse que la Sala Plena del Consejo de Estado tenía la facultad 
de conocer del recurso de extraordinario de súplica, el cual se interponía frente a sentencias 
ejecutoriadas dictadas por cualquiera de las Secciones o Sub secciones del Consejo de Estado, con lo 
cual esa corporación tenía dentro de sus funciones una similar a la realizada por la Corte Suprema de 
Justicia, que actúa como tribunal de casación. Respecto a este tema, en la sentencia C-180 de 2006 se 
declaró la exequibilidad del Articulo 2 de la Ley 954 de 2005, que derogó el recurso extraordinario de 
súplica para los procesos contencioso administrativos previsto en el Articulo 194 del C.C.A, 
señalando, como argumentos justificantes para sostener que la Sala Plena del Consejo de Estado 
continuaba aún unificando la jurisprudencia en materia administrativa, no obstante la derogación del 
recurso extraordinario de súplica, lo siguiente: La Sala debe señalar, por una parte, que el mecanismo 
de unificación de la jurisprudencia no desaparece con la decisión legislativa adoptada, ya que en 
adelante dicha función deberá ser cumplida por cada una de las secciones de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en el ejercicio de sus funciones propias, lo cual se 
justifica por su carácter especializado de conformidad con el reglamento de dicha corporación, y, por 
otra parte, que los motivos tenidos en cuenta por el legislador son constitucionalmente legítimos y se 
ciñen a los criterios de razonabilidad y proporcionalidad. Igualmente, debe tenerse en cuenta que, a 
pesar de la medida adoptada, subsiste la posibilidad de que la Sala de lo Contencioso Administrativo 
del Consejo de Estado conozca de determinados asuntos y unifique por esa vía la jurisprudencia, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Art. 130 del C. C. A., modificado por el Art. 38 de la Ley 446 de 1998, 
en virtud del cual “a solicitud del Ministerio Público, o de oficio, las Secciones podrán remitir a la 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo aquellos asuntos que se encuentren para fallo y que por 
su importancia jurídica o trascendencia social ameriten ser decididos por ésta. La Sala Plena decidirá 
si avoca o no el conocimiento del asunto. “Igualmente, la Sala Plena podrá asumir directamente el 
conocimiento de los asuntos que se encuentren para fallo en cualquiera de las Secciones.”  
 
88
 Por ejemplo, sólo ahora con la modificación de la ley estatutaria de administración de justicia el 
Consejo de Estado comienza a tener algunas funciones similares a las de la Corte Suprema de Justicia 
como tribunal de casación, de acuerdo con lo previsto en el articulo 36A de la Ley 270 de 1996 
introducido por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009, al disponerse que esta corporación podrá actuar 
como tribunal de revisión eventual de acciones populares y de grupo, señalándose que la ley puede 
extender esta facultad frente a otras acciones ordinarias que conoce esta jurisdicción. Sin embargo, 
actualmente el Consejo de Estado, según el Artículo 128 del Código Contencioso Administrativo, 
modificado por el articulo 36 de la Ley 446 de 1998 en su sala de lo contencioso administrativo actúa 
como juez de única instancia en algunos eventos. Además de que la competencia general que por ley le 
ha sido asignada es la de tribunal de segunda instancia como ocurre en el caso del Consejo Superior de 
la Judicatura en su Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Todo esto muestra las sinuosidades del sistema 
judicial y de las no idénticas distribuciones de competencias de algunas altas cortes, lo que hace difícil 
establecer una doctrina uniforme y general sobre el tema de la fuerza vinculante de las decisiones 
judiciales. Pues como se ve, la labor de la Corte Suprema como juez de casación a quien la norma 
inicialmente dotó de esta función unificadora, a través de la figura de la doctrina probable, no es la 
misma labor, que en esencia, ejercen el Consejo de Estado y el Consejo Superior de la judicatura, 
quienes por regla general son jueces de segunda instancia, salvo los casos, no excepcionales, ya 
anotados.    
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apartarse de ella fundamentar de forma suficiente y razonada dicho cambio, por lo 
que en modo alguno se otorga a esta figura el carácter de obligatoria para los jueces, 
individuales o colegiados, en sus providencias.  
 
Para justificar ese plus normativo que tiene la doctrina probable, la Corte 
Constitucional manifestó que su naturaleza descansa sobre cuatro supuestos 
fundamentales, como son: (1) la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano 
encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del 
carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del 
ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación y adecuación a la 
realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley 
y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4) del principio de buena fe 
que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios 
actos89. 
 
Ahora bien, la misma sentencia de la Corte Constitucional (C-836 de 2001) hace 
explicitas las situaciones de cuando el juez inferior, individual o colegiado, puede 
apartarse de la jurisprudencia que constituye doctrina probable, señalando sólo tres 
(3) eventos, los cuales son a saber: 
 
a) Cuando se presenta un cambio en la legislación que motivaría un cambio de 
jurisprudencia, pues de no ser así, se estaría contraviniendo la voluntad del 
legislador, y por supuesto, ello implicaría una contradicción con el principio 
de colaboración armónica entre las ramas del poder (artículo 113) y vulneraría 
el principio democrático de soberanía popular (artículos 1º y 3º).  
 
b) Cuando se presente un cambio en la situación social, política o económica 
podría llevar a que la ponderación e interpretación del ordenamiento tal como 
                                                 
89
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.  
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lo venía haciendo la Corte Suprema, no resulten adecuadas para responder a 
las exigencias sociales. Sin embargo, para que ocurra tal circunstancia es 
necesario que tal transformación tenga injerencia sobre la manera como se 
había formulado inicialmente el principio jurídico que fundamentó cada 
aspecto de la decisión, y que el cambio en la jurisprudencia esté 
razonablemente justificado conforme a una ponderación de los bienes 
jurídicos involucrados en el caso particular. 
 
c) Cuando no exista claridad en cuanto al precedente aplicable, debido a que la 
jurisprudencia sobre un determinado aspecto de derecho sea contradictoria o 
imprecisa. Puede ocurrir que haya sentencias en las cuales frente a unos 
mismos supuestos de hecho relevantes, la Corte haya adoptado decisiones 
contradictorias o que el fundamento de una decisión no pueda extractarse con 
precisión. En estos casos, por supuesto, compete a la Corte Suprema unificar y 
precisar su propia jurisprudencia.  
 
Ante falta de unidad en la jurisprudencia, los jueces deben hacer explícita la 
diversidad de criterios, y optar por las decisiones que interpreten de mejor manera el 
imperio de la ley, a partir de una adecuada determinación de los hechos 
materialmente relevantes en el caso. Señalando además los escenarios en donde, 
después de juzgar como erróneas sus propias decisiones, la corporación creadora de 
la doctrina probable, puede variar su propia postura si se presentan algunas de estas 
situaciones, así: i) cuando la doctrina habiendo sido adecuada a una situación social 
determinada, no responsa adecuadamente al cambio social posterior; ii) por ser 
contraria a los valores, objetivos, principios y derechos en los que se fundamenta el 
ordenamiento jurídico. Para evitar prolongar en el tiempo las injusticias del pasado, 
haciendo explicita tal decisión; y, iii) por cambios en el ordenamiento jurídico 
positivo, es decir, debido a transito constitucional o legal relevante90.     
 
                                                 
90
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.  
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Situaciones éstas que estimamos (relativos a los escenarios i) y ii)), son 
manifiestamente subjetivas y hasta podría decirse que arbitrarías, en la medida que en 
las decisiones judiciales es inusual que se acuda a estudios sociológicos que 
determinen o justifiquen con datos o hechos ciertos, las situaciones que se colocan 
como problemáticas, pues al no estar obligadas las altas corporaciones a motivar sus 
sentencias conforme a este tipo de estudios, como lo aconseja un sector especializado 
de la doctrina91, podrían caer en arbitrariedades so pretexto de interpretar y aplicar la 
ley a un determinado caso. Por lo que sólo se considerarían como validos para que 
una corporación que produce doctrina probable pueda apartarse de ésta cuando la 
juzgue errónea, los argumentos antes señalados respecto de las razones que pueden 
aducir los jueces individuales o colegiados para apartarse de la jurisprudencia de una 
alta corte, razones justificantes dentro de las cuales también se encuentra incluida la 
ya mencionada en el punto iii) sobre el cambio en la legislación, que debe aplicarse 
por obvias razones.     
 
De igual forma, podría aducirse que las mismas reflexiones realizadas frente a las 
razones que pueden plantear los sujetos disciplinables que no tienen funciones 
jurisdiccionales, para apartarse de la jurisprudencia de una alta corte, son aplicables 
para el caso de la doctrina probable; al igual que la misma consecuencia de estimar 
como ocurrido un comportamiento objeto de reproche disciplinario, si ello no ocurre. 
Siendo preciso señalar, que en la medida que a dicho servidor público le sea 
propuesta la existencia de la doctrina probable, las razones justificantes para apartarse 
                                                 
91
 Para justificar la critica formulada, podemos señalar la opinión de autores como BOURDIEU, 
quienes sostienen reflexiones que contrastan con lo aquí analizado, al referirse a lo que en la practica, 
los agentes encargados de reproducir o aplicar el derecho hacen, señalando que “la proximidad de los 
intereses y especialmente la afinidad de los hábitos, ligados a formaciones familiares y escolares 
similares, favorecen el parentesco de las visiones del mundo. Se deduce de ello que la elección que el 
cuerpo jurídico tiene que realizar en cada momento entre intereses, valores y visiones del mundo 
diferentes o antagonistas, tiene pocas posibilidades de desfavorecer a los dominadores, en tanto que el 
ethos de los agentes jurídicos que está en el origen de esas visiones, y la lógica inmanente de los 
textos jurídicos, que son invocados para justificarlos tanto como para inspirarlos, están de acuerdo 
con los intereses, los valores y la visión del mundo dominante”. Véase, en: Pierre Bourdieu, 
“Elementos para una sociología del campo jurídico”. En: La fuerza del derecho. p. 204. Bogotá: 
Universidad de los Andes. Siglo del Hombre Editorial, 2002. 
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de ella deberán tener una mayor carga argumentativa por la especial naturaleza de 
este tipo de decisiones judiciales.  
 
 
1.2.2.3. Las decisiones emitidas por la corte constitucional. Para considerar el 
estudio del valor que tienen las decisiones de la Corte Constitucional dentro del 
sistema de fuentes en Colombia, es preciso anotar que ello no corresponderá a un 
estudio cronológico, que involucre el estado del tema a partir de lo señalado en los 
Decretos 2067 y 2591 de 1991, sino que lo referente a estos tópicos, se abordará 
cuando se analice el valor de cada uno de los tipos de decisiones que toma la Corte 
Constitucional, esto es, las sentencias tipo C-, tipo T- y tipo SU-, respectivamente. 
Por lo que sólo en cuanto fuere pertinente para ilustrar al lector para identificar el 
valor de estos tipos de decisiones judiciales dentro del ordenamiento jurídico, se hará 
mención a ellos. Así como también, en esta misma forma, se harán los respectivos 
comentarios de las reformas legislativas y constitucionales que sobre esta temática se 
han pretendido realizar.  
 
 
1.2.2.3.1 Las sentencias de constitucionalidad tipo C-. En punto a entender el valor 
de las sentencias de constitucionalidad, debemos tener presentes que tal como lo 
anota GAMORRENA MORALES92, la sentencia de constitucionalidad presenta tres 
facetas, debido a que además de las características de ser acto procesal y herramienta 
de interpretación y creación jurisprudencial del derecho, presenta una postura 
política, pues justamente son actos políticos los que se someten al control del juez 
constitucional; siendo entonces, como lo dice JULIO ESTRADA93, este último 
                                                 
92
 Ángel Gamorrena Morales. La sentencia constitucional. En: Revista de Derecho Político. N° 11. 
Madrid: Universidad Nacional de Educación a Distancia UNED, p. 8. (1981). 
 
93
 Alexei Julio Estrada. Las ramas ejecutiva y judicial del poder público en la Constitución 
Colombiana de 1991.  p. 31. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, (2002).  
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elemento el que diferencia a las sentencias de constitucionalidad de los actos 
procesales de la misma denominación, expedidos por otros órganos judiciales.  
 
En relación a este aspecto, debemos destacar que el control de constitucionalidad de 
las leyes en Colombia se materializa a través de una sentencia en la que se determina 
que las disposiciones objeto de estudio se ajustan o no a la Constitución, pudiendo 
estas presentar matices distintos dependiendo de los efectos que a las mismas les 
otorgue el tribunal constitucional94.  
 
En este punto, debe tenerse claro, como lo anota JULIO ESTRADA95, que en materia 
de control de constitucionalidad de las leyes en Colombia, la jurisprudencia ha 
confundido la fuerza vinculante de sus decisiones con el efecto de la cosa juzgada, 
aspectos que si bien es cierto están íntimamente relacionados, no por ello dejan de 
presentar una diferencia fundamental: el primer concepto, se refiere a la 
obligatoriedad y eficacia vinculante de los fallos de constitucionalidad, mientras que 
el segundo, se refiere a la posibilidad de volver a demandar las normas que ya han 
sido objeto de decisión, por lo que estimamos que para explicar el tema del valor de 
las sentencias de constitucionalidad tipo C- dentro del sistema de fuentes, basta con 
analizarlo a partir del concepto de doctrina constitucional, como se pasará a explicar. 
Así, desde este análisis, se alcanza a comprender qué apartes de las sentencias son 
obligatorios para los sujetos que tienen el deber de observar estos materiales, y cuáles 
no lo son.   
 
En este sentido la Corte Constitucional aclaró el tema en las primeras sentencias que 
expidió, al sostener que la doctrina constitucional era obligatoria para todas las 
                                                 
94
 Al respecto, debe tenerse en cuenta, que la Corte Constitucional se ha atribuido la facultad de 
establecer los efectos que producen cada uno de sus fallos, según lo planteado en las sentencias C-113 
de 1993 y C-037 de 1996. También puede consultarse, entre otros, textos como el de Germán Lozano 
Villegas, El valor normativo de las sentencias de la Corte Constitucional con ocasión del control 
abstracto y su incidencia en sistema de fuentes del derecho: el caso colombiano. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, (2000).   
 
95
 Alexei Julio Estrada, Ob. Cit., p. 31. 
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autoridades, y la constituyen los fundamentos contenidos en sus sentencias que 
guarden relación directa con la parte resolutiva de la misma. Mientras que los demás 
fundamentos que no tienen relación directa con lo consignado en la parte resolutiva 
de la misma constituyen un criterio auxiliar de la actividad judicial en los términos 
del inciso 2 del Artículo 230 Constitucional96.  
 
Sin embargo, el tema parecía que aún generaba dudas en la medida que al 
contrastarse lo dicho por la Corte Constitucional en esa sentencia, con lo dispuesto en 
el artículo 230 Constitucional y el tradicional entendimiento del tema de las fuentes 
formales del derecho que existía, o existe hasta el momento97, no se entronizaba el 
concepto de doctrina constitucional señalado en el artículo 8 de la Ley 153 de 188798, 
que prescribe que puede acudirse a la doctrina constitucional cuando no hay ley 
exactamente aplicable al caso controvertido.  
 
                                                 
96
 Al respecto, la Corte Constitucional explica: “En efecto, la parte motiva de una sentencia de 
constitucionalidad tiene en principio el valor que la Constitución le asigna a la doctrina en el inciso 
segundo del artículo 230: criterio auxiliar -no obligatorio-, esto es, ella se considera obiter dicta. 
Distinta suerte corren los fundamentos contenidos en las sentencias de la Corte Constitucional que 
guarden relación directa con la parte resolutiva, así como los que la Corporación misma indique, 
pues tales argumentos, en la medida en que tengan un nexo causal con la parte resolutiva, son 
también obligatorios y, en esas condiciones, deben ser observados por las autoridades y corrigen la 
jurisprudencia”. Véase en: CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-131 de 1993, M. P. Alejandro 
Martínez Caballero. 
 
97
 En relación a este punto, vale la pena destacar que sólo hasta que se implementó la existencia de un 
curso de formación judicial por parte de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla como una etapa, en 
principio clasificatoria, y hoy eliminatoria y clasificatoria, para acceder a la carrera judicial, la cual 
está prevista desde la vigencia de la Ley 270 de 1996, los jueces en Colombia reciben nociones, que 
aunque no sigan a cabalidad en la práctica judicial, por distintos factores, del valor dentro del sistema 
de fuentes en Colombia, de los distintos tipos de sentencias que la Corte Constitucional emite. Ello no 
ocurría así para la época en que se produjeron las sentencias comentadas (1993-1995), pues muchos 
jueces en Colombia, quienes son los encargados de aplicar el derecho, no tenían un correcto 
entendimiento del tema, debido a que concebían estos conceptos sin tener en cuenta lo señalado en el 
articulo 230 Constitución de 1991 y en la Ley 153 de 1887.  
 
98
 LEY 153 DE 1887. Artículo 8°. “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, 
se aplicarán las leyes que regulan casos o materias semejantes, y en su defecto, la doctrina 
constitucional y las reglas generales de derecho”. 
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Así la sentencia C-083 de 1995 la Corte Constitucional realizó un estudio del tema y 
distingue los conceptos de doctrina constitucional integradora, doctrina constitucional 
interpretativa y jurisprudencia (entendida como la producida sólo por la Corte 
Constitucional y no por otras corporaciones judiciales) adaptándolos al nuevo 
contexto que impone el Articulo 230 de la Constitución de 1991, señalando que el 
primero de éstos corresponde a la interpretación que hace la Corte Constitucional del 
texto de la Constitución y que hace tránsito a cosa juzgada y que sirve para la 
integración de las lagunas y es obligatoria, cuando después de intentar llenar un vacío 
en la legislación con la analogía, este persista. Siendo entonces la doctrina 
constitucional integradora fuente de derecho obligatoria para todas las autoridades y 
los particulares.  
 
Mientras que la doctrina constitucional interpretativa, corresponde a las 
interpretaciones que hace la Corte Constitucional que no hacen transito a cosa 
juzgada constitucional, que es a la que se hace referencia en el Articulo 4 de la Ley 
153 de 1887, la cual, no es la utilizada para integrar las lagunas en el derecho, sino 
para interpretar la ley en casos dudosos, y a su vez, esta última y la jurisprudencia son 
fuentes auxiliares de la actividad judicial, que sirven de guías ilustrativas y optativas 
para los jueces en su actividad.  
 
Por tanto, de acuerdo con lo dicho en esta sentencia, en relación a estas dos últimas 
figuras, doctrina constitucional interpretativa99 y jurisprudencia, no sería posible 
                                                 
99
 En relación a este concepto, el Magistrado de la Corte Constitucional Eduardo Cifuentes Muñoz, en 
la aclaración de voto realizada en la sentencia comentada (C-083 de 1995) dice que: “Una lectura 
descontextualizada y parcial del aparte trascrito podría llevar a la conclusión equivocada de que sólo 
a falta de ley, el aplicador del derecho estaría obligado a acudir a las normas constitucionales y a la 
elaboración doctrinaria de la Corte para resolver el caso controvertido. Esta interpretación no es 
admisible, porque desconoce el valor normativo de la constitución. (….) La Constitución debe, en todo 
momento, con ley o sin ella, inspirar la actividad judicial. Incluso, si existe ley que regule 
específicamente la materia, ella debe interpretarse de conformidad con la Constitución y en el sentido 
favorable a su realización concreta. El sentido del término “doctrina constitucional” fijado por la 
Corte, en su doble acepción como referida a “norma constitucional” y a “cualificación adicional” 
efectuada por el interprete autorizado y supremo de la misma, enfatiza su valor de fuente de derecho, 
bien porque la norma constitucional es “ley” (C.P. art.4), o porque las sentencias que hacen transito 
a cosa juzgada constitucional vinculan a todas las autoridades (C.P. art 243)” Según la opinión del 
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predicar un quebrantamiento del sistema de derecho, o mejor, hablar de una decisión 
contraria a derecho; si un Juez, en un caso concreto, analogizable por sus hechos, se 
niega a decidir en el mismo sentido en que lo hizo en un caso anterior, o como lo hizo 
un juez superior funcional suyo, o incluso, que hubiere sido resuelto por la propia 
Corte Constitucional100 en sede de revisión de tutela. Pues estos conceptos encajan 
dentro del concepto de criterios auxiliares de la actividad judicial que son optativos 
para los jueces en sus decisiones, esto es, no obligatorios. 
 
Sin embargo, contrario a la posición anterior sostenida por la Corte Constitucional, el 
concepto de doctrina constitucional que se encuentra en la Ley 153 de 1887, indica 
que ésta tiene carácter obligatorio dentro del sistema de fuentes, pues estará presente 
en las sentencias de constitucionalidad; en los conceptos consignados en la parte 
motiva de la sentencia que guarden relación estrecha, directa e inescindible con la 
parte resolutiva; en otras palabras, la constituirá aquella parte de la argumentación 
que se considere absolutamente básica, necesaria e indispensable para servir de 
soporte directo a la parte resolutiva de las sentencia y que incida directamente en ella, 
que se constituye a su vez en la ratio decidendi de la misma101.  
 
No obstante lo anterior, estimamos que también podrían incluirse como doctrina 
constitucional, en los mismos términos, las sentencias que emite el Consejo de Estado 
en ejercicio del control de constitucionalidad residual que ejerce sobre las 
                                                                                                                                           
Magistrado Cifuentes Muñoz, consignada en esta aclaración de voto, la distinción entre los conceptos 
de doctrina constitucional interpretativa e integrado es artificiosa e inocua, en la medida en que todas 
las decisiones emitida por la Corte Constitucional, ya sea que exista o no ley aplicable al caso 
controvertido, como interprete de la Constitución tienen el mismo valor dentro del sistema de fuentes, 
esto es, de fuente formal del derecho. Posición esta, creemos, es bajo la cual debe entenderse el 
concepto de doctrina constitucional en todos los casos.    
 
100
 En relación a este aspecto, López Medina señala que la posición de no estimar como decisión 
contraria a derecho, aquella que no resuelve de forma igual dos casos análogos por sus hechos, es un 
juicio que sufriría importantes transformaciones en las decisiones que posteriormente tomó la Corte 
Constitucional. Esto en: Diego Eduardo López Medina. Ob. Cit., p. 23.     
 
101
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-113 de 1993. Magistrado Ponente: Jorge Arango Mejía.  
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disposiciones jurídicas cuyo control de constitucional no está atribuido a la Corte 
Constitucional según el Numeral 2 del Artículo 237 de la Constitución Nacional102 
(decretos reglamentarios expedidos por el gobierno nacional, esto es, actos 
administrativos que no tienen fuerza material de ley y que no obedezcan a una 
función propiamente administrativa)103, en el entendido que estas también estarán 
compuestas tanto de cosa juzgada constitucional implícita como explicita, las cuales 
corresponderán a aquellos apartes de las consideraciones de la providencia que 
guarden relación estrecha y directa con la parte resolutiva de la misma (ratio 
decidendi) y a lo consignado en la parte resolutiva, respectivamente104.  
 
                                                 
102
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTICULO 237. Son atribuciones del Consejo de Estado:  
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley.  
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el 
Gobierno Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional.  
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del Gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen.  
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la nación, el gobierno 
debe oír previamente al Consejo de Estado.  
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley.  
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley.  
6. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley.  
 
103
 Esta situación fue introducida por el Articulo 33 Ley 446 de 1998, que a su vez adicionó el Numeral 
7 del Articulo 97 del Código Contencioso Administrativo, al señalar que la Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo tendría, entre otras funciones especiales, la de conocer: “de las acciones 
de nulidad por inconstitucionalidad que se promuevan contra los Decretos de carácter general 
dictados por el Gobierno Nacional, que no correspondan a la Corte Constitucional, cuya 
inconformidad con el ordenamiento jurídico se establezca mediante confrontación directa con la 
Constitución Política y que no obedezca a función propiamente administrativa”.  
 
104
 Para sustentar este planteamiento, es preciso recordar lo que sobre la ratio decidendi y el alcance del 
respeto de la doctrina constitucional, señaló la Corte Constitucional en el fundamento N° 49 de la 
sentencia SU-047 de 1999, en donde expresó que: “Estos diversos efectos no son caprichoso sino que 
derivan naturalmente de ciertas características del derecho. Así, en la medida en que el sistema 
judicial pretende resolver definitivamente los conflictos que se le plantean, es natural que el decisum 
obligue a las partes en el litigio, con fuerza de cosa juzgada, pues de no ser así, el derecho no 
cumpliría su función básica de pacificación social. Sin embargo, por obvias razones de debido 
proceso, en principio, esa decisión sólo vincula a quienes participaron en la controversia judicial, 
salvo algunas excepciones, como son los casos de acciones colectivas o cuando el ordenamiento 
confiere efectos erga omnes a determinadas sentencias, tal y como sucede con los procesos de control 
de constitucionalidad en nuestro país”.   
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Este planteamiento tiene asidero en la medida que el máximo tribunal de lo 
contencioso administrativo, por disposición expresa de la misma Constitución 
Nacional (Núm. 2 Art. 237 C.N.), actúa como intérprete y guardián del texto de la 
Constitución al estudiar las acciones de simple nulidad que por inconstitucionalidad 
presente cualquier persona contra disposiciones jurídicas, que por competencia 
residual, le corresponda conocer, tanto en su contenido material como por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
Dicho control constitucional es igual al que hace la Corte Constitucional, pues en 
virtud de la competencia atribuida, esa corporación, en esos eventos, entrará a fungir 
también como intérprete, guardián y defensor de la supremacía de la Constitución, 
esto es, hará las funciones propias del tribunal constitucional, y por tanto, las 
decisiones que tome en ejercicio de esta competencia, deben tener el mismo valor 
dentro del sistema de fuentes que las producidas en el ejercicio ordinario del control 
de constitucionalidad de las leyes.   
 
Teniéndose como especial consideración que las sentencias producidas en virtud de 
esta competencia, en donde se anule por inconstitucional en forma parcial o total una 
disposición jurídica por parte del Consejo de Estado, tendrá efectos obligatorios erga 
onmes, mientras que las sentencias en donde se niegue la nulidad por 
inconstitucionalidad de estas disposiciones, tendrán sólo efecto obligatorio erga 
omnes en cuanto la causa petendi objeto de la demanda de nulidad por 
inconstitucionalidad, de acuerdo con lo previsto en el Artículo 175 del Código 
Contencioso Administrativo. En estos eventos, lo que se debe entender como 
obligatorio, serán sólo los apartes de las sentencias que constituyan la ratio decidendi 
de la misma, igual a lo que ocurre en las sentencias de que sólo se limitan a declarar 
la constitucionalidad de la disposición acusada sin condicionamientos especiales 
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frente esta105, debido a que la disposición jurídica que no se anula o declara 
inexequible por ser ajustada a la constitución goza de fuerza obligatoria en sí misma, 
por el sólo hecho de pertenecer al ordenamiento jurídico. 
 
 
1.2.2.3.2 Las sentencias tipo T- y SU. En cuanto este punto, debe empezarse por 
señalar que la única diferencia que se presenta entre las sentencias tipo T- y SU- es 
que según el reglamento de la corporación106 (Artículos 53 y 54A del reglamento 
interno de la Corte Constitucional)107 la primera clase de providencias es proferida 
                                                 
105
 Un estudio completo sobre el tema de las sentencias manipulativas e interpretativas que produce la 
Corte Constitucional, véase Edgard Solano González. Sentencias manipulativas e interpretativas y 
respeto a la democracia en Colombia. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, (2000).  
   
106
 Adoptado por el Acuerdo 01 de 1992; adicionado por los Acuerdos 03 y 04 de 1992 y recodificado 
mediante Acuerdo 05 de 1992. Posteriormente, adicionado y modificado por los Acuerdos 01 de 1995, 
01 de 1996, 01 de 1997, 01 de 1999, 01 de 2000, 01 de 2001, 01 de 2004, 01 de 2007, 02 de 2007 y 01 
de 2008, expedidos por la Corte Constitucional en Salas Plenas, de conformidad con las atribución que 
le confiere el artículo 241, numeral 11 de la Constitución Política Nacional.  
 
107
 Artículo 53. Cambio de jurisprudencia. En caso de cambio de jurisprudencia, la Sala de Revisión 
tomará las medidas necesarias para que la Sala Plena disponga de un término razonable para tomar su 
decisión. 
  
Los estudios y propuestas que sobre el tema realice un Magistrado, deberán ser sometidos junto con las 
ponencias respectivas, a consideración y análisis de la Sala Plena, si así lo solicita, para lo cual 
registrará en la Secretaría oportunamente, el correspondiente escrito sustentatorio. En este caso, el 
Magistrado comunicará al Presidente su propósito de intervenir de la manera indicada, con el fin de 
que se prepare el debate. 
  
A solicitud de cualquier Magistrado, para los efectos de cambio de jurisprudencia, la Sala Plena podrá 
decretar la celebración de una audiencia pública, con participación de personas y entidades nacionales 
y extranjeras convocadas para tal fin.  
  
Mientras la Sala Plena adopta la decisión sobre cambio de jurisprudencia, se suspenderán los términos 
de los respectivos procesos. 
   
Artículo 54 A. Revisión por la Sala Plena. Modificado mediante Acuerdo 01 de 3 de diciembre de 
2008, quedando en los siguientes términos: “Artículo 54 A. Revisión por la Sala Plena. Cuando a 
juicio de la Sala Plena, por solicitud de cualquier magistrado, un proceso de tutela dé lugar a un fallo 
de unificación de jurisprudencia o la transcendencia del tema amerite su estudio por todos los 
magistrados, se dispondrá que la sentencia correspondiente sea proferida por la Sala Plena. 
  
Adicionalmente, para los fines establecidos en las normas vigentes, después de haber sido escogidos 
autónomamente por la Sala de Selección competente, los fallos sobre acciones de tutela instauradas 
contra providencias de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado deberán ser llevados por 
EL DESCONOCIMIENTO DE LOS EFECTOS DE LAS DECISIONES JUDICIALES FRENTE AL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD EN EL ÁMBITO DE LAS RELACIONES DE SUJECIÓN ESPECIAL 
 
 70º 
por salas de tres magistrados de la corporación, mientras que el segundo tipo de estas 
corresponde a sentencias en las que la misma Corte Constitucional ha advertido que 
frente a las mismas situaciones fácticas se han proferido decisiones en distintos 
sentidos, y por tanto, debe unificar su posición; cuando existiendo una posición 
respecto de un asunto, estime necesario que deba cambiarla; y, cuando se trate de 
fallos de tutela contra providencias del Consejo de Estado o de la Corte Suprema de 
Justicia.  
 
Sin embargo, el hecho que exista una denominación para una u otra decisión, obedece 
a una forma de identificarlas, más no a una forma de otorgarle un mayor valor dentro 
del sistema de fuentes, pues debe recordarse que frente a este tipo de decisiones, con 
sólo existir una decisión en un sentido, sin que esa posición después hubiere variado, 
la ratio decidendi es obligatoria frente a un caso posterior con supuestos fácticos 
iguales. Pues a diferencia de lo que ocurre con la doctrina probable o la 
jurisprudencia, no se necesita más de una decisión en un mismo sentido para afirma 
que el argumento de autoridad esbozado en una sola sentencia sea la doctrina 
constitucional vigente respecto de un tema, siempre y cuando no exista una posición 
contraría frente al mismo tema.   
 
En relación al valor de las sentencias de revisión de fallos de tutela (tipo T- y tipo 
SU-), debe señalarse que la Corte Constitucional, al realizar el control previo de 
constitucionalidad de la Ley 270 de 1996, precisó lo siguiente: 
 
Cabe puntualizar que las sentencias judiciales a través de la cuales se deciden 
acciones de tutela, sólo tiene efectos en relación con las partes que intervienen en el 
proceso (Decreto 2591 de 19991, Art. 36). Sin embargo, la doctrina constitucional 
                                                                                                                                           
el magistrado a quien le corresponda en reparto a la Sala Plena, la cual determinará si asume su 
conocimiento con base en el informe mensual que le sea presentado a partir de la Sala de Selección de 
marzo de 2009.  
  
En tal evento, el magistrado ponente registrará en la Secretaría el proyecto de fallo respectivo y se 
procederá a cumplir el mismo trámite previsto por el artículo 53 del Reglamento de la Corporación 
para el cambio de jurisprudencia, en materia de sentencias de revisión de tutela.” 
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que define el contenido y alcance de los derechos constitucionales, sentada por la 
Corte Constitucional, con ocasión de la revisión de los fallos de tutela, trasciende 
las situaciones concretas que le sirven de base y se convierte en pauta que unifica y 
orienta la interpretación de la Constitución. El principio de independencia judicial, 
tiene que armonizarse con el principio de igualdad en la aplicación del derecho, 
pues, de lo contrario, se corre el riesgo de incurrir en arbitrariedad. La 
jurisprudencia de los altos órganos jurisdiccionales, por medio de la unificación 
doctrinal, persigue la realización del principio de igualdad. Por consiguiente, sin 
perjuicio de lo observado respecto de la doctrina constitucional, persigue la 
realización del principio de igualdad. Por consiguiente, sin perjuicio de lo 
observado respecto de la doctrina constitucional, la exequibilidad del segundo 
numeral del artículo 48, materia de examen, se declarará bajo el entendido de que 
las sentencias de revisión de la Corte Constitucional, en las que se precise el 
contenido y alcance de los derechos constitucionales, sirven como criterio auxiliar 
de la actividad judicial de la actividad de los jueces, pero si éstos deciden apartarse 
de la línea jurisprudencial trazada en ellas, deberán justificar de manera suficiente y 
adecuada el motivo que les lleva a hacerlo, so pena de infringir el principio de 
igualdad108.     
 
Sin embargo, había sostenido una posición sustancialmente diferente en un 
providencia suya anterior, en la que dijo que la parte de sentencias de revisión de 
fallos de tutela proferidos por ella misma, que tienen carácter vinculante, es la ratio 
decidendi, pues en esta parte de la argumentación de sus sentencias, es donde 
consigna: “los criterios judiciales de interpretación y aplicación de las normas 
constitucionales, precisando el alcance de los derechos fundamentales, trazando 
pautas acerca de la procedencia y desarrollo del amparo como mecanismo de 
protección y efectividad de los mismos estableciendo la doctrina constitucional, que 
según el artículo 8 de la Ley 153 de 1887, declarado exequible por sentencia C-083 
                                                 
108
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 1996. Magistrado Ponente: Manuel José 
Cepeda Espinosa. 
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de 1 de Marzo de 1995, es obligatoria para los jueces en todos los casos en que no 
haya normas legales exactamente aplicables al caso controvertido”109.   
 
Posición que después fue sostenida por la misma corporación110 señalando que lo 
consignado en los apartes que constituyeran la ratio decidendi de estas sentencia 
adquirían carácter general y por ende su aplicación se justifica obligatoria en todos 
los casos que, por sus hechos relevantes, se subsuman dentro de la hipótesis prevista 
en dicha regla judicial. Al punto de sostener que “La función de revisar 
eventualmente los fallos de tutela no tendría sentido si ello únicamente tuviera por 
objeto resolver la circunstancia particular del caso examinado, sin que el análisis 
jurídico constitucional repercutiera, con efectos unificadores e integradores y algún 
poder vincularte, al quehacer futuro de los jueces”111. 
 
En cuanto a este tema, BERNAL PULIDO112 anota que “las sentencias de tutela 
deben tener de sobra el carácter de precedente constitucional” porque en estas la 
Corte Constitucional concreta el contenido normativo de la constitución frente a 
situaciones de hecho especificas, matizadas y especificadas por las circunstancias del 
peticionario. Por esta razón en las sentencias de tutela se evidencia más el carácter de 
precedente de la jurisprudencia constitucional, esta vez sí como un tipo especifico de 
jurisprudencia, es decir, en el sentido que funciona el principio del stare decisis del 
common law. 
 
                                                 
109
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-260 de 1995. Magistrado Ponente: José Gregorio 
Hernández Galindo.  
 
110
 Pueden consultarse al respecto, entre otras, las sentencias T-175 de 1997; T-566 de 1998; y,  C-252 
de 2000.  
 
111
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-400 de 1997. Magistrado Ponente: José Gregorio 
Hernández Galindo. 
 
112
 Carlos Bernal Pulido. El derecho de los derechos. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
2005. p. 168 - 169.  
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De modo que lo que constituye la ratio decidendi de los fallos de revisión de tutela 
dictados por la Corte Constitucional deben ser aplicados para casos futuros análogos 
por parte de quienes tienen una relación de sujeción especial con el Estado113, debido 
a que “lo señalado acerca de los jueces se aplica con más severidad cuando se trata 
de la administración, pues ella no cuenta con la autonomía funcional de aquellos”114. 
Así, las entidades que conforman la administración pública “están obligadas a 
aplicar el derecho vigente (y las reglas judiciales lo son) y únicamente están 
autorizadas - mas que ello, obligadas – a apartarse de las normas clara y 
abiertamente inconstitucionalmente (Art. 4 C.N.)”115. Así, en esta misma sentencia sé 
recordó que la vinculación de las autoridades administrativas a las sentencias de 
tutela está dada al punto que si la autoridad administrativa pretende apartarse de las 
decisiones de la corte constitucional, debe justificar con argumentos contundentes, las 
razones por las cuales no sigue la posición del máximo intérprete de la constitución. 
  
Todo lo anterior nos conduce a señalar que el carácter vinculante de las sentencias de 
revisión de tutelas de la corte constitucional significa que: 
 
a) Cuando la Corte Constitucional decide un caso en una sentencia de revisión de 
tutela vincula a todos los jueces en sus decisiones. De manera que frente a los 
casos futuros semejantes deberán señalar de manera expresa la jurisprudencia 
                                                 
113
 En relación al concepto de relación especial de sujeción, el cual será abordado en un capitulo 
posterior de la presente investigación, puede consultarse, entre otros, a Carlos Arturo Gómez Pavajeau. 
La relación especial de sujeción como categoría dogmática superior del Derecho Disciplinario. 
Colección de Derecho Disciplinario N° 5. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público, (2006). 
 
114
 Esto fue señalado por la corte en sentencia T-566 de 1998 en donde los jueces  de instancia 
aplicaron el articulo 55 de la ley 90 de 1946 que según doctrina reiterada de la corte era 
inconstitucional, ya que vulneraba los derechos fundamentales a la seguridad social y mínimo vital de 
los compañeras permanentes que reclaman la pensión de sobreviviente de sus compañeros 
permanentes después de fallecidos éstos, en razón a que la norma le otorgaba este derecho a la esposa 
del fallecido aún cuando esta no hubiese vivido con él durante los últimos años de vida. Estableciendo 
la corte en esa misma sentencia que: “La jurisprudencia de la corte constitucional le permitía deducir 
con claridad que la condición contenida en le articulo 55 de la ley 90 de 1946 era inconstitucional. 
Por eso sé podía esperar que tanto el ISS como los juzgadores de tutela inaplicaran la aludida 
disposición legal, por vía de excepción  de inconstitucionalidad”. 
 
115
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-569 de 2001. 
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que sobre el caso sub examine ha establecido la corte constitucional, estando 
vinculados a esta jurisprudencia por tener que hacer alusión a la ratio 
decidendi de la sentencia a la que están vinculados. Así como también deberá 
hacer alusión a la referida ratio decidendi, la autoridad pública que estime que 
debe apartarse de lo resuelto por la Corte Constitucional en un caso similar, 
más no analogizable por sus hechos, a la actuación o procedimiento 
administrativo que decide. Pudiendo no aplicar ésta si justifica de manera 
clara y razonada los motivos que según las reglas propuestas por la corte, 
hacen inaplicable el precedente, que son: i) Que los presupuestos de hecho del 
caso formulado como precedente no sean exactamente iguales a los del caso 
que el juez tiene a consideración; y ii) Que la ratio decidendi a la cual 
aparentemente está vinculado no considere circunstancias relevantes que el 
nuevo caso presenta. 
  
b) Cuando a un juez (individual o colegiado) le ha llegado a su despacho un 
asunto de acción de tutela, éste debe observar la jurisprudencia existente de la 
corte sobre los hechos relevantes del caso, a la cual estará vinculado. Pero, si 
el juez, encuentra que el caso propuesto a consideración de su despacho 
presenta las mismas circunstancias fácticas y hechos relevantes que el caso 
anteriormente decidido por la corte constitucional, estará obligado a aplicar la 
misma solución dada en el caso propuesto como precedente, debido a que la 
ratio decidendi del caso adquiere carácter obligatorio para el juez de instancia 
en el caso sub examine, en virtud de dar soluciones iguales a casos iguales, en 
aras de dar aplicación al principio de igualdad material en la aplicación de la 
ley (Art. 13 C.N.). Lo cual, es algo de inusual ocurrencia, pues es muy difícil 
encontrar que haya un caso que presente hechos exactamente iguales a otros 
casos ya decididos por la corte de forma que el fallo anterior pueda aplicarse 
casi de manera automática. 
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Ahora, con respecto a las reglas fijadas por la corte para que  los jueces puedan dejar 
de aplicar las sentencias a las que están vinculados, existen dos pronunciamientos, el 
primero de estos fue dado en la sentencia SU-047 de 1999 sobre el caso de la tutela 
de la congresista Vivian Morales respecto a la inviolabilidad parlamentaria, en el cual 
la corte dijo que un juez puede apartarse de los precedentes por dos razones: 
“i)comprobando que la ratio decidendi no es aplicable al caso, por tratarse de un 
caso distinto; y, ii) porque abiertamente decide apartarse de ella, en cuyo caso se 
exige una suficiente y estricta justificación”. 
 
Frente a lo que hay que decir que en el caso de la segunda hipótesis (ii) esta no es una 
forma legítima para dejar de aplicar la jurisprudencia contenida en las sentencias de 
revisión de tutelas dictadas por la corte, a la cual están vinculados los jueces en sus 
providencias. Puesto que de acuerdo a la línea jurisprudencial trazada por la misma 
Corte Constitucional en donde se hacen  consideraciones para que los jueces puedan 
apartarse de un precedente, la segunda hipótesis (ii)  sugiere la violación del principio 
de la seguridad jurídica y la igualdad en la aplicación de la ley, puesto que el juez lo 
que hace es justificar su decisión de cambio de jurisprudencia,  mas no realiza a partir 
del encuentro y comparación  de las situaciones fácticas y circunstancias relevantes 
del caso, la demostración con argumentos razonables que la sentencia propuesta no es 
aplicable al caso controvertido. 
 
En nuestro sentir, dicho argumento no puede ser considerado como válido y 
razonable para ser aplicado por los jueces y demás sujetos disciplinables para 
separase de lo resuelto por la Corte Constitucional en casos analogizables por sus 
hechos, en la medida que lo que hizo la Corte Constitucional en la referida sentencia, 
al contemplar esta hipótesis, fue crear una forma para poder cambiar la doctrina 
constitucional por ella sentada en sentencias de constitucionalidad, a través de una 
sentencia de revisión de tutela116. 
                                                 
116
 Al darse en la sentencia SU-047 de 1999 esta regla, lo que la corte realiza es la creación de una 
técnica de manejo del precedente que para el caso en concreto le sirva para redefinir la ratio decidendi 
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Ahora, en gracia de discusión, de aceptarse tal argumentación, estimamos que ésta no 
es aplicable para los jueces inferiores a la Corte Constitucional, altas cortes y 
autoridades administrativas, pues a éstas no les está dado entrar a “redefinir” la ratio 
decidendi de una sentencia, puesto que sólo pueden entrar a aplicar o inaplicar la ratio 
decidendi consignada en las sentencias de revisión de fallos de tutela a las cuales 
estén vinculados, razón por la cual pueden dejar de aplicarla sólo si justifican de 
manera suficiente y razonada  su decisión. 
 
Lo antes dicho, se ratifica en lo señalado en la sentencia T-569 de 2001, que 
siguiendo los principios de igualdad y seguridad jurídica establecidos por la Corte 
Constitucional, como fundamentos del carácter vinculante para los jueces de las 
sentencias de revisión de tutelas; establece dos situaciones, que de presentarse al 
interior del caso que van a decidir, habilitan a los jueces para dejar de aplicar la ratio 
decidendi, como son: 
 
• Se verifique que existen hechos en el proceso que hacen inaplicable el 
precedente al caso concreto, o; 
 
• Que existan elementos de juicio no considerados en su oportunidad por el 
superior que permitan desarrollar de manera más coherente o armónica la 
institución jurídica117. 
                                                                                                                                           
de dos sentencias de constitucionalidad (C-222 de 1996 y C-245 de 1996) y sentar nueva doctrina en 
una sentencia de tutela sobre la inviolabilidad parlamentaria, con lo cual la corte casi rescribe y 
modifica dos sentencias de constitucionalidad revestidas con fuerza de cosa juzgada a través de una 
sentencia de revisión de tutela con un expediente SU-. Estableciendo como argumento que es el juez 
posterior el único que puede establecer cual es la verdadera ratio decidendi de un caso. Con lo cual la 
misma corte sé auto habilita para cambiar su doctrina constitucional. Sandra Morelli Rico. La corte 
constitucional: Un papel institucional por definir. Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 
Editorial Instituto de Estudios Constitucionales Carlos Restrepo Piedrahita. Temas de Derecho Público 
Nº 45, 2001. p. 1-33. 
 
117
 Las formas en las cuales la corte constitucional se autoriza para entrar a modificar o modular la 
“ratio decidendi” de sentencias a las cuales está vinculada, es señalada en la sentencia SU-047 de 1999 
así: en algunos eventos, el juez posterior “distingue” (distinquishing) a fin de mostrar que el nuevo 
caso es diferente del anterior, por lo cual el precedente mantiene fuerza vinculante, aunque no  es 
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1.2.2.4. El especial caso de los laudos arbítrales. En cuanto a este punto, sólo 
atinaremos a señalar algunos aspectos puntuales en relación al valor de este especial 
tipo de decisiones judiciales como son los laudos arbítrales que profieren los 
tribunales de arbitramento integrados por jueces o árbitros únicos o colegiados (tres 
integrantes). 
 
En primer lugar, debe advertirse que si bien es cierto que la Constitución Nacional en 
su Artículo 116118 habilita a los particulares para administrar justicia, de forma 
transitoria por disposición de la ley, no señala en forma expresa que este especial tipo 
de justicia haga parte de la rama judicial, en cuanto ejerzan la función judicial de 
forma transitoria. Lo cual si se ausculta el texto original del Articulo 11 de la Ley 270 
de 1996, así como su reciente modificación introducida por el Articulo 4 de la Ley 
1285 de 2009119, se omite la inclusión de este especial tipo de justicia como 
                                                                                                                                           
aplicable a ciertas situaciones similares pero relativamente distintas, frente a lo cual entra a operar la 
nueva jurisprudencia. En otros casos, el tribunal posterior concluye que si bien en apariencia, la ratio 
decidendi del caso anterior parece aplicarse a la nueva situación, en realidad esta fue formulada de 
manera muy amplia en el precedente, por lo cual es necesario concluir que algunos de sus apartes 
constituyen una opinión incidental, que no se encontraba directamente relacionada a la decisión del 
asunto. El tribunal precisa entonces la fuerza vinculante del precedente, ya que restringe (macrowing) 
su alcance.  En otras situaciones, la actuación del juez anterior es contraria y amplía el alcance de 
una ratio decidendi que había sido entendida de manera mas restringida. En otras ocasiones el 
tribunal concluye que una misma Situación se encuentra gobernada por precedentes encontrados, por 
lo cual resulta necesario determinar cual es la doctrina vinculante en la materia. O a veces, puede 
llegar a concluir que un caso resuelto anteriormente no puede tener la autoridad de un precedente por 
cuanto carece verdaderamente de una ratio decidendi para el caso. 
 
118
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTICULO 116. Artículo modificado por el artículo 1 del Acto 
Legislativo No. 3 de 2002. El nuevo texto es el siguiente: La Corte Constitucional, la Corte Suprema 
de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la 
Nación, los Tribunales y los Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. El 
Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. Excepcionalmente la ley podrá atribuir función 
jurisdiccional en materias precisas a determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será 
permitido adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos. Los particulares pueden ser investidos 
transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas 
criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o 
en equidad, en los términos que determine la ley. 
 
119
 LEY 1285 DE 2009. Artículo 4°.Modifíquese el artículo 11 de la Ley 270 de 1996:  
“Artículo 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por:  
I. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones: 
a) De la Jurisdicción Ordinaria: 
1. Corte Suprema de Justicia. 
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integrante de la rama judicial, lo cual no es óbice para señalar que las decisiones 
judiciales emitidas por los árbitros, esto es, los laudos arbítrales, no puedan integrarse 
dentro de las providencias judiciales y por ello otorgárseles algún valor conforme los 
dictados del artículo 230 Constitucional, es decir, que constituyan o bien simples 
criterios auxiliares de la actividad judicial o fuentes formales de derecho obligatorias. 
 
En este sentido, estimamos que como nada se dice en relación a esta especial forma 
de administrar justicia, no obstante la reciente modificación de la ley estatutaria de 
administración justicia120 que señala de forma expresa que sí ejercen actividad 
                                                                                                                                           
2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 
3. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, de familia, de ejecución de penas, de 
pequeñas causas y de competencia múltiple, y los demás especializados y promiscuos que se creen 
conforme a la ley; 
b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo:  
1. Consejo de Estado.  
2. Tribunales Administrativos.  
3. Juzgados Administrativos; 
c) De la Jurisdicción Constitucional:  
1. Corte Constitucional  
d) De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz.  
e) De la Jurisdicción de las Comunidades Indígenas: Autoridades de los territorios indígenas.  
2. La Fiscalía General de la Nación.  
3. El Consejo Superior de la Judicatura.  
Parágrafo 1°. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y el Consejo 
Superior de la Judicatura, tienen competencia en todo el territorio nacional. Los Tribunales Superiores, 
los Tribunales Administrativos y los Consejos Seccionales de la Judicatura tienen competencia en el 
correspondiente distrito judicial o administrativo. Los jueces del circuito tienen competencia en el 
respectivo circuito y los jueces municipales en el respectivo municipio; los Jueces de pequeñas causas 
a nivel municipal y local. 
 
Los jueces de descongestión tendrán la competencia territorial y material específica que se les señale 
en el acto de su creación. 
Parágrafo 2°. El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en todo el territorio 
nacional. 
Parágrafo 3°. En cada municipio funcionará al menos un Juzgado cualquiera que sea su categoría. 
Parágrafo 4°. En las ciudades se podrán organizar los despachos judiciales en forma desconcentrada”. 
 
120
 LEY 1285 DE 2009. Artículo 6°. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 270 de 1996: Artículo 13. 
Del ejercicio de la función jurisdiccional por otras autoridades y por particulares. Ejercen función 
jurisdiccional de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política:  
1. El Congreso de la República, con motivo de las acusaciones y faltas disciplinarias que se formulen 
contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte Constitucional y del Consejo Superior de la 
Judicatura y el Fiscal General de la Nación, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos.  
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jurisdiccional, al igual que las demás jurisdicciones que integran la rama judicial, ello 
no implica per se que integren la rama judicial, por lo que debe señalarse, que los 
laudos arbítrales dentro del sistema de fuentes, no sean más que meros criterios 
auxiliares de la actividad judicial en los términos del inciso 2 del Artículo 230 
Constitucional, sin que a la vez puedan ser considerados estos materiales como 
jurisprudencia, en todo el sentido de la expresión debido a que no integran la rama 
judicial del poder público.  
 
Sin embargo, en los eventos en que uno o varios laudos arbítrales se pronuncien sobre 
unos mismos hechos, esa o esas decisiones, en caso de que se llegara a probar su 
existencia frente a otro juez, arbitro o autoridad administrativa, tendrá el efecto de 
vincularla al punto que deberá aplicar, al caso sub examine, la misma solución, salvo 
que haga alusión a los materiales que le colocaron a consideración y de forma 
explícita señale razones suficientes para no tratar de forma igual asuntos, que en 
principio, por sus hechos relevantes, resultaban exactamente iguales. Sin que ello 
implique, dentro del sistema de fuentes, que estos materiales adquieren el valor de 
jurisprudencia o doctrina probable. Pues no son producidos por autoridades que 
integren la rama judicial, ni tampoco por corporaciones que estén en el vértice de la 
administración de justicia, o tengan bajo sí la misión de unificar la doctrina judicial 
en un distrito judicial, en asuntos, que por competencia, no lleguen al conocimiento 
de una corporación de cierre de una jurisdicción121. 
 
                                                                                                                                           
2. Las autoridades administrativas respecto de conflictos entre particulares, de acuerdo con las normas 
sobre competencia y procedimiento previstas en las leyes. Tales autoridades no podrán, en ningún 
caso, realizar funciones de instrucción o juzgamiento de carácter penal; y  
3. Los particulares actuando como conciliadores o árbitros habilitados por las partes, en los términos 
que señale la ley. Tratándose de arbitraje, en el que no sea parte el Estado o alguna de sus Entidades, 
los particulares podrán acordar las reglas de procedimiento a seguir, directamente o por referencia a la 
de un Centro de Arbitraje, respetando, en todo caso los principios constitucionales que integran el 
debido proceso. 
 
121
 Véase, entre otras, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-688 de 2003, T-468 de 2003, T-698 
de 2004, T-330 de 2005, T-292 de 2006 y T-571 de 2007. 
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Ahora, en relación a si los árbitros se encuentran o no vinculados a las decisiones de 
la Corte Constitucional o de las otras altas cortes, según sus respectivos valores 
dentro del sistema de fuentes, en el ejercicio de la función transitoria de administrar 
justicia, caben las mismas consideraciones que se hacen para los servidores públicos, 
esto es, que en virtud de una relación especial de sujeción con el Estado, que asumen 
al investirse transitoriamente de la función de jueces, adquieren todas las calidades de 
estos, los cuales los obliga a estar atados a los mismos materiales normativos a los 
que están atados quienes son jueces, con las mismas responsabilidades que ello 
implica.  
 
Así, los árbitros también incurren en responsabilidad disciplinaria, si en un caso 
llegaren a desconocer, por ejemplo, la doctrina constitucional vigente, pues estando 
obligados a aplicarla no sustentan de forma razonada y suficiente las justificaciones 
para apartarse de ella, o simplemente la desconocen abiertamente sin hacer alusión a 
ella de forma explícita.   
 
 
1.3. CONCLUSIONES  
 
− El concepto de fuentes formales del derecho aludirá, o se podrá definir, según 
la clase o naturaleza del sistema de derecho en el que nos encontremos, y de 
acuerdo con lo que respecto de este particular disponga el ordenamiento 
jurídico. Así, el valor de las decisiones judiciales y sus efectos frente a casos 
futuros análogos por sus hechos, dependerá de lo que las disposiciones 
jurídicas pertinentes señalen al respecto.  
 
− El valor de la jurisprudencia dentro del sistema de fuentes en Colombia no ha 
variado con la expedición de la Constitución de 1991, sino que normas 
centenarias recogidas en las Leyes 153 de 1887 y 169 de 1896 al analizarse al 
tamiz del actual texto constitucional que tiene como marco el Articulo 230, 
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muestran que lo que existía en el ámbito jurídico nacional era un inadecuado 
entendimiento de esta temática. 
 
− Según una interpretación sistemática de las sentencias de la Corte 
Constitucional, respecto al valor de las decisiones judiciales, encontramos que 
de las consideraciones jurídicas expuestas en las sentencias judiciales se 
extraen apartes que tienen carácter vinculante, esto es, la ratio decidendi, que 
dependiendo de la corporación o autoridad judicial que profiera la decisión, 
será posible apartarse, dejándola de aplicar para el caso controvertido si 
justifica de manera suficiente y razonada en la decisión los motivos que lo 
llevan a hacerlo, haciendo alusión de forma expresa o tácita a la  ratio 
decidendi  de la sentencia a la que en apariencia estaba vinculado. A ello sólo 
está autorizado el juez cuando encuentre que la ratio decidendi del caso 
propuesto es inaplicable al nuevo caso, por presentar la ratio de la sentencia a  
la cual está vinculado, hechos diferentes a los del caso que tiene el juez en su 
despacho para fallar; o, por considerar elementos relevantes del caso que no 
fueron  observados o tenidos en cuenta en la sentencia que posee una ratio 
decidendi aparentemente aplicable a ese caso. 
  
− Las razones justificantes de esta situación se encuentran en que la ratio de la 
sentencia que vincula a las autoridades, debe haberse proferido frente a 
iguales circunstancias fácticas, porque debe interpretarse y aplicarse la ley 
(Art. 13 C.N.) en la misma forma frente a casos iguales. Con lo cual, la 
autoridad decidirá el caso de la misma manera en que fue decidido, otorgando 
decisiones iguales para casos iguales en aplicación de los principios de 
seguridad jurídica, igualdad y de confianza legitima.  
 
− Las sentencias de constitucionalidad tipo C- tienen carácter obligatorio y 
efecto erga omnes para todas las autoridades y particulares, tanto en su parte 
resolutiva como en los apartes que constituyan la ratio decidendi de la 
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decisión, pues la decisión de declarar ajustada a no al texto de la Constitución 
le otorga a la decisión judicial el mismo valor de la disposición analizada. 
Mientras que los obiter dicta tendrán el valor de criterio auxiliar en los 
términos del Artículo 230 de la Constitución.  
 
− Constituye jurisprudencia dos decisiones que sobre un mismo punto de 
derecho y sobre idénticos hechos relevantes profiera: a) una de las 
corporaciones ubicadas en el vértice de la administración de justicia; o, b) una 
corporación judicial a quien le corresponda definir la jurisprudencia en un 
distrito judicial dentro de asuntos que por competencia no puedan ser 
conocidos por la corporación de cierre de la respectiva jurisdicción. 
 
− Forman doctrina probable tres o más decisiones que sobre un mismo punto de 
derecho frente a casos análogos por sus hechos relevantes, profieran: a) las 
altas cortes; o, b) las corporaciones judiciales a quienes les corresponda 
definir la jurisprudencia en un distrito judicial dentro de asuntos que por 
competencia no puedan ser conocidos por la corporación de cierre de la 
respectiva jurisdicción. 
 
− Al ser vinculantes estos materiales, en el contexto que deben ser aplicados a 
casos iguales, se deriva responsabilidad de la respectiva autoridad encargada 
de aplicarlos a un caso concreto y que no los atiende o los deja de aplicar, ya 
sea por desconocimiento de estos materiales, o porque conociéndolos decide 
apartarse de ellos sin ofrecer las consideraciones suficientes y necesarias para 
hacerlo en los términos en que la Corte Constitucional lo ha señalado para el 
caso de la doctrina probable, y de las sentencias proferidas por ella misma en 
revisión o unificación de fallos de tutela.  
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CAPÍTULO SEGUNDO: NOCIONES DEL CONCEPTO DE RELACIONES 
DE SUJECIÓN ESPECIAL 
 
 
1.  PLANTEAMIENTO 
 
 
En este capítulo se muestra al lector los antecedentes del concepto de las relaciones 
de sujeción especial, partiendo de un estudio del tema a partir del ámbito del derecho 
español, debido a que se constituye en el fundamento de la construcción doctrinal que 
de este concepto ha realizado tanto la doctrina especializada como la jurisprudencia 
nacional. Para posterior a ello, determinar el concepto de la potestad sancionadora de 
la administración y los límites de la discrecionalidad de ésta en el ejercicio de la 
función administrativa, para comprender la potestad disciplinaria, auscultando tanto 
la jurisprudencia como la doctrina española sobre el tema. 
 
Finalmente, procederemos a abordar la temática en el marco jurídico nacional, para 
establecer el estado de la temática en la doctrina nacional, para concluir con un 
análisis dinámico de la postura de la Corte Constitucional frente al concepto de las 
relaciones de sujeción especial como fundamento de la potestad disciplinaria de la 
administración.    
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2.1. NOCIONES DEL CONCEPTO DE RELACIONES ESPECIALES DE 
SUJECIÓN 
 
El origen de esta figura se remonta a la búsqueda de la fidelidad de los funcionarios 
en Alemania a las Constituciones del siglo XIX como elemento de cohesión entre los 
fundamentos del Estado y la función pública122. En donde el funcionario (primera 
figura dentro del ámbito de las relaciones de sujeción especial), se entiende insertado 
dentro de la organización del Estado. Al punto que su integración a la administración, 
es tan real, que “hace del servicio su medio natural de vida”123.  
 
Para referirnos a este concepto, es pertinente retomar las ideas planteadas por 
GALLEGO ANABITARTE124, quien a pesar de usar la expresión relaciones 
especiales de sujeción (RleS), se refería al concepto de relaciones de sujeción 
                                                 
122
 Antonio Embid Irujo, la fidelidad de los funcionarios a la constitución. un estudio de los derechos 
alemán y español. p. 26. Madrid: Instituto Nacional de Administración Pública, (1987). 
 
123
 Mariano López Benítez, Naturaleza y presupuestos constitucionales de las relaciones especiales de 
sujeción. p. 261. Madrid: Civitas, (1994). 
 
124
 Para referirse a este concepto, este autor hace un recorrido por la doctrina alemana para explicarlo. 
Así, señala que fue LANBAD, el primero que habló del término para designar “la situación jurídica 
de los funcionarios públicos en relación con sus superiores”. Luego, afirma, fue OTTO MAYER, 
conceptuando que: “Se designa como relación de sujeción la dependencia jurídica, en su sentido más 
amplio, en la que se encuentra el súbdito frente al Estado. Cuando aquí se habla de relación especial 
de sujeción, se hace entonces referencia a esa acentuada dependencia que se establece, en favor de un 
determinado fin de la Administración Pública, para todos aquellos que entren en esa prevista 
estructura especial”.A su vez, recuerda que FLEINER, por ejemplo, escribe que “en una relación 
especial de sujeción se encuentra el ciudadano en su calidad de funcionario, o aquel que penetra en 
un establecimiento público (escuela, ejército, prisión), o aquel que está sometido a una especial 
vigilancia por razón de sus deberes fiscales”. (…) Menciona que JACOBI señala que las relaciones 
especiales de sujeción de carácter público las determina el cargo o servicio en la estructura 
administrativa pública (soldados, jueces y funcionarios). Invoca también los conceptos de 
ERMACORA, quien distingue entre relaciones especiales de sujeciones patrimoniales y relaciones 
especiales de sujeción modernas. Y, finalmente, menciona a FORSTHOFF, quien atiende al concepto 
de las relaciones especiales de sujeción unido a la idea de una administración soberana, de una 
administración de coacción. Concluyendo finalmente que tanto la vaguedad conceptual sobre la 
determinación de la relación de sujeción especial, así como la diferencia en las opiniones en torno a las 
figuras jurídicas de este concepto, se explican por el gran número de relaciones que al principio fueron 
consideradas como relaciones especiales de sujeción. (GALLEGO ANABITARTE, Alfredo. Las 
relaciones especiales de sujeción y el principio de la legalidad de la administración. Contribución a la 
teoría del Estado de derecho. En: Revista de administración pública. Nº 34. Madrid: Ministerio de la 
Presidencia. Centro de Estudios Políticos y económicos, 1961. p. 11-26).   
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especial125. Señalando que este también podía denominarse relaciones especiales 
jurídico - administrativas. Concepto que estimó como difícil de definir, por la gran 
diferencia que existe entre las figuras que agrupa esta noción126.  
 
No obstante esta noción, la figura posee un contenido laxo, de acuerdo con la 
interpretación sostenida tanto por el Tribunal Constitucional como por el Tribunal 
Supremo127 y la doctrina española128. Esta situación ha dado lugar a que dentro de 
                                                 
125
 En relación a la diferencia existente entre los nociones de “relación especial de sujeción” y 
“relación de sujeción especial” la doctrina española nos enseña lo siguiente: “que el termino especial 
adjetive la relación o la sujeción entiendo que implica consecuencias bien distintas. Si lo especial es la 
relación, el concepto es inútil, pues dice muy poco o nada. Toda la relación es distinta de a cualquier 
otra y predicar una que es especial, es decir, distinta, no añade nada nuevo. Los términos, las 
conceptualizaciones jurídicas se deben utilizar como vehículos que permiten condensar en una única 
expresión una serie de principios, de elementos varios (….) Si del significante sólo cabe deducir que la 
relación de la que se habla es especial, esto, por sí, no dice nada, no es expresión de elementos 
comunes y, por tanto, es un concepto inútil. Distinto es el caso de adjetivar con el término especial el 
término sujeción. Esto no lleva a la idea de especial, como algo singular o particular, que se 
diferencia de todo lo demás, sino que añade algo nuevo. Ese quid novum es la intensidad de la 
sujeción. Una sujeción que, frente a la normal y genérica a que se somete todo ciudadano por el hecho 
de serlo, tiene una fuerza mayor. Esto, aunque no sea decirlo todo, ya es un significante que tiene un 
significado y, por tanto, cierta utilidad. Apurando la disgregación semántica, creo que seria más claro 
emplear la formula relación de intensa sujeción para referirse a este tipo de manifestaciones 
administrativas”. José María Michavila Núñez. Relación especial de sujeción. En: Revista Española 
de Derecho Administrativo. Nº 54. Madrid: Civitas, 2000. p. 243 – 268.    
 
126
 Para Gallego Anabitarte, resulta difícil establecer una definición con una única cualidad como nota 
esencial del concepto de relaciones especiales de sujeción (refiriéndose a las relaciones de sujeción 
especial), señala que las diversas notas que caracterizan este concepto están representadas en una: “- 
acentuada situación de dependencia, de la cual emanan determinadas obligaciones; - estado general 
de libertad limitada; - existencia de una relación personal; - imposibilidad de establecer de antemano 
extensión y contenido de las prestaciones, así como la intensidad de las necesarias intervenciones 
coactivas en la esfera de los afectados; - el hecho de que el individuo tiene que obedecer ordenes, las 
cuales no emanan directamente de ley; - el hecho de que esta situación se explique en razón de un 
determinado fin administrativo; - la alusión a un elemento de voluntariedad en dicha situación de 
sometimiento; y, - el admitir, expresa o tácitamente, que la justificación de dicha relación se 
encuentra en la necesidad de una eficiencia y productividad administrativa”. Alfredo Gallego 
Anabitarte, Ob. Cit., p. 24 y 25.  
      
127
 Al respecto, cabe destacar que autores como María Lourdes Ramírez Torrado, luego de hacer una 
extensa revisión de las providencias del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo Español, en 
cuanto al concepto de las relaciones de sujeción especial, concluye que estas corporaciones lo 
identifican, de forma general, como un sinfín de uniones diversas que se establecen entre ciertas 
personas y la administración. Al punto de señalar que estas comprenden las relaciones trabadas entre la 
administración y ciertos grupos, tales como: “docentes, farmacéuticos, abogados, colegiados en 
general, funcionarios de una corporación local, policía guardia civil, militares reclusos, el cuerpo de 
la administración del Estado, corredores de comercio, detectives, relaciones de los alumnos con su 
instituto, denominaciones de origen, profesores, funcionarios de prisiones, expendedores de tabaco, 
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este concepto se den relaciones de la más diversa índole. Lo que sin duda ha generado 
graves inconvenientes a la hora de determinar el alcance exacto de esta figura. 
 
Sin embargo, parece haber consistencia en la doctrina española especializada en 
materia administrativa sancionadora129, en cuanto a que el concepto de relaciones de 
sujeción especial tiene como notas distintivas el contacto directo entre el individuo y 
la administración; su dependencia frente a esta; y, como efecto de ello, la existencia 
de potestades de la administración sobre ellos. Teniendo en cuenta que este concepto 
es aplicable en sentido reductivo o compatible con el valor preferente que 
corresponde a los derechos fundamentales de quienes están subordinados dentro de 
esta relación130. Sin olvidar, como lo anota GARCÍA MACHO, que “la relación 
                                                                                                                                           
usuarios de centros de asistencia social, el mundo de los toros, banqueros y auto taxistas”. Véase en: 
María Lourdes Ramírez Torrado, Consideraciones a la figura jurídica de las relaciones de sujeción 
especial en el ámbito español. En: Revista Universitas. Nº 118. Bogotá: Universidad Javeriana, Enero 
– Junio de 2009. p. 278.           
 
128
 Juan Manuel Trayter Jiménez. Manual de derecho disciplinario de los funcionarios públicos. p. 79. 
Madrid: Marcial Pons, (1992).  
 
129
 En este sentido se adscriben autores como GARRIDO FALLA, VILLAR PALASI; VILLAR 
EZCURRA; SANTAMARIA PASTOR; PAREJO ALFONSO, LÓPEZ BENITEZ; GARBERÍ 
LLOGREBAT; & NIETO GARCIA. (Fernando Garrido Falla. Los medios de policía y la teoría de las 
sanciones administrativas. En: Revista de Administración Pública. Nº 28. Madrid: Ministerio de la 
Presidencia. Centro de Estudios Políticos y económicos, 1959. p. 11-50; José Luis Villar Palasi, & 
Villar Ezcurra. Principios de derecho administrativo. p. 207. Tomo I. Cuarta Edición. Madrid: 
Universidad Complutense de Madrid, (1999). Juan Alfonso Santamaría Pastor, & Luciano Parejo 
Alfonso. Derecho Administrativo. La jurisprudencia del Tribunal Supremo. p. 216. Madrid: Centro de 
Estudios Areces, (1992). &, Mariano López Benítez. Naturaleza y presupuestos de las relaciones 
especiales de sujeción. p. 161. Madrid: Civitas, (1994). José Garberí Llogrebat. La aplicación de los 
derechos y garantías constitucionales a la potestad y al procedimiento administrativo sancionador.  p. 
161. Madrid: Trivium, (1989); Alejandro Nieto García. Derecho administrativo sancionador. p. 233.   
Cuarta Edición. Madrid: Tecnos, (2005).  
 
130
 Al respecto, pueden consultarse, entre otras, las sentencias del Tribunal Constitucional Español: 120 
de 27 de Junio de 1990; 11 de 17 de Enero de 1991; 57 de 28 de Febrero de 1994; 35 de 11 de Marzo 
de 1996; 175 de 26 de Junio de 2000; 27 de 29 de Enero de 2001; y, 140 de 3 de Junio de 2002. Sobre 
la posibilidad de limitar los derechos fundamentales de quienes están vinculados a la administración 
por una relación de sujeción especial, Lasagabaster Herrarte manifiesta, refiriéndose a los ámbitos 
español y alemán, que: “la existencia de limites a los derechos fundamentales, su interpretación 
restrictiva, su engarce con la Constitución, la justificación de su existencia, la dificultad de su 
ponderación, son aspectos que se han descrito y que permiten plantear la siguiente cuestión, que no es 
otra que el límite de las limitaciones. ¿hasta dónde pueden extenderse los límites a un derecho 
fundamental? Esto lleva al análisis de otro concepto de gran complejidad: el contenido esencial. El 
contenido esencial: los limites a los derechos fundamentales no pueden ocasionar una eliminación del 
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especial de sujeción pone al funcionario en una posición jurídica distinta a la del 
resto de ciudadanos”131. 
 
No obstante esto, la amplitud del concepto ha tratado de ser reducida por un sector de 
la doctrina132, quien opina que para la aplicación de la denominada relación de 
sujeción especial, debe emplearse una interpretación restrictiva frente a los eventos en 
donde se determina que aplica esta noción, con fundamento en el principio favor 
libertatis. Partiendo del supuesto que la administración, al tener prestaciones en casi 
todos los escenarios de la vida de los administrados, por ese sólo hecho no va a crear 
una vinculación exclusiva con éstos. Esto evidencia la ausencia de pautas claras y 
precisas para determinar si una relación con la administración es de aquellas 
calificada como especial o no.   
 
En este contexto, es que se determina que la noción de relación de sujeción especial 
sirve para diferenciar, por ejemplo, la naturaleza y fines de las sanciones 
disciplinarias de las demás sanciones administrativas. En donde las primeras se 
imponen para salvaguardar el interés concreto de la administración dirigido a su 
buena marcha, con fundamento en la observancia de la ética, la fidelidad y la 
eficiencia en el ejercicio de la función. Mientras que las segundas, buscan preservar el 
orden general y responden a una manifestación del ius puniendo del Estado133. 
                                                                                                                                           
derecho limitado, por lo que el texto constitucional ha señalado que “en todo caso debe respetarse su 
contenido esencial” (art. 53.1 C.E.) Pero ¿Qué es el contenido esencial? El término contenido 
esencial tiene su origen en la LFB, con la consiguiente elaboración doctrinal que a su 
constitucionalización acompaño. El articulo 19.1 LBF establecía la posibilidad de limitar los derechos 
fundaméntales en virtud de una ley, que tendría que tener “carácter general” son poderse ver en 
ningún caso afectado el contenido esencial. Para la doctrina alemana el contenido esencial significa 
el límite de los límites”. Iñaki Lasagabaster Herrarte. Las relaciones de sujeción especial. p. 373 - 374. 
Madrid: Civitas, (1994) 
 
131
 Ricardo García Macho. Las relaciones de especial sujeción en la constitución española. . p. 24. 
Madrid: Tecnos, (1992) 
 
132
 Ricardo García Macho. Sanciones administrativas y relaciones de sujeción. p. 526. En: Revista 
Española de Derecho Administrativo. Nº 72. Madrid: Civitas, (1989).  
 
133
 Véase, entre otras, TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia 5429 de 14 de Julio de 1987.  
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2.1.1. Las relaciones de sujeción general. A diferencia del concepto de las 
relaciones de sujeción especial, la noción de relación de sujeción general, 
corresponde a la aplicada a todos los individuos por tener la calidad de tales, y estar 
sujetos al poder de imperio del Estado, sin que su aplicación esté determinada por 
vínculos estrechos con la administración que permitan una relación de subordinación 
acentuada que admite la aplicación de ciertas garantías fundamentales de forma 
disminuida.  
 
Siendo explicado este concepto por LASAGABASTER HERRARTE134, en el 
entendido que “las potestades y, en consecuencia también las sujeciones, se pueden 
clasificar en dos tipos: de supremacía general y especial. Las primeras sujetan a 
todos los ciudadanos por su condición abstracta de tales, en cuanto súbditos del 
poder público, sin necesidad de títulos concretos. Las segundas sólo son ejercitables 
sobre quienes están en una situación organizativa determinada de subordinación, 
derivada de un titulo concreto: sobre los funcionarios y los usuarios de los servicios 
públicos”.     
 
De modo que, el derecho penal se identifica con las relaciones generales de sujeción, 
pues según este sólo se es responsable por infringir la Constitución y la ley, cuando 
hay ilicitud en la conducta realizada. Mientras que la falta disciplinaria, en principio, 
solamente se le pude atribuir al funcionario público135, aunque este también puede ser 
sujeto pasivo de infracciones previstas por el derecho administrativo sancionador 
correctivo. Así como también se diferencian por la naturaleza de los bienes jurídicos 
                                                                                                                                           
 
134
 Iñaki Lasagabaster Herrarte, Ob. Cit., p. 149.   
 
135
 En voto particular dentro de la sentencia del Tribunal Constitucional Español No. 132 de 8 de Junio 
de 2001, el Magistrado Fernando Garrido Falla, refiriéndose a la categoría bajo estudio expresó: “…La 
categoría dogmática de las relaciones especiales de sujeción, para referirse a situaciones jurídicas de 
los particulares distintas de la relación general de supremacía que caracteriza- a reserva, claro está, 
de los intangibles derechos fundamentales de la persona- la situación de los administrados con 
respecto a los poderes públicos, no deja de ser un concepto doctrinalmente discutido… Otros ejemplos 
los constituyen los militares de reemplazo sujetos a la disciplina militar, los sometidos al régimen 
disciplinario de las universidades, o en fin, los funcionarios públicos…”. 
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protegidos, ya que el derecho disciplinario protege el prestigio y dignidad de la 
administración, así como de las conductas antiéticas y de infidelidad contra la 
misma136, realizadas por aquellos que están vinculados o sometidos a ella. De ahí que 
el derecho disciplinario corresponda a la categoría jurídica de las relaciones 
especiales de sujeción. 
 
 
2.1.2. La potestad sancionadora de la administración pública. Para hablar de la 
potestad sancionadora de la administración, necesariamente debemos remitirnos a la 
sanción administrativa, que es definida, de forma más o menos unificada por la 
doctrina137, como aquel mal (privación de un derecho o bien, mediante la imposición 
de un deber), que se le atribuye al administrado como consecuencia de una conducta 
ilegal.  
 
                                                 
136
 TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de 6 de Mayo de 1988. (Ar. 3723). De igual modo 
esta postura es sostenida por el Tribunal Constitucional Español, quien en sentencia 180 de 2 de 
Noviembre de 2004, reitera esta postura.   
 
137
 Este concepto es tratado en la doctrina española, en los siguientes términos: García De Enterría y 
Fernández la han definido como: “un mal inflingido por la Administración al administrado como 
consecuencia de una conducta ilegal”. En: Eduardo García De Enterría y Tomás Ramón Fernández. 
Curso de Derecho Administrativo. p. 163. Tomo II. Novena Edición. Madrid: Civitas, 2004.; a su vez, 
BERMEJO VERA la ha calificado como: “una resolución administrativa de gravamen que disminuye 
o debilita –incluso elimina algún espacio de la esfera jurídica de los particulares, bien porque se le 
priva de un derecho, bien porque se le impone un deber u obligación, siempre como consecuencia de 
la generación de una responsabilidad derivada de la actitud de los mismos”. (José Bermejo Vera. 
Derecho Administrativo. Parte especial. p. 81. Cuarta Edición. Madrid: Civitas, 1999.); de otra parte, 
Carretero Pérez y Carretero Sánchez se refieren a ella como “un mal jurídico que la Administración 
inflinge a un administrado, responsable de una conducta reprensible antecedente”. (Adolfo Carreto 
Pérez, y Adolfo carretero Sánchez. Derecho Administrativo Sancionador. p. 172. Segunda Edición. 
Madrid: Edersa, 1995.); mientras que para SUAY RINCÓN la sanción administrativa es la “irrogación 
de un mal: la sanción administrativa es, como se sabe, un acto de gravamen, un acto, por tanto, que 
disminuye o debilita la esfera jurídica de los particulares, bien sea mediante la privación de un 
derecho (interdicción de una determinada actividad, sanción interdictiva), bien mediante la 
imposición de un deber antes inexistente (condena al pago de una suma de dinero: sanción 
pecuniaria)”. En: José Suay Rincón. Las Sanciones Administrativas. p. 221. Zaragoza: Editorial 
Bolonia: Real Colegio de España, 1989.  
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De esta forma se entiende a la sanción como un tipo de autoridad represiva138 que se 
acciona frente a cualquier tipo de perturbación que se ocasione139, y se traduce en el 
poder de reprimir a los individuos, sin hacer la distinción entre relaciones especiales y 
generales de sujeción, por las infracciones al orden jurídico-administrativo140. Siendo 
su objeto el de “reprimir una conducta contraria a derecho y restablecer el orden 
jurídico previamente quebrantado por la acción del transgresor”141. 
 
En síntesis, el ejercicio de la potestad sancionadora cobra importancia si esta se ejerce 
o bien sobre un administrado que no mantiene vínculo alguno con la administración, 
o sobre alguno que si mantiene relación con aquella. La razón es que sí nos 
enfrentamos al ejercicio de la actividad sancionadora de la administración, dentro de 
una relación de sujeción especial, los principios que la rigen se aplicaran de forma 
matizada. Es el caso de los principios de: reserva de ley y de tipicidad. 
 
 
2.1.2.1. La potestad disciplinaria de la administración. Para referirnos a la 
potestad disciplinaria, debemos empezar por señalar como lo anota CASTILLO 
BLANCO142, que es la teoría de las relaciones de sujeción especial, la categoría 
dogmática que determina que ésta sea diferente a la potestad sancionadora de la 
administración, pues no tiene su mismo alcance. Así como tampoco, puede 
considerarse igual al derecho penal, debido a que es precisamente esta noción la que 
permite la aplicación atenuada de sus principios a esta sub especie del derecho 
sancionador del Estado. 
                                                 
138
 José Bermejo Vera. Op. Cit., p. 77. 
 
139
 José Suay Rincón, Op. Cit., p. 20. 
 
140
 Miguel Sánchez Morón. Derecho administrativo. p. 651. Parte general. Madrid: Tecnos, (2006).  
 
141
 José Suay Rincón. Op. Cit., pág. 56.  
 
142
 Federico A Castillo Blanco. Principio de proporcionalidad e infracciones disciplinarias. p. 10 
Madrid: Tecnos, (1995) 
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En este sentido, encontramos que la potestad disciplinaria constituye la realización 
del control disciplinario, como capacidad otorgada a la administración pública en sus 
diferentes órdenes, para investigar las conductas generadoras de faltas disciplinarias y 
para aplicar las sanciones o correctivos a los funcionarios públicos responsables de 
infringir el estatuto disciplinario. Por no acatar los funcionarios, y quienes comparten 
el ethos funcionarial143, el deber especial reforzado de cumplir con honestidad, 
diligencia, transparencia, eficacia, igualdad e imparcialidad, la función pública 
encomendada, dada la relación especial en que se encuentran144. 
 
En donde la sanción o el correctivo disciplinario puede ir hasta el apercibimiento, 
traslado con cambio de residencia, suspensión de funciones, hasta la separación del 
servicio”145. Así, la función y la responsabilidad disciplinaria deben ser ejecutadas 
teniendo en cuenta los derechos fundamentales de los funcionarios, en atención a que 
esta es expresión del marco constitucional del Estado social y democrático de 
derecho. Sin que esta función pueda constituirse, en ningún caso, como dice NIETO 
GARCIA146, en un instrumento “para ajustar cuentas políticas o personales con los 
funcionarios”.  
 
Ahora, es importante anotar que el cumplimiento de la función administrativa 
disciplinaria no puede realizarse de forma discrecional147, por parte de las autoridades 
                                                 
143
 Para Lasagabaster Herrarte, “la potestad disciplinaria de las Administraciones públicas sobre los 
funcionarios exige la existencia de la relación funcionarial. Sin funcionarios no hay posibilidad de 
ejercicio de esa potestad. 150. Iñaki Lasagabaster Herrarte, Ob. Cit., p. 373 - 374.       
 
144
 Antonio Embid Irujo, Ob. Cit., pág. 120 – 121. 
 
145
 Antonio Embid Irujo. Ibíd., pág. 120 – 121. 
 
146
 Palabras escritas por Alejandro Nieto García en el prologo de la obra: Juan Manuel Trayter 
JIMENEZ, Manual de derecho disciplinario de los funcionarios públicos. Madrid: Marcial Pons, 
(1992). 
 
147
 La discrecionalidad o, lo que es lo mismo, la potestad discrecional de la administración, es muy 
confundida con el término arbitrariedad. Al respecto pueden consultarse, entre muchos otros 
pronunciamientos: Auto 28 de 18 de Enero de 1984; y el Auto 476 de 10 de Junio de 1985, en donde 
se reconoce la libertad de apreciación o de discrecionalidad de la administración pero siempre “sin 
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encargadas de su ejercicio, ya que estas deben actuar dentro del marco de la 
legalidad148, que no permite la arbitrariedad y en últimas garantiza el control de estas 
decisiones por parte del juez natural de las decisiones de la administración149. Así, el 
ejercicio de esta función tiene como límite150 los derechos fundamentales de los 
sujetos pasibles de esta potestad, sin perder de vista que en ningún caso éstos pueden 
ser instrumentalizados para garantizar el ejercicio de esta función. 
 
 
2.2. EL CONCEPTO DE LAS RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN 
EN LA DOCTRINA NACIONAL  
 
En cuanto a la noción de este concepto, encontramos que la doctrina especializada en 
Colombia151, trata de acuñarlo como el fundamento dogmático de la función y de la 
                                                                                                                                           
perjuicio del correspondiente control jurisdiccional”. Por ello no cabe confundir discrecionalidad con 
arbitrariedad. 
 
148
 Véase entre muchas otras, las sentencias del Tribunal Supremo Español de 30 de junio de 1982, y 
de 16 de junio de 1994. 
 
149
 Eduardo García De Enterría, & Tomás – Ramón Fernández. Curso de derecho administrativo. p. 
454 Tomo II. Novena Edición. Madrid: Civitas, (2004). 
 
150
 Respecto de los limites de la potestad sancionadora de la administración, el Tribunal Constitucional 
Español ha señalado: “… La constitución no ha excluido la potestad sancionadora de la 
administración, sino que, lejos de ello, la ha admitido en el artículo 25.3 aunque, como es obvio, 
sometiendo a las necesarias cautelas que preserven y garanticen los derechos de los ciudadanos. Los 
límites que la potestad sancionadora de la administración se encuentra en el artículo 25.1 de la 
constitución son: a) La legalidad, que determina la necesaria cobertura de la potestad sancionadora en 
una norma de rango legal, con la consecuencia del carácter excepcional que los poderes sancionadores 
en manos de la administración presentan; b) La interdicción de las penas de privación de libertad, a las 
que puede llegarse de modo directo o indirecto a partir de las infracciones sancionadas; c) El respeto a 
los derechos de defensa, reconocidos en el artículo 24 de la constitución, que son aplicables al 
procedimiento que la administración siga para imposición de sanciones; y, d) Finalmente, la 
subordinación judicial. Véase, entre otras, Tribunal Constitucional Español. Sentencia 77 de 1983. 
 
151
 En este sentido encontramos a autores como: Carlos Arturo Gómez Pavajeau, La Relación Especial 
de Sujeción como categoría dogmática superior del Derecho Disciplinario. Colección Derecho 
Disciplinario Nº 5. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público,  2003. p. 51-62; Mario 
Roberto Molano López. Las relaciones de sujeción especial en el estado social. Colección Derecho 
Disciplinario Nº 9. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público. Procuraduría General de la 
Nación, 2005. p. 17; José Rory Forero Salcedo. Estado constitucional, potestad disciplinaria y 
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sanción disciplinaria152, siguiendo muy de cerca a la doctrina y la jurisprudencia 
española.  Explicando el origen y la naturaleza de este concepto en los mismos 
términos.  
 
Sin embargo, al aplicar este concepto como fundamento para la atribución de la 
responsabilidad disciplinaria, hay coincidencia, como lo anota SÁNCHEZ 
HERRERA, en que “para hacer la imputación jurídica de una conducta como falta a 
una persona, lo primero que tiene que establecerse es si existe el primer criterio 
jurídico de imputación en sede disciplinaria, esto es, la existencia de una previa 
relación de especial sujeción del imputado para con el estado. Hay que determinar 
previo a cualquier análisis, si el agente es sujeto activo de la falta, es decir, si es 
sujeto del derecho disciplinario”153.  
 
                                                                                                                                           
relaciones especiales de sujeción. Colección Derecho Disciplinario Nº 15. Bogotá: Instituto de 
Estudios del Ministerio Público. Procuraduría General de la Nación, 2007. p. 103 - 152. 
 
152
 Algunos sostienen al respecto, que: “han existido tres grandes etapas llamadas relaciones 
especiales de sujeción; así: 1) monarquía constitucional en Alemania (combinación del Estado 
monárquico con el Estado de derecho): el servidor estaba sometido al arbitrio del monarca, quien 
tenía un poder que excluía la reglamentación y por fuera de todo control jurídico; la llamada teoría 
de la impermeabilidad. 2) Teoría clásica de las relaciones especiales de sujeción: Relaciones 
organizadas de poder que se fundamentaban en la obediencia y fidelidad. El reglamento establecía los 
parámetros desde la perspectiva unilateral de la administración, quien asumía el papel de parte, juez 
y legislador. En Colombia imperó esta teoría clásica hasta 1995, cuando la ley 200 ó CDU fue 
promulgada y derogó el variopinto de reglamentos que proliferaban en todas las entidades públicas. 
3) Estado Social y Democrático de Derecho: En el constitucionalismo moderno no existen ámbitos 
libres del derecho, en consecuencia, los principios de “conveniencia” y “oportunidad” que durante 
mucho tiempo informaron el derecho disciplinario debió ceder ante el principio de legalidad. El 
derecho disciplinario surge entonces como un instrumento de autotutela para efectos de asegurar y 
garantizar que la función pública se realice en pro del interés general, con claras garantías 
procesales”. En: William Hernández Gómez. Régimen disciplinario para funcionarios y empleados 
judiciales. En: Obra Colectiva. Juez director del despacho. Escuela Rodrigo Lara Bonilla. Consejo 
Superior de la Judicatura. Sala Administrativa. Bogota, 2009. p. 249.  
   
153
 Esiquio Manuel Sánchez Herrera. Dogmática practicable del derecho disciplinario. Preguntas y 
respuestas. p. 24. Segunda Edición. Bogotá: Ediciones Nueva Jurídica, 2008. 
 
EL DESCONOCIMIENTO DE LOS EFECTOS DE LAS DECISIONES JUDICIALES FRENTE AL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD EN EL ÁMBITO DE LAS RELACIONES DE SUJECIÓN ESPECIAL 
 
 96º 
En este contexto anota FORERO SALCEDO154, que las relaciones de sujeción 
especial determinan tres características distintivas, las que pueden explicarse con el 
hecho que el concepto de relaciones de sujeción especial determina: quien es sujeto 
disciplinable; como debe ejercer la función disciplinaria la autoridad investida de este 
poder; cuáles son los límites hasta los cuales se pueden afectar los derechos 
fundamentales de los sujetos disciplinables; y, que los actos a través de los cuales la 
administración exterioriza esta potestad, son controlables por parte de la jurisdicción, 
como expresión del principio de legalidad que opera en materia administrativa 
sancionadora155. 
                                                 
154
 Este distingue que el concepto de relaciones de sujeción especial, tiene tres notas características: 1) 
tiene la virtud de ubicar a los funcionarios públicos en su dimensión activa, es decir, como operadores 
disciplinarios o funcionarios instructores, en tanto guardianes celosos de las garantías de orden 
supralegal, y en su dimensión pasiva, derivada de la calidad de inculpados que puedan asumir los 
servidores estatales al inobservar el estatuto disciplinario correspondiente, y en todo caso, como parte 
integrante que son de la administración pública, titular de la potestad disciplinaria; 2) El ejercicio del 
control disciplinario genera una tensión constitucional entre la potestad disciplinaria del estado y el 
deber de la organización política de garantizar las libertades y derechos fundamentales de los 
funcionarios, en los términos del artículo 86 de constitución colombiana. En efecto el estado 
colombiano propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia, la 
igualdad y el pluralismo político, garantizando la adecuada marcha de la administración pública, para 
que sirva con objetividad los intereses generales y actúe de acuerdo con los principios de eficacia, 
jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación con sometimiento pleno a la ley y al 
derecho; este último imperativo conlleva la imposición de unos correctivos disciplinarios, a los que no 
se puede llegar sin previo agotamiento de las fases de rigor, dentro de un expediente disciplinario, 
revestido de plenas garantías constitucionales para los funcionarios públicos, que con su actuar 
irregular atentan contra tales postulados. El anterior planteamiento parte de una verdad insoslayable, 
como es la obligación del estado constitucional, social y democrático de derecho  de materializar la 
potestad disciplinaria fundamentada en tales relaciones especiales de sujeción, respetando de manera 
escrupulosa los derechos fundamentales del disciplinado, máxime que con la vinculación al proceso 
disciplinario  y posterior materialización de las sanciones disciplinarias, el estado a través de su 
administración pública , entra legítimamente en la vida del funcionario inculpado y sancionado, 
limitando derechos fundamentales; y, 3) Los actos de la administración, no siendo excepción los actos 
disciplinarios, producto de esas relaciones de sujeción especial, se encuentran sometidos a un control 
judicial, derivado del principio de legalidad. José Rory Forero Salcedo. Ob. Cit., p. 109-110.  
 
155
 En este punto cabe anotar que a diferencia de lo que ocurre en España y Alemania, en Colombia 
existe una tipología de proceso disciplinario de naturaleza especial, como es el que se adelanta contra 
los funcionarios judiciales, esto es, Jueces y Magistrados, a quienes se les aplica, por parte del Consejo 
Superior de la Judicatura y los Consejos Seccionales, un procedimiento que concluye con una 
providencia que constituye un verdadero acto jurisdiccional que no puede ser objeto de control por 
parte de la jurisdicción contenciosa administrativa, tal como se encuentra previsto en el Articulo 111 
de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, 270 de 1996, que dice: “Las providencias que en 
materia disciplinaria se dicten en relación con funcionarios judiciales son actos jurisdiccionales no 
susceptibles de acción contencioso-administrativa. Toda decisión disciplinaria de mérito, contra la 
cual no proceda ningún recurso, adquiere la fuerza 
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Aunque MOLANO LÓPEZ156, señala una aproximación conceptual aún más 
dogmática, en el sentido que esta noción agrupa “una relación en donde un sujeto 
está condicionado en su organización y en su capacidad de obrar por un sujeto 
distinto y, consecuentemente, un sujeto que ejerce un tipo de potestades funcionales”. 
Al igual que hace FORERO SALCEDO157, quien concluye que estas son “aquellos 
vínculos estrechos duraderos y efectivos, que existen entre la administración pública 
y los servidores estatales, esto es, funcionarios y particulares que prestan funciones 
públicas, dada su acentuada dependencia respecto de la misma (…)”. 
 
En síntesis, debe concluirse que este concepto es “la clave de bóveda”158 para 
entender la aplicación, en el campo disciplinario, de los principios penales. Por ser 
esta noción la que permite, desde el punto de vista dogmático, la aplicación 
flexibilizada del principio de legalidad, en su garantía material (tipicidad), 
autorizando en el ámbito disciplinario los tipos abiertos (catalogo de faltas graves y 
leves), o el sistema del numerus apertus, pero sometido a un principio de reserva de 
ley también atenuado. Así como las demás expresiones de éste.   
 
 
2.2.1. Las relaciones de sujeción general. El concepto de relaciones de sujeción 
especial y su diferencia con el de las relaciones de sujeción general, es explicado en 
la doctrina nacional, del mismo modo que la doctrina española. Considerando que el 
fundamento de esta proviene de la Constitución misma en el Articulo 6159. Al punto 
                                                                                                                                           
  
156
 Mario Roberto Molano López. Las relaciones de sujeción especial en el estado social. p. 60. 
Colección Derecho Disciplinario Nº 9. Instituto de Estudios del Ministerio Público. Procuraduría 
General de la Nación. Bogotá, Colombia (2005). 
 
157
 José Rory Forero Salcedo. Ob. Cit., pág. 219. 
 
158
 Ibíd., pág. 113. 
 
159
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTÍCULO  6. Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa 
y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
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que autores como FORERO SALCEDO, se apoyan en este concepto para explicar las 
connotaciones peculiares del principio de legalidad y de las categorías de tipicidad, 
antijuridicidad, culpabilidad y non bis in ídem que operan en el derecho 
disciplinario160.  
 
 
2.2.2. La potestad sancionadora de la administración pública. La potestad 
sancionadora de la administración debe ser entendida como ejercicio del poder 
punitivo del Estado. Sin embargo, la causa del derecho administrativo sancionador es 
el control del cumplimiento del interés general a las actividades donde este recae161.  
 
Entonces, es el concepto de relaciones de sujeción especial el que determina que no 
estemos en presencia del derecho penal (que se aplica a todos los ciudadanos por 
tener la condición de tales) ni de la potestad sancionadora general de la 
administración, ya que este tiene la virtud de colocar al sujeto disciplinable en una 
posición diferente a la del resto de ciudadanos162. Siendo este concepto el que permite 
distinguir la potestad disciplinaria de la potestad sancionadora de la administración163.  
                                                 
160
 José Rory Forero Salcedo, Ob. Cit. Pág. 113. 
 
161
 Véase, entre otras, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección 
Cuarta. Sentencia de 23 de Octubre de 1987. Consejera Ponente: Consuelo Sarria Olcos; Sentencia de 
julio 22 de 1988. Consejero Ponente José Ignacio de Narváez; Sentencia de 30 de Mayo de 1998 
Consejero Ponente Hernán Guillermo Aldana; sección 4ª consejero ponente Jaime Abella Zárate, 
sentencia de junio 26 de 1987 y sentencia de 21 de enero de 1994. 
 
162
 Al respecto, cabe anotar que la doctrina identifica varios tipos de relaciones especiales de sujeción, 
tales como: la de los abogados en el ejercicio de su profesión cuando desempeñan funciones públicas 
(BURGOS MARTÍNEZ, Jaime. y otros. Existencia de la relación especial de sujeción y su prevalencia 
para determinar la competencia disciplinaria cuando el abogado desempeña funciones públicas. 
Inconstitucionalidad del Inciso 2 del Articulo 19 de la Ley 1123 de 2007. En: Obra Colectiva. 
Lecciones de Derecho Disciplinario. Volumen Nº 8. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio 
Público. Procuraduría General de la Nación, 2008. p. 71); la de los docentes vinculados a las 
Universidades Públicas, sin importar el tipo de vinculación (APONTE GIRALDO, Efraín. Las 
relaciones especiales de sujeción en los regimenes disciplinarios del personal docente y administrativo 
de la Universidad Nacional. En: Obra Colectiva. Lecciones de Derecho Disciplinario. Volumen Nº 3. 
Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público. Procuraduría General de la Nación, 2007. p. 230); 
y, el caso de las personas privadas de la libertad en centros del sistema penitenciario y carcelario 
(BUSTAMANTE SIERRA, Martha Lucía y otros. Las relaciones especiales de sujeción en el régimen 
disciplinario aplicable a las personas privadas de la libertad. En: Obra Colectiva. Lecciones de 
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En este contexto, debe señalarse que la institución de las relaciones de sujeción 
especial, no parte de la noción de ethos funcionarial o de la categoría de funcionario, 
sino de la expresión “sujeto disciplinable”. Esto obedece a que es la ley164, quien 
define quienes pueden ser pasibles de la acción disciplinaria, y por tanto del ejercicio 
de la potestad disciplinaria. Pues no sólo lo son quienes tienen la calidad de 
servidores públicos, debido a que existen otras personas como: los particulares 
investidos de funciones públicas, los indígenas, y los interventores de los contratos 
estatales, quienes pueden ser controlados por el derecho disciplinario. 
 
 
2.2.2.1      La potestad disciplinaria de la administración. Esta es identificada en la 
doctrina nacional165 como aquella que el Estado puede ejercer en virtud de la 
existencia previa de una relación de sujeción especial. La cual, determinará la 
aplicación del disciplinario como sub especie del derecho sancionador del Estado, e 
identificara a los destinatarios de la misma, pues su aplicación no está dada por 
ostentar la calidad de servidor público, sino por tener los deberes especiales de que 
habla esta figura para con el Estado, como es el caso de los particulares que manejan 
                                                                                                                                           
Derecho Disciplinario. Volumen Nº 2. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público. 
Procuraduría General de la Nación, 2007. p. 274). 
 
163
 Al respecto, véase: Carlos Arturo Gómez Pavajeau, La Relación Especial de Sujeción como 
categoría dogmática superior del Derecho Disciplinario. p. 54-55. Colección Derecho Disciplinario 
Nº 5. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público. Procuraduría General de la Nación, (2003).  
 
164
 LEY 734 DE 2002. Artículo   25. Destinatarios de la ley disciplinaria. Son destinatarios de la ley 
disciplinaria los servidores públicos aunque se encuentren retirados del servicio y los particulares 
contemplados en el artículo 53 del Libro Tercero de este código. Los indígenas que administren 
recursos del Estado serán disciplinados conforme a este Código. Para los efectos de esta ley y en 
concordancia con el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, son servidores públicos disciplinables, los 
gerentes de cooperativas, fundaciones, corporaciones y asociaciones que se creen y organicen por el 
Estado o con su participación mayoritaria. 
 
165
 Véase: Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., p. 51-62;  Mario Roberto Molano López. Ob. Cit., 
p. 104-106; José Rory Forero Salcedo. Ob. Cit., p. 103 - 152. 
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dineros públicos, los interventores de los contratos estatales, los particulares que 
prestan funciones públicos y los indígenas166. 
 
Sin embargo, autores como FORERO SALCEDO167, van más allá en la construcción 
doctrinal del tema, e identifican dos fases de la potestad disciplinaria: una es la fase 
preventiva, en donde se dan a conocer los deberes funcionales a los que deberá 
sujetarse el servidor público en el ejercicio de la función encomendada, a efectos de 
que tome conciencia de ésta y conozca que la omisión o extralimitación en su 
ejercicio constituye falta disciplinaria; y, la segunda, es la fase correctiva, que se 
materializa cuando se inicia o instruye una actuación disciplinaria.  
 
En esta segunda fase, al investigado podrán limitársele sus derechos fundamentales, 
en virtud a la relación de sujeción especial con el Estado. Mientras que la autoridad 
que detenta esta potestad deberá realizar esta función con estricto apego al principio 
de legalidad. Sin que esta función, en ningún caso, sea entendida como una 
retaliación del estado constitucional, pues la misma debe ser expresión de la justicia 
disciplinaria bien administrada168.      
 
Ahora, la realización de la función disciplinaria conforme a la ley, implica la 
sumisión de la autoridad disciplinaria y del instructor del proceso disciplinario,  a la 
                                                 
166
 Carlos Arturo  Gómez Pavajeau. Ob. Cit. p. 54-55. 
 
167
 José Rory Forero Salcedo. Ob. Cit. p. 135. 
 
168
 En este sentido tenemos que la justicia disciplinaria no implica necesariamente que siempre deba 
sancionarse, porque “la decisión absolutoria es la concreción, también, de una justicia material, toda 
vez que con el agotamiento de un proceso se logra demostrar que los hechos puestos en conocimiento 
de los organismos de control no tenían asidero legal, sin que ello implique que quien formula la 
denuncia y activa la acción disciplinaria estatal lo haya hecho de manera amañada, pues ha 
entenderse que lo que hizo no fue cosa distinta que hacer uso de su derecho de participación 
ciudadana, informando hechos que a su juicio eran irregulares, que finalmente no lo fueron , pero que 
indican que la sociedad sí está atenta para ejercer un control de las actividades de los servidores 
públicos”. En: Gladis Aidé Botero Gómez, y otros. Las decisiones disciplinarias y sus repercusiones 
sociales. Lecciones de Derecho Disciplinario. pág.  43. Volumen Nº 2. Bogotá: Instituto de Estudios 
del Ministerio Público. Procuraduría General de la Nación, (2007). 
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noción de “bloque de legalidad”169, que no da espacio alguno a la permisión de la 
arbitrariedad, pues desde esta perspectiva se entiende que la administración tiene una 
vinculación positiva al ordenamiento jurídico, que sólo la autoriza hacer lo que 
expresamente está prescrito en este. Consecuencia de lo cual se extrae, que al ser la 
función disciplinaria jurídificada y constitucionalizada dentro del Estado 
Constitucional, Social y Democrático de Derecho, la autoridad investida de la función 
disciplinaria, no puede ser arbitraria en el ejercicio de la función disciplinaria, pues 
debe realizar esta función garantizando el debido proceso de los investigados, sin 
margen alguno a la arbitrariedad o capricho.    
  
 
2.3. POSICIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL SOBRE LA 
AUTONOMÍA DEL CONCEPTO DE RELACIONES DE SUJECIÓN 
ESPECIAL EN EL DERECHO COLOMBIANO 
 
El desarrollo jurisprudencial de la temática en Colombia es incipiente si se compara 
con el verificado en el derecho español. Sin embargo, la Corte Constitucional como 
máximo intérprete de la constitución de 1991, de manera consciente o inconsciente, 
ha tratado de construir una teoría de las relaciones de sujeción especial como 
fundamento dogmático del derecho disciplinario. 
 
En este sentido vemos que desde antes de la Constitución de 1991, se dijo que el 
derecho disciplinario también cobijaba a los trabajadores oficiales, con fundamento 
                                                 
169
 Entre otros, véase: Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Ob. Cit. Pág. 368 y 369; Jorge Enrique 
Santos Rodríguez. Construcción doctrinaria de la revocación del acto administrativo ilegal. pág. 97. 
Tesis de grado Nº 34. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, (2005). &, Libardo Rodríguez 
Rodríguez. Derecho Administrativo. General y colombiano. pág. 244. Décimo Tercera Edición. 
Bogotá: Temis, (2002).    
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en que está sub especie del derecho sancionador del Estado se aplica por el sólo 
hecho de estar al servicio del Estado en alguna de sus múltiples posiciones170.  
 
Con fundamento en este antecedente, la Corte Constitucional171 dedujo que el 
derecho disciplinario se aplica, "a la totalidad de los servidores públicos, que lo son, 
de acuerdo al artículo 123 de la Constitución, los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios”. 
 
Luego, para justificar la aplicación de la potestad disciplinaria frente a estos sujetos, 
explicó que ello era posible en virtud, del hasta ahora nuevo concepto de las 
relaciones de sujeción especial, en el entendido que se aplica a quienes tienen una 
relación laboral de subordinación con el Estado, que crea una situación particular 
entre la administración y esta persona172. Adicionando posteriormente, que esto 
obedece a que esta última, por su vinculación, debe asumir el cumplimiento de 
funciones públicas (cargas especiales)173 no exigibles a los particulares174. 
                                                 
170
 Véase, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Asuntos Constitucionales. Sentencia de 8 de 
Agosto de 1985. Magistrado Ponente: Carlos Medellín Forero.  
 
171
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-417 de 1993. Magistrado Ponente: José Gregorio 
Hernández. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Articulo 51 del Decreto 1888 de 
1989 “Por el cual se modifica el régimen disciplinario de los funcionarios y empleados de la Rama 
Jurisdiccional”, que señalaba: “Las providencias que en materia disciplinaria se dicten en relación con 
funcionarios y empleados judiciales son actos jurisdiccionales, no susceptibles de acción 
administrativa". 
 
172
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-280 de 1996. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez 
Caballero. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de varias disposiciones de la Ley 200 de 
1995.  
 
173
 Las cuales se constituyen en: “incumplimientos de deberes y responsabilidades que se configuran 
dentro del marco de una ética del servicio público” que responden a: “los principios de moralidad, 
eficacia y eficiencia que caracterizan la actuación administrativa y el cabal desarrollo de la función 
pública”. Véase: CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-708 de 1999. Magistrado Ponente: 
Álvaro Tafur Galvis. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Artículo 25 de la Ley 200 
de 1995.   
 
174
 Tesis sostenida también en las sentencias de la Corte Constitucional C-286 de 1996. Magistrado 
Ponente: José Gregorio Hernández Galindo; C-341 de 1996. Magistrado Ponente: Antonio Barrera 
Carbonell; C-155 de 2002. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández; C- 181 de 2002. 
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Fundamentando tal posición en los Artículos 1, 2, 6, 123, 124, Inciso 4 del 125 y 209 
de la Constitución175.  
 
Aunque también se ha dicho que el fundamento de la responsabilidad disciplinaria, 
está en el cumplimiento de deberes funcionales, entendido como límite a la cláusula 
general de libertad contenida en el Artículo 16 Constitucional176, permitiendo la 
flexibilización de ciertas garantías y derechos fundamentales durante su aplicación. 
 
De modo que este concepto, sirve para establecer quién es destinatario de la potestad 
disciplinaria, esto es, tiene la calidad de sujeto disciplinable177, y establecer en que 
eventos se incurre en falta disciplinaria; señalando que la sola violación de normas de 
derecho no la constituye, pues para ello se necesita que exista una afectación de los 
deberes funcionales con la realización de tal conducta178.  
 
De igual forma la Corte Constitucional también se apoya en el concepto de las 
relación de sujeción especial179, para justificar la gravedad de las sanciones impuestas 
                                                                                                                                           
Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra; C-948 de 2002. Magistrado Ponente: Álvaro 
Tafur Galvis; C-125 de 2003. Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 
175
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-769 de 1998. Magistrado Ponente: Antonio Barrera 
Carbonell. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Articulo 25 de la Ley 200 de 1995.  
 
176
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-252 de 2003. Magistrado Ponente: Jaime Córdova 
Triviño. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Articulo 25 de la Ley 200 de 1995.   
 
177
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 2003. Magistrado Ponente: Álvaro Tafur 
Galvis. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de algunas disposiciones de la Ley 734 de 
2002. 
 
178
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-819 de 2006. Magistrada Ponente: Jaime Córdova 
Triviño. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de algunas disposiciones de la Ley 1015 de 
2006 por la cual se expidió el régimen disciplinario de la Policía Nacional, e hizo el siguiente 
razonamiento: “…Si la conducta del servidor público policial consistente en el incumplimiento 
reiterado e injustificado de las obligaciones civiles, laborales, comerciales o de familia impuestas en 
decisiones judiciales o admitidas en diligencia de conciliación, tiene la potencialidad de afectar el 
deber funcional, y si su tipificación como falta disciplinaria constituye una expresión legítima de la 
potestad de configuración del legislador en materia disciplinaria…”. 
 
179
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-014 de 2004. Magistrado Ponente: Jaime Córdova 
Triviño. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de los Artículos 123 y 125 de la Ley 734 de 
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con ocasión a la violación del derecho internacional humanitario y el derecho 
internacional de los derechos humanos, y para permitir la revocación de las 
decisiones administrativas disciplinarias que no consulten la verdad material de los 
hechos denunciados, como forma de flexibilización de la aplicación de garantías 
procesales, a los sujetos beneficiados con tales decisiones.   
 
Finalmente, cabe destacar, que la utilización dogmática de este concepto también ha 
servido como piedra de toque a esta corporación para justificar la validez de normas 
del sistema jurídico que autorizan un régimen disciplinario para los reclusos de los 
centros penitenciarios y carcelarios180 y los docentes de las universidades públicas, 
aun cuando no tengan la calidad de servidores públicos181. Quienes a pesar de no 
tener la calidad de servidores públicos, en virtud a este concepto, le son atribuibles 
unos especiales deberes que justifican la aplicación de la potestad disciplinaria. 
Siguiendo la tendencia de la jurisprudencia española, que por esta vía a extendido la 
aplicación de esta figura a un sin número de vinculaciones con la administración.   
 
Lo anterior muestra que lo que identifica a los destinatarios de la potestad 
disciplinaria en Colombia es su calidad de “sujetos disciplinables” señalada en la ley, 
y en algunos casos, la asimilación a esta calidad producto de la “relación de sujeción 
especial” que este individuo tenga para con el Estado, según lo entiende la Corte 
Constitucional.  
 
 
 
                                                                                                                                           
2002. En relación a la posibilidad de revocar los fallos absolutorios y autos de archivos proferidos con 
ocasión de la de la violación del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario.  
 
180
 Al respecto véase: CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-963 de 2006. Magistrada Ponente: 
Clara Inés Vargas Hernández; T-627 de 2007. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández; y, 
T-490 de 2004. Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett. 
 
181
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-892 de 2002. Magistrada Ponente: Alfredo Beltrán 
Sierra. 
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2.4. CONCLUSIONES  
 
A manera de conclusión pueden señalarse algunas ideas tales como: 
 
− El concepto de relaciones de sujeción especial que se ha construido en la 
doctrina y jurisprudencia española es similar al manejado en el ámbito jurídico 
colombiano. Sin embargo, la construcción doctrinal del tema en el derecho 
español descansa sobre la noción de ethos funcionarial y funcionario; mientras 
en Colombia esta se apuntala sobre la figura de sujeto disciplinable. Pues 
también lo son, otras personas que no obstante tener la calidad de servidores 
públicos (abogados, indígenas, particulares que cumplen funciones públicas e 
internos recluidos en centros penitenciarios y carcelarios), de igual forma se les 
aplica la potestad disciplinaria del Estado. 
 
− Las relaciones de sujeción especial se constituyen en el fundamento dogmático 
sobre el cual descansa el derecho disciplinario, como forma de explicar su 
autonomía e independencia del derecho penal. En cuanto a la aplicación 
matizada de los mismos principios que operan en esta materia, esto es, la 
flexibilización de las garantías formales (reserva de ley) y materiales 
(tipicidad) del principio de legalidad. 
 
− Esta noción es la que permite deducir con precisión, cuando un individuo tiene 
la calidad de sujeto disciplinable, y en que eventos es posible predicar la 
aplicación de la potestad disciplinaria del Estado. Pues esta entrelaza la 
vinculación del sujeto con el Estado, en sus diversas modalidades; la limitación 
de sus garantías fundamentales debido a esta relación; y, el cumplimiento de 
los deberes funcionales inspirados en los principios constitucionales de la 
función administrativa.  
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CAPÍTULO TERCERO: EL PRINICIPIO DE LEGALIDAD EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA SANCIONADORA 
 
 
3.  PLANTEAMIENTO  
 
 
El siguiente apartado cobra importancia y relevancia para ser incluido como parte 
central de la presente investigación, en la medida que trata de ubicar al lector sobre el 
contenido y el alcance que en el derecho comparado y nacional se le da al principio 
de legalidad en materia administrativa sancionadora, y particularmente, en el derecho 
disciplinario. Conceptos y nociones que deben ser abordados a fin de determinar sus 
expresiones y las extensiones del mismo, a efectos de determinar, en un capitulo 
posterior, si puede considerarse como un no desconocimiento del mismo, que un 
comportamiento objeto de no observancia por parte del sujeto disciplinable, 
vinculado al Estado por una relación de sujeción especial pueda ser sancionado 
disciplinariamente.  
 
Para abordar el siguiente apartado dentro de la presente investigación, se considera 
necesario, en principio, ubicar al lector dentro de lo que es la noción del principio de 
legalidad y de sus manifestaciones en la doctrina y en la jurisprudencia española. Para 
luego de ello, auscultar lo que sobre el particular y las expresiones del concepto de 
legalidad (tipicidad, reserva de ley) y sus manifestaciones tales como: normas en 
blanco; la analogía; los razonamientos extensivos; y los conceptos jurídicos 
indeterminados, se ha dicho en la escasa doctrina nacional; finalizando con la 
realización de un análisis dinámico de la jurisprudencia que sobre esta temática ha 
producido la Corte Constitucional, en cuanto al principio de legalidad, sus 
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manifestaciones, y la autonomía e independencia del derecho disciplinario en 
Colombia.  
 
3.1. NOCIONES DEL CONCEPTO DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA SANCIONADORA EN LA DOCTRINA Y 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA  
 
Para tratar el tema del principio de legalidad, en el ámbito del derecho sancionador del 
Estado, estimamos pertinente, observar su comportamiento en la doctrina y 
jurisprudencia española, debido a que la construcción que se ha hecho del mismo en 
nuestro país sigue muy de cerca lo expuesto en el derecho español, sin entrar a 
considerar que en ese sistema jurídico sí existe una completa definición del tema, lo 
cual no acontece en nuestra legislación.    
 
Examinar lo acontecido en el ámbito del derecho Español con relación al alcance y 
contenido que el principio de legalidad en materia administrativa sancionadora ha 
tenido tanto en la doctrina como en el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional 
Español, se justifica en la medida que la Corte Constitucional ha importado las 
construcciones que sobre esta temática se han realizado en el país ibérico, tal y como 
en apartados posteriores se analizará.  
 
En este contexto, encontramos que al interior de la doctrina española existe una 
posición ambivalente en torno al contenido del principio de legalidad, en el entendido 
que, de una parte, algunos autores como ARIAS MARTINEZ182, COBO OLIVERA183 
                                                 
182
 María Antonia Arias Martínez. La potestad sancionadora de los entes locales y el principio de 
legalidad (a propósito de la sentencia del Tribunal Supremo de 29 de Mayo de 1998). pág. 594. En: 
Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica. Número 280-281. Madrid: Instituto 
Nacional de Administración Pública. Ministerio de Administraciones Públicas, (1999). 
 
183
 Tomás Cobo Olivera, El procedimiento administrativo sancionador tipo. p. 15-29. Barcelona: 
Bosch, (1999). 
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y MESENGUER YEBRA184 identifican que la legalidad en materia sancionadora sólo 
tiene como componente el principio de tipicidad, mientras que otros como: DE 
PALMA DEL TESO185, SUAY RINCÓN186 y DOMINGUEZ VILA187, PEMÁN 
GAVÍN188, GARCÍA GOMEZ DE MERCADO189, sostienen que tiene dos vertientes, 
como son: la tipicidad (garantía material) y la reserva de ley (garantía formal), 
adoptada por la Corte Constitucional Colombiana190.    
 
En relación a la potestad sancionadora de la administración, la doctrina española191, es 
coincidente con la local192, al destacar la insuficiencia de normas positivas que 
desarrollen este tema, por lo que ha sido su tarea definir los conceptos, contenidos y 
                                                 
184
 Joaquín Mesenguer Yebra, La tipicidad de las infracciones en el procedimiento administrativo 
sancionador.  p. 14. Barcelona: Bosch, (1999). 
 
185
  Ángeles De Palma Del Teso. Comentario al título IX. De la Potestad sancionadora. De la Ley 30 de 
1992, de 26 de Noviembre de las administraciones públicas y el procedimiento administrativo común. 
En: Obra Colectiva. Administración Pública y Procedimiento Administrativo. p. 467 - 468. Madrid: 
Bosch. 
 
186
 José Suay Rincón. Ob. Cit., p. 171 – 172. 
 
187
 Antonio Domínguez Vila, Constitución y derecho sancionador administrativo. p. 245 y ss. Editorial 
Marcial Pons. Madrid, (1997). 
 
188
 Juan Pénan Gavín, La regulación de la potestad sancionadora de la Administración en la Ley 30 de 
1992. Notas sobre su tramitación parlamentaria. pág. 386-389. En: Revista de Administración 
Pública. Número 132, Septiembre- Diciembre de (1993). 
 
189
 , Francisco García Gómez De Mercado. Sanciones administrativas. Garantías, derechos y recursos 
del presunto responsable. Estudios de Derecho Administrativo. pág. 19. Tercera Edición. Granada: 
Comares (2007).  
 
190
 Al respecto véanse, entre otras, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-712 de 2001, C-818 de 
2005, C-1039 de 2005,  C-346 de 2006, C-507 de 2006 y C-884 de 2007. 
 
191
 Este sentido se pueden ubicar a autores como De Palma Del Teso, Nieto García, García de Enterría 
& Fernández, Luciano Parejo, Pénan Gavín, García Gómez de Mercado (Ángeles De Palma Del Teso. 
Ob. Cit., pág. 467 - 468; Alejandro Nieto García, Ob. Cit., pág. 287-335; Eduardo García De Enterría, 
y Tomás – Ramón Fernández. Ob. Cit., p. 163;  Alfonso Luciano Parejo. Manual de derecho 
administrativo: Instituciones generales: bases fuentes, organización y sujetos, actividad y control.  
pág. 40 – 46. Barcelona: Ariel, 2003; Juan Pénan Gavín, Ob. Cit., pág. 386-389;  Francisco García 
Gómez De Mercado. Ob. Cit., p. 19). 
 
192
 Carlos Arturo Gómez Pavajeau, Ob. Cit. 
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alcance de los principios que rigen esta materia. Así, encontramos que los 
fundamentos que se toman para hablar del principio de legalidad193 en este punto, son 
los mismos que se aplican en materia penal, pero con ciertos matices, tanto así que, 
autores como SUAY RINCÓN194, señalan que “las sanciones administrativas, 
lentamente, van aproximándose a las penas judiciales. Es el tema de las garantías lo 
que ha ido marcando su evolución. Ambas han pasado a ser expresiones de un mismo 
poder: el ius puniendi del Estado”.  
 
Pese a lo anteriormente anotado, encontramos que en el ordenamiento jurídico 
español195, existen normas positivas que señalan expresamente el reconocimiento de 
este principio196, y la doctrina especializada como GARCÍA GÓMEZ DE 
MERCADO197, se limita a acotar respecto su contenido y alcance, que por su 
reconocimiento y existencia en materia administrativa sancionadora, “no hay, delito ni 
pena, ni infracción ni sanción administrativa, sin una ley, que ha de ser escrita (lex 
                                                 
193
 En relación al significado del principio de legalidad en derecho administrativo, encontramos autores 
como  ENTERA CUESTA, que señala que:”este principio postula que la administración se someta en 
todo momento a lo que la ley establezca. Y cuando empleamos el termino “ley” lo empleamos en su 
más amplio sentido (….) por ello ha hecho formula la expresión según la cual la administración habrá 
de someterse, no ya a la ley, sino a todo el bloque de la legalidad”. Véase en: Rafael Entera Cuesta, 
Curso de Derecho Administrativo. p. 141. Volumen I. Décimo Tercera Edición. Madrid: Tecnos, 
(2003).  
 
194
 José Suay Rincón. Ob. Cit., pág. 166. 
 
195
 CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA. Artículo 25. 1. “Nadie puede ser condenado o sancionado por 
acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción 
administrativa, según la legislación vigente en aquel momento (…)”. 
 
196
 Ley 30 de 1992, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento 
administrativo común. Artículo 127. Principio de legalidad. 1. La potestad sancionadora de las 
Administraciones públicas, reconocida por la Constitución, se ejercerá cuando haya sido expresamente 
reconocida por una norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento previsto para su 
ejercicio y de acuerdo con lo establecido en este título y, cuando se trate de entidades locales, de 
conformidad con lo dispuesto en el título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local. 2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los órganos 
administrativos que la tengan expresamente atribuida, por disposición de rango legal o reglamentario. 
3. Las disposiciones de este Título no son de aplicación al ejercicio por las Administraciones públicas 
de su potestad disciplinaria respecto del personal a su servicio y de quienes estén vinculados a ellas por 
una relación contractual. 
 
197
 Francisco García Gómez De Mercado. Ob. Cit., Pág. 20.  
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scripta), lo que excluye la costumbre, y previa (lex praevia) (…) y que también ha de 
ser estricta y cierta (lex stricta) sin que quepa la analogía ni la interpretación 
extensiva en perjuicio del sancionado”.  
 
A pesar de ello, el principio de legalidad que rige en materia administrativa 
sancionatoria  no apunta a que las disposiciones de rango legal sean las únicas que 
validamente pueden establecer las infracciones e imponer las sanciones a éstas. En 
este sentido, GARCÍA MANZANO198 analiza el principio de legalidad contenido en el 
Articulo 127 de la Ley 30 de 1992199, señalando que este “asigna al reglamento un 
ámbito acotado, pero que exonera a la Ley forma (lex certa) de una exhaustiva 
descripción de las conductas o tipos, y de un acabado cuadro sancionador, 
permitiendo a las disposiciones reglamentarias de desarrollo, introducir lo que llama 
especificaciones respecto al elenco de infracciones o graduar las sanciones 
establecidas por vía legal, con un límite expreso, no desvirtuar la naturaleza de la 
infracción ni el límite o tope de la sanción (ya sea mínimo o máximo), ni como es 
obvio, crear, ex novo infracciones o sanciones no contenidas en la Ley habilitante”.    
 
Bajo estas premisas GARCÍA DE ENTERRÍA200 y DOMÍNGUEZ VILA201, afirman 
que el principio de reserva legal, de naturaleza moderada o relajada en materia 
sancionatoria, tiene la función de búsqueda de una colaboración entre las dos fuentes 
normativas, desde el punto de vista de la materia a regular. En donde la norma de 
rango legal no puede ser vacía de contenido material, porque, es ésta la que debe 
                                                 
198
 Pablo García Manzano. Comentario sistemático a la Ley de régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y procedimiento administrativo común. (Ley 30/1992, de 26 de Noviembre). 
Pág. 370. Editorial Carperi.  
 
199
 Por medio de la cual se establece, en la legislación española el “Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común”. 
 
200
 Eduardo García De Enterría, & Tomás-Ramón Fernández. Ob. Cit., p. 203 y ss. 
  
201
 Antonio Domínguez Vila. Ob. Cit. p. 245 y ss. 
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tipificar las infracciones administrativas y establecer sus correspondientes 
consecuencias sancionadoras.  
 
Es por ello que, DOMÍNGUEZ VILA202, siguiendo a MÚÑOZ MACHADO, señala 
que este “mecanismo se produce porque la ley ha decidido limitar su propia 
competencia, renunciando a agotar la regulación remitiéndose a lo que la 
administración, mediante su norma genuina, disponga en el momento posterior. Este 
poder que se le entrega a la administración y que no preexiste antes de la ley 
autorizante, es lo que se denomina habilitación. Son dos los requisitos del reglamento 
ejecutivo: uno, la existencia de una ley previa, y otro, que ésta prevea una 
habilitación a la administración, expresamente, para entrar a regular aspectos 
accesorios de la materia reservada a la ley y sobre el que ésta ha diseñado los 
aspectos básicos”. Teniendo esta posición su sustento en el concepto de legitimidad 
democrática de que habla BAÑO LEÓN203, quien reconoce que éste se constituye en 
el fundamento del principio de legalidad, y  el soporte constitucional de su potestad 
reglamentaria.   
 
Ahora, en cuanto a la importancia de la definición de las sanciones por la ley, dice 
GARBERÍ LLOBREGAT y BUITRON RAMÍREZ204, que esta definición se hace 
necesaria toda vez que “para que la administración pueda ejercitar válidamente sus 
potestades sancionadoras no basta con que la ley contenga la descripción del ilícito; 
también resulta necesario que el precepto mismo contemple sus consecuencias 
sancionadoras adecuadamente tipificada; en otro caso, podría ocurrir que se 
produjera la conducta típica y que, ello no obstante, quedara dicho comportamiento 
antijurídico sin sanción por no haberse previsto la misma en el tipo legal”.  
                                                 
202
 Antonio Domínguez Vila. Ibíd., p. 248 y 249. 
 
203
 José María Baño León. Los limites constitucionales de la potestad reglamentaria: remisión 
normativa y reglamento independiente en la Constitución de 1978. p. 91.  Madrid: Civitas, (1991).  
 
204
 José Garberí Llogrebat, & Guadalupe Buitron Ramírez. El procedimiento administrativo 
sancionador. p. 116. Volumen I. Valencia: Tiran Lo Blanch, (1994).  
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En este contexto, puede apreciarse, como lo anota URÍA FERNANDEZ205, “una 
distinción entre el alcance de la reserva de ley en materia penal  - regida por la 
reserva de ley en sentido formal – y en el procedimiento administrativo sancionador – 
en el que existe una mayor tolerancia respecto de las remisiones a los reglamentos”. 
Aunque debe aclararse, que esta reserva de ley con matices en el derecho sancionador 
(por lo menos el Español), “se refiere concretamente a la tipificación de las 
infracciones y de las sanciones administrativas (art. 129), y no al procedimiento 
sancionador, que puede ser regulado sin dificultad por normas reglamentarias (art. 
134 LAP)”206.  
 
Ahora bien, vale la pena resaltar que de acuerdo a lo visto en la jurisprudencia tanto 
del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo Español, impera la tesis de 
que el principio de legalidad en materia administrativa sancionadora posee dos 
vertientes, como lo expresa la doctrina mayoritaria. Teniendo entonces, que el 
Tribunal Constitucional Español, entiende que el principio de legalidad aplicado en el 
tema de estudio, se hace en una forma más relejada que en materia penal207. Señalando 
que este comprende una doble garantía208: una de carácter material (de alcance 
                                                 
205
 Francisco Uría Fernández. Principios de la potestad sancionadora. En: Estudios y comentarios 
sobre la ley de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo 
común. p. 28. Editorial Ministerio de Justicia y el BOE. Tomo II.  
 
206
 Ley 30 de 1992, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento 
administrativo común. Artículo 134. Garantía de procedimiento. 1. El ejercicio de la potestad 
sancionadora requerirá procedimiento legal o reglamentariamente establecido. 2. Los procedimientos 
que regulen el ejercicio de la potestad sancionadora deberán establecer la debida separación entre la 
fase instructora y la sancionadora, encomendándolas a órganos distintos. 3. En ningún caso se podrá 
imponer una sanción sin que se haya tramitado el necesario procedimiento.  
 
207
 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia de 27 de Marzo de 2000. En esta 
sentencia, esa corporación atinó a señalar que: “los principios inspiradores del orden penal son de 
aplicación con ciertos matices al derecho administrativo sancionador, dado que ambos son 
manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado”. 
 
208
 De modo que en este contexto, para el Tribunal Constitucional Español, el principio de legalidad que 
el ámbito del derecho penal se sintetiza en la expresión nullum crimen nulla poena sine lege, se 
extiende al derecho administrador sancionador, de forma relajada, “comprendiendo una doble garantía: 
La primera, de orden material y alcance absoluto, que se traduce en la imperiosa exigencia de 
predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes; la segunda, 
de carácter formal, aunque relativizable en el orden sancionador administrativo, es expresiva de la 
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absoluto), que exige la predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de sus 
sanciones, es decir, la tipicidad209 de la conducta objeto de reproche; y otra, de 
carácter formal (de alcance relativo), que se expresa en la exigencia de la reserva de 
ley; posición que es compartida en idéntica forma210 por el Tribunal Supremo 
Español211, quien puntualiza que la aplicación relajada de la reserva de ley, se extiende 
                                                                                                                                           
exigencia de reserva de Ley en materia sancionadora”. Véase en: TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
ESPAÑOL. Sentencia 42 de 1987. 
 
209
 En relación a la tipicidad de la infracción administrativa, como parte integrante del principio de 
legalidad en materia administrativa sancionadora, el Tribunal Constitucional Español ha señalado: 
“Principio que además, es acompasado con el principio de tipicidad en el ámbito del derecho 
administrativo sancionador, según el máximo tribunal español, con “la existencia de una Ley (lex 
scripta), que la Ley sea anterior al hecho sancionado (lex praevia) y que la Ley describa un supuesto 
de hecho estrictamente determinado (lex certa)”. Véase en: TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
ESPAÑOL. Sentencia 246 de 19 de Diciembre de 1991. 
 
210
 Frente a la posición análoga de ambos tribunales, parece que en una sentencia del año 1989, el 
Tribunal Supremo Español hubiera confundido los conceptos de tipicidad y de reserva de ley como 
expresiones del principio de legalidad que opera en materia administrativa sancionadora, al señalar lo 
siguiente: “la matización (…) del principio de tipicidad del derecho sancionador respecto del derecho 
penal, se refiere a la atenuación del rigor de la legalidad, para permitir un mayor grado de posible 
colaboración del reglamento en la concreción de tipos de infracción y sanción; pero no parece 
aceptable que en cuanto al rigor de la predeterminación de una y otra, sea el que sea el rango de la 
norma en que se verifique, puedan hacerse concesiones, para otorgar a la administración márgenes 
de arbitrio superior a los que se le conceden a los órganos judiciales cuando una otros ejercen 
función punitiva”. Véase en: TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de 20 de Diciembre de 
1989. (Ar. 9640). 
 
211
 TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de 23 de Octubre de 2000 (Ar. 8873). En esta 
sentencia esta corporación señaló, al igual como lo había sostenido ya el Tribunal Constitucional 
Español, que: “La tesis que sostiene la sentencia no es sino expresiva de la reiterada doctrina que ha 
venido estableciendo el Tribunal Constitucional, no sólo en las sentencias que cita la sentencia 
recurrida, sino en un cuerpo uniforme de jurisprudencia que puede enunciarse diciendo que “el 
derecho fundamental que enuncia el articulo 25.1 de la Constitución incorpora la regla nullum crimen 
nulla poena sine lege”, y extiende esta regla al ordenamiento sancionador administrativo incluyendo 
una doble garantía: una material, que es de alcance absoluto, y otra formal. La primera, consiste en la 
necesidad de la predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones 
correspondientes con preceptos jurídicos que permitan predecir, con suficiente grado de certeza, las 
conductas que constituyen infracción y las penas o sanciones aplicables; y la formal se refiere al rango 
de las normas tipificadotas de las infracciones y de las que regulan las sanciones y sí bien esta última 
garantía, la formal, que consiste en que la materia punitiva exige reserva de ley, en el ámbito de las 
sanciones administrativas sólo es de una eficacia relativa y limitada por razón del modelo 
constitucional de distribución de las potestades públicas, del carácter insuprimible de la potestad 
reglamentaria y por consideraciones de prudencia y oportunidad….” Posición que ha sostenido en el 
tiempo, al punto de precisar los fundamentos de este planteamiento, señalando que ”el alcance …del 
principio de reserva de ley establecido en el art. 25.1 no puede ser tan estricto en relación con la 
regulación de las infracciones y sanciones, como con referencia a los tipos de sanciones penales en 
sentido estricto, bien por razones que atañen al modelo constitucional de distribución de potestades 
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a la admisión de disposiciones con el rango de Decreto-Ley que tipifiquen 
infracciones y sanciones administrativas212. 
 
De otra parte, es pertinente referirnos a la irretroactividad de la ley213, como expresión 
del principio de legalidad. No entendida como un componente de aquella, sino como 
una garantía que está implícita dentro del concepto de legalidad, y que debe 
observarse para garantizar la misma. En este sentido encontramos que la 
irretroactividad al igual que la tipicidad, se encuentra ligada al principio de legalidad. 
Siendo entendida en materia sancionadora administrativa, como la exigencia de lex 
praevia et certa que hace que se describa ex ante el supuesto de hecho al que se anuda 
la sanción, lo que conlleva la expresa prohibición de aplicación retroactiva de la ley 
tipificadora.  
 
La retroactividad entonces, a diferencia de lo que ocurre con la tipicidad, opera casi en 
idéntica forma que en materia penal214, al punto que no se aplica a las disposiciones 
                                                                                                                                           
públicas, bien por el carácter en cierto modo insuprimible de la potestad reglamentaria en ciertas 
materias o, por último, por exigencias de prudencia y oportunidad que puedan variar en los distintos 
ámbitos de la ordenación territorial o por razones materiales”. Véase en: TRIBUNAL SUPREMO 
ESPAÑOL. Sentencia de 28 de Enero de 1998. (Ar. 673). 
 
212
 Frente a este tópico de la flexibilización de la actividad reglamentaria esa corporación ha señalado 
que “no está excluida en esta materia toda intervención del reglamento pues cabe que la Ley defina el 
núcleo básico calificado como ilícito y los límites impuestos a la actividad sancionadora y que el 
reglamento desarrolle tales previsiones actuando como complemento indispensable de la Ley. Como 
decía la citada S. 21-3-1991, la jurisprudencia constitucional, no permite en esta materia una remisión 
en blanco, pero si aviene, por lo expuesto, a tolerar cierta cuota de flexibilidad en la actividad 
reglamentaria de desarrollo, cuando la Ley de cobertura aborda el núcleo esencial del régimen 
sancionador, que es lo que ocurre en este caso”. Véase en: TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. 
Sentencia de 4 de Mayo de 1992. (Ar. 3735). 
 
213
 En este sentido, autores como SANZ GANDASEGUI sostienen que “la irretroactividad de la 
norma sancionatoria desfavorable resulta de la exigencia de mantener un mínimo de seguridad 
jurídica que impide las arbitrariedades de la administración o incluso del parlamento en materia 
sancionadora, y es una de las vertientes del principio de legalidad (lex praevia)”. Véase, en: SANZ 
GANDASEGUI, Francisco. La potestad sancionadora de la administración. Madrid: Edersa, 1985. p. 
119. 
 
214
 Esta retroactividad favorable, cuya aplicación se predica en materia sancionadora administrativa, es 
la que hace diferenciar la aplicación de este principio al tratado por el derecho penal, en donde sí es 
permitido aplicarla aún cuando se haya obtenido sentencia condenatoria en firme. En tanto que, la 
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sancionadoras215, pero sí a las que establecen procedimientos para hacer efectivas las 
sanciones, por lo que para aplicar una sanción, se aplicará el procedimiento vigente al 
tiempo de iniciarse, aún cuando los hechos que lo motiven se hubieren producido con 
anterioridad, con independencia del momento en que se produjeron los hechos216. 
Salvo el caso que esta norma establezca un procedimiento más favorable al infractor 
de la disposición sancionadora217.  
                                                                                                                                           
retroactividad favorable en materia sancionatoria administrativa, manifiestan algunos autores, con 
apoyo en la jurisprudencia española, debe aplicarse “aún después de impuesta la sanción, en vía 
administrativa o jurisdiccional de impugnación”, cuando no se ha ejecutado, y por supuesto, 
consumado la sanción impuesta. De modo que resultaría claro aplicarla en vía administrativa, y aún 
después de impuesta, siempre y cuando no se haya empezado a ejecutar, pudiéndose aplicar y 
reconocer, inclusive, por el juez que controle su legalidad, en la vía jurisdiccional. Entonces, este 
principio también se aplica con el fin de salvar las dudas que se presentan cuando se anula una 
disposición sancionadora, ante la incertidumbre de sí se aplica la norma sancionadora anterior a la 
anulada o, se aplica la expedida con posterioridad a la expulsada del ordenamiento jurídico; al impedir 
dotar de eficacia retroactiva a las disposiciones dictadas para sustituir a las anuladas judicialmente, de 
suerte que en estos eventos se produce un vacío normativo temporal que conlleva a la no sanción de las 
conductas antes tipificadas por la norma anulada y que posteriormente se señalen como infracción por 
la norma expedida para sustituirla. Ahora, en cuanto a los efectos de este instituto, tenemos que éste 
extiende sus consecuencias, según lo manifestado por el Tribunal Supremo Español, a los eventos en 
que existan normas que establezcan términos de prescripción de la infracción o de la acción 
administrativa sancionadora, y en los casos en que existan remisiones a normas sancionadoras 
administrativas en blanco, caso en el cual se tomará la que resulte más favorable al presunto infractor o 
sancionado214. Siendo procedente, en estos eventos, tomar la normativa más favorable en su integridad, 
sin llegar a crear un estatuto especial, conformado por lo más favorable de la norma anterior y de la 
vigente. Véase, TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de Febrero 5 de 1988 (Ar.659); y, la 
Sentencia de Junio 22 de 1989 (Ar. 7547). Sin embargo, GARCIA GOMÉZ DE MERCADO sostiene 
que “la laguna producida por la anulación del reglamento sancionador no puede ser colmada por un 
reglamento posterior, pero sí por la vigencia del derogado por el ahora anulado”. GARCIA GOMEZ 
DE MERCADO, Francisco. Ob. Cit. p. 19      
 
215
 En este sentido, dice Antonio Domínguez Vila, que se pronuncian autores como GARBERÍ 
LLOBERGART y BUITRON RAMÍREZ; CARRETERO PEREZ y CARRETERO SÁNCHEZ; y, 
MAESTRE DELGADO. véase, en DOMINGUEZ VILA, Antonio. Ob. Cit., pág. 256. 
 
216
 Véase, TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de Marzo 9 de 1991 (Ar.1806); y, la 
Sentencia de Febrero 26 de 1991 (Ar. 1089).    
 
217
 Entre estos puede contarse a GARCÍA MANZANO, quien expone esta posición (Pablo García 
Manzano. Ob. Cit., pág. 370). Igual postura sostiene GARCÍA GÓMEZ DE MARCADO, quien van 
más allá, señalando que la retroactividad favorable puede aplicarse a “las sanciones cuyo 
incumplimiento no se haya agotado, excluyendo, en cambio, aquellas sanciones que estén plenamente 
consumadas”. (Francisco García Gómez De Mercado. Ob. Cit. p. 19). Contrario a este punto de vista, 
existen enfoques discordantes, a nuestro juicio, revaluadas, como la de NIETO, quien dice “que la 
irretroactividad constitucional de normas desfavorables no tienen por qué conllevar automáticamente 
la retroactividad de las desfavorables”. (Alejandro Nieto García. Ob. Cit., p. 238). 
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En últimas, acogiendo los criterios expuestos, el principio de legalidad que opera en 
materia sancionadora tiene dos expresiones: una formal (reserva de ley) y otra material 
(tipicidad), las cuales se aplican de forma flexibilizada a cómo operan en materia 
penal. No siendo posible la aplicación retroactiva de la ley en esta materia, por regla 
general. Salvo el caso en que esta sea favorable al infractor de la disposición 
sancionadora, evento el cual esta puede aplicarse de forma retroactiva hasta antes de la 
terminación de la actuación administrativa. Pues después de impuesta la sanción no 
puede obtenerse dicho beneficio.   
 
 
3.2.  MANIFESTACIONES DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA SANCIONADORA, SEGÚN LA DOCTRINA 
Y JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA  
 
Acogiendo el criterio manejado por la doctrina mayoritaria, procederemos ahora a 
estudiar a fondo los contenidos y alcances de la reserva de ley y la tipicidad. 
Abordando el primero de los conceptos tratando de definir el tema de las normas en 
blanco; para luego, pasar al segundo, precisando contenidos tales como: la analogía, 
los razonamientos extensivos y los conceptos jurídicos indeterminados, todo desde la 
óptica de las fuentes estudiadas.  
 
 
3.2.1.  El principio de reserva de ley. Según la doctrina española este principio se 
aplica con carácter relativo218, bajo el entendido que es al legislador219, a quien 
corresponde establecer el régimen administrativo sancionador, sin embargo, ante la 
imposibilidad de éste de regular todos los aspectos en esta temática, es admisible una 
                                                 
218
 Iñaki Lasagasbaster Herrarte. Ob. Cit., p. 266.   
 
219
 En cuanto a la función de Parlamento en la configuración del régimen administrativo sancionador, 
SANCHEZ MORÓN, apunta que: “el Parlamento (los Parlamentos, en un estado descentralizado) no 
puede regularlo todo, por lo que las  leyes  necesitan  la colaboración  subordinada del reglamento”. 
Miguel Sánchez Morón. Ob. Cit., p. 180. 
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colaboración reglamentaria, teniendo en cuenta que para predicar la validez del 
reglamento en el régimen disciplinario funcionarial, éste debe haber una absoluta 
subordinación frente a la ley habilitante, sin otorgar un margen de discrecionalidad 
denominado colaboración reglamentaria. Sin embargo, la doctrina220 señala que este 
principio pueda aplicarse a aquellas remisiones tácitas o implícitas que puedan 
aparecer en la redacción de textos legales que sirven de directrices al reglamento221, 
pero que señalen que indiscutiblemente se encuentren plasmadas en otro texto legal.  
 
Por su parte, la jurisprudencia española señala que el principio de legalidad en 
materia administrativa sancionadora, no implica la aceptación de una reserva de ley 
de forma absoluta, como opera en materia penal, al punto de señalar que esta se aplica 
de forma matizada. Precisando además, que tal colaboración debe hacerse a través de 
una ley que le marque a la administración las pautas para su actuación222, definiendo 
el tipo de infracciones y sus sanciones, por lo que no son admisibles las remisiones en 
blanco223.  
                                                 
220
 Alejandro Nieto. Ob. Cit. p. 281. 
 
221
 La expresión “reglamentos” es definida en la doctrina como: “toda norma escrita con rango 
inferior a la ley dictada por una Administración Pública”. Véase, en: Ramón Parada, Derecho 
administrativo. p. 69. Tomo I. Madrid: Marcial Pons, (2007). 
 
222
 Esta es la posición sostenida por el Tribunal Supremo Español, al declarar la nulidad de una 
disposición sancionadora que incurría en los vicios antes señalados, manifestando que “efectivamente, 
no se satisfacen las exigencias del principio de legalidad cuando, como aquí acontece, se tipifica como 
infracción, sin precisar de qué clase, cualquier y todo incumplimiento de los restantes preceptos del 
reglamento….tal técnica jurídica de tipificación sitúa a los destinatarios de la norma en una posición 
desde la que no es posible prever con certeza cuales sean las conductas prohibidas y cuales las 
sanciones imponibles. De aquí la vulneración del principio de legalidad….y la nulidad que se decreta”. 
Véase en: TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de 11 de Abril de 2003. (Ar. 3073). 
 
223
 En palabras del Tribunal Supremo Español, “la reserva legal implica un plus de exigencia, y así, en 
determinados ámbitos, el sancionador entre ellos, no basta con que la ley habilite a la administración 
para actuar, sino que es necesario que le marque el cómo de su actuación, dictándole instrucciones y 
marcándole directrices, definiendo para el caso el tipo de infracciones y sanciones. Ello no quiere 
decir ni dice que no pueda hacerse esa tipificación utilizando la vía del reglamento, ni que siempre y en 
todo caso tenga que tratarse de una ley en sentido formal. Y desde luego, cabe que el legislador llame a 
colaborar al reglamento, pero nunca mediante una remisión en blanco; la remisión tendrá que ser lo 
suficientemente precisa como para que sea la norma habilitante la que siga dirigiendo esa concreción 
que ha de hacer el ejecutivo”.  Véase en la Sentencia de 11 de Abril de 2003. (Ar. 3073). 
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De modo que, según esta interpretación, se ajusta al principio de legalidad de la 
sanción administrativa, tanto el reglamento que se subordine o respete los contenidos 
de la ley que establece de forma clara y precisa los elementos esenciales de la 
conducta antijurídica y la naturaleza y limites de las sanciones a imponer; como el 
reglamento administrativo que se limita a repetir, sin innovar, los contenidos de la ley 
habilitante que establece las infracciones y sanciones administrativas concebida en los 
términos arriba señalados. Mientras que, de ningún modo, será admisible, y por tanto 
carecerá de eficacia, la prohibición o sanción impuesta con fundamento en un 
reglamento administrativo expedido al amparo de una ley que delegue esta facultad, 
sin establecer de forma clara y precisa, los elementos esenciales de la conducta 
antijurídica y la naturaleza y limites de las sanciones a imponer, así como también 
estará prohibido el reglamento o sanción que se imponga desbordando los límites 
fijados por la ley habilitante224. Lo cual se denomina en la doctrina científica como 
reglamentos en blanco225.  
 
 
3.2.1.1     Las normas en blanco. Para la doctrina y la jurisprudencia española226, en 
el derecho administrativo sancionador, es posible la presencia de normas en blanco227 
que tipifiquen por remisión, infracciones o ilícitos consagrados en otras disposiciones 
legales que impongan deberes u obligaciones de ineludible cumplimiento. En efecto, 
son admitidos estos cuerpos normativos, cuando la autoridad administrativa a través 
de reglamento, por reenvío, define el contenido de la infracción administrativa, esto 
                                                 
224
 Al respecto, véanse, entre otras, TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de 11 de Julio de 
2000. (Ar 6468). En esta sentencia se citan sentencias del Tribunal Constitucional Español, entre otras, 
SSTC 87/1985, 2/1987, 427/1987, 127/1990, 177/1992.  
 
225
 Miguel Sánchez Morón. Ob. Cit., p. 180. 
 
226
 Al respecto véase: TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL Sentencia 116 de Marzo 29 de 
1993. Posición que también es compartida por el Tribunal Supremo Español, quien al respecto se ha 
pronunciado en las Sentencias de Mayo 24 de 2005. (Ar. 4317); y, de Julio 18 de 2006. (Ar. 4646). 
 
227
 Miguel Sánchez Morón, describe el concepto de normas en blanco como: “la dejación que realiza 
el legislador de las facultades normativas a favor del reglamento”. Miguel Sánchez Morón. Ob. Cit., 
p. 199. 
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es, cuando se precisa el comportamiento prohibido u objeto de infracción, y se 
señalan los elementos esenciales del ilícito administrativo, su naturaleza y los límites 
de la sanción. Así, la infracción administrativa en blanco no será viable sí la 
disposición con rango de ley que se infringe es poco precisa, y cuando no existe un 
desarrollo reglamentario que permite establecer su incumplimiento. 
 
 
3.2.2.   El principio de tipicidad. Para referirnos al concepto de la tipicidad, 
debemos partir de la base que éste se constituye en el elemento o garantía material del 
principio de legalidad, el cual comprende que el hecho constitutivo de la infracción 
administrativa se encuentre contenido en una norma con rango de ley, de forma cierta 
y precisa. Así mismo, este principio determina que la ley sea quien prevea de forma 
genérica las sanciones que pueden corresponder a cada infracción en función de su 
gradación (leve, grave, muy grave), dotando a la administración de un amplio margen 
de discrecionalidad en la determinación de estos contenidos228, de acuerdo con el 
principio de proporcionalidad de la sanción.  
 
La doctrina española admite la presencia de la tipicidad en materia administrativa 
sancionadora pero con una aplicación menos rígida que en el derecho penal229, aún así 
exige presupuestos tales como: que el acto o la omisión sean claramente definidos 
como infracciones y, de una perfecta adecuación de las circunstancias objetivas y 
personales determinantes de la ilicitud, de una parte, y de la imputabilidad, por la otra. 
                                                 
228
 Nieto García. Ob Cit., p. 287-335. 
 
229
 De igual modo, NIETO aclara la distinción del concepto de tipicidad de la sanción que opera en 
materia penal y de derecho administrativo sancionador, apuntando que “las normas penales no 
prohíben ni ordenan nada, sino que se limitan a advertir que determinadas conductas llevan aparejada 
una pena. Los tipos sancionadores administrativos, por el contrario, no son autónomos sino que se 
remiten a otra norma en la que se formula una orden o prohibición cuyo incumplimiento supone 
cabalmente la infracción. Estas normas sustantivas constituyen, por ende, un pretipo, que condiciona y 
predetermina el tipo de la infracción. Y por ello si se quisiera ser riguroso, la descripción literal de un 
tipo infractor habría de consistir en la reproducción de la orden o prohibición del pretipo con la 
advertencia añadida de la sanción que lleva aparejada su incumplimiento, es decir una reproducción 
de textos en doble tipografía”. NIETO GARCÍA. Ob Cit., p. 298. 
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Todo esto a efectos de determinar con exactitud la conducta del sujeto a través del tipo 
señalado en la infracción administrativa230.  
 
De ahí a que el principio de legalidad para el derecho administrativo sancionador, se 
torne en una garantía para el administrado que imponga: la perfecta descripción de la 
adecuación de la infracción administrativa, con las circunstancias objetivas en que se 
realice su determinación en disposiciones con el rango de ley; el señalamiento previo y 
no ex novo de esta como fundamento para imponer sanciones231. 
 
Todo lo anterior es recogido por JIMÉNEZ y AGUADO232, quienes afirman que el 
principio de tipicidad exige dentro del derecho administrativo sancionador un doble 
orden, consistente en entender la tipicidad como mandato del legislador y como 
mandato de la administración, así: como mandato al legislador, a éste le es exigible 
una determinación precisa de la conducta y la correspondiente sanción a la misma; y 
como mandato a la administración, implica la sujeción de esta a dichos preceptos, 
como obligación o deber.   
 
 
3.2.2.1 La prohibición de la analogía y de los razonamientos extensivos. La 
doctrina española señala que la analogía no es aplicable a las sanciones penales o 
administrativas, pues en estas materias la solución adecuada al supuesto no regulado 
                                                 
230
 En cuanto a la definición de la infracción administrativa, la doctrina también ha admitido que se 
ajusta al concepto de tipicidad aplicado en materia administrativa sancionadora, cuando “la descripción 
debe establecer el núcleo del comportamiento que pretende incriminar, recogiendo un marco 
sistemático de remisión, en donde, además, se prevea la consecuencia jurídica de esa acción u omisión 
y las directivas explicitas o implícitas a las que la disposición remitida debe acomodarse, so pena de 
invalidez”. Véase en: Trayler Jiménez, & Vincet Aguado I Cudola. Derecho administrativo 
sancionador. p. 292. Madrid: Cedecs, (1995).  
 
231
 Además de lo anterior, cabe anotar que para el ámbito del derecho administrativo sancionador 
español, la tipicidad sólo contiene infracciones consumadas, pues esta no se ocupa de prohibir la 
provocación, conspiración o tentativa para cometer la infracción administrativa, sino la realización de 
actividades o el incumplimiento del deber de actuar que apareje un resultado.  
 
232
 Trayler Jiménez, & Vincet Aguado I Cudola. Ob Cit., p. 60.  
 
EL DESCONOCIMIENTO DE LOS EFECTOS DE LAS DECISIONES JUDICIALES FRENTE AL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD EN EL ÁMBITO DE LAS RELACIONES DE SUJECIÓN ESPECIAL 
 
 122º 
(no castigado) es la falta de sanción233. Esto a efectos de evitar la inseguridad jurídica 
que se generaría si se pudiese sancionar a alguien por haber cometido una conducta 
semejante a otra sancionada. Así mismo es importante señalar que este planteamiento 
no es categórico, toda vez que lo prohibido en materia administrativa sancionadora es 
la analogía in malam partem, y no la analogía in bonan partem, “pues la prohibición 
de aplicación analógica tiene su origen en el principio de legalidad, el cual se 
presenta como un límite al derecho de castigar”234 debido a que “la analogía 
prohibida es la analogía perjudicial para el infractor”, como bien lo anota URÍA 
FERNÁNDEZ235. 
 
Por su parte, el Tribunal Supremo Español236, anota que en esta materia, no es posible, 
a través de la analogía, ampliar la tipicidad de infracción administrativa o la creación 
de un nuevo ilícito, aunque sí resulte viable a través de la misma, la modificación de 
uno de los elementos de la sanción, como es la fijación del plazo de prescripción. 
Ahora, debe recordarse que la interpretación de las disposiciones sancionatorias, sean 
estas de orden constitucional, legal o reglamentario, deben hacerse siguiendo las 
máximas de la interpretación de las normas que restringen derechos, esto es, de forma 
literal y limitada, debido a que “toda interpretación de una norma desfavorable o 
sancionadora ha de ser objeto de una interpretación restrictiva, prohibiéndose las 
interpretaciones extensivas” como lo aconseja DOMÍNGUEZ AVILA aludiendo a 
SUAY RINCÓN237.  
 
 
                                                 
233
 Francisco García Gómez De Mercado. Ob. Cit., p. 57.  
 
234
 Ángeles De Palma Del Teso. Ob. Cit., p. 476.  
 
235
 Francisco Uría Fernández, Ob. Cit., p. 58 – 59. 
 
236
 Sentencia de Abril 19 de 1990 (Ar. 3612). 
 
237
 Domínguez Vila. Ob. Cit., p. 275. 
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3.2.2.2.  Los conceptos jurídicos indeterminados. En la redacción de textos legales, 
y en materia de derecho administrativo sancionatorio, existen los denominados 
conceptos jurídicos indeterminados, que corresponden a términos, frases, expresiones 
o palabras ambiguas o vagas (por Ej.: utilidad pública, ruina, etc.), que son utilizadas 
de forma consciente o inconsciente por parte del legislador ordinario o reglamentario. 
Estos, dan cierto margen de interpretación o decisión a su intérprete, ya sea en sede 
administrativa o judicial, pero limitado a que solamente se dé una única solución justa 
en la aplicación del concepto a la circunstancia de hecho.  
 
Señala GARCÍA DE ENTERRÍA238, que ante la presencia de un concepto jurídico 
indeterminado lo que se hace es un juicio o estimación, que debe ajustarse por una 
parte, a las circunstancias reales que han de calificarse, y por otra, al sentido jurídico 
preciso que la ley le asignó, con la intención de que la solución posible solo sea una, 
entonces el proceso de aplicación, no admite más que una única solución justa. Sin 
embargo, este concepto no se puede confundir con la facultad discrecional de la 
administración239, la cual se caracteriza “por la pluralidad de soluciones justas 
posibles entre las cuales libremente puede escoger la administración por no 
establecer la norma la solución concreta”240.  
 
 
3.3. EL CONCEPTO DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA SANCIONADORA EN COLOMBIA  
 
En nuestro sistema jurídico este principio yace como una garantía que la 
administración pública debe garantizar a los ciudadanos en el ejercicio de sus 
                                                 
238
 Eduardo García De Enterría & Tomás-Ramón Fernández. Op. Cit., p. 218. 
 
239
 Francisco García Gómez De Mercado. Ob. Cit. p. 52. 
 
240
 Véase, en: TRIBUNAL SUPREMO ESPAÑOL. Sentencia de 19 de Julio de 2000. (Ar. 7428). 
Posición que el Tribunal Constitucional Español ha ratificado Sentencia 151 de Septiembre 29 de 1997. 
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funciones y en la ejecución de todas sus actuaciones. Sin embargo, cuando hablamos 
de este en el ámbito del “derecho administrativo sancionador”, su observancia es la 
que permite establecer sanciones congruentes y proporcionales a quienes deben 
respetar estas normas en la medida en que estos las transgredan. Siendo en este punto 
donde la administración debe ceñirse de manera más estrecha al postulado en estudio, 
toda vez que su entendimiento y aplicación van mas allá de la exigencia de una ley 
previa para la imposición de una sanción. En este orden de ideas entonces habría que 
someter al derecho administrativo sancionador – igual que a todo el ius puniendi del 
Estado - a la máxima constitucional positivizada en nuestra carta política en el artículo 
29241. 
 
Al respecto, tenemos que la escasísima doctrina nacional242 que se ocupa de esta 
temática, va mas allá de limitarse a realizar comentarios marginados de disposiciones 
legales o transcripciones de sentencias de la Corte Constitucional nacional o del 
órgano de cierre de la jurisdicción contenciosa administrativa, puesto que solamente 
comenta el principio de legalidad, transcribiendo disposiciones legales y las sentencias 
de las altas cortes que tratan este principio243, como lo manifiesta SANTOFIMIO 
                                                 
241
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTÍCULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio.  En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.  Toda persona se presume inocente mientras no 
se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 
asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 
alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.  
 
242
 Después de realizarse una revisión minuciosa de la doctrina nacional que se ocupa del tema del 
derecho administrativo sancionador, que intenta explicar sus principios, a efectos de desarrollar el 
presente acápite, encontramos que salvo autores como GÓMEZ PAVAJEAU y OSSA ARBELÁEZ, 
tratan de explicar los principios que fundamentan esta subespecie del derecho sancionador del Estado, 
junto con algunos otros autores de libros y artículos publicados en “colección derecho disciplinario” y 
“lecciones de derecho disciplinario” del Instituto de Estudios del Ministerio Público de la Procuraduría 
General de la Nación. 
 
243
 Entre otros, se pueden adscribir en esta línea, Gustavo Humberto Rodríguez Rodríguez. Ob. Cit.; 
Jairo Ramos Acevedo. Derecho Administrativo Disciplinario. Primera Edición. Bogotá: Leyer, (2003); 
William René Parra Gutiérrez. Derecho Administrativo Disciplinario. Bogotá: Ediciones Librería del 
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GAMBOA244, al señalar que en el ámbito local se habla de una “legalidad didáctica y 
orientadora que se edifica sobre la base de la función unificadora de la 
jurisprudencia por órganos como la Corte Constitucional y el Consejo de Estado”. 
 
No obstante ello, intenta plantear una idea del principio de legalidad, tomando como 
fundamento antecedentes históricos, como lo hace OSSA ARBELÁEZ, al afirmar que 
“su evolución se remonta a la carta magna de 1215 otorgada por Juan sin tierra que 
preconizaba el juzgamiento del hombre libre dentro de los cauces legales”245. Pese a 
lo anterior, el autor no omite la idea de que el mandato de legalidad se remonta según 
otros estudiosos del derecho comparado, incluso hacia un siglo atrás, denotándose 
pues la importancia y sobre todo la necesidad que desde siempre tuvo el ser humano 
de integrar una sociedad donde el poder del Estado no fuera absoluto y discrecional, 
sino que se supeditara a unos parámetros legales que permitieran la convivencia entre 
el ciudadano y el ente controlador, con mayores garantías y menos abusos. 
 
Es así como la doctrina al unísono ha definido este principio como “el pilar 
fundamental del derecho sancionatorio del estado no solo histórica, sino 
                                                                                                                                           
Profesional, (1997); Jorge Enrique Ayala Caldas. La responsabilidad de los servidores públicos. 
Bogotá: Doctrina y Ley, (2006); Ignacio Cadena Corredor. Régimen disciplinario del empleado oficial. 
Bogotá: Legis, (1989); Alcibíades Cuestas Algarra. & Arturo Ronderos Salgado, Ley de Acción de 
Repetición y el Servidor Público. Implicaciones de orden disciplinario. Bogotá: Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, (2004); Francisco Farfan Molina. Policía Judicial Disciplinaria. Bogotá: Ediciones 
Jurídicas Gustavo Ibáñez, (2006); Gerhard Alexander Forester M, & Andrés García Flores. La sanción 
administrativa y el derecho penal administrativo. Tesis de Grado. Bogotá: Universidad Pontificia 
Javeriana, (1991); Jeannette Navas Rico, Código Disciplinario Único. Bogotá: Ediciones Librería del 
Profesional Ltda., (2004); María del Pilar Orjuela Bossa. Proceso Disciplinario en la práctica. Bogotá: 
Ediciones Librería del Profesional Ltda., (2003); Carlos Manuel Rodríguez Santos. El régimen 
disciplinario de los servidores públicos del Estado Colombiano a la luz de la Ley 734 de 2002. 
Montería: Corporación Universitaria del Sinú, (2003);  Jairo Villegas Arbeláez. Derecho 
Administrativo Laboral. Sexta Edición. Bogotá: Legis, (2004);  Diego Younes Moreno. Derecho 
administrativo laboral. Novena Edición. Bogotá: Temis, (2001). 
244 Jaime Orlando Santofimio Gamboa. El acto administrativo: Procedimiento, eficacia y validez. . p. 
98. Segunda Edición. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, (1994). 
245 Jaime Ossa Arbeláez. Derecho administrativo sancionador. p. 187. Segunda Edición. Bogotá: 
Legis, (2009). 
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jurídicamente”246.  De forma tal, que se constituye, indubitablemente, en el eje central 
del ius puniendi del Estado, es decir, en la garantía más amplia y diciente que emana 
desde la administración convirtiéndose en un saludable contrapeso al poder punitivo 
del Estado247, lo cual resulta todavía más contundente cuando se admite que el mismo 
esté consignado en la Constitución Nacional como un derecho fundamental, tal y 
como lo resalta el citado autor, al señalar que “la sola constitucionalización del 
precepto de legalidad en el artículo 29, tiene proyecciones de importancia en las 
actuaciones administrativas en forma que el apotegma le impregna contenido 
sustantivo al desarrollo punitivo de la función sancionadora. No se trata, por 
consiguiente de una formula de buenas intenciones”248.  
 
Igual postura sostiene la Corte Constitucional, quien al respecto ha señalado que el 
derecho fundamental al debido proceso comprende el principio de legalidad249, dado 
                                                 
246 Jaime Ossa Arbeláez. Ob. Cit., p. 187. 
247
 En este sentido resulta particular, encontrar que en relación al contenido y al alcance del principio 
de legalidad, algunos comentaristas de la ley disciplinaria apuntan en señalar que este “tiene dos 
sentidos complementarios entre sí y simultáneamente indivisibles, a saber: como legalidad punitiva y 
como principio de juridicidad (…). El principio de juridicidad tiende a tener un contenido más amplio 
que el asignado al principio de legalidad. Actualmente se entiende que aquel remite no solo a la 
Constitución y las leyes, sino también al derecho internacional, a los principios de derecho, a los 
principios de justicia y, en general, al orden jurídico. Es indispensable hacer resaltar que del 
principio de juridicidad en su sentido extenso y del principio de legalidad punitiva derivan dos reglas 
muy precisas: i) Solamente se pueden juzgar conductas que estaban incriminadas en el momento de su 
realización; ii) Solo se pueden imponer penas que hayan sido señaladas de manera taxativa por la 
ley”. Véase, en Martha Lucia Bustamante Sierra; y otros. Relaciones especiales de sujeción en el 
derecho disciplinario aplicable a las personas privadas de la libertad. En: Obra Colectiva. Lecciones de 
Derecho Disciplinario. . p. 294.  Volumen 2. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Publico. 
Procuraduría General de la Nación, (2008).  
248 Jaime Ossa Arbeláez. Ob. Cit., p. 191 
249
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-195 de 1993. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez 
Caballero. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de los Artículos 164, 181 y 204 del 
Decreto Ley 100 de 1989 que reformaba el régimen disciplinario para los miembros de la Policía 
Nacional, y se encontró que las disposiciones acusadas eran inconstitucionales, y en consecuencia, 
fueron declaradas inexequibles, debido a que en estas se estipulaba la figura del vocero (abogado de 
oficio) que debía tener la calidad de miembro activo de la Policía Nacional, y debía ser nombrado por el 
funcionario instructor del proceso disciplinario, lo cual era violario del Articulo 29 Constitucional 
porque este dispone que quien “sea sindicado tiene derecho a la asistencia de abogado escogido por 
él..." En relación este tópico debe decirse que esta era una conclusión a la cual ya había arribado este 
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que éste garantiza que las conductas prohibidas (en materia penal y disciplinaria) y sus 
sanciones, estén previamente determinadas por la ley250(aunque en materia 
disciplinaria se haga de forma relejada). Argumentando esta posición a partir del 
Artículo 29 Constitucional Nacional, al señalar que esta garantía se extiende251 
también al ámbito del derecho administrativo sancionador, y por tanto, al derecho 
disciplinario252.  
                                                                                                                                           
alto tribunal, cuando realizó el siguiente razonamiento: “Si el debido proceso se aplica a la actuación 
administrativa y si la investigación disciplinaria es una actuación administrativa, forzoso es colegir 
que el debido proceso se aplica también a las investigaciones disciplinarias, como en el caso que nos 
ocupa”. 
 
250
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-653 de 2001. Magistrado Ponente: Marco Gerardo 
Monroy Cabra. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del parágrafo único del Articulo 26 
de la Ley 200 de 1995 que decía: “(….) PARAGRAFO. El funcionario de la Procuraduría General de 
la Nación que viole el debido proceso incurrirá en causal de mala conducta, sin perjuicio de las 
sanciones penales a que haya lugar.” Este pronunciamiento, la Corte Constitucional manifestó que “el 
debido proceso comprende el principio constitucional de la legalidad de la conducta sancionada y de 
la pena a imponer”. Al punto que este se constituye en una “salvaguarda de la seguridad jurídica de 
los ciudadanos, que hace parte de las garantías del debido proceso, pues permite conocer previamente 
las conductas prohibidas y las penas aplicables, tanto en materia penal como disciplinaria. Este 
principio además protege la libertad individual, controla la arbitrariedad judicial y administrativa y 
asegura la igualdad de todas las personas ante el poder punitivo y sancionatorio del Estado. Por eso es 
común que los tratados de derechos humanos y nuestra Constitución lo incorporen expresamente cuando 
establecen que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa 
(artículo 29)”. 
 
251
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-428 de 1997. Magistrados Ponentes: José Gregorio 
Hernández Galindo, Alejandro Martínez Caballero, Vladimiro Naranjo Mesa. En esta sentencia la Corte 
estudió la remisión genérica al régimen disciplinario que hacía el artículo 15 de la Ley 344 de 1995 y 
encontró que se violaba “la garantía constitucional del debido proceso, y específicamente el principio 
de legalidad de la sanción, cuando se remite indiscriminadamente al infractor a "las sanciones 
establecidas en la Ley 200 de 1995", que son once posibles, según el artículo 29 de aquél estatuto”. 
Para la Corte Constitucional, la interpretación correcta del Articulo 29 de la norma normarum consiste 
en que “no sólo las conductas proscritas por la ley y que dan lugar a sanciones (en materia 
disciplinaria, las faltas) deben estar contempladas con precisión, de tal manera que en el caso concreto 
el comportamiento observado por la persona encaje exactamente en la descripción normativa, sino que 
también las penas, castigos o sanciones tienen que predeterminarse en la norma general respectiva, de 
tal manera que entre la conducta y su consecuencia jurídica exista una relación directa”. Ver  también 
las sentencias T-442 de 1992. Magistrado Ponente: Simón Rodríguez Rodríguez en donde la Corte 
analizó el respeto al debido proceso en una actuación administrativa de la Superintendencia de 
Cambios; y, la C-176 de 1993. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero, en el cual la Corte 
declaró la inexequibilidad de las medidas aplicadas a los inimputables, debido a su carácter 
indeterminado. 
 
252
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-124 de 2003. Magistrado Ponente: Jaime Araujo 
Rentería. En esta sentencia, se demandan algunas disposiciones del código disciplinario único (Ley 
734 de 2002), especialmente en el sentido de que estas normas violan el principio de legalidad y el 
debido proceso, ya que el actor consideraba que en este código se le otorga un grado de 
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Así, apunta que la relación existente entre el derecho fundamental al debido proceso y 
el principio de legalidad que opera en el derecho administrativo sancionador, y por 
tanto en materia disciplinaria, se concreta en exigencias, tales como: (i) un 
señalamiento de la sanción hecho directamente por el legislador; (ii) previo al 
momento de la comisión del ilícito y también al acto que determina la imposición de la 
sanción; y, (iii) que está se encuentre plenamente establecida, es decir, que sea 
determinada y no determinable253. 
 
De modo que la garantía al debido proceso expresada en el principio de legalidad de 
las sanciones administrativas, por mandato del Artículo 29 de la Constitución, se 
integra por los principios de tipicidad y de reserva de ley, el cual es aplicable a las 
actuaciones sancionatorias de la administración toda vez que su operancia no se 
restringe a los asuntos penales254, de acuerdo con la Corte Constitucional colombiana. 
 
                                                                                                                                           
discrecionalidad muy alto al operador jurídico. Las disposiciones acusadas fueron declaradas 
exequibles toda vez que la corte manifestó en su argumentación que la aplicabilidad de dichos 
principios es menos rigurosa en materia disciplinaria que en el área penal. 
 
253
 Al respecto, pueden consultarse las siguientes sentencias: C-211 de 2000, Magistrado Ponente: 
Carlos Gaviria Díaz; C-475 de 2000, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra; C-564 de 
2000, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra; C-710 de 2001, Magistrado Ponente: Jaime 
Córdova Triviño; y, C-530 de 2003, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.  En estas, si bien es 
cierto lo manifestado en los fundamentos directos y principales de la parte motiva de las sentencias que 
sirvieron de base para lo resuelto en las mismas, no responde a un tema eminentemente disciplinario, 
en las mismas si se hacen consideraciones, en forma tangencial, a esta sub especie del derecho 
sancionador del Estado. 
 
254
 Al respecto, pueden consultarse, entre otras, las sentencias de la Corte Constitucional C-328 de 
2003. Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa; y, T-961 de 2004. Magistrado Ponente: 
Clara Inés Vargas Hernández. En la sentencia C-328 de 2003, el demandante solicitó la 
inconstitucionalidad de algunas normas del código disciplinario único ya que estas permiten que a 
través de reglamentos, que se establezcan prohibiciones a los servidores públicos. Dicha petición fue 
aceptada por la corte en la medida en que evidentemente se violaba la reserva legal y el principio de 
legalidad, declarando la inexequibilidad de la expresión “y reglamentos” contenida en el numeral 35 
del artículo 35 de la Ley 734 de 2002. Mientras que en la sentencia T-961 de 2004, se decidió una 
acción de tutela presentada contra la Procuraduría General de la Nación – despacho del Vice - 
Procurador General de la Nación, porque, en sentir del accionante, se había violado el principio de 
legalidad en el cargo imputado dentro del auto que le formuló pliego de cargos, dentro de un proceso 
disciplinario adelantado según lo dispuesto en la Ley 836 de 2003 aplicable a las miembros de las 
Fuerzas Militares.  
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Ahora, según la Corte Constitucional este principio, como otros aplicables en materia 
penal, lo son al derecho disciplinario en forma atenuada, no tan rigurosa como sí 
deben aplicarse en aquella materia, puesto que “la razón de ser de esta diferencia, se 
encuentra en la naturaleza misma de las normas penales y las disciplinarias”255. 
Siendo particularmente diferente, el derecho disciplinario del penal256, en cuanto a la 
discrecionalidad del operador disciplinario a la hora de valorar e individualizar la 
falta257. 
 
De otro lado MEJÍA OSSMAN y QUIÑONES RAMOS, señalan que “el principio de 
legalidad, tiene como finalidad los efectos de intimidación, disuasión y prevención 
respecto de la comisión de conductas tipificadas como faltas disciplinarias” 258. 
Constituyéndose a su vez en una garantía para los individuos  de no estar sujetos a los 
caprichos y arbitrariedades de quienes detentan el ejercicio de la función disciplinaria, 
pues la ejecución de esta función debe darse de acuerdo con la Constitución, la ley y el 
reglamento, teniendo la legalidad los límites de una norma formalista y no aplicada, ya 
que la función de administrar justicia por parte del Estado es una dinámica constante 
por lo cual es estrictamente necesario que en ejercicio de estas funciones se respeten 
todas las exigencias que se deslindan desde el mandato del artículo 29 superior.  
 
                                                 
255
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-404 de 2001. Magistrado Ponente: Marco Gerardo 
Monroy Cabra. Sentencia ya reseñada. 
 
256
 En este sentido, en el prologo de la segunda edición del libro del profesor Gómez Pavajeau, 
Dogmática del Derecho Disciplinario, páginas 16 y siguientes, se afirma: “Es una lastima que en el 
derecho disciplinario haya tan poca teoría; pareciera ser que todos se hubieran contentado con 
importar – sin pasar antes por el caldazo de la razón – los criterios del derecho administrativo o del 
derecho penal. Quizá existe una obnubilación con el gran camino ya andado por los penalistas, sin 
reparar en las piedras que construyen sus senderos y colegir la diferencia de aquellas que agrupadas 
hacen la ruta del derecho disciplinario”. (Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., p. 16 y ss.). 
 
257
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-708 de 1999. Magistrado Ponente: Álvaro Tafur 
Galvis. Sentencia ya reseñada.   
 
258
 Jaime Mejía Ossman, y Silvio San Martín Quiñones Ramos. Procedimiento Disciplinario. p. 2. 
Primera Edición. Bogotá: Doctrina y Ley, (2004).  
 
EL DESCONOCIMIENTO DE LOS EFECTOS DE LAS DECISIONES JUDICIALES FRENTE AL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD EN EL ÁMBITO DE LAS RELACIONES DE SUJECIÓN ESPECIAL 
 
 130º 
Todo esto sin perder de vista, como lo anota SANTOFIMIO GAMBOA259, que debe 
existir una sumisión del derecho sancionador del Estado al bloque de legalidad, esto 
es, una subordinación de la autoridad disciplinaria a la Constitución, la ley y demás 
disposiciones del ordenamiento jurídico, conforme lo señala el Artículo 121 
Constitucional260.  
 
 
3.4. MANIFESTACIONES DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA SANCIONADORA EN COLOMBIA  
 
Las manifestaciones del principio de legalidad en la materia estudiada, está muy 
influenciado por la doctrina y jurisprudencia española, al punto que la doctrina 
especializada encabezada por RAMÍREZ TORRADO261, señala que “el principio de 
legalidad se encuentra compuesto por dos vertientes: la formal y la material”, postura 
también asumida por la Corte Constitucional Colombiana, determinando que el 
principio de legalidad en este ámbito, al igual que en el penal, hace parte del derecho 
fundamental al debido proceso.  
 
Esta postura debe considerarse en el contexto que este es una sub especie del derecho 
sancionador del Estado, diferente al derecho penal, en donde los ámbitos de aplicación 
                                                 
259
 Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Ob. Cit. Pág. 368 - 369. Posición que es seguida por autores 
como Santos Rodríguez, al sostener: “De la anterior definición, lo primero que salta a la vista es la 
necesidad de dar un contenido al concepto de ley, pues ésta no debe entenderse en sentido formal sino 
como el bloque de legalidad, lo que nos lleva a hablar de las fuentes de la legalidad., explicando con 
esto en qué consiste ese bloque de legalidad al cual se encuentra sujeta la administración. En una 
etapa inicial del Estado de derecho, el bloque de legalidad se identificó con la ley formal, es decir, con 
el acto del parlamento representativo. No obstante, esa acepción inicial del contenido del bloque de 
legalidad ha variado. En efecto, en la actualidad la sumisión de la Administración a la legalidad 
significa la vinculación a la totalidad del ordenamiento jurídico mismo”. Jorge Enrique Santos 
Rodríguez. Ob. Cit., p. 97.   
 
260
 CONSTITUCION NACIONAL. ARTICULO 121. Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer 
funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley.  
 
261
 María Lourdes Ramírez Torrado. El principio del non bis ídem en el ámbito ambiental 
administrativo sancionador. pág. 318. Tesis Doctoral. Director: Agustín de Asís Roig. Madrid: 
Universidad Carlos III de Madrid, Septiembre de (2008).  
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de uno y otro derecho son distintos. Así como también lo son sus naturalezas262, 
características263 y finalidades264, como bien lo anota la Corte Constitucional265. 
                                                 
262
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-214 de 1994. Magistrado Ponente: Antonio Barrera 
Carbonell. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Articulo 190 del Código Nacional de 
Tránsito Terrestre, Decreto 1344 de 1970. En dicha sentencia, aunque la Corte Constitucional no se 
ocupó de estudiar un tema propio del derecho disciplinario, pero realizó una reflexión que 
posteriormente sería ratificada en torno a la naturaleza autónoma del derecho disciplinario del derecho 
penal.  Esta posición es explicada en forma clara por la Corte Constitucional al señalar que “la potestad 
sancionadora reconocida a la administración asume dos modalidades: la disciplinaria (frente a los 
funcionarios que violan los deberes y prohibiciones) y la correccional (por las infracciones de los 
particulares a las obligaciones o restricciones en materia de higiene, tránsito, financiera, fiscal, etc.). 
La naturaleza jurídica de dicha potestad es indudablemente administrativa, y naturalmente difiere de la 
que le asigna la ley al juez para imponer la pena, con motivo de un ilícito penal. La potestad 
sancionadora administrativa se diferencia cualitativamente y por sus fines de la potestad punitiva 
penal: "en ésta se protege el orden social colectivo, y su aplicación persigue esencialmente (sin 
perjuicio de la concurrencia de otros fines difusos) un fin retributivo abstracto, expiatorio, 
eventualmente correctivo o resocializador, en la persona del delincuente. La potestad sancionadora de 
la administración sería, por el contrario, una potestad doméstica, en el sentido de vocación a la propia 
protección más que a otros fines sociales generales, con efecto sólo de quienes están directamente en 
relación con su organización o funcionamiento, y no contra los ciudadanos en abstracto". 
263
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-427 de 1994. Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz. 
En esta sentencia también dijo, respecto de las características, de uno y otro derecho, que: : “La 
prohibición de la conducta delictiva involucra un conjunto de patrones que establecen una precisión 
tipológica en la que se describen de manera detallada los elementos conformantes del tipo, de manera 
que, sujeto activo, conducta, intención, sujeto pasivo y circunstancias llevan en el procedimiento penal 
a una exhaustiva delimitación legal de las conductas; mientras que en la definición de las faltas 
disciplinarias, entran en juego, elementos propios de la función pública que interesan por sobre todo a 
contenidos político-institucionales, que sitúan al superior jerárquico en condiciones de evaluar con 
mayor flexibilidad, y de acuerdo con criterios que permiten un más amplio margen de apreciación, tal 
como lo ha entendido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, órgano competente para interpretar 
y aplicar el Convenio Europeo de Derechos Humanos. Las sanciones penales se dirigen, de manera 
general, a la privación de la libertad física y a la  reinserción  del delincuente a la vida social, al paso 
que las sanciones disciplinarias  tienen que  ver con el servicio, con llamados de atención, 
suspensiones o separación del servicio; lo que impone al acto sancionatorio un carácter independiente, 
de donde surge el aceptado principio, de que la sanción disciplinaria se impone sin perjuicio de los 
efectos penales  que puedan deducirse de los hechos que la originaron”.  
264
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-427 de 1994. Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz. 
En esta providencia la Corte puntualizó el tema de los fines en materia penal y disciplinaria, así: “Es 
cierto que existen elementos comunes entre el procedimiento penal y el procedimiento disciplinario en 
lo que tiene que ver con la definición y determinación de una conducta prohibida por la ley (tipicidad), 
en cuanto a la responsabilidad imputable al sindicado, y a la existencia de un procedimiento que 
asegure el debido proceso en la investigación y juzgamiento de las conductas ilícitas y la medición de 
las sanciones; no es menos cierto que de lo anterior no puede concluirse que se trata de unos mismos 
procedimientos, pues los fines perseguidos, la naturaleza de las faltas en general, y las sanciones por 
sus particulares contenidos, difieren unos de otros. La prohibición legal de la conducta delictiva tiene 
por fin la defensa de la sociedad, mientras que las faltas disciplinarias buscan proteger el desempeño 
del servidor público, con miras al cumplimiento de la función pública.(…) Y debe distinguirse este 
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Posición que es reiterada en las sentencias C-244 de 1996266, C-597 de 1996267, C-708 
de 1999268 y C-404 de 2001269. 
 
De modo que las manifestaciones que tiene el principio de legalidad en materia penal 
se aplican “mutatis mutandi  al derecho administrativo disciplinario”270, debido a 
que en el ámbito del derecho disciplinario, tales principios se aplican con alguna 
flexibilidad en atención a la existencia de una relación de sujeción especial del sujeto 
disciplinable con el Estado271. 
                                                                                                                                           
poder  sancionatorio-disciplinario del sancionatorio-penal, pues mientras éste opera en el ámbito 
delincuencial, aquel lo hace en el administrativo. (…)”. 
265
 Todo ello tiene como efecto, en criterio que compartimos, que un individuo que tenga la calidad de 
sujeto disciplinable, al ser juzgado por el mismo hecho, por parte la justicia penal y la disciplinaria: “i) 
se condene penalmente y se sancione disciplinariamente a la misma persona, ii) se le condene 
penalmente y se le absuelva disciplinariamente, iii) se le absuelva penalmente y se le sancione 
disciplinariamente, o iv) se le absuelva penal y disciplinariamente”265. Por lo que entonces resulta claro 
que, al no tener ni la misma naturaleza, finalidad, características y ámbitos de aplicación, dichas sub 
especies del derecho sancionador del Estado den respuestas disímiles frente a unos mismos hechos, sin 
que necesariamente ambas sub especies, siempre, o la mayor de las veces, coincidan.   
266
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-244 de 1996. Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz. 
En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de algunas disposiciones de la Ley 200 de 1995, en el 
entendido que estas desconocían el derecho al debido proceso del investigado, el non bis in idem, la 
presunción de inocencia o indubio pro disciplinado.  
 
267
 Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero. 
 
268
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-708 de 1999. Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis. 
En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Artículo 27 de la Ley 200 de 1995, por medio de 
la cual adoptó el Código Disciplinario único, y para declarar su exequibilidad se analizó el sustento 
constitucional del régimen disciplinario de los servidores públicos y la configuración del mismo a través 
de la aplicación de los principios generales del derecho sancionatorio, presupuestos que estimó ese 
tribunal que cumplía la disposición acusada para, con fundamento en ella, determinar si la 
responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos podía ser graduada y en qué términos. 
 
269
 Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 
270
 Esta posición ha sido reiterada en las sentencias de la Corte Constitucional C-195/93,  C-708 de 
1999, C-280 de 1996, entre otras, antes citadas dentro de los acápites anteriores.  
 
271
 CORTE CONSTITUCIONAL. C-290 de 2008. Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño. 
Sentencia ya reseñada. Esta posición también es reiterada en las sentencias C-404 de 2001. Magistrado 
Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra; y C-564 de 2000. Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán 
Sierra, que aun cuando no tratan de forma expresa el tema disciplinario, si hacen esta misma reflexión 
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En este contexto, procederemos a determinar los componentes formales y materiales 
del postulado en comento, desde la óptica de la doctrina y la jurisprudencia nacional, 
abordando el problema de las normas en blanco al tratar el principio de la reserva de 
ley; y al estudiar la tipicidad, el contenido y alcance de los conceptos jurídicos 
indeterminados, la analogía y los razonamientos extensivos. Temas que por su 
inescindible relación con el principio de legalidad pasan a abordarse a continuación. 
 
 
3.4.1. El principio de la reserva de ley. Frente a este ha dicho la doctrina nacional, 
que es la “expresión formal del principio de legalidad”272. Sin embargo, al interior de 
la misma no existe uniformidad en cuanto al alcance que la reserva de ley tiene en 
materia disciplinaria. Así, autores como LAFONT PIANETA273 y MORELLI 
RICO274, coinciden en señalar que la reserva de ley aplicable al derecho disciplinario 
es absoluta, comprendiendo esta como una sujeción a la ley en sentido formal, sin 
entender como admisible que a través de Decretos Leyes expedidos por el Presidente 
de la República se puedan determinar deberes o prohibiciones de rango legal o 
procedimientos para la imposición de sanciones. Como mucho menos aceptar que a 
través de Decretos reglamentarios expedidos por el Presidente u otra autoridad, ni a 
través de Ordenanzas, Acuerdos, o Actos Administrativos, aún siendo generales, se 
pueda regular la materia.    
 
                                                                                                                                           
en torno a la aplicación flexibilizada de sus principios en contraposición a lo que ocurre en materia 
penal. 
 
272
 María Lourdes Ramírez Torrado. la reserva de ley en materia sancionadora administrativa 
colombiana. Revista de Derecho. Barranquilla: Universidad del Norte. En proceso de publicación. 
 
273
 Rafael Lafont Pianeta. Naturaleza jurídica del derecho disciplinario. pág. 38. Colección de 
Derecho Disciplinario. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público. Procuraduría General de 
la Nación, (1998). 
 
274
 Sandra Morelli Rico. Deberes y prohibiciones de carácter disciplinario. pág. 19 y 20. Colección de 
Derecho Disciplinario. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Público. Procuraduría General de 
la Nación, (1998). 
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Sin embargo, otro sector, encabezado por GÓMEZ PAVAJEAU275 y OSSA 
ARBELÁEZ276, señalan que si bien es cierto en materia disciplinaria opera el 
principio de reserva de ley, este no puede ser asimilado en el mismo sentido que en 
materia penal, ya que debe aplicarse entendiendo que la reserva comprende el 
concepto de ley en sentido material puesto que el reglamento cumple una función 
determinante en la configuración del injusto, sobre todo cuando se trata de la 
determinación de las faltas vinculadas con facultades y funciones regladas a tales 
instrumentos. Esta postura es soportada en la interpretación sistemática de lo dispuesto 
en los Numerales 1 y 2 de los Artículos 122277 y 123278 Constitucionales, que señalan 
que las funciones y el ejercicio de las mismas, deben ser realizadas por los servidores 
públicos de acuerdo con lo previsto en la Constitución, la ley y el reglamento, lo que 
denota que, en el ejercicio de sus funciones, están también sujetos al reglamento.   
 
La anterior la compartimos, sólo en el entendido de que la descripción de la infracción 
y sus contenidos básicos, o los elementos necesarios para su determinación, deben 
estar definidos por ley (ordinaria o decretos leyes). Siendo admisible la colaboración 
reglamentaria cuando la ley defina claramente dichos conceptos. Además de que la 
regulación del procedimiento, debe también estar fijada por la ley y no dejar esta 
posibilidad al reglamento.  
 
                                                 
 
275
 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., pág. 282 y 283.  
 
276
 Jaime Ossa Arbeláez. Ob. Cit., pág. 220. 
 
277
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTICULO 122. No habrá empleo público que no tenga 
funciones detalladas en ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado se requiere que 
estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto 
correspondiente.  
 
278
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTICULO 123. Son servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 
territorialmente y por servicios. Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la 
comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. La 
ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones 
públicas y regulará su ejercicio.  
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En la jurisprudencia nacional, se encuentra similar panorama que el visto en la 
doctrina, respecto a los fundamentos de la noción de la reserva de ley, señalando que 
este descansa sobre el  principio democrático que obliga al legislador a regular 
aquellas materias que el constituyente decidió que fueran desarrolladas en una ley y 
no por medio de otros mecanismos de regulación. Así, bajo sus dictados se ha 
entendido que éste tendrá aplicación “a través de una ley en sentido formal, es decir 
expedida por el Congreso de la República con observancia de los requisitos y 
condiciones previstos en la propia Constitución, y en otros, conforme a  decretos con 
fuerza de ley expedidos por el Presidente de la República279. Sin embargo, también 
ha precisado que la regulación no puede hacerse a través de cualquier disposición 
normativa con el rango de ley en sentido formal, sino que además debe tratarse de 
leyes ordinarias como lo anotó en la sentencia C-037 de 1997280, sin que sea posible 
la regulación de asuntos de índole disciplinaria a través de leyes estatutarias281.  
 
                                                 
 
279
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-507 de 2006. Magistrado Ponente: Álvaro Tafur 
Galvis. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Articulo 40 del Decreto Ley 1798 de 
2000 “Por el cual se modifican las normas de disciplina y ética para la Policía Nacional”. 
Dilucidándose el tema relativo a si el Artículo 40 acusado a pesar de ser una norma en blanco que  
remite a otras normas, permite validamente en todo caso que la tipificación de las faltas disciplinarias 
aludidas esté determinada o en todo caso sea determinable. 
 
280
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 1996. Magistrado Ponente: Vladimiro Naranjo 
Mesa. En esta sentencia se analizó la constitucionalidad de la Ley Estatuaria de Administración de 
Justicia Ley 270 de 1996, y en concreto, afectos de evaluar la observancia del principio de reserva de 
ley en materia disciplinaria, la Corte Constitucional se ocupó de declarar la inexequibilidad de la 
expresión “su incumplimiento constituye causal de mala conducta”, contenida en el Numeral 7 del 
Articulo 154 que dice “Observar estrictamente el horario de trabajo así como los términos fijados para 
atender los distintos asuntos y diligencias. Su incumplimiento constituye causal de mala conducta”, por 
cuanto este tema debía ser objeto de regulación por ley ordinaria y no por una ley estatutaria.  
 
281
 Al respecto, en forma posterior, la misma Corte Constitucional, en el pie de pagina Nº 25 de la 
sentencia C-884 de 2007, con ponencia del Magistrado Jaime Córdoba, dijo lo siguiente: “En 
reiterados pronunciamientos esta Corporación ha destacado que el competente para establecer el 
régimen disciplinario es el legislador ordinario y de allí que haya declarado la inexequibilidad de 
normas disciplinarias contenidas en leyes estatutarias, como lo hizo, por ejemplo, en la Sentencia C-
037-96, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa, en relación con la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia.  Tal competencia fue resaltada también en la Sentencia SU-637- de 1996 (M. P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz)”. 
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Igualmente admite que el concepto de ley también abarca a los decretos leyes 
expedidos por el gobierno nacional, como también aceptó en la sentencia C-507 de 
2006282, al referirse al régimen aplicable a los notarios, que “en materia disciplinaria 
existe una reserva legal, en el sentido de que únicamente por medio de una ley, 
incluyendo los decretos con fuerza de ley, se puede erigir un comportamiento 
determinado en conducta reprochable disciplinariamente”283. 
 
                                                 
282
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1076 de 2002. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas 
Hernández. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de un gran número de disposiciones 
legales de la Ley 734 de 2002. Al analizar lo relativo a que esta normatividad introdujo importantes 
modificaciones al régimen disciplinarios de los notarios, en el entendido que a estos se les consideró 
como particulares que ejercen una función pública, se le aplican las nuevas faltas imputables a los 
particulares, las faltas de que trata el artículo 48 de la citada ley (faltas gravísimas), un conjunto de 
nuevas faltas consideradas como gravísimas  (art. 61 de la ley 734 de 2002 ), y asimismo, por voluntad 
del legislador, aquellas de que trata el Decreto-Ley 960 de 1970, su decreto reglamentario 2148 de 
1983 y las normas especiales de que trata la función notarial, razón por la cual se ocupó de establecer 
si el Numeral 4 del Artículo 61 de la Ley 734 de 2002 se ajustaba al principio de reserva legal que 
opera en materia disciplinaria, concluyendo que la expresión decretos a que se hace relación en la 
disposición en comento, era exequible en el entendido de que se trata de decretos con fuerza de ley.  
283
 Con todo lo anterior, el pensamiento de la Corte Constitucional consolidado en la sentencia C-507 
de 2006 no fue siempre uniforme, debido a que esta sostuvo en la sentencia C-712 de 2001, que “el 
legislador ordinario puede conceder facultades extraordinarias al ejecutivo para expedir normas 
relacionadas con el régimen disciplinario en lo relativo al régimen disciplinario sustancial”, al 
estudiar una demanda de inconstitucionalidad contra el Decreto Ley 1798 de 2000 que fijaba el régimen 
disciplinario de los miembros de la Policía Nacional, señalando que a través de un Decreto Ley era 
permitido regular aspectos sustanciales más no el procedimiento para imponer las sanciones. No 
obstante ello, en dicha providencia, la Corte Constitucional pareciera apartarse de la posición sostenida 
desde sus inicios (relativa a que la reserva de ley en materia disciplinaria no permite que por vía de 
disposiciones legales en sentido material se puedan regular aspectos sustanciales o procedimentales), al 
aceptar que es ajustado al texto de la Constitución que aspectos sustantivos puedan regularse a través de 
un Decreto Ley expedido por el Presidente de la República en ejercicio de facultades especiales 
otorgadas por el Congreso en desarrollo de la potestad contenida en el Numeral 10 del Articulo 150 de 
la Constitución. Frente a esta posición existió un salvamento de voto formulado en la sentencia C-712 
de 2001, realizado por los magistrados: Manuel José Cepeda y Álvaro Tafur Galvis y en este mismo 
sentido se pronunció el magistrado Eduardo Montealegre Lynett al señalar: “En consecuencia, al 
declarar la constitucionalidad de la parte sustancial de las normas demandadas, la Corte hizo caso 
omiso de la diferencia que existe entre una norma expedida en uso de facultades extraordinarias, una 
reglamentación disciplinaria que complemente la tipificación legal, y un código. Por lo mismo, admitió 
que el Presidente, por vía de una norma del primer tipo indicado, desconociera la reserva 
constitucional con la que cuentan ciertos mecanismos de colaboración reglamentaria, y 
simultáneamente, violara la prohibición expresa contenida en el artículo 150-10 de la Carta. En 
síntesis, la Corte entendió que reglamento es igual a código”. 
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En cuanto al alcance y contenido del concepto de reserva de ley, esa misma 
corporación ha señalado que este es para el legislador un imperativo constitucional, 
que se concreta en la fijación en la ley disciplinaria, como mínimo de: (i) los 
presupuestos básicos de la conducta objeto de reproche, (ii) las remisiones normativas 
o los elementos determinables cuando se haya previsto un tipo en blanco, (iii) los 
criterios por medio de los cuales se puede precisar con claridad y exactitud la 
conducta, (iv) las sanciones y las pautas mínimas que permitan su imposición y (v) 
los procedimientos que se adelanten para garantizar que su establecimiento se hará 
conforme a las exigencias mínimas del debido proceso284. 
 
Además de lo anterior, otra garantía que comporta la reserva de ley para el indagado 
o investigado, es que a éstos no se les puede aplicar una descripción de la conducta 
sancionada efectuada con posterioridad a la realización de dicha conducta, porque 
ello desconocería el principio de lex praevia, debido a que “al sujeto disciplinado le 
asiste el derecho a conocer, ab initio, quién va a ser el funcionario competente para 
adelantar la investigación y a proferir el fallo, e igualmente, cuál va a ser el trámite 
que se va a seguir en su caso. No contar con esa certeza viola, sin lugar a dudas, el 
derecho al debido proceso administrativo”285. 
 
Sobre este punto la Corte Constitucional estima que esa libertad en la configuración 
legislativa que opera en materia penal, debe aplicarse en materia disciplinaria, con 
determinados criterios de flexibilización, propios del derecho disciplinario, que 
pueden sintetizarse en que esta encuentra como limite los derechos fundamentales de 
los indagados y/o investigados, y en que el legislador puede establecer la gravedad de 
                                                 
 
284
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-507 de 2006. Magistrado Ponente: Álvaro Tafur 
Galvis. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Articulo 40 del Decreto Ley 1798 de 
2000 “Por el cual se modifican las normas de disciplina y ética para la Policía Nacional”. 
Dilucidándose el tema relativo a si el Artículo 40 acusado a pesar de ser una norma en blanco que  
remite a otras normas, permite validamente en todo caso que la tipificación de las faltas disciplinarias 
aludidas esté determinada o en todo caso sea determinable. 
  
285
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1076 de 2002. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas 
Hernández. Sentencia ya reseñada. 
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las faltas y la intensidad de las sanciones, de acuerdo con criterios de 
proporcionalidad y razonabilidad, siempre que el mismo legislador le otorgue los 
criterios para su determinación286. 
 
En síntesis, vemos entonces, que se encuentra permitida la sanción disciplinaria, si la 
descripción de la falta se encuentra consignada en normas jurídicas de inferior 
jerarquía a la ley, siempre y cuando su existencia esté conforme a la norma de rango 
legal habilitante287. Dicha garantía descansa en que no es posible dejar que una norma 
de inferior jerarquía a la ley sirva para la descripción de los prepuestos básicos de la 
conducta típica que será sancionada, pues si se permitiera esa posibilidad al 
legislador, se degradaría la garantía esencial que el principio de reserva de ley 
entraña, pues ni siquiera el concepto de relación de sujeción especial que permite una 
flexibilización de los principios aplicables en materia penal admite tal posibilidad. Es 
por ello que corresponde al legislador determinar todo lo referente al funcionario 
                                                 
286
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-887 de 2007. Magistrado Ponente: Jaime Córdoba 
Triviño. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de los Artículos 23 (parcial), 43,  y 101 
(parcial) de la Ley 1123 de 2007 “Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado”. 
Entre otros aspectos, en esta sentencia la Corte Constitucional entró a dilucidar si las disposiciones 
impugnadas contrariaban el principio de legalidad de la sanción en el ámbito disciplinario, en relación 
a si desconocían a no las garantías propias del derecho penal que son aplicables al derecho 
disciplinario. Frente a este tópico determinó que las garantías aplicables en materia penal, en cuanto a 
la libertad de configuración del legislador, aplicables al derecho disciplinario se sintetizan así: 
resumidas en los siguientes términos: “a. La potestad conferida al legislador para establecer los 
diversos regímenes sancionatorios, se encuentra vinculada a los fines constitucionales del estado y 
limitada por el respeto a los derechos fundamentales de la persona; b. Si bien ha admitido la Corte 
que el control de constitucionalidad en materia disciplinaria resulta de una intensidad menor que en 
materia penal, al determinar la gravedad de las faltas y la intensidad de las sanciones, el legislador 
debe orientarse por criterios de proporcionalidad y razonabilidad y, especialmente por los principios 
de lesividad y necesidad; y, c. Dentro de los márgenes señalados, el legislador se encuentra facultado 
para: “(i) tipificar (…)  las faltas disciplinarias en que puedan incurrir los servidores públicos, su 
grado de intensidad y las sanciones correspondientes,  y (ii) establecer  el conjunto de enunciados 
normativos de orden procesal que regulen la facultad constitucional otorgada a la administración 
pública para imponer sanciones a todos los servidores que con sus acciones u omisiones, transgredan 
las normas de conducta relativas al correcto desempeño de las funciones asignadas.”, así como (iii) 
establecer las causales de extinción de la acción o de la sanción penal o disciplinaria”. Esta misma 
postura había sido sostenida antes por el alto tribunal en la sentencia C-597 de 1996, con ponencia del 
Magistrado: Alejandro Martínez Caballero. 
287
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-818 de 2005. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil. 
Sentencia antes ya reseñada.  
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competente para adelantar el proceso disciplinario, así como las reglas, trámite, 
etapas, recursos y efectos de estos trámites administrativos.   
 
 
3.4.1.1. Las normas en blanco. Como bien se sabe, la figura de los tipos en blanco al 
igual que los principios de legalidad y tipicidad, proviene del derecho penal. Su 
utilización irrumpe en el ámbito de la potestad sancionadora como una herramienta 
complementaria de las descripciones de los comportamientos sancionables 
legalmente. Así las leyes o normas en blanco nacen cuando el legislador hace una 
descripción incompleta de la conducta reprochable, o bien cuando no puntualiza 
sobre las sanciones aplicables a determinado caso plasmándolas de forma genérica, 
dejando la tarea de adecuación al reglamento. Estas normas se someten a la figura de 
las remisiones normativas, que deben cumplir ciertos requisitos para que no se 
proceda por parte de la administración con discrecionalidad o en forma arbitraria288.  
 
De igual modo debe anotarse que no solo los reglamentos sirven como elementos 
supletivos de un tipo en blanco, toda vez que autores como OSSA ARBELÁEZ289 han 
adherido a la posición de que la norma en blanco también puede ser complementada 
con un acto administrativo. Empero dicho envío normativo debe proporcionarle al 
                                                 
 
288
 Al respecto apunta Ossa Arbeláez que: “es importante advertir que como en las leyes en blanco 
subyace la remisión, esta debe cumplir todos los requisitos mencionados, pues el reglamento solo se 
torna conforme a derecho cuando la ley formal ha definido los soportes esenciales, es decir, el núcleo 
básico del hecho que se califica como ilícito y las reglas sancionatorias”. Jaime Ossa Arbeláez. Ob. 
Cit., p. 227. 
289
 En este sentido este autor señala en sus palabras que la norma en blanco también puede ser 
complementada con un acto administrativo cuando: “se presentan leyes tipificadoras de conductas 
infracciónales que se abstienen de llenar la entidad punitiva, para dejar esta tarea a un acto 
administrativo. También la doctrina ha aceptado este proceder siempre y cuando la ley rectora haya 
fijado, con suficiente claridad y de manera inequívoca, el núcleo central del modulo a aplicar en la ley 
formal”. Jaime Ossa Arbeláez. Ibíd., pág. 228. 
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intérprete herramientas para poder “determinar… el alcance de la conducta 
penalizada y de la sanción correspondiente”290. 
 
Ahora, debe aclararse, que cuando se expresa que puede existir delegación en normas 
de inferior jerarquía que fijen el comportamiento objeto de sanción, pero con sujeción 
o de acuerdo con lo establecido en la norma de rango legal, debe concebirse que es 
necesario hacerlo con estricta sujeción a la misma. Entendiendo que estos deben 
corresponder a verdaderos reglamentos -actos de contenido general, impersonal y 
abstracto - por oposición a actos de contenido particular y concreto. En este sentido la 
Corte Constitucional, ha estimado que las disposiciones que otorgan un amplio 
margen de interpretación de las faltas al operador disciplinario satisfacen el principio 
de reserva legal exigido por la garantía de la legalidad, sí y sólo sí, el legislador 
suministra al intérprete el catálogo de sanciones del cual debe seleccionar la que 
resulte más acorde con la gravedad y modalidad de la falta establecida, atendiendo 
criterios de graduación que también le suministre el mismo legislador291. 
 
Sin embargo, estimamos que el problema que presenta admitir que la norma en blanco 
también puede ser complementada con un acto administrativo, es que promovería el 
                                                 
290 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit. p. 291. 
291
 CORTE CONSTITUCIONAL. C-290 de 2008. Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño. En esta 
sentencia se estudió la constitucionalidad de los Artículos 23 (parágrafo), 40, 43 (parágrafo), 45 y 108 
(parcial) de la Ley 1123 de 2007 “Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado”. Entre 
otros aspectos, en esta sentencia la Corte Constitucional entró a dilucidar si las disposiciones 
impugnadas contrariaban el principio de legalidad de la sanción en el ámbito disciplinario, en relación a 
si desconocían a no el principio de reserva de ley. Frente a este tópico determinó que el principio de 
reserva legal exigido por la garantía de legalidad se encuentra satisfecho por cuanto el legislador 
suministra al intérprete un catálogo de sanciones (Art. 40) del cual debe seleccionar la que resulte más 
acorde con la gravedad y modalidad de la falta establecida, atendidos los criterios de graduación 
(Art.45) que también le provee el legislador. Señalando además, que si bien es cierto el precepto 
acusado no asigna a cada falta o a una categoría de ellas, un tipo de sanción específica, ese ámbito de 
libertad de apreciación que otorgan las disposiciones demandas no resultaba inconstitucional debido a 
que éste debe aplicar tales disposiciones de acuerdo a criterios de graduación de la sanción (Art. 45) que 
atienden exigencias de lesividad, impacto particular y general de la conducta, valoración de actitudes 
internas del disciplinable, y en general parámetros de proporcionalidad, lo cual se encuentra permitido 
en el derecho disciplinario.  
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desconocimiento de garantías procesales para los investigados dentro de un proceso 
disciplinario, al momento de la “formulación de cargos, en el cual debe ser el 
operador jurídico todo lo preciso que demandan los derechos al debido proceso y de 
defensa del disciplinado para que entienda éste en qué se hace recaer la imputación y 
cuál o cuáles son las normas que se reputan quebrantadas”292. Por tanto, no obstante 
ser admisible esta figura para el derecho disciplinario, la misma sólo puede ser 
aplicada en la medida que se respeten los derechos de los investigados de forma celosa 
por parte del instructor del proceso disciplinario, evitando la discrecionalidad y la 
arbitrariedad en la ejecución de la función disciplinaria.  
 
 
3.4.2. El principio de tipicidad. El principio de la tipicidad aparece en este campo 
como una garantía material293, pero con matices diferentes a como se aplica en 
materia penal, de modo flexible, sin desconocer que en materia disciplinaria “la 
tipicidad colabora en cierta medida, a hacer realidad la lex certa en la lex previa”294. 
Bajo el entendido de que los hechos constitutivos de la conducta objeto de reproche, 
deben estar señalados de forma cierta, precisa y clara (lex certa); y por supuesto, ser 
anteriores al acto que se imputa como infracción en materia disciplinaria (lex 
preavia).   
 
Situación que se presenta debido a que como lo explican GOMEZ PAVAJEAU295 y 
RAMIREZ ROJAS296, para el derecho disciplinario es absolutamente imposible 
                                                 
292
 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., pág. 293. 
 
293
 María Lourdes Ramírez Torrado. Ob. Cit. 
294 Jaime Ossa Arbeláez. Ob. Cit., p. 219. 
295
 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., p. 289. 
 
296
 Gloria Edith Ramírez Rojas, Dogmática del derecho disciplinario en preguntas y respuestas.  p. 
108. Colección de Derecho Disciplinario Nº 20. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Publico. 
Procuraduría General de la Nación. Bogotá, (2008).  
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describir de forma exhaustiva la conducta objeto de reproche, a diferencia de lo que 
ocurre en materia penal, donde opera la lógica del numerus clausus y no del numerus 
apertus. Esto surge como solución al inconveniente que representa para el legislador el 
hecho de regular al detalle los tipos, e impide que se dejen conductas no reguladas, y 
por consiguiente sin sanción, cuando es necesario su reproche por los valores y/o 
principios éticos que protegen, emergiendo así como ruedas de auxilio los 
reglamentos297. Por esta razón, la ley permite que en el desarrollo del tipo se hagan 
remisiones que sirven como complemento del mismo, constituyéndose de esta forma 
la descripción normativa en una especie de pre-tipo, que requiere que la ley delegante 
haya regulado de manera integral los elementos esenciales de la conducta y de su 
sanción o por lo menos otorgue criterios para su determinación, puesto  que “se 
requiere que la preceptiva jurídica concrete las conductas punibles y estructure su 
identidad y no confiarlas, en manera alguna, al criterio del reglamento”298. 
 
Respecto a las normas en blanco algún sector de la doctrina las califica como 
“practicas viciosas, de origen legislativo”299. Las cuales corresponden a la expedición 
de normas sancionadoras que se abstienen señalar las sanciones o las que, 
simplemente, las enuncian para dejar a la autoridad gubernativa el juicio de 
dosificación, teniendo estás que fijar, para ser admisibles desde el punto de vista 
constitucional, las variables para su graduación. Ahora, la labor de tipificación 
indirecta (como también es denominada) o por remisión requiere que sea entendida y 
aplicada desde perspectivas menos rígidas, que permitan a la administración un cierto 
grado de movilidad en el ámbito de sus acciones, ya que visto de otro modo no se 
podría concretar una tarea sancionadora del todo fructífera, como lo anota OSSA 
ARBELÁEZ, quien sobre el punto de la tipicidad manifiesta que sostener “un criterio 
demasiado inflexible hace inoperante el ejercicio de la potestad sancionadora del 
                                                 
297
 Ramírez Rojas, Ibíd., p. 108. 
298 Jaime Ossa Arbeláez. Ob. Cit., p. 220. 
299 Jaime Ossa Arbeláez. Ibíd., p. 220. 
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estado y de allí que se debe dejar cierta libertad de obrar, con alguna autonomía de 
movimiento a la administración, sin que se llegue al exceso perturbador de crear 
nuevas figuras o complementar las existentes con precisiones de las que carecen las 
diseñadas en la normativa”. 
 
Además de lo anterior, cabe anotar que para el ámbito del derecho disciplinario, al 
igual que ocurre en el derecho comparado, la tipicidad sólo contiene infracciones 
consumadas, pues esta no se ocupa de prohibir la provocación, conspiración o 
tentativa para cometer la infracción administrativa, sino la realización de actividades o 
el incumplimiento del deber de actuar que apareje un resultado. Tal como lo afirma 
GÓMEZ PAVAJEAU300, al señalar que “la tentativa es un fenómeno que no conoce el 
derecho disciplinario”. 
 
En relación a la tipicidad de la conducta objeto de reproche como elemento integrador 
del principio de legalidad en materia administrativa sancionadora301, la Corte 
                                                 
300
 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., p. 315. 
301
 En este sentido debe anotarse que en cuanto al contenido del tipo disciplinario, la descripción del 
comportamiento objeto de reproche disciplinario tiene matices atenuados frente a lo que ocurre en 
materia penal, puesto que en esta sub especie del derecho sancionador del Estado, no todas las 
sanciones se encuentran plasmadas en la ley expedida por el legislador, debido a que no todos los tipos 
establecen las sanciones a imponer, ya que la descripción del comportamiento pueda estar señalada en 
una norma de rango inferior, a partir de un proceso de "colaboración reglamentaria”. Véase en: 
CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-427 de 1994. Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz. En 
esta sentencia se estudió, entre otras disposiciones, la constitucionalidad del Literal b) del Artículo 115 
del Decreto 2699 de 1991 que disponía: “Constituyen faltas disciplinarias de los funcionarios y 
empleados de la Fiscalía General de la Nación el incumplimiento de los deberes, el abuso de los 
derechos, la violación de las prohibiciones y la incursión en causales de inhabilidad e incompatibilidad 
legales. Además, constituyen faltas disciplinarias: (…) "b)  Ejecutar en el lugar  de trabajo o en sitio 
público, cualquier acto contra la moral o las buenas  costumbres”, por considerarse que esta 
disposición al ser amplia e imprecisa, contrariaba al debido proceso, al dar pie a que la discrecionalidad 
del intérprete de la norma se convirtiera en arbitrariedad. Sin embargo, contrario a lo sostenido por el 
actor, declaró la exequibilidad del precepto acusado con fundamento en que en materia administrativa 
sancionadora opera el principio de legalidad en forma atenuada, por tanto, es admisible, a diferencia de 
lo ocurre en materia penal, la aplicación de los tipos abiertos.  En esta sentencia la Corte razonó, 
aplicando lo que sobre el particular afirma la doctrina y la jurisprudencia extranjera, que es posible 
“sostener la admisibilidad jurídica de la validez de tipos  abiertos en las conductas constitutivas de  
falta disciplinaria, ante la imposibilidad de contar con un catálogo de conductas donde se subsuman 
todas aquellas que se alejen de los propósitos  de la función pública, y por  ende resulten 
sancionables”. 
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Constitucional al igual que la doctrina, exige la concreción de la correspondiente 
prescripción, en el sentido de que exista una definición clara, precisa y suficiente 
acerca de la conducta o del comportamiento ilícito, así como la consecuencia jurídica 
de su realización302. Todo, a fin de permitir al sujeto disciplinable, y a la autoridad 
encargada del ejercicio de la potestad disciplinaria, tener un marco determinado para 
conocer la consecuencia jurídica de la infracción disciplinaria303 y la forma de 
graduación de esta304. 
                                                 
302
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-769 de 1998. Magistrado Ponente: Antonio Barrera 
Carbonell. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad de la disposición contenida en el Numeral 
8º del Artículo 25 de la ley 200 de 1995, que tipificaba como falta gravísima el abandono del cargo. 
Disposición que fue demandada porque según el actor, esta no realizaba una descripción detallada de 
la falta disciplinaria de abandono injustificado del cargo, esto es, no determinaba los elementos 
definitorios que de manera precisa establecían las circunstancias en que dicho abandono se 
configuraba. Sin embargo, la Corte encontró infundado el cargo y resolvió declarar exequible la 
disposición acusada, señalando que el principio de tipicidad que se aplica en derecho disciplinario no 
es igual al aplicado en el derecho penal ya que este se aplica con menor rigurosidad.   
 
303
 Esta posición que había sido sostenida por esa misma corporación en oportunidades anteriores en 
las sentencias T-438 de 1992; C-195 de 1993; C - 280 de 1996; C-564 de 2000; C-406 de 2004; y, C-
346 de 2006. entre otras. En estas, aunque no se habla de derecho disciplinario, si se toca en menor 
medida, a efectos de establecer los principios aplicables al derecho administrativo sancionador, y 
cuales son los postulados aplicables a este derecho. Así como también se describe el fenómeno de la 
remisión normativo, como un elemento característico propio de las infracciones administrativas y del 
derecho sancionador del Estado.  
 
304
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-155 de 2002. Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas. 
En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Artículo 14 de la Ley 200 de 1995, relativo a la 
aplicación del principio de culpabilidad en materia disciplinaria. En esta el actor estimó la que la 
disposición demandada violó el artículo 29 Superior,  porque se limitaba únicamente a proscribir en 
materia disciplinaria toda forma de responsabilidad objetiva y a establecer que las faltas sólo son 
sancionables a título de dolo y culpa, omitiendo disponer sobre el carácter general o excepcional de las 
conductas culposas y su consecuente sanción como sí lo hace el Código Penal en sus artículos 22 y 23, 
habilitando al operador jurídico para que en contravención al debido proceso (art. 29 de la Carta 
Política) adopte una solución desde la alternativa de dos formas conductuales, el dolo y la culpa, razón 
por la cual, en su criterio, se hacía necesario que se profiriera una decisión de constitucionalidad 
condicionada que “hiciera extensiva a la ley disciplinaria, el régimen excepcional de punición para 
las conductas culposas que trae el Código Penal.” En este sentido, encontramos que en esta sentencia 
la Corte Constitucional se refiere al margen de discrecionalidad del operador disciplinario en los 
siguientes términos: “Lo anterior en razón a que el legislador en desarrollo de su facultad de 
configuración adoptó un sistema genérico de incriminación denominado  numerus apertus, - para el 
derecho disciplinario - por considerar que el cumplimiento de los fines y funciones del Estado -que es 
por lo que propende la ley disciplinaria (art. 17 CDU)-, puede verse afectado tanto por conductas 
dolosas como culposas, lo cual significa que las descripciones típicas admiten en principio ambas 
modalidades de culpabilidad, salvo en lo casos en que no sea posible estructurar la modalidad 
culposa. De ahí que corresponda al  intérprete, a partir del sentido general de la prohibición y del 
valor que busca ser protegido, deducir qué tipos disciplinarios permiten ser vulnerados con 
cualquiera de los factores generadores de la culpa”. 
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Ahora bien, dicha colaboración reglamentaria, sólo puede darse, sí y sólo sí, el verbo 
rector de la conducta objeto de reproche está determinado en forma clara, o el 
concepto rector puede ser determinable, sin que sean admisibles los conceptos 
jurídicos indeterminados cuando no puedan ser objeto de definición por parte de una 
ciencia o arte. Pues es válida o aceptada su presencia en los tipos, siempre y cuando 
estos puedan ser precisados a partir del auxilio de una ciencia o técnica a la cual deba 
recurrir la autoridad sancionadora, a quien corresponda la aplicación de la 
disposición305.  
 
No obstante todo lo anterior, ello no implica estimar que en la aplicación de 
disposiciones sancionadoras en materia disciplinara, puedan realizarse interpretaciones 
finalistas o sistemáticas, razonamientos extensivos o analógicos306, pues la aplicación 
                                                 
305
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-818 de 2005. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar 
Gil. En esta sentencia se estudió la constitucionalidad del Artículo 48 de la Ley 734 de 2002 que dice: 
“Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: (...) 31. Participar en la etapa precontractual 
o en la actividad contractual, en detrimento del patrimonio público, o con desconocimiento de los 
principios que regulan la contratación estatal y la función administrativa contemplados en la 
Constitución y en la ley”. En esta providencia, la Corte Constitucional resolvió declarar exequible la 
expresión: “o desconocimiento de los principios que regulan la contratación estatal y la función 
administrativa contemplados en la Constitución y en la ley”, contenida en el artículo 48 numeral 31 de 
la Ley 734 de 2002, en el entendido que la conducta constitutiva de la falta gravísima debe ser siempre 
de carácter concreto y estar descrita en normas constitucionales de aplicación directa o en normas 
legales que desarrollen esos principios. Fundamentando su posición en que: “no es contrario al 
principio de legalidad que los “reglamentos internos” de ciertas entidades del Estado establezcan su 
propio régimen disciplinario, bajo la condición que la ley expresamente así lo autorice y, además, fije 
como mínimo (i) los elementos básicos de la conducta sancionada, (ii) los criterios para su definición, 
(iii) las sanciones y las pautas para su determinación y, finalmente, (iv) los procedimientos para su 
imposición acordes con las garantías estructurales del debido proceso”. 
306
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1039 de 2005. Magistrado Ponente: Humberto Antonio 
Sierra Porto. En esta sentencia se decidió una acción de tutela que tuvo como hechos relevantes los 
siguientes: el señor Gustavo Montealegre Echeverri quien fue elegido y ejerció el cargo Concejal del 
Municipio de Palmira (Valle) durante el periodo constitucional 2001-2003 y luego de ello, finalizado su 
periodo como Concejal, resultó elegido como Personero Municipal para el periodo constitucional 2004-
2007, tomando posesión en dicho cargo el 1 de Marzo de 2004. Por estos hechos la Procuraduría 
Regional del Valle del Cauca y la Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública  lo declaró 
responsable disciplinariamente, a titulo de dolo, por haber incurrido en falta gravísima, al infringir el 
régimen de inhabilidades para la elección de Personero por haberse elegido estando inhabilitado por 
estar incurso en la causal prevista por el literal b) del artículo 174 de la Ley 136 de 1994 y le impuso 
como sanción la destitución e inhabilidad general por diez (10) años para el ejercicio de función publica 
en cualquier cargo público. Frente a los fallos sancionatorios, el afectado interpuso acción de tutela 
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de los preceptos contentivos de faltas disciplinarias deben realizarse a través de 
silogismos jurídicos, que no admiten ningún margen de discrecionalidad para la 
autoridad administrativa investida del poder disciplinario. 
 
 
3.4.2.1. La prohibición de la analogía y de los razonamientos extensivos. 
Teniendo en claro los conceptos de analogía307 y de razonamiento extensivo308, debe 
señalarse que para el ámbito del derecho sancionador del Estado, y más 
concretamente, para el derecho disciplinario, la doctrina es unánime en sostener que 
estas figuras son inaplicables para fundamentar la imposición de una sanción. Dichos 
consideraciones descansan en que estas figuras desconocen el principio de legalidad 
de las sanciones, debido a que en estas materias debe “sentarse la regla de oro 
                                                                                                                                           
contra Procuraduría General de la Nación, por violación de sus derechos fundamentales al debido 
proceso disciplinario y su derecho al ejercicio de cargos y funciones públicas, debido a que se le aplicó 
de forma extensiva una inhabilidad no prevista en la ley para ocupar el cargo de Personero Municipal. 
El amparo impetrado fue concedido transitoriamente en primera instancia al haber encontrado el a quo 
que se configuraba un perjuicio irremediable, sin embargo fue revocado por el a quem, porque 
consideró que existían otros medios de defensa judicial a disposición del actor, y finalmente la Corte 
Constitucional en sala de revisión estimó que la Procuraduría General de la Nación vulneró los derechos 
fundamentales del Sr. Montealegre Echeverri al debido proceso disciplinario y su  derecho al ejercicio 
de cargos y funciones públicas por haber acogido una interpretación extensiva de una causal de 
inhabilidad para adecuarla a una falta disciplinaria, señalando en síntesis, que la Interpretación 
extensiva que en materia disciplinaria resulta constitucionalmente prohibida por las razones expuestas 
en la presente decisión. 
307 Para recordar la noción de este concepto nos remitimos a la doctrina especializada que la define 
como “el procedimiento por el cual se atribuye a un caso no regulado el mismo régimen dado a un 
caso regulado similarmente(…) la analogía es  ciertamente el más típico y el más importante de los 
procedimientos interpretativos de un determinado sistema normativo; es el procedimiento mediante el 
cual se explica la denominada tendencia de todo sistema jurídico a expandirse más allá de los casos 
expresamente regulados”. (Norberto Bobbio, Ob. Cit., pág. 239). Siendo unánime para la doctrina, que 
para que esta pueda aplicarse deben concurrir, cuando menos, tres hipótesis, a saber: a) que no haya 
ley exactamente aplicable al caso controvertido; b) que la especie legislada sea semejante a la especie 
carente de norma; y, c) que exista la misma razón para aplicar a la ultima el precepto estatuido respecto 
de la primera. Así mismo, cabe recordar que ella tiene cabida en nuestro ordenamiento jurídico, porque 
esta consagrada en el Articulo 8 de la Ley 153 de 1887 que dice: “Cuando no hay ley exactamente 
aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos ó materias semejantes, y en 
su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho”.    
 
308
 La definición del concepto de “razonamiento extensivo” aplicada al ámbito del derecho 
administrativo sancionador es definida como: “la ampliación del alcance de la norma legal que faculta 
al glosador para formular la parte no expresada, pero que aparece implícita en la ley”. Véase, en: Jaime 
Ossa Arbeláez. Ob. Cit., pág. 227. 
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consistente… en que el razonamiento jurídico no puede llegar al extremo de 
sancionar un hecho no punido por el estado, o sea que en ningún caso puede 
ampliarse la pretensión punitiva del estado o la administración”309. De modo que no 
resulta valido permitirle al instructor del proceso que haga uso de la interpretación, ya 
que el encuadramiento del hecho a la conducta descrita en la ley deberá realizarse 
como un silogismo jurídico, sin que pueda ser interpretada la disposición legal a 
aplicar.  
 
En este sentido pensamos, que a pesar de la ausencia de doctrina que estudie los 
distintos casos que podrían originarse por la aplicación de estas figuras en la práctica, 
creemos que es posible aplicar la figura del razonamiento extensivo para no reprochar 
disciplinariamente ciertos comportamientos que a pesar de estar prohibidos en 
apariencia, dicha cobertura legal no es cierta y precisa. Apoyando la solución que en 
este sentido se dé, en el principio de favorabilidad que debe reconocerse por parte del 
instructor del proceso disciplinario a los indagados o investigados310. 
 
 
3.4.2.2. Los conceptos jurídicos indeterminados. Antes de iniciar desarrollando 
este tema, debe prevenirse al lector para que no confunda esta denominación con la 
descripción que se ha hecho anteriormente de los tipos en blanco, pues mientras en 
los conceptos jurídicos indeterminados se acude a una interpretación razonada que se 
hace por parte del operador jurídico de los conceptos que pueden llegar a tener un 
espectro de entendimiento amplio y diverso; la otra figura implica la remisión a una 
norma de inferior jerarquía para completar su contenido. En cambio, su similitud 
recae en que carecen de una tipicidad completa. 
 
                                                 
309 Jaime Ossa Arbeláez. Ob. Cit., pág. 277. 
310
 LEY 734 DE 2002. Artículo 14. FAVORABILIDAD. En materia disciplinaria la ley permisiva o 
favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Este 
principio rige también para quien esté cumpliendo la sanción, salvo lo dispuesto en la Carta Política. 
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En este sentido encontramos que los conceptos jurídicos indeterminados son definidos 
como aquellos que “encierran cierto margen decisorio que libera al operador jurídico 
de la aplicación mecánica de la ley pues, con el criterio que surge de las expresiones 
indeterminadas se obtiene una mayor opción de elegibilidad, sin que esto implique 
que se esta residenciando una facultad discrecional”311, sin que pueda decirse que el 
legislador llegue a conculcar el postulado de legalidad (tipicidad), ya que en el núcleo 
del tipo está predeterminando el comportamiento objeto de infracción, que debido a su 
naturaleza, debe ser interpretado para cada situación específica, ya que su 
entendimiento no es unívoco. Tampoco se incurre en un abuso cuando se solicita por 
parte de la administración que un operador jurídico cumpla una labor interpretativa, 
toda vez que no se van a innovar elementos del tipo, ni mucho menos a crear uno 
nuevo, dado que la tarea de observación y análisis se hace sobre la norma misma. 
 
 
3.5. CONCLUSIONES  
 
A manera de conclusión pueden señalarse algunas ideas tales como: 
 
− El concepto del principio de legalidad en materia administrativa sancionadora  
manejado por la Corte Constitucional y la doctrina especializada en Colombia, 
es casi idéntico a la construcción que del mismo ha realizado la doctrina y la 
jurisprudencia en el derecho español. 
 
− Los principios de tipicidad y de reserva de legal, son los componentes o 
manifestaciones del principio de legalidad en el derecho administrativo 
sancionador y para el derecho disciplinario. Entendiéndose que el primero 
                                                 
311
 Jaime Ossa Arbeláez. Ob. Cit., pág. 230. 
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corresponde a una concepción material de este, mientras que el segundo es su 
expresión formal.  
 
− La tipicidad aplicada en materia disciplinaria es similar a la que se emplea en 
materia penal, salvo que por la naturaleza disciplinaria, las descripciones de las 
conductas objeto de reproche, pueden ser completas por disposiciones 
inferiores a la ley, siempre y cuando aquella desarrolle los elementos 
esenciales de esta o establezca pautas para su determinación.  
 
− La reserva de la configuración de los tipos disciplinarios está colocada en 
manos del legislador, quien solo a través de leyes ordinarias o Decretos con 
fuerza de ley puede regular el tema, pudiendo delegarse en normas de rango 
inferior a la ley algunos elementos de los tipos. Lo que se conoce como 
colaboración reglamentaria.  
 
− La analogía y los razonamientos extensivos no pueden ser objeto de aplicación 
en el derecho disciplinario. Así como los conceptos jurídicos indeterminados, 
pueden ser utilizados por el legislador pero para su aplicación, deben ser 
definidos por alguna disposición del ordenamiento jurídico.      
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4. PLANTEAMIENTO 
 
 
En este capítulo se pretende mostrar al lector la posición enseñada por la Corte 
Constitucional relativa a las implicaciones que tiene el desconocimiento de las 
decisiones de las altas cortes y de la doctrina constitucional para los servidores 
públicos, frente al derecho disciplinario. Teniendo en cuenta el carácter obligatorio de 
estos materiales jurídicos dentro del sistema de fuentes en Colombia, tal como lo ha 
señalado esa corporación en la construcción doctrinal realizada entre 1993 y el 2009. 
Partiendo de la base que su desconocimiento implica la comisión del delito de 
prevaricato para los servidores públicos, tal como lo ha aceptado en las sentencias C-
335 de 2008 y T-388 de 2009. 
  
Ahora, teniendo en cuenta este panorama, se pretende estudiar desde el punto de vista 
dogmático, sí la falta disciplinaria que se genera por el desconocimiento de las 
sentencias de las altas cortes y de la doctrina constitucional, implica un 
desconocimiento del principio de legalidad, a la luz de las exigencias de los 
principios de tipicidad y de reserva de ley que este comporta. Abordándose además 
los problemas que envuelve la aplicación de disposiciones sancionatorias, tales como 
la retroactividad, la seguridad jurídica y la analogía, entre otros. A efectos de 
determinar la viabilidad, desde el punto de vista práctico, que pueda imponerse una 
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sanción disciplinaria por el desconocimiento de estos materiales jurídicos a los 
sujetos disciplinables en Colombia.    
 
4.1 EL CONCEPTO DE FALTA DISCIPLINARIA Y SUS ELEMENTOS 
 
Para establecer la noción de la falta disciplinaria en nuestro sistema jurídico, es 
necesario remitirnos a lo que sobre el particular ha señalado la legislación positiva, a 
efectos de establecer si existe una definición legal del tema, para luego sí, remitirnos 
a lo que sobre esta temática enseña la doctrina especializada en materia disciplinaria.  
 
Al respecto, encontramos que para referirnos al tema disciplinario, debemos 
remontarnos a la Ley 200 de 1995312, norma que regulaba esta materia antes de la 
expedición de la Ley 734 de 2002, y que fue expedida para agrupar todo el                                       
compendio normativo existente en esta materia, el cual era muy extenso313 y 
disgregado314.  
                                                 
312
 Mediante esta ley se expidió el denominado “Código Disciplinario Único” de entonces. Dicha ley 
fue promulgada el 28 de Julio de 1995.  
 
313
 En este sentido, encontramos que existían muchas normas especiales en materia disciplinaria para 
algunos organismos públicos. Así lo anota Gustavo Humberto Rodríguez Rodríguez en su obra 
Derecho Administrativo Disciplinario. Editorial Librería del Profesional. 1985. Primera Edición. 
Paginas 29 y siguientes, en donde señala: “Así, el Decreto Legislativo 400 de 1983, consagró algunas 
normas especiales para los funcionarios de la Dirección General de Aduanas. El estatuto de la 
Abogacía, o Decreto Ley 196 de 1971, establece el régimen disciplinario de los abogados en ejercicio. 
El Decreto Ley 250 de 1970, estableció el régimen disciplinario de la Rama Jurisdiccional y del 
Ministerio Público.  
El Reglamento Constitucional contenido en el Decreto 2885 de 1980 reglamentó el procedimiento 
disciplinario de las instituciones oficiales de educación superior. La Ley 23 de 1981, determinó el 
régimen disciplinario de los médicos. El de la Contraloría General de la Republica está contenido en 
el Decreto Ley 937 de 1976. El de las Fuerzas Militares estuvo contenido en el Decreto 2782 de 1965, 
modificado luego por el Decreto Ley 99 DE 1979. En el Decreto 1135 de 1952, se encuentran normas 
disciplinarias para los educadores. La Ley 25 de 1974, señaló procedimientos en la investigación que 
por faltas disciplinarias de los empleados públicos adelante la Procuraduría General de la Nación”. 
De igual forma lo ha anotado la Corte Constitucional, que en sentencia C-725 de 2003 con ponencia 
del Magistrado Alfredo Beltrán Sierra manifestó: “La historia legislativa del país menester como en 
procura de ejercer la potestad disciplinaria por parte del Estado, inicialmente existieron distintos 
regimenes para los servidores públicos, al punto que su dispersión era de tal magnitud que respecto 
de los organismos nacionales eran distintos según el ente administrativo respectivo, al paso que, en 
los diferentes departamentos y aún en algunos Municipios, era posible encontrar diversos estatutos 
para la regulación disciplinaria”. 
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Con la expedición de esta ley, se trató de concentrar todas las normas disciplinarias 
en un solo cuerpo normativo315 y sistematizar su aplicación con el señalamiento de un 
procedimiento casi unificado, marcando un primer paso en la búsqueda de la 
consolidación de un derecho nuevo con formas propias y autónomas316. 
 
                                                                                                                                           
 
314
 Al respecto, cabe anotar, que tanta era la normatividad dispersa y contradictoria que existía 
tratando de regular el tema disciplinario, que el legislador al momento de expedir la Ley 200 de 1995, 
hizo énfasis en el sentido de señalar, de forma explicita, que la normatividad que expedía en ese 
momento debía aplicarse "sin excepción alguna", derogando las disposiciones generales "o especiales" 
que regularan materias disciplinarias en los niveles Nacional, Departamental, Distrital o Municipal. En 
este sentido recuérdese el texto del Articulo 177 de la Ley 200 de 1995 que decía: “Vigencia. Esta Ley 
regirá cuarenta y cinco (45) días después de su sanción, será aplicada por la Procuraduría General 
de la Nación, por los Personeros, por las Administraciones Central y Descentralizada territorialmente 
y por servicios y por todos los servidores públicos que tengan competencia disciplinaria se aplicará a 
todos los servidores públicos sin excepción alguna y deroga las disposiciones generales o especiales 
que regulen materias disciplinarias a nivel Nacional, Departamental, Distrital o Municipal, o que le 
sean contrarias, salvo los regímenes especiales de la fuerza pública, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 175 de este Código. Las normas referidas a los aspectos disciplinarios previstas en la Ley 
190 de 1995 tienen plena vigencia”. (El subrayado no es del texto).  
 
315
 No obstante esto, existen otros cuerpos normativos que reglan la disciplina de los servidores 
públicos, en razón a la especial actividad que desempeñan o, por las especiales exigencias que 
implican las funciones a ellos encomendadas, tales como: a) la Ley 836 de 2003 que se aplica  a los 
miembros de las Fuerzas Militares de Colombia; la Ley 1015 de 2006 que se aplica al personal de la 
Policía Nacional; y, c) el Código Disciplinario del Abogado Ley 1123 de 2007 que se aplica a los 
abogados y a los servidores públicos, que teniendo la calidad de abogados, en ejercicio del acto o 
contrato mediante el cual se encuentren vinculados a una entidad de derecho publico, cumplan 
funciones de apoderados dentro de procesos judiciales o administrativos, con respecto a los hechos u 
omisiones que tengan relación directa con estas funciones.  
 
316
 E importante destacar que la tan variada normatividad vigente alrededor del tema disciplinario, 
provocó que se colocara de forma explicita una disposición en la ley 200 de 1995 para hacer conocer la 
nueva normatividad que regiría de forma exclusiva, para los servidores públicos, como se advierte de 
la lectura del Articulo 178, que decía: “Divulgación. Al momento de su posesión copia del Código 
Disciplinario Único será entregado a cada servidor público por parte de la Entidad donde labore”. 
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No obstante ello, la Ley 200 de 1995317, ni la Ley 734 de 2002318, se ocuparon de 
definir el concepto de falta disciplinaria o sus elementos. Aunque esta última 
normatividad haya dispuesto que para incurrir en una falta disciplinaria, debe haberse 
actuado sin estar amparado en una causal de exclusión de la responsabilidad. 
Adicionando que también incurre en falta, quien actúe violando el régimen de 
incompatibilidades. De modo que, lo que ambas normatividades señalan es que se 
incurre en falta si se actúa o se realizan determinadas conductas que están proscritas 
por el mismo ordenamiento jurídico (incumplimiento de deberes, extralimitación en 
el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses), pero no 
señala cuál es la definición de la misma o sus elementos.    
 
Igual situación ocurre con las otras normas que regulan el tema disciplinario de forma 
independiente al denominado Código Disciplinario Único, como es la Ley 863 de 
2006319, que establece el régimen aplicable a los integrantes de las Fuerzas Militares 
de Colombia, el cual no define qué debe entenderse por falta disciplinaria, sino que se 
                                                 
317
 LEY 200 DE 1995. Artículo 38. “La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y por lo tanto 
da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes, el 
abuso o extralimitación de los derechos y funciones, la incursión en prohibiciones, impedimentos, 
inhabilidades y conflictos de intereses”. 
 
318
 LEY 734 DE 2002. Por la cual se expide el Código Disciplinario Único. ARTÍCULO 23. La 
falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la 
sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en 
este código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y 
conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de 
responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento. 
 
319
 LEY 863 DE 2003. Por la cual se expide el reglamento del Régimen Disciplinario para las 
Fuerzas Militares. ARTÍCULO 56. Noción.” Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a 
la acción e imposición de la sanción correspondiente, la realización de cualquiera de las conductas o 
comportamientos previstos como tal en el presente reglamento, que conlleve incumplimiento de 
deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y atribuciones, trasgresión de prohibiciones y 
violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin 
estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el 
presente ordenamiento”. Para efectos del presente reglamento, también se deberá tener presente lo 
dispuesto en los artículos 34 numeral 1 y 35 numeral 1 de la Ley 734 de 2002, referentes a los deberes 
y prohibiciones universales de todo servidor público. 
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limita a señalar que se incurre en aquella si se realizan los comportamientos previstos 
en ella, y las conductas previstas en los numerales primeros de los Artículos 34 y 35 
de la Ley 734 de 2002. Situación idéntica sucede en las leyes que regulan el tema 
para los miembros de la Policía Nacional320 y para los abogados321, que a pesar de ser 
leyes más recientes, no advirtieron esta situación y continuaron omitiendo definir esta 
figura jurídica.   
 
En este contexto, un sector especializado de la doctrina se ha referido al papel del 
legislador frente a la definición del concepto de falta disciplinaria y de sus elementos, 
como una labor realizada “sin éxito”322(por lo menos en cuanto a lo que ocurre frente 
al Estatuto del Abogado), razón por la cual ha sido este tema un espacio en el que la 
                                                 
320
 LEY 1015 DE 2006. Por el cual se expide el régimen disciplinario de la Policía Nacional. 
ARTÍCULO 37. Otras faltas. Además de las definidas en los artículos anteriores, constituyen faltas 
disciplinarias la violación al régimen de inhabilidades e incompatibilidades, las prohibiciones, el abuso 
de los derechos o el incumplimiento de los deberes contemplados en la Constitución Política, los 
tratados públicos ratificados por el Gobierno colombiano, las leyes y los Actos Administrativos. 
 
PARÁGRAFO. Para efectos de determinar la gravedad o levedad de la falta, por vía de remisión, 
constituye falta gravísima la que está taxativamente señalada en la ley o aquella que constituya causal 
de mala conducta. En las demás, se determinará si la falta es grave o leve con base en los siguientes 
criterios: 
1. El grado de culpabilidad. 
2. La naturaleza esencial del servicio. 
3. El grado de perturbación del servicio. 
4. La jerarquía y mando en la Institución. 
5. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado. 
6. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el 
cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el 
investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o función, el grado de participación en la 
comisión de la falta, si fue inducido por un superior a cometerla, o si la cometió en estado de 
ofuscación originado en circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, 
debidamente comprobadas. 
7. Los motivos determinantes del comportamiento. 
8. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o servidores 
públicos, y 
9. La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, será 
considerada falta grave. 
 
321
 Álvaro Díaz Brieva. La falta disciplinaria culposa (Comentarios al artículo 21 de la Ley 1123 de 
2007). En: Obra Colectiva. Lecciones de Derecho Disciplinario. p. 88. Volumen 5. Bogotá: Instituto 
de Estudios del Ministerio Publico. Procuraduría General de la Nación, (2008).  
 
322
 Álvaro Díaz Brieva, Ob. Cit., p. 88. 
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doctrina especializada haya desplegado una labor creativa, construyendo 
aproximaciones al concepto de falta disciplinaria y de sus elementos integradores.   
  
En este sentido encontramos autores como SÁNCHEZ HERRERA323, para quien la 
falta disciplinaria se estructura cuando el sujeto disciplinable “en ejercicio o por 
razón del cargo, realiza un comportamiento contrario a derecho, injustificadamente” 
violentando con su conducta “normas subjetivas de determinación (de deber – 
constitución - ley, de mandato, de prohibición), elementos que conducen a la 
configuración de la infracción disciplinaria”. Señalando que la falta disciplinaria 
necesita para su ocurrencia, dos elementos como son “el acto ilícito sustancial mas la 
culpabilidad – exigibilidad o motivación- en una de sus modalidades, dolosa o 
culposa”324. 
 
Mientras que GÓMEZ PAVAJEAU325, define la falta disciplinaria como una “norma 
subjetiva de determinación” que encuentra su fundamento en la ética que pretende 
direccionar la conducta del sujeto disciplinable hacia el cumplimiento de sus deberes 
funcionales, configurándose el “ilícito disciplinario” cuando una conducta activa u 
omisiva, realizada con culpabilidad, resulta reprobable por ser contraria a lo que la 
norma impone, que es un mandato imperativo encarnado en el deber legal. 
Necesitando para su configuración que la conducta no se haya realizado bajo el 
amparo de alguna de las causales de exclusión de responsabilidad y que se haya 
realizado con ilicitud sustancial.  
 
                                                 
323
 Esiquio Manuel Sánchez Herrera. Ob. Cit., p. 25. 
 
324
 Esiquio Manuel Sánchez Herrera. Ibíd., p. 24. 
 
325
 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., p. 289 
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Posición esta que es seguida por autores como YATE CHIMONE326, quien después 
de realizar un análisis sistemático de lo dispuesto en el Artículo 6, y los incisos 
segundos de los Artículos 122 y 123 Constitucionales con el Articulo 1 de la Ley 734 
de 2002, concluye que la falta disciplinaria se concreta en una “norma subjetiva de 
valoración”, y al igual que FORERO SALCEDO327, identifica la falta como la 
sucedida “cuando la conducta afecte de manera injustificada los deberes funcionales 
del servidor público”.  
 
Criterio que ha tenido eco en la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, que al respecto ha sostenido: “el injusto disciplinario se identifica de 
mejor forma con la norma subjetiva de determinación, ya que justamente el derecho 
disciplinario apunta hacia el establecimiento de directrices o modelos de conducta 
por vía de la consagración de deberes, cuyo desconocimiento comporta la comisión 
de falta disciplinaria”328.  
 
Entonces, la estructura de la falta disciplinaria corresponde a un hecho típicamente 
antijurídico329 o ilícitamente sustancial330, que debe realizarse con culpabilidad, en 
cualquiera de sus dos categorías dogmáticas o modalidades: culpa o dolo. Así, podría 
                                                 
326
 Diomedes Yate Chimone. Tendencias y proyecciones del derecho disciplinario al amparo de sus 
principios rectores. p. 33. Volumen 2. Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Publico. 
Procuraduría General de la Nación, 2008. 
 
327
 José Rory Forero Salcedo. Garantías Constitucionales en el ámbito del derecho disciplinario de los 
servidores estatales. Análisis normativo, jurisprudencial y doctrinal desde la óptica de un derecho 
disciplinario autónomo. En: Obra Colectiva. Lecciones de Derecho Disciplinario. p. 65. Volumen 3. 
Bogotá: Instituto de Estudios del Ministerio Publico. Procuraduría General de la Nación, (1999).  
 
328
 CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Sentencia de 
Septiembre 12 de 2002. Radicación Nº 1999-2882-01. Magistrado Ponente: Temístocles Ortega 
Narváez. 
 
329
 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Ob. Cit., p. 386 - 387. De acuerdo a lo señalado por este autor, 
debe entenderse que la falta disciplinaria requiere para su configuración, apoyándose en la dogmática 
penal, que el hecho sea típicamente antijurídico, es decir, que para él la tipicidad y la antijuridicidad se 
encuentran inescindiblemente unidas.   
 
330
 Esiquio Manuel Sánchez Herrera. Ob. Cit., p. 38 y 39. 
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describirse que la falta disciplinaria se entiende como un ilícito que se configura por 
la transgresión de una regla jurídica, en la que dicha inobservancia implica la 
afectación de los deberes funcionales a los que estaba compelido el sujeto 
disciplinable, teniendo en cuenta que aunque estén presentes en la conducta estos dos 
elementos, no podrá estimarse como configurada la falta si se encontrare acreditado 
que se actuó bajo el amparo de una causal de exclusión de la responsabilidad.   
 
 
4.2.  LA ASIMILACIÓN DE LA DOCTRINA CONSTITUCIONAL COMO 
LEY EN SENTIDO MATERIAL 
 
En cuanto a este punto, debemos decir que como nuestro planteamiento sugiere la 
imposición de una sanción con fundamento en un material jurídico denominado 
“doctrina constitucional”, es pertinente recordar qué la constituye, a fin de ubicar al 
lector en la posición que más adelante se observará propone la Corte Constitucional 
sobre esta temática.   
 
En este punto tenemos que, aunque el Artículo 230 Constitucional haya dispuesto que 
“los jueces solamente están sometidos al imperio de la ley”, ello no quiere decir que 
la única fuente formal del derecho en Colombia sea la ley, entendida en su acepción 
formal, pues el termino de ley debe entenderse como “ordenamiento jurídico”, vale 
decir, como un todo, y no solamente como ley en sentido formal expedida por el 
Congreso de la República, tal como desde sus inicios lo dejó sentado la misma Corte 
Constitucional331, al punto de señalarse que la interpretación fijada por esta 
                                                 
331
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-486 de 1993. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes 
Muñoz. En esta sentencia estudió la constitucionalidad del Decreto 410 de 1971, la Ley 4 de 1989 y los 
artículos 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 98 a 514 del Código de Comercio. Entre los cargos formulados por el actor, 
se encontraba el relativo a que los Artículos 3 a 9 del Código de Comercio, al elevar a rango de ley a la 
costumbre, resultaban contrarios al Articulo 230 de la Constitución, debido a que los jueces en sus 
providencias sólo están sometidos al imperio de la ley, entendida como ley en sentido formal, y su no 
mención en el inciso segundo del mismo articulo hace que “la costumbre” tampoco se pueda utilizar 
como criterio auxiliar de la actividad judicial, por lo que los jueces están impedidos para emplearla como 
fuente de derecho. Frente a tales argumentos la Corte Constitucional dijo lo siguiente: “Limitar el 
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“determina el contenido y el alcance de los preceptos de la carta y hace parte, a su 
vez, del imperio de la ley a que están sujetos los jueces según lo dispuesto en el 
Articulo 230 de la Constitución”332 
 
Bajo este entendido resulta plausible sostener que, la doctrina constitucional es  
fuente formal del derecho. Obligatoria para los jueces y demás autoridades en sus 
providencias y actuaciones administrativas, tal y como quedó expresado en el 
apartado 1.3.2.3 de la presente investigación. De este modo podemos comprender que 
la doctrina constitucional, dentro del valor normativo que se le ha dado al interior de 
nuestro sistema de fuentes, es igual al de la ley, entendida como fuente formal de 
derecho, esto es, como material obligatorio, fuente directa y principal para el juez en 
sus decisiones, y de todas las autoridades. 
 
En esta línea argumentativa, autores como BERNAL PULIDO333, sostienen, 
siguiendo las interpretaciones elaboradas por la misma Corte Constitucional, que la 
jurisprudencia constitucional “se atribuye a si misma la propiedad de fuerza de ley”. 
Advirtiendo que esta obligatoriedad se encuentra sólo en aquellos apartes que 
integren la ratio decidendi de la sentencia, la cual se constituye en fuente de derecho, 
                                                                                                                                           
universo de las fuentes del derecho, como se propone, a la ley entendida en su acepción formal, conlleva 
una serie de consecuencias absurdas que le restan al planteamiento toda plausibilidad. (…). Podría 
continuarse la enumeración de consecuencias irrazonables que se derivarían de dar curso favorable a la 
tesis formulada. Sin embargo, las esbozadas son suficientes para concluir que el cometido propio de los 
jueces está referido a la aplicación del ordenamiento jurídico, el cual no se compone de una norma 
aislada-la "ley" captada en su acepción puramente formal-sino que se integra por poderes organizados 
que ejercen un tipo específico de control social a través de un conjunto integrado y armónico de normas 
jurídicas. El ordenamiento jurídico, desde el punto de vista normativo, no puede reducirse a la ley. De 
ahí que la palabra "ley" que emplea el primer inciso del artículo 230 de la C.P. necesariamente 
designe "ordenamiento jurídico". En este mismo sentido se utilizan en la Constitución las expresiones 
"Marco Jurídico" (Preámbulo) y "orden jurídico (Cart. 16).” (El subrayado no es del texto). 
 
332
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-836 de 2001. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar 
Gil. 
 
333
 Carlos Bernal Pulido. La fuerza vinculante de la jurisprudencia constitucional en el orden jurídico 
colombiano. En: Teoría Constitucional y políticas públicas. Bases criticas para una discusión. p. 391, 
399-402. Obra Colectiva. CEPEDA, Manuel José; Montealegre Lynett, Eduardo. Directores del 
proyecto. JULIO ESTRADA, Alexei. Coordinador general. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, (2007).   
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de aplicación obligatoria para los jueces y demás operadores jurídicos (entiéndase 
autoridades administrativas, también)334. 
 
 Siendo la ratio decidendi la formulación general del principio, regla o razón general 
que constituye la base necesaria de la decisión judicial especifica, la cual está 
representada al interior de las consideraciones jurídicas de la decisión, en las razones 
jurídicas que la orientan y la interpretación constitucional adecuada para el caso 
concreto, y los demás que se encuentren en las mismas circunstancias335. Al punto 
que la doctrina señalaba desde mediados de los años noventa, que la cultura jurídica 
colombiana debía ir aceptando que la Corte Constitucional no sólo era un legislador 
negativo, pues sus decisiones constituían fuente de derecho obligatoria336. 
 
Ahora, lo sostenido aplica a las sentencias de constitucionalidad tipo C- dado el 
efecto erga omnes que estas tienen, frente a todos los casos, pues responden a un 
juicio de constitucionalidad en abstracto, mientras que la doctrina constitucional 
expresada en los apartes que constituyan la ratio decidendi de las sentencias de 
                                                 
 
334
 Esto es así debido a que “lo señalado acerca de los jueces se aplica con mas severidad cuando se 
trata de la administración, pues ella no cuenta con la autonomía funcional de aquellos”. Así, las 
entidades que conforman la administración pública “están obligadas a aplicar el derecho vigente (y 
las reglas judiciales lo son) y únicamente están autorizadas - mas que ello, obligadas – a apartarse de 
las normas clara y abiertamente inconstitucionalmente (Art. 4 C.N.)”. Esto fue señalado por la corte 
en sentencia T-566 de 1998 en donde los jueces de instancia aplicaron el articulo 55 de la ley 90 de 
1946 que según doctrina reiterada de la corte era inconstitucional, ya que vulneraba los derechos 
fundamentales a la seguridad social y mínimo vital de los compañeras permanentes que reclaman la 
pensión de sobreviviente de sus compañeros permanentes después de fallecidos éstos, en razón a que la 
norma le otorgaba este derecho a la esposa del fallecido aún cuando esta no hubiese vivido con él 
durante los últimos años de vida. Estableciendo la corte en esa misma sentencia que: “La 
jurisprudencia de la corte constitucional le permitía deducir con claridad que la condición contenida en 
le articulo 55 de la ley 90 de 1946 era inconstitucional. Por eso sé podía esperar que tanto el ISS como 
los juzgadores de tutela inaplicaran la aludida disposición legal, por vía de excepción  de 
inconstitucionalidad”. Posición que también fue sostenida en la sentencia T-569 de 2001. 
 
335
 Dicha definición, según advierte el profesor Bernal Pulido, es tomada luego de revisar las distintas 
sentencias que sobre este particular ha proferido la Corte Constitucional, teniendo en cuenta de forma 
especial, las radicadas SU-1300 de 2001, C-569 de 2001; y C-131 de 1993, entre muchas otras. Carlos 
Bernal Pulido. Ob. Cit., p. 399.      
 
336
 Sandra Morelli Rico. Ob. Cit., p. 47.  
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revisión de fallos de tutelas, y de las sentencias de unificación tipos T- y SU-, sólo lo 
serán si los hechos relevantes o determinantes del caso futuro son iguales o análogos 
a los del caso o casos estudiados previamente por la Corte Constitucional. 
 
Obligatoriedad que es posible predicar, aún cuando sólo exista una decisión en este 
sentido, sin que esa posición después hubiere variado, pues allí la ratio decidendi es 
obligatoria frente a un caso posterior con supuestos fácticos iguales, donde a 
diferencia de lo que ocurre con la doctrina probable o la jurisprudencia, no se necesita 
más de una decisión en un mismo sentido para afirmar que el argumento de autoridad 
esbozado en una sola sentencia sea la doctrina constitucional vigente respecto de un 
tema, siempre y cuando no exista una posición contraría frente al mismo.   
 
Entonces, este material obligatorio, también es producido por el Consejo de Estado, 
cuando ejerce control constitucional sobre disposiciones jurídicas cuyo control no 
esté atribuido a la Corte Constitucional, como lo dispone el Numeral 2 del Artículo 
237 de la Constitución Nacional337 (decretos reglamentarios expedidos por el 
gobierno nacional, esto es, actos administrativos que no tienen fuerza material de ley 
y que no obedezcan a una función propiamente administrativa)338, en lo que 
constituya la ratio decidendi339 de dichas sentencias. Así, en los casos en que se 
                                                 
337
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTICULO 237. Son atribuciones del Consejo de Estado:  
(…) 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el 
Gobierno Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional.  
 
338
 Esta situación fue introducida por el Articulo 33 Ley 446 de 1998, que a su vez adicionó el Numeral 
7 del Articulo 97 del Código Contencioso Administrativo, al señalar que la Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo tendría, entre otras funciones especiales, la de conocer: “de las acciones 
de nulidad por inconstitucionalidad que se promuevan contra los Decretos de carácter general 
dictados por el Gobierno Nacional, que no correspondan a la Corte Constitucional, cuya 
inconformidad con el ordenamiento jurídico se establezca mediante confrontación directa con la 
Constitución Política y que no obedezca a función propiamente administrativa”.  
 
339
 Para sustentar este planteamiento, es preciso recordar lo que sobre la ratio decidendi y el alcance del 
respeto de la doctrina constitucional, señaló la Corte Constitucional en el fundamento N° 49 de la 
sentencia SU-047 de 1999, en donde expresó que: “Estos diversos efectos no son caprichoso sino que 
derivan naturalmente de ciertas características del derecho. Así, en la medida en que el sistema 
judicial pretende resolver definitivamente los conflictos que se le plantean, es natural que el decisum 
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anulen disposiciones jurídicas por inconstitucionales, el carácter obligatorio de la 
ratio decidendi y de la parte resolutiva de la misma (decisum) tendrá efectos erga 
omnes, igual al de las sentencias de inexequibilidad.  
 
Vistas así las cosas, es posible comprender que si bien el material jurídico 
denominado doctrina constitucional no responde al concepto formal de ley, si es igual 
a la ley en sentido material, con todos los efectos que ello implica. Es decir, relativos 
a su cumplimiento y a su observancia obligatoria. Razón suficiente para entender que 
su desobediencia implicaría la comisión de una falta de tipo disciplinaria, ya que la 
definición de aquella hace alusión dentro de sus elementos, a la violación de normas 
de derecho positivo o derecho objetivo, más no de derecho legislado. De allí que, por 
vía de hipótesis, podrían ocurrir casos en los que el sujeto disciplinable, con el 
desconocimiento de la doctrina constitucional, afecte sin justificación alguna, deberes 
funcionales que están obligados a observar, configurándose desde esta perspectiva la 
comisión de una falta disciplinaria.   
 
Dicha postura tendría como fundamento lo dispuesto en el inciso segundo del 
Artículo 6 Constitucional340, que enseña que los servidores públicos (entiéndase 
también para el caso, a los demás sujetos disciplinables), son responsables por 
infringir la Constitución y la ley341. Ello bajo la premisa que la doctrina constitucional 
                                                                                                                                           
obligue a las partes en el litigio, con fuerza de cosa juzgada, pues de no ser así, el derecho no 
cumpliría su función básica de pacificación social. Sin embargo, por obvias razones de debido 
proceso, en principio, esa decisión sólo vincula a quienes participaron en la controversia judicial, 
salvo algunas excepciones, como son los casos de acciones colectivas o cuando el ordenamiento 
confiere efectos erga omnes a determinadas sentencias, tal y como sucede con los procesos de control 
de constitucionalidad en nuestro país”.   
 
340
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTICULO  6. Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa 
y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
 
341
 La posición aquí planteada no riñe con lo propuesto por autores como SIERRA PORTO, para quien 
el termino “ley” a que se refiere el Articulo 6 de la Constitución “hace referencia a normas jurídicas, 
al derecho en general”. Explicando lo siguiente: “Este articulo es consecuencia del principio del 
Estado de derecho (Art. 1 C.P.), según el cual las autoridades deben ceñir sus actuaciones a preceptos 
que previamente les han asignado sus funciones, su competencia. El objeto del Estado de derecho, de 
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es igual a la ley, en el sentido señalado por la Corte Constitucional al interpretar el 
inciso primero del Articulo 230 de la norma fundamental, permitiéndose entonces, 
aplicar una sanción de índole disciplinaria por su desconocimiento. Pues su 
aplicación es obligatoria, y su desconocimiento trae las mismas consecuencias que 
tiene la inobservancia de la ley.   
 
Esta omisión conlleva para el servidor público, un incumplimiento en el ejercicio de 
sus funciones, ya que al ser la doctrina constitucional igual a ley, sus funciones 
también deberán sujetarse a lo que ella disponga, de acuerdo con lo dispuesto en el 
Artículo 121 Constitucional342; resultando, entonces, como consecuencia de ello, una 
afectación de los deberes funcionales a los que se encontraba compelido el sujeto 
disciplinable, en los mismos términos señalados en el inciso primero del Articulo 122 
de la Constitución343, y de contera dando lugar a la ocurrencia de la falta disciplinaria, 
siempre y cuando se presente el elemento de la culpabilidad en la conducta y la no 
existencia de una causal de exclusión de la responsabilidad disciplinaria.  
 
Ahora, iguales planteamientos podrían servir para justificar que también serían 
obligatorias dentro del sistema de fuentes, aquellas interpretaciones consignadas en 
                                                                                                                                           
luchar contra la arbitrariedad, se logra mediante el encauzamiento de la actividad estatal de acuerdo 
con normas jurídicas. Así mismo, en este modelo de Estado se ejerce la libertad por los ciudadanos al 
invertir el esquema que se aplica a los funcionarios públicos, esto es, en principio tienen libertad de 
acción y sólo deben abstenerse de actuar en aquellos campos donde exista una prohibición, que no 
puede ser únicamente la establecida en las leyes, sino de manera genérica por el derecho, pues claro 
que la única responsabilidad que depende exclusivamente de la ley como norma habilitante con 
especifico rango normativo es la penal, pero existen otras responsabilidades que también pueden 
tener como base disposiciones de rango inferior. Aquí el termino ley hace referencia toda norma 
jurídica”. SIERRA PORTO, Humberto. Concepto y tipos de ley en la Constitución Colombiana. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 1998. p. 113 y 114.      
 
342
 CONSTITUCIÓN NACIONAL ARTÍCULO 121. Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer 
funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley. 
 
343
 CONSTITUCIÓN NACIONAL. ARTICULO 122. Modificado por el artículo 4 del Acto 
Legislativo 1 de 2009.No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento 
y para proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva planta y 
previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente.  
(…) 
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sentencias reiterativas proferidas por las altas cortes en que se fije el sentido y el 
alcance de disposiciones constitucionales, de rango legal o de actos administrativos 
de carácter general, sin que esta hipótesis pueda decirse que sea obligatoria, a partir 
de una postura sistemática construida por la Corte Constitución. Pues, por ejemplo, en 
el caso de la doctrina probable, la misma Corte Constitucional344 señaló que esta tiene 
fuerza vinculante para el juez en sus providencias, al punto que puede separarse de la 
misma siempre y cuando justifique de forma razonada y suficiente su decisión345.  
 
 
4.3. LÍNEA JURISPRUDENCIAL SOBRE LA APLICACIÓN DE 
SANCIONES DISCIPLINARIAS POR LA INOBSERVANCIA DE LA 
DOCTRINA CONSTITUCIONAL 
 
Teniendo claro el valor de la doctrina constitucional dentro del sistema de fuentes del 
derecho y de su asimilación igual al de la ley, en cuanto a lo que la ratio decidendi se 
refiere, es pertinente auscultar la posibilidad de imponer una sanción disciplinaria por 
el desconocimiento de la doctrina constitucional (ratio decidendi) sentada por la Corte 
Constitucional346, a partir de un análisis dinámico de las sentencias de esa 
corporación, así como de otras formas especiales de sentencias emitidas por las altas 
cortes. 
 
En este sentido, como se ha visto, la posición dominante era la de sostener que el 
principio de legalidad que opera en materia administrativa sancionadora, y a su vez, 
                                                 
344
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-836 de 2001. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar 
Gil. 
 
345
  Véase,  Carlos Bernal Pulido. El neoconstitucionalismo y la normatividad del derecho. p. 165. 
Serie intermedia de teoría jurídica y filosofía del derecho Nº 7. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, (2009). 
 
346
 Al respecto véanse, entre otras, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-131 de 1993, C-083 de 
1995, C-836 de 2001. 
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en materia disciplinaria, hace parte del debido proceso347, y tiene dos vertientes: una 
formal (la reserva de ley)348 y una material (la tipicidad)349. Señalando que estas 
garantías operan en materia disciplinaria de forma flexibilidad o matizada a como se 
aplican este principio en materia penal350. Prescribiendo que la determinación de la 
sanción debe estar señalada en la ley o en el reglamento, pero la descripción de la 
falta debe estar previamente establecida en una disposición con el rango de ley. De 
forma tal que esta determine de forma expresa, clara y cierta la conducta objeto de 
reproche y su sanción.   
 
Sin embargo, la Corte Constitucional dio un viraje a esta postura, al señalar en una 
sentencia hito351, en la que se estudió la constitucionalidad del delito de prevaricato 
                                                 
347
  Al respecto véanse, entre otras, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-195 de 1993, C-428 de 
1995, C-290 de 2008. 
 
348
 Al respecto véanse, entre otras, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-712 de 2001, C-507 de 
2006 y C-884 de 2007. 
 
349
 Al respecto véanse, entre otras, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-818 de 2005, C-1039 
de 2005 y C-346 de 2006. 
 
350
 Al respecto véanse, entre otras, CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-546 de 2000, C-401 de 
2001 y C-819 de 2006. 
351
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-335 de 2008. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. En esta sentencia la Corte Constitucional estudió la acumulación de dos (2) demandas de 
inconstitucionalidad de contra el Articulo 413 del Código Penal Colombiano por considerar los actores 
que el delito de prevaricato al excluir la posibilidad de que se configure por el desconocimiento de la 
Constitución, la jurisprudencia de las Altas Cortes y de la Corte Constitucional, así como el bloque de 
constitucionalidad, hace que esta disposición sea inconstitucional. Para abordar este problema jurídico 
esa corporación resolvió abordar los siguientes tópicos: “(i) la inexistencia de cosa juzgada 
constitucional en relación con la norma legal acusada; (ii) la jurisprudencia constitucional en materia 
de prevaricato por acción; (iii) la jurisprudencia sentada por la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia en relación con el mismo ilícito; (iv) los fundamentos constitucionales del principio de 
legalidad; (v) el contenido y el alcance del principio de legalidad no se entiende de la misma forma 
para los jueces y demás servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas; (vi) el 
carácter vinculante que ofrece la jurisprudencia elaborada por las Altas Cortes frente al delito de 
prevaricato por acción; (vii) lo concerniente al carácter vinculante que ofrece la jurisprudencia 
constitucional, habiendo distinguido entre fallos de control y de tutela.” Al resolver el problema 
jurídico, estimó, contrario de lo sostenido por los demandantes, que el cargo no estaba llamado a 
prosperar por cuanto el tipo penal, tal y como se encontraba descrito en el artículo 413 de la Ley 599 
de 2000, comprendía los supuestos que los demandantes consideraban excluidos. Pues a juicio de la 
Sala Plena, lo previsto en la disposición demandada resultaba aplicable también respecto del 
desconocimiento de la Constitución; del bloque de constitucionalidad o de la jurisprudencia 
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contenido en el Artículo 413 del Código Penal352, que el desconocimiento de la 
doctrina constitucional, en ciertos eventos, constituye prevaricato, y lanzó una 
afirmación aún más importante, como es el hecho que en casos en que se desconozca 
la interpretación de las altas cortes consignadas en sentencias reiteradas en donde se 
fije la interpretación adecuada de disposiciones constitucionales, de rango legal o de 
actos administrativos de carácter general, es también obligatoria, y por lo tanto 
configura la ocurrencia de la referida conducta punible353.  
 
Así, en esta sentencia, la Corte Constitucional luego de hacer un análisis de la 
expresión “ley” contenida en la disposición contentiva del delito de prevaricato, a la 
luz de la doctrina construida por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia354, 
                                                                                                                                           
constitucional. Estimó la Corporación que quienes estaban llamados (as) a aplicar la normatividad 
vigente incurrían en prevaricato por acción cuando quiera que efectuaran una aplicación 
manifiestamente contraria a la Constitución y a las normas que forman parte del bloque de 
constitucionalidad. 
352
 CÓDIGO PENAL SUSTANTIVO. ARTICULO 413. PREVARICATO POR ACCION. 
Modificado por el Artículo 14 de la Ley 890 de 2004. El servidor público que profiera resolución, 
dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a 
ciento cuarenta y cuatro (144) meses, multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) a trescientos 
(300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas de ochenta (80) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses. 
 
353
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-335 de 2008. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. En esta sentencia, se encuentra el salvamento de voto del Magistrado Jaime Araujo Rentería, 
quien no se acoge a la tesis mayoritaria, porque considera que la jurisprudencia es un mero criterio 
auxiliar de la actividad judicial, de acuerdo a como lo prescribe el Articulo 230 Constitucional, y por 
tanto, su inobservancia no constituye, en ningún caso, la comisión del delito de prevaricato, lo cual 
expresó así: “Por tanto, para el suscrito magistrado el ordenamiento jurídico colombiano constituye 
un sistema de reglas y leyes y no un sistema de precedentes, tal y como lo establece el artículo 230 de 
la Constitución Nacional, en el sentido de que los jueces en sus providencias sólo están sometidos al 
imperio de la ley y que los demás criterios, tales como la equidad, la jurisprudencia, los principios 
generales del derecho y la doctrina constituyen criterios auxiliares de la actividad judicial Ahora bien, 
en materia de la jurisprudencia constitucional, para el suscrito magistrado es claro que de 
conformidad con el artículo 243 Superior y los artículos 21 y 23 del Decreto 2067 de 1991, las 
sentencias de constitucionalidad de esta Corporación tienen el valor de cosa juzgada constitucional 
con efectos erga ommes. (…) De otra parte y en relación con las sentencias de tutela, éstas sólo tienen 
efectos inter partes, esto es, surten efectos en el caso concreto, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 36 del Decreto 2591 de 1991.  Una tesis contraria a la sentada en estas sentencias no puede 
dar origen por tanto a un prevaricato”. 
 
354
 Entre otras, cita las sentencias de 18 de Enero de 2003, 6 de Abril de 2005, 30 de Marzo de 2006 y 
11 de Abril de 2007.  
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determinó que la misma corresponde a “norma jurídica aplicable al caso concreto” 
que designa e incluye a la Constitución, las normas que integran el bloque de 
constitucionalidad y la jurisprudencia constitucional355. 
 
De forma que estimó que los servidores públicos incurren en el delito de prevaricato, 
no cuando desconoce la jurisprudencia de una alta corte356, sino cuando se apartan de 
esta, amen que ello comporta “una infracción directa de preceptos constitucionales o 
legales o de un acto administrativo de carácter general”357. No constituyéndose el 
referido tipo penal, cuando la labor de interpretación de la disposición constitucional 
o legal, realizada por la alta corte no crea una norma legal o constitucional diferente. 
 
De igual manera, precisó que sí se configura el delito cuando esta separación de la 
jurisprudencia de una alta corte se da de forma “manifiesta”, y este alejamiento se 
produce frente a fallos de reiteración, los cuales tienen como notas distintivas, según 
la misma Corte Constitucional, que: “(i) simplemente se limitan a reafirmar la 
vigencia de una subregla constitucional perfectamente consolidada; (ii) su número 
resulta ser extremadamente elevado; y (iii) constituyen interpretaciones constantes y 
uniformes de la Constitución, la ley o un acto administrativo de carácter general, por 
                                                                                                                                           
 
355
 Al respecto, estimamos que la Corte Constitucional pudo haber incurrido en la utilización de una 
expresión desafortunada, pues como ha quedado visto, la expresión correcta que se describe como 
sinónimo de material jurídico obligatorio según el sistema de fuentes del derecho, es el de “doctrina 
constitucional” de acuerdo con la construcción realizada por la Corte Constitucional frente al valor de 
las decisiones judiciales en el sistema de fuentes en Colombia. Pues la expresión “jurisprudencia 
constitucional” no designa los materiales obligatorios de las sentencias producidas por esa corporación 
(en sentencias T-, SU- y C-), esto es, a la ratio decidendi de las mismas, sino a los obiter dictum de 
estas.  
 
356
 A nuestro juicio la Corte Constitucional incurre en ambigüedades en el texto de la sentencia porque 
en ciertos apartes pareciera que sólo se refiere, como jurisprudencia de las altas cortes, a la producida 
por las corporaciones que crean doctrina constitucional, pero finalmente expresa que se refiere a la 
producida por todas las altas cortes. Situación esta que parece ser modulada por la misma corporación 
en una sentencia posterior (T-388 de 2009) como se verá luego.   
 
357
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-335 de 2008. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. 
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parte del juez constitucional”358; determinando que también se incurre en el delito de 
prevaricato cuando el servidor público se aparta de una sentencia de unificación 
jurisprudencial que fije la interpretación de una norma constitucional, legal o de un 
acto administrativo de carácter general. Contrario sensu no se configuraría el 
precitado delito, si la sentencia de la cual se apartó el servidor público, se constituye 
en lo que esa corporación denominó “un caso novedoso”359.   
 
Ahora, esta postura fue reinterpretada por la misma corporación en sentencia reciente 
(T-388 de 2009)360, aclarando que la inobservancia de las sentencias de 
constitucionalidad configura el delito de prevaricato, cuando: a) se decide aplicando 
una disposición que ha sido declarada inexequible; b) cuando se inaplica en ejercicio 
de la excepción de inconstitucionalidad una disposición que ha sido declarada 
exequible con los mismos argumentos; y, c) cuando se ha declarado exequible en 
                                                 
358
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-335 de 2008. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. 
 
359
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-335 de 2008. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. 
 
360
 En esta sentencia se dilucidó el caso de un peticionario que en nombre de su compañera 
permanente, solicitó le fuera realizado a esta un procedimiento de interrupción de embarazo por grave 
malformación del feto, de conformidad con la doctrina constitucional señalada en la sentencia C-355 
de 2006, que establece que resulta legítima la práctica del aborto inducido en algunas circunstancias, 
dentro de las cuales está el presentarse “grave malformación del feto que haga inviable su vida, 
certificada por un médico-, así como exigió a la E. P. S. le fueran practicados a la joven los exámenes 
de diagnóstico indispensables para determinar las causas de la malformación del feto. Así, a pesar de 
que el peticionario probó la malformación genética, la E.P.S. se negó a realizar este procedimiento. 
Ante esta situación, presentó acción de tutela frente a la que el juez de primera instancia se declaró 
impedido por razones de objeción de conciencia. Sin embargo, la juez a quien le correspondió conocer 
el impedimento lo negó y al volver otra vez a conocimiento del mismo juez la tutela fue negada. 
Mientras que en segunda instancia fue concedida, en aplicación de la sentencia C-355 de 2006. Para 
entrar a resolver el caso, la Corte abordó los siguientes tópicos: “i. al hecho superado y a la 
pertinencia del pronunciamiento en sede de tutela; ii. posteriormente se harán algunas reflexiones 
sobre los fundamentos constitucionales y jurisprudenciales de los derechos sexuales y reproductivos  
de la mujer y los supuestos específicos de interrupción del embarazo; iii. a continuación la Sala se 
referirá a la posibilidad de objeción de conciencia ejercida por autoridades judiciales; iv. 
posteriormente, se reafirmarán algunas ideas claves respecto del poder vinculante de las sentencias 
de las Corte Constitucional; finalmente, v. se dará solución al presente caso”. 
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forma condicionada una disposición, fijando su alcance y contenido; empero, 
contrariando esta interpretación, se decide una actuación judicial o administrativa361.   
 
Concluyéndose, en ese caso, frente a la obligatoriedad de seguir una sentencia de 
constitucionalidad condicionada, que estas “vinculan a la autoridades judiciales” y 
su inobservancia puede dar lugar al “delito de prevaricato por acción, así como a 
faltas de orden disciplinario, de conformidad con lo establecido en la Ley 734 de 
2002 (Código Disciplinario Único)”362. 
 
Esta tesis, parece ser de recibo por parte de la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia363, al considerar como constitutivo de prevaricato por acción el 
desconocimiento o la inobservancia de la doctrina constitucional consignada en 
sentencias de revisión de fallos de tutela tipo T-, cuando en segunda instancia 
condenó a un Juez Penal del Circuito de Cartagena por no fallar una acción de tutela 
conforme a los lineamientos trazados por la Corte Constitucional, en sentencias tipo 
T- proferidas en casos anteriores análogos por sus hechos al conocido por este 
operador jurídico. En este asunto, luego de hacer una descripción de los fallos de 
tutela proferidos por la Corte Constitucional, con hechos análogos al conocido por el 
                                                 
361
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-388 de 2009. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. Esta postura en palabras de esa corporación es del siguiente tenor: “(i) Toda autoridad judicial 
debe abstenerse de aplicar en una sentencia una norma legal que haya sido declarada inexequible 
por la Corte Constitucional “so pena de incurrir en delito de prevaricato por acción por violación 
directa de [la Constitución Nacional], es decir, del artículo 243 Superior. (ii) Si el fallo es de 
exequibilidad, no puede la autoridad judicial acudir a la excepción de inconstitucionalidad cuando 
los motivos que se esgrimen para aplicarla coinciden con los estudiados por la Corte. (iii) En el 
evento en que el fallo haya sido de constitucionalidad condicionada, “igualmente le está vedado a 
cualquier [autoridad judicial] acordarle una interpretación distinta a la norma legal que ha sido 
sometida al control de la Corte, siendo vinculante en estos casos tanto el decisum como la ratio 
decidendi. De igual manera, la administración pública no puede apartarse de lo decidido por la Corte 
Constitucional, so pena de incurrir en la mencionada conducta delictiva”. 
362
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-388 de 2009. Magistrado Ponente: Humberto Sierra 
Porto. 
 
363
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Sentencia de 9 de Febrero de 2009. 
Proceso Nº 30571. Aprobado En Acta Nº 29. Magistrado Ponente: Julio Enrique Socha Salamanca.  
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procesado, anteriores a su decisión, y al análisis de la motivación de la providencia en 
la que se materializó la conducta reprochada, concluyó que el procesado tenía clara la 
existencia de la doctrina constitucional fijada por la Corte Constitucional, y 
voluntariamente la desconoció al adoptar la decisión reprochada, por lo que “en esos 
términos la tipicidad de la conducta era evidente”364.  
 
 
                                                 
364
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Ibíd. 
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Tabla 1. Línea Jurisprudencial 
 
 
Tesis   
tradicional 
(Respuesta X) 
 
PROBLEMA JURÍDICO CENTRAL: sobre la posibilidad de que se apliquen 
sanciones de tipo disciplinario a los jueces y servidores públicos por la 
inobservancia del precedente jurisprudencial sentado por las altas cortes. 
 
 
Tesis  
novedosa 
     (Respuesta Y) 
 
Los sujetos 
disciplinables  solo 
pueden ser 
sancionados por 
incurrir en 
conductas 
tipificadas 
previamente en la 
ley disciplinaria 
como faltas, lo 
anterior como 
premisa 
fundamental para 
que se respete el 
principio de 
legalidad, y cumplir 
así con los requisitos 
de ley previa, cierta 
y escrita, que se 
desprenden del 
entendimiento de 
este postulado. 
 
                                       (Respuesta X)                                (Respuesta Y) 
                                                                                                 
     c-214/94                                                                    
                                                                        
C-244/96 
 
    C-564/00 
C-1161/00 
 
  C-653/01 
   c-836/01 
C-922/01 
 
    C-155/02 
 
        C-124/03 
C-328/03 
      C-530/03 
 
      C-406/04 
C-431/04 
C-475/04 
      T-961/04 
 
T-624/05 
C-818/05 
 
       C-393/06 
      C-720/06  
             C-819/06 
       
      C-860/06 
 
            C-097/07 
T-738/07 
 
      C-290/08 
      C-379/08 
 C-335/08 
Salvamento voto C-335/08 
M.P. Araujo Rentería      
 
C-692/08 
                                                                                                  Sentencia de 18 Feb 
 C-1011/08                                                                                 de 2009. C.S.J. 
  
                                                                                                       T-388/09                                                               
 
Los sujetos disciplinables 
pueden ser sancionados por 
la inobservancia de la 
doctrina constitucional, pues 
cuando se actúa de forma 
contraria a la ratio decidendi 
que la constituye, se actúa de 
forma contraria a la ley y la 
constitución misma. 
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4.3.1. Eventos en los que podría configurarse la falta disciplinaria por el 
desconocimiento de la doctrina constitucional. Visto lo anterior, tenemos que el 
delito de prevaricato por acción, en los términos de la sentencia precitada, se 
configura solo cuando estamos en presencia de una sentencia de reiteración o de 
unificación jurisprudencial dictada por una alta corte (entiéndase, Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado y Consejo Superior de 
la Judicatura), que es desconocida por el servidor público o el particular que cumple 
funciones públicas, en la que se fija el alcance de una disposición constitucional, legal 
o un acto administrativo de carácter general, sin que pueda predicarse la comisión de 
esta conducta punible cuando estemos en presencia de una sentencia que a pesar de 
ser reiterativa, no fije el sentido y el alcance de las disposiciones de derecho positivo, 
o cuando estemos en presencia de una sentencia novedosa, que podría consistir en un 
posición nueva fijada por una alta corte respecto de una posición anterior, que en el 
fondo también implicaría una controversia jurisprudencial.  
 
Ahora, la precisión anotada en el sentido de que esta sentencia marca una variación 
en cuanto al entendimiento del principio de legalidad que debe aplicarse en materia 
administrativa sancionadora, nace del hecho que sí en materia penal los principios de 
tipicidad y reserva de ley son más rigurosos, y se admite que sea una sentencia 
judicial la que establezca la tipificación de la conducta constitutiva de un delito, esta 
misma argumentación podría aplicarse en materia disciplinaria, ya que dichos 
principios pueden aplicarse de forma flexibilizada. Por lo cual al ser aplicable esta 
tesis en materia penal, mutatis mutandi no resulta impensable en materia disciplinaria.  
 
En este sentido tenemos que la dificultad de sostener la tesis estaría dada por el hecho 
que la descripción típica del delito de prevaricato se configura por la producción de 
una resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley, y las faltas 
disciplinarias que se podrían derivar de esta situación ocurren por no cumplir o hacer 
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cumplir las leyes365, o por incurrir en la infracción de una conducta típica, que a la luz 
de las sentencias estudiadas, daría lugar a que sería falta el desconocimiento de estos 
materiales, al ser también constitutivos de prevaricato por acción366. Ahora, ambas 
infracciones, la penal y la disciplinaria, se fundan en el desobedecimiento de la 
expresión “ley”, que como se vio, incluye orden jurídico, norma aplicable al caso, 
incluyendo algunos especiales tipos de jurisprudencia, por lo que la aplicación de esta 
tesis al ámbito disciplinario tiene asidero.  
 
En síntesis, se advierte que la tesis actual, de conformidad con lo visto en las 
sentencias comentadas, habilita que en determinados casos, el desconocimiento de las 
decisiones de las altas cortes pueda ser constitutivo de la comisión del delito de 
prevaricato por acción, y a la vez, de falta disciplinaria gravísima. Dichos eventos, 
reconstruyendo las tesis expuestas, serían los siguientes:   
 
− Cuando se falle o se resuelva una actuación administrativa aplicando una 
norma de derecho legislado que haya sido declarada inexequible por la Corte 
Constitucional o anulada por inconstitucional por la Sala Plena del Consejo 
de Estado. 
 
                                                 
365
 LEY 734 DE 2002. ARTÍCULO 34. DEBERES. Son deberes de todo servidor público: 1. 
Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de Derecho 
Internacional Humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los 
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los 
contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario competente. 
 
LEY 734 DE 2002. ARTÍCULO 35. PROHIBICIONES. A todo servidor público le está prohibido: 
1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la 
Constitución, los tratados internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los 
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y los 
contratos de trabajo. 
 
366
 LEY 734 DE 2002. ARTÍCULO 48. FALTAS GRAVÍSIMAS. Son faltas gravísimas las 
siguientes: 1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito 
sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la 
función o cargo, o abusando del mismo. 
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− Cuando se falle o resuelva una actuación administrativa acudiendo a la 
excepción de inconstitucionalidad y los motivos que se esgrimen para 
aplicarla coinciden con los señalados por la Corte Constitucional o el Consejo 
de Estado para declarar exequible o no anular por inconstitucional una 
disposición legal que haya sido objeto de control de constitucionalidad. 
 
− Cuando se falle o resuelva una actuación administrativa, desconociendo la 
interpretación fijada por la Corte Constitucional de una o varias disposiciones 
legales, en los términos señalados en la ratio decidendi o el decisum de una 
sentencia de constitucionalidad condicionada. 
 
− Cuando existiendo una o varias sentencias de revisión de fallos de tutela tipo 
T- y los hechos del o los casos resueltos sean iguales o analogizable en sus 
hechos relevantes a los del caso o actuación administrativa que deba ser 
resuelta por el sujeto disciplinable, éste no consigne en la decisión judicial o 
administrativa que se tome, una solución igual a la consignada en la ratio 
decidendi de estas sentencias, siempre que no haya habido un tránsito legal o 
constitucional que no haga posible la aplicación de esa tesis.  
 
− Cuando existiendo una sentencia de unificación de revisión de fallos de tutela 
tipo SU- cuyos hechos relevantes sean iguales o analogizables a los del caso o 
actuación administrativa que deba ser resuelta por el sujeto disciplinable, éste 
no consigne en la decisión judicial o administrativa que se tome, una solución 
igual a la consignada en la ratio decidendi de estas sentencias, siempre que no 
haya habido un tránsito legal o constitucional que no haga posible la 
aplicación de esa tesis. 
 
− Cuando existiendo sentencias que constituyan doctrina probable expedida por 
la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de 
la Judicatura, en la que se fije el sentido y alcance de una disposición 
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constitucional, de rango legal o de un acto administrativo de carácter general, 
se falle o se resuelva la actuación administrativa de forma opuesta a ésta. 
 
− Cuando existiendo sentencias reiterativas expedidas por la Corte Suprema de 
Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, en las 
que se fije el sentido y alcance de una disposición constitucional, de rango 
legal o de un acto administrativo de carácter general, se falle o se resuelva la 
actuación administrativa de forma opuesta a ésta. 
 
− Cuando existiendo sentencias de unificación jurisprudencial, dictadas en las 
Salas Plenas de las respectivas altas cortes, antes de dicho pronunciamiento 
existan criterios encontrados frente a un mismo tema (controversia 
jurisprudencial),  produciendo una sentencia en la que se fija el sentido y 
alcance de una disposición constitucional, de rango legal o de un acto 
administrativo de carácter general, se falle o se resuelva la actuación 
administrativa de forma contraria a ésta. 
 
En todos estos eventos, se podría señalar que se configuraría una falta disciplinaria 
gravísima, toda vez que de acuerdo con lo dispuesto en el Numeral 1 del Artículo 48 
de la Ley 734 de 2002, los supuestos arriba comentados, encajan en la descripción 
típica señalada en el Artículo 413 del Código Penal (prevaricato por acción), que se 
sanciona a titulo de dolo y se comete con ocasión o como consecuencia de la función 
o cargo, por parte de los sujetos disciplinables. Siendo claro que para la configuración 
de la falta no será necesario esperar la decisión definitiva que se tome en materia 
penal, dada la autonomía e independencia del derecho disciplinario, y sin que ello 
tampoco comporte la violación del principio del non bis ídem. 
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4.4. EL DESCONOCIMIENTO DE LA DOCTRINA CONSTITUCIONAL 
COMO FALTA DISCIPLINARIA A LUZ DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD  
 
Como ha quedado visto, la doctrina tanto nacional367, como extranjera368 identifica el 
principio de legalidad369 que opera en materia disciplinaria como expresión del 
derecho fundamental al debido proceso. Considerando que este tiene como 
componentes, a los principios de reserva de ley y tipicidad. Sin embargo, parece que 
la posición asumida por la Corte Constitucional370, que constituye a su vez doctrina 
constitucional, así como la posición sostenida por la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia371, parecieran aceptar que la relajación y/o modulación de tales principios, 
a diferencia de lo que ocurre en materia penal, pueda llegar al punto de aceptar la 
imposición de una sanción disciplinaria a partir de la descripción del comportamiento 
objeto de reproche por parte de una autoridad distinta a la del legislador (Corte 
Constitucional). 
 
En este contexto, conviene analizar, a la luz de la dogmática del derecho 
administrativo sancionador, si sostener que se pueden imponer sanciones 
disciplinarias a partir del desconocimiento de la doctrina constitucional y de las 
interpretaciones de las altas cortes consignadas en sentencias reiteradas en donde se 
                                                 
367
 En este sentido, se apuntan como los más reconocidos ha: Carlos Arturo Gómez Pavajeau. 
Dogmática del Derecho Disciplinario. Pág. 289. Editorial Universidad Externado de Colombia. 
Tercera Edición. 2004.; y, Jaime Ossa Arbeláez. Derecho administrativo sancionador. p. 187 y 
siguientes. Segunda Edición. Editorial Legis.  
 
368
 Véase, entre otros: Ángeles De Palma Del Teso. Ob. Cit., p. 467 -  468; Juan Pénan Gavín. Ob. Cit., 
p. 386-389; Francisco García Gómez De Mercado. Ob. Cit., p. 19; Rafael Entera Cuesta. Ob. Cit., p. 
141; José Suay Rincón. Ob. Cit., pág. 166; Pablo García Manzano. Ob. Cit., p. 370;  Eduardo García 
De Enterría & Fernández, Ob. Cit., pág. 203 y ss.; Domínguez Vila, Ob. Cit., p. 245 y ss. 
 
369
 Sobre el fundamento histórico y la evolución del principio de legalidad que rige para la 
administración, véase: Juan Alfonso Santamaría Pastor. Ob. Cit., p. 196.  
 
370
 Como expresiones de esta posición, se pueden destacar las sentencia emitidas por la Corte 
Constitucional radicadas C-335 de 2008 y T-388 de 2009, ambas con ponencia del magistrado 
Humberto Sierra Porto   
 
371
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Sentencia de 9 de Febrero de 2009. 
Radicado Nº 30.571. Aprobado en acta Nº 29. Magistrado Ponente: Julio Enrique Socha Salamanca.  
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fije la interpretación adecuada de disposiciones constitucionales, de rango legal o de 
actos administrativos de carácter general, quebranta o no, las garantías formales 
(reserva de ley) y materiales (tipicidad) del principio de legalidad en materia 
disciplinaria, así como las expresiones de estas. Pues de presentarse ello, podríamos 
encontrar presupuestos para rechazar la tesis planteada por la Corte Constitucional 
arriba expuesta. 
 
Como primera limitante a esta posición, encontramos que la imputación relativa a que 
la doctrina constitucional y de las sentencias reiteradas de las altas cortes, constituye 
la inobservancia de la ley misma, podría comportar la violación del principio de 
legalidad en aquellos eventos en que la ratio decidendi que se estime como violada 
sea producida con posterioridad a la fecha de producción de la supuesta actuación, 
judicial o administrativa, contraria a derecho. Esa situación se materializaría cuando, 
por ejemplo, el sujeto disciplinable decida una actuación conforme a los mandatos de 
las leyes vigentes, pero con posterioridad a la misma, (dentro de su ejecutoria, o 
después de ejecutoriada), se produzca una ratio decidendi (en sentencia de 
constitucionalidad tipo C-, por ejemplo), de la que se deduzca que la actuación 
realizada por aquel, no pueda predicarse que es ajustada a la ley.  
 
En este caso, se le aplicaría de forma retroactiva una imputación (contenida en la 
doctrina constitucional), ya que al momento de adelantar y decidir la actuación que se 
predica contraria a la ley, el sujeto disciplinable no tenía conocimiento de la 
existencia de este material jurídico. Más aún, era imposible, deducir su futura 
existencia, pues para la fecha de realización de los hechos que constituyen la 
realización de la supuesta conducta objeto de reproche, el mismo era inexistente. 
 
Contrario sensu, la doctrina constitucional sí podría aplicarse cuando esta contenga 
una regla de derecho que pueda desvirtuar una imputación disciplinaria, en caso de 
que ésta favorezca al investigado. Aplicándose de forma retroactiva, por 
favorabilidad, la doctrina constitucional.      
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4.4.1. El problema de la reserva de ley. En este sentido tenemos que la Corte 
Constitucional, ha entendido que la reserva de ley como garantía formal del principio 
de legalidad, implica la existencia de una ley previa que prevea la hipótesis o 
situación de que se trate, y que tal tipificación sea precisa en la determinación del 
comportamiento objeto de reproche y su sanción. Expresión que se traduce en un 
límite a la facultad discrecional de la administración en ejercicio de la función 
disciplinaria372. 
 
Sin embargo, la misma Corte Constitucional rompe su propia postura cuando sostiene 
que ella misma y las demás altas cortes pueden crear, a través de sus sentencias, en lo 
que constituya ratio decidendi, un comportamiento que pueda ser objeto de reproche 
disciplinario. Lo cual desvirtúa la construcción doctrinal sostenida por ella misma, 
cuando admite que otra autoridad distinta al legislador ordinario, reglamentario o 
delegado, se encuentra habilitado para la creación de las infracciones disciplinarias. 
Dicha posición es contraria al concepto de legitimidad373 que debe sostener la 
creación de las infracciones administrativas, como una competencia propia del 
                                                 
372
 En este sentido, pueden consultarse, entre otras, las sentencias de la Corte Constitucional: C-037 de 
1996; C-712 de 2001; C-1076 de 2002; C-818 de 2005; C507 de 2006; C-884 de 2007; y, C-290 de 
2008. 
 
373
 Al analizar este concepto en el ordenamiento jurídico nacional. Humberto Sierra Porto manifiesta: 
“La ley aparece como la fuente con mayor grado de legitimidad, y en consecuencia es, después de la 
Constitución, la norma con mayor cantidad de garantías y requisitos, y aunque ya con esto sería 
suficiente para justificar su superioridad sobre las demás fuentes del así como la competencia para 
regular las principales materias, incluso  aquellas que no menciona la Constitución (“cláusula 
general de competencia”), el articulo 189 se encarga de situarla como fuente primaria en la 
producción del derecho al asignar al reglamento la función de ejecutar la ley. Según el principio de 
legalidad, todos los poderes del Estado deben actuar sometidos a las leyes que dentro del marco 
constitucional elabore el Congreso de la República, lo que significa colocar a la ley como norma de 
nivel inmediatamente inferior a la Constitución, por encima y con exclusión de las demás categorías 
normativas, por lo que estamos ante la norma central o “primordial” del ordenamiento, esto es, la 
que tiene encomendada la derivación primaria del derecho, de tal modo que la ordenación de las 
relaciones sociales y la actuación de los demás poderes le tienen a ella por condición. Es esta la 
forma de comprender a la ley en el ordenamiento colombiano, como norma que tiene por función 
crear primariamente el derecho, de manera tal que sólo ella puede habilitar constitucionalmente a las 
demás categorías normativas o fuentes en general. De allí que las normas elaboradas por los demás 
poderes con pretensión de incidir en ese ámbito creador del derecho deban estar habilitadas, salvo 
que la Constitución establezca excepciones. Humberto Sierra Porto. Ob. Cit., p. 169 y 170.    
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legislador ordinario o reglamentario, aún en los eventos de la colaboración 
reglamentaria374. Pues abre la puerta para que por esta vía, no solo para los jueces, 
sino para los sujetos disciplinables en general, como bien lo apunta LÓPEZ 
MEDINA375, se produzca un “aumento exponencial de los materiales jurídicos que 
ellos están en la obligación de aplicar a las controversias”. Además de que esta 
postura quebranta los requisitos de publicidad y de conocimiento de la expresión 
constitutiva de la infracción disciplinaria por parte de sus destinatarios376.  Pues un 
aumento casi instantáneo del derecho aplicable expone a los sujetos disciplinables a 
fallar o resolver incorrectamente las actuaciones administrativas que se sometan a su 
conocimiento.  
 
Además que como lo anota la doctrina, la carencia de compilaciones exhaustivas de 
jurisprudencia que permita la divulgación de estos materiales que predica la corte 
como obligatorios, y una dogmática que las analice, y por lo menos las construya en 
forma de sistema, hace impensable predicar que todos los sujetos disciplinables 
pueden llegar a conocer o determinar sus deberes funcionales en consonancia con las 
decisiones de las altas cortes377. Además que no existe un desarrollo tecnológico que 
le permita a los sujetos disciplinables conocer, en el día tras día, la fijación de la 
                                                 
374
 Al respecto resulta importante mencionar que la doctrina Colombiana en cabeza de autores como 
SANTOS RODRIGUEZ, siguiendo la doctrina clásica de derecho administrativo, sostienen en nuestro 
contexto, que el “Estado constitucional de derecho tiene como elementos esenciales: la seguridad 
jurídica y la justicia, la Constitución como norma suprema, la vinculación jurídica de los poderes 
públicos a la ley y al derecho, la división de poderes y la protección de los derechos fundamentales. 
(….) el Estado de derecho, tanto en su concepción clásica como en la constitucional, como 
presupuesto jurídico pero no suficiente de existencia del derecho administrativo implica 
fundamentalmente dos elementos: el primero referido a la sumisión del Estado y principalmente de la 
Administración, al ordenamiento jurídico (incluyendo por supuesto, a la Constitución) y el segundo 
relativo al reconocimiento y protección de los derechos de los ciudadanos, en especial de sus derechos 
fundamentales”. Jorge Enrique Santos Rodríguez. Ob. Cit., p. 97.   
       
375
 Diego Eduardo López Medina. Ob. Cit., p. 203. 
 
376
 Así lo coloca de manifiesto el Magistrado Jaime Araujo Rentería, en el salvamento de voto 
pronunciado en la sentencia C-335 de 2008, en el que señaló que otro de “los problemas que plantea 
esta sentencia es el de determinar cuál es el precedente, en qué momento se configura, respecto de lo 
cual cabe observar que una sola decisión en contrario de la interpretación jurisprudencial hasta ese 
momento aceptada, la eliminaría”. 
 
377
 Carlos Bernal Pulido. Ob. Cit., p. 165. 
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correcta interpretación de las normas jurídicas (disposiciones constitucionales, de 
rango legal y actos administrativos de carácter general), que en Colombia determinen 
las altas cortes. Haciendo exigible a todos los sujetos disciplinables que tengan 
conocimientos profundos en derecho, sin contar que la mayoría de estos no tienen la 
calidad de abogados especialistas en temas de argumentación jurídica y de 
interpretación constitucional y legal.  
 
Así las cosas, la tesis planteada por la Corte Constitucional no puede ser de recibo, 
porque aceptarla implicaría desconocer el derecho fundamental al debido proceso de 
los sujetos disciplinables, en el entendido que su aplicabilidad comportaría el 
desconocimiento de la garantía formal (reserva de ley), como expresión propia del 
principio de legalidad aplicable en materia disciplinaria. Aunque esto sea una forma 
de garantizar la plenitud y la coherencia del ordenamiento jurídico y la vinculación de 
las autoridades a los materiales que de forma obligatoria deban observar.  
 
 
4.4.2. El problema de la tipicidad. En cuanto este tópico, valen las mismas 
reflexiones realizadas arriba respecto de la controversia jurisprudencial que parece 
originar esta postura. Siendo de igual modo insostenible, desde el punto de vista de la 
construcción doctrinal realizada en torno a la tipicidad como garantía material del 
principio de legalidad que opera en materia disciplinaria, estimar como falta 
disciplinaria el desconocimiento o la inobservancia de la doctrina constitucional.  
 
Al respecto, debe señalarse que de aceptarse esta posibilidad, se habilitaría la 
permisión de la analogía como herramienta del derecho disciplinario, y los 
razonamientos extensivos por parte de los instructores de los procesos disciplinarios, 
pues el análisis de la existencia o no de doctrina constitucional obligatoria para el 
sujeto disciplinable, está dada a partir del análisis fáctico que el mismo haga del o los 
casos, o situaciones, resueltas por la Corte Constitucional (sentencias tipos C-, T- SU-
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) que son análogos en sus hechos relevantes, a la actuación administrativa o judicial 
que ahora tiene bajo su conocimiento. 
 
De la misma forma, la autoridad que en el ejercicio de la función disciplinaria 
pretenda imputar esta conducta como constitutiva de falta disciplinaria, 
necesariamente deberá hacer razonamientos analógicos para llegar a la conclusión 
que efectivamente el sujeto disciplinable estaba obligado a seguir la ratio de 
decidendi sentada por la Corte Constitucional o de las sentencias reiteradas por las 
otras altas cortes, para cumplir con sus deberes funcionales, y determinar que la 
inobservancia de este material jurídico perturbó el normal funcionamiento de la 
administración.  
 
Luego, también habrá cabida para la realización de razonamientos extensivos por 
parte de la autoridad en el uso de esta figura, en aquellos eventos en donde si bien los 
supuestos del caso no se ajusten a la ratio decidendi que constituya doctrina 
constitucional, el instructor del proceso deduzca haciendo razonamientos e 
interpretaciones, que le están vedados en el ejercicio de su función, que la actuación 
realizada por el sujeto disciplinable sí estaba cubierta por ese material jurídico 
obligatorio, a pesar de que los hechos relevantes de los casos, no lo fueran de forma 
analogizable o idéntica.       
 
Así en este punto, debería pensarse en un instructor del proceso disciplinario, de altas 
calidades académicas y versado en temas de argumentación y lógica jurídica, capaz 
de precisar con exactitud, en qué eventos un sujeto disciplinable estaba o no obligado 
a realizar una determinada actuación, por estar su comportamiento fijado por la 
doctrina constitucional sentada por la Corte Constitucional. Siendo también necesaria 
este especial tipo de preparación, para todos los sujetos disciplinables. Lo cual resulta 
utópico, ya que quienes tienen esta calidad, no sólo son abogados, sino que también 
pueden tener cualquier otra profesión u oficio, que no necesariamente les puede 
brindar los conocimientos necesarios para realizar los mencionados análisis.       
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Del mismo modo, admitir la consagración de esta figura, habilitaría que el 
funcionario instructor de la actuación disciplinaria tenga tanta discrecionalidad al 
momento de la formulación del auto de pliego de cargos378, que aprovechando la 
categoría de norma en blanco que representaría esta falta, podría someter al 
investigado a la incertidumbre de no saber con certeza cual es la conducta que se le 
reprocha. Lo cual, comporta una evidente violación de los derechos fundamentales al 
debido proceso de los investigados que se sometan bajo esta figura, pues abriría una 
gran puerta para la arbitrariedad en la ejecución de la función disciplinaria. 
 
 
4.5. NUESTRA POSICIÓN FRENTE AL TEMA 
 
En síntesis, sostener la posición que, como quedó visto, ha admitido la Corte 
Constitucional explícitamente y la Sala de Penal de la Corte Suprema de Justicia de 
forma tácita, no resulta fácil desde el punto de vista de la construcción dogmática que 
del principio de legalidad se ha hecho en el derecho administrativo sancionador y en 
el derecho disciplinario, pues a pesar de que ha sido avalada, presenta grandes 
inconvenientes a la hora de colocarse en práctica, por la flagrante vulneración al 
derecho fundamental al debido proceso que ello comportaría para los investigados, 
pues su aplicación desconocería, por completo, el principio de tipicidad de la sanción.    
 
Ahora, en caso de que no se aceptara lo anterior, la única forma de convalidar la 
posición anterior, sería una modificación legislativa tanto al denominado Código 
Único Disciplinario, como a las demás normas que regulan procedimientos en 
materia disciplinaria, que insertaran, de forma expresa, que también constituye falta 
disciplinaria grave, leve o levísima, y se constituye, a su vez en la inobservancia de 
un deber o en la realización de una prohibición, el desconocimiento o la 
                                                 
378
 Respecto a la necesidad de concreción y determinación que deben hacerse en los pliegos de cargos 
por parte del operador disciplinario, al momento de citar las normas violadas, véase a: Carlos Arturo 
Gómez Pavajeau. Ob. Cit., p. 293. 
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inobservancia de la doctrina constitucional, la doctrina probable y la jurisprudencia 
reiterada de las altas cortes. Pudiéndose establecer también como falta gravísima, por 
ejemplo, sí el Numeral 1 del Artículo 48 de la Ley 734 de 2002 se modificara, e 
incluyera, de forma expresa, que en el caso de la comisión de la conducta típica del 
prevaricato por acción, el desconocimiento de la doctrina constitucional, la doctrina 
probable y la jurisprudencia reiterada de las altas cortes también constituye falta 
disciplinaria.       
 
Debiéndose determinar con precisión y exactitud, en qué eventos ello configuraría la 
falta disciplinaria, y cuándo y cómo el sujeto disciplinable a pesar de no aplicar estos 
materiales, y resolviendo en forma contraria a lo que esta disponga, no realizaría una 
conducta objeto de reproche disciplinario. Aunque, la implantación de esta medida 
haría que la posibilidad de ocurrencia de estas faltas, sería casi ilimitada, por el usual 
desconocimiento que de estos materiales tienen los servidores públicos y demás 
sujetos disciplinables.  
 
 
4.6. CONCLUSIONES  
 
Las conclusiones que puede plantearse de todo lo anterior, pueden concretarse en que:  
 
− Los materiales obligatorios de los cuales se predica que su inobservancia 
acarrearía infracciones de tipo disciplinario, son en síntesis: la doctrina 
constitucional consignada en las sentencias proferidas por la Corte 
Constitucional y por el Consejo de Estado, y las sentencias reiterativas de las 
demás altas cortes cuando fijen la interpretación de disposiciones 
constitucionales, de rango legal y de actos administrativos de carácter general. 
No configurándose esta, cuando la interpretación no sea diferentes a los 
contenidos de la disposición de derecho legislado, cuando exista una 
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controversia jurisprudencial alrededor del tema o cuando la interpretación 
fijada en la sentencia que se predica inobservada sea “novedosa”. 
 
− La infracción disciplinaria derivada del apartamiento o inobservancia de estos 
materiales jurídicos se da en la medida que la Ley 734 de 2002 establece como 
falta gravísima, incurrir en una descripción típica, la cual se configura también, 
según la Corte Constitucional, cuando se desconoce la doctrina constitucional 
y las sentencias reiterativas de las demás altas cortes cuando fijen la 
interpretación de disposiciones constitucionales, de rango legal y de actos 
administrativos de carácter general. 
 
− Sin embargo, aceptar la ocurrencia de faltas gravísimas por la inobservancia de 
estos materiales jurídicos, presenta problemas desde el punto de vista de la 
dogmática disciplinaria en cuanto la misma desconoce la construcción 
doctrinal creada por la Corte Constitucional frente al principio de legalidad de 
la sanción disciplinaria en sus expresiones formal (reserva de ley) y material 
(tipicidad), que evidencian que su aceptación implica la violación del derecho 
fundamental al debido proceso de los investigados dentro del proceso 
disciplinario.  
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CONCLUSIONES GENERALES  
 
 
Del estudio realizado, en cuanto a si es posible imputar la configuración de una falta 
disciplinaria por la inobservancia o el desconocimiento de la doctrina constitucional, y 
de otros especiales tipos de jurisprudencia como son: la doctrina probable y la 
jurisprudencia reiterada de las altas cortes en donde se fije la interpretación de 
disposiciones constitucionales, de rango legal o de actos administrativos de carácter 
general, estimamos que se pueden extraer las siguientes conclusiones:  
 
Las sentencias de la Corte Constitucional tipo C- y del Consejo de Estado cuando 
anulan disposiciones del ordenamiento jurídico en ejercicio del control constitucional 
residual, tienen carácter obligatorio y efecto erga omnes para todas las autoridades y 
particulares, tanto en su parte resolutiva, como en los apartes que constituyan la ratio 
decidendi de la decisión, pues la decisión de declarar ajustada a no al texto de la 
Constitución ostentan el mismo valor de la disposición analizada. Mientras que los 
obiter dicta consignados en estas decisiones, tendrán el valor de criterio auxiliar en 
los términos del Artículo 230 de la Constitución.  
 
Según una interpretación sistemática de las sentencias de la Corte Constitucional, 
respecto al valor de las decisiones judiciales, encontramos que la ratio decidendi de 
las sentencias que constituyen doctrina probable o jurisprudencia reiterada de las altas 
cortes, tienen fuerza vinculante para los sujetos disciplinables. Sin embargo, será 
posible apartarse de ellas, dejándolas de aplicar para el caso controvertido, si se 
justifica de manera suficiente y razonada en la decisión, los motivos que lo llevan a 
hacerlo, haciendo alusión de forma expresa a la  ratio decidendi  de la sentencia a la 
que en apariencia estaba vinculado. A ello sólo está autorizado el sujeto disciplinable 
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cuando encuentre que la ratio decidendi del caso propuesto es inaplicable al nuevo 
caso, por presentar la ratio de la sentencia a  la cual está vinculado, hechos diferentes 
a los del caso o la actuación administrativa que tiene para resolver; o, por considerar 
elementos relevantes del caso que no fueron observados o tenidos en cuenta en la 
sentencia que posee una ratio decidendi aparentemente aplicable en ese caso. 
  
Entonces, al ser vinculantes estos materiales, en el contexto que deben ser aplicados a 
casos iguales, es posible predicar responsabilidad disciplinaria de la respectiva 
autoridad administrativa o judicial encargada de aplicarlos a un caso concreto, o que 
no los atiende o los deja de aplicar, ya sea por desconocimiento de estos materiales, o 
porque conociéndolos decide apartarse de ellos sin ofrecer las consideraciones 
suficientes y necesarias para hacerlo en los términos en que la Corte Constitucional lo 
ha señalado para el caso de la doctrina probable, y de las sentencias proferidas por 
ella misma en revisión de fallos de tutela o de unificación de fallos de tutela.  
 
Sin embargo, no obstante la existencia del concepto de relaciones de sujeción especial 
que se constituye en el fundamento dogmático sobre el cual descansa el derecho 
disciplinario, y que permite la aplicación flexibilizada o matizada de los mismos 
principios que operan en materia penal, como es el caso de las garantías formales 
(reserva de ley) y materiales (tipicidad) del principio de legalidad, no permite por ese 
sólo hecho, efectuar una limitación del derecho fundamental al debido proceso de los 
sujetos disciplinables. Al punto de aceptar la configuración de una falta disciplinaria 
que no se ajuste a las garantías establecidas a partir de la construcción dogmática 
realizada por la doctrina y la jurisprudencia respecto al principio de tipicidad de la 
falta disciplinaria y de sus manifestaciones.  
 
De modo que, sostener la aplicabilidad de esta tesis, sería instrumentalizar al hombre 
(sujeto disciplinable), pues se partiría de la base de que este puede ser sancionado, sin 
respetarle garantías fundamentales, como el principio de legalidad de la sanción en 
materia administrativa sancionadora, so pretexto de garantizar la coherencia y plenitud 
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del sistema jurídico, al extender el carácter obligatorio y/o vinculante de la 
jurisprudencia de las altas cortes al plano disciplinario.  
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